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Mi gratitud a todos los que hicieron posible este libro.
A mi familia, por supuesto, creadora de los espacios necesarios para que yo pueda dedicarme a escribir, pero sobre todo por ser el ancla de mi vida, materia cementante y purificadora de experiencias, recuerdos y vivencias.
Ahí, en ese espacio intangible, está el primer y más grande atrevimiento de mi vida: mi mujer, amiga, socia y compañera de aventuras. Y claro, mis tres variopintos, divertidos y retadores hijos.
Muchas gracias a Ximena Peredo, instigadora y guía de este libro; a Luis Gómez Theriot, que tradujo el alma del libro en la hermosa imagen de la portada, y al equipo de Virginie Kastel, que purificó mis desaciertos escriturales.
A la plataforma Cómo Vamos Nuevo León y sus socios mi reconocimiento, cobijan mis luchas y las de muchos. Con ellos nos acompañamos y hoy presentamos este recuento, realidad y fantasía, razón y esperanza.
Y claro, no puedo dejar de lado a quienes materializaron, literalmente, este libro: CAPROBI, PUNTO CENTRAL y U-CALLI. Ustedes para mí son más que organizaciones o empresas, tienen nombre y apellido, coincidencia y voluntad. Gracias, Sandra, Nacho, Xavier y Ricardo.
Fiel a la tradición latinoamericana, de esos mundos en los cuales no distinguimos si vivimos o imaginamos, esta es una narración de realismo mágico. Una que sería difícil de creer de no ser porque millones de personas la viven todos los días.
Es la historia de una ciudad que, pese a estar envuelta en montañas asombrosas, flores del desierto y bosques de pinos, todo en un mismo espacio, está cubierta por un aire cada vez más hosco, nebuloso, mortal. Sus habitantes sufren, registra el autor, lo que padecieron los pájaros de Macondo un verano: rompen ventanas para morirse dentro de sus casas. Aquí lo que desencadena la tragedia es inquietante e inevitable: respirar.
Esta crónica de fantasía nos recuerda que entre nosotros habitan seres imaginarios: el corcel que transformaría el transporte para siempre y, en cambio, ofreció tuk tuk de tierras lejanas, se ató a vagones que tardaron 6 años en cruzar las fronteras y soñó con Metro cables que surcan los cielos en amarras tan irreales como imperceptibles a la vista.
Los héroes de este relato, sin embargo, no están en el Palacio, sino en las calles: librando la batalla madre de la ciudad: la batalla por el espacio público. Con la amenaza de tarifazos, paros e invasiones naturales sobre el cuello, al leer, recordamos a quienes están de pie y en pie de lucha por la dignidad de las banquetas, por convertirnos en un pueblo bicicletero, por hacer de lo público una aspiración compartida. El autor de este cuento inverosímil –en cómodas entregas semanales– sabe que sus mejores armas son el ejercicio pleno de la razón pública, los datos contundentes, la crítica frontal y el compromiso intelectual.
Por momentos la historia toma giros inesperados, pero curiosamente también predecibles, como todas las grandes tragedias. La ciudad se devora a sí misma: se expande sin freno, entre capítulos de ley y (des)orden, la corte discute en código (¿9 o 18?) sin atreverse a buscar las respuestas que realmente importan para el futuro, y eso indudablemente es una tragedia. Y mientras las luces se apagan, el autor nos recuerda el nombre propio de estos tiempos: resiliencia. La resiliencia de la gente, en gozosa expresión individual y al mismo tiempo comunitaria, es sobrevivencia y esperanza.
Si algo podemos aprender de esta lectura, es que la historia de nuestra ciudad se construye por capítulos. En este mundo tan duro como el concreto y tan inasible como cualquier realismo mágico, ninguna derrota o victoria es definitiva. Cada entrega, cada capítulo, es una radiografía de nuestra catástrofe, pero también un registro acucioso de datos e información y una perspectiva única que convoca (y provoca) voces cada vez más fuertes, cada vez más necesarias, todas llenas de esperanza y regocijo.
La convocatoria que hace Moisés a través de sus textos, como tantas otras personas y colectivos, Cómo Vamos la suscribe. Escribir los capítulos de la ciudad en la que aspiramos a vivir es un ejercicio de imaginación y perseverancia colectiva, de resistencia, de lucidez. Pero ante todo es una tarea ineludible. PÁJAROS ROMPIENDO VENTANAS es una extraordinaria guía, base de la agenda urbana que impulsamos, para cumplir con la tarea. En el epicentro de una pandemia, durante un proceso electoral crítico, la exigencia debe sonar más fuerte y las voces de cambio –pájaros rompiendo ventanas– deben impactar en el debate como nunca antes en la historia de nuestra comunidad. Solo así el siguiente capítulo de esta historia será un texto a muchas manos, la historia de la ciudad que reinventamos, de cómo transformamos la catástrofe en un espacio acogedor, entrañable, de nadie, de todos.
Luis Ávila
Cómo Vamos Nuevo León
La primera vez que leí a Moisés estaba yo viviendo en Coímbra, mientras estudiaba mi posgrado. Recuerdo haberme quedado impresionada por encontrar una voz concentrada en el gran tema “ciudad”, que ofrecía datos precisos, con un tono comprometido, no como el erudito que observa todo desde lejos y, como cereza del pastel, se daba el lujo de la ironía y el buen humor. ¿Quién es Moisés López Cantú?, pregunté. Me quedé todavía más asombrada al descubrir que tenía unos 20 años más que yo, porque sus textos tenían una frescura sin edad.
Systemática nació en el periódico El Horizonte en 2016. Su objetivo como columna es abordar a la urbe como un macrosistema, entendiendo que todos sus problemas, pero también las posibles soluciones, están concatenados. Los sistemas no tienen gobiernos verticales, me comenta Moisés, por ello, su gobernanza es compleja, involucra conocimiento, deliberación, planeación, ejecución. En todos estos procesos, por cierto, Moisés ha participado como “experto”, aunque ya sabemos que no le gusta que así lo tildemos. Su historia profesional es interesante, porque vino de la escuela tradicional de “hacer ciudad”, muy en la lógica de la tecnocracia, que no voltea a ver al usuario ni mira hacia atrás para ver las crisis que ha provocado; sin embargo, hubo un quiebre fecundo en la trayectoria del “Ingeniero López” cuando se fue varios años a Sudamérica, prácticamente no dejó país sin visitar, y ahí observó –¿por primera vez?– a Monterrey y su zona metropolitana; quiero decir que ahí, frente a ciudades con transporte público digno, con pocos recursos, con procesos participativos, tuvo la gran revelación de que nuestra ciudad iba en el camino equivocado, pero podía cambiar de sentido. Moisés regresó a la ciudad a estudiar para asumir esta batalla a contraflujo. Esa es la apuesta general de Systemática: refrescar la mirada sobre la ciudad de todos los días, ofrecer datos que desestabilicen nuestras creencias y proponer soluciones posibles.
Las columnas de Moisés López Cantú son pequeñas cápsulas con medidas más o menos proporcionales de información, análisis e inspiración. No se pasan de amargas, ni mucho menos de dulces. Para nivelar estos sabores, Moisés echa mano de su ironía o del gran bagaje que tiene de eso que llamamos “sabiduría popular”, compuesta de dichos, refranes y palabrejas que, cuando se saben colocar, le dan al plato un sabor cálido y de cierta autoridad.
Es claro que el más importante aporte de Systemática es su especialidad en temas de ciudad, con lo cual Moisés ha venido abordando temas que casi nunca merecen la atención mediática. En ese sentido es una columna outsider, que pone en el centro lo marginal. Transporte público, medios no motorizados, espacio público, desarrollo urbano y calidad del aire son algunos de los temas más atendidos por Moisés, semana a semana. Es de reconocer, que a pesar de esta acentuación, su columna no se ha vuelto predecible y, por el contrario, su contenido es versátil e interesante. Otro de los grandes aportes de su columna ha sido que ha acompañado muchas iniciativas ciudadanas, arropando y reconociendo los esfuerzos voluntarios por volver positivo el “derecho a la ciudad”, principalmente. En sus columnas han quedado registrados eventos, organizaciones y personas que forman parte de esa memoria colectiva que nos enorgullece.
Moisés nos apremia: en los últimos 5 años se ha destruido más del 40 % de la oferta de transporte público en la ciudad. Se suponía, nos recuerda el autor, que con 85 km de Metro se lograría servir el 15 % de los viajes diarios; sin embargo, la crisis devino de tal forma en colapso, que hoy este medio de transporte apenas ofrece el 2 % de los viajes. A esto hay que sumarle que uno de cada cinco choques ocurridos en México sucede en la Zona Metropolitana de Monterrey. Protagonizamos el 20 % de los accidentes viales en el país, con una pérdida trágica de 600 vidas humanas, en su mayoría peatones y ciclistas. En Cochelandia tenemos un grave problema de calidad de aire, con un 50 % de los días del año fuera de la norma. Según el Centro Mario Molina, en 10 años, si no se actúa con responsabilidad, tendremos 80 % más de PM2.5 y de óxidos de azufre en el ambiente. Este escenario de extrema gravedad no justifica que el columnista se desgarre las vestiduras, saque su dedo flamígero, o al menos miente madres.
Moisés López Cantú despliega, en sus textos, todas las posibilidades aún sin explorar, las compara en costo, efectividad, con las clásicas respuestas de gobiernos agotados, y nos urge a demandar una gobernanza metropolitana posible.
El gran problema de las columnas periodísticas, en general, es que van con el día y suelen quedar casi sepultadas entre las páginas del diario. De ahí la importancia de recuperar en un libro esta memoria de las ideas, los reclamos y las propuestas que Moisés ha vertido durante casi 5 años en su espacio periodístico. Cuando pensamos en esta posibilidad, también advertimos que sería muy rico invitar a algunas voces de colegas a acompañar cada sección del libro que hoy, por fin, tenemos en nuestras manos. Así tenemos textos que “dialogan” con las preocupaciones vertidas en este volumen. Luisa Peresbarbosa Garza, Alfonso Martínez Muñoz, Julia Neira Tijerina, Idolina de la Cerda, Arturo Ardila-Gómez, cada una de estas voces, desde su especialidad, confirman la importancia de atender la yuxtaposición de crisis urbanas y ambientales que se verifican en nuestra Zona Metropolitana de Monterrey.
Que la ciudad nos iguale, que el espacio público sea la red por la que circule un nuevo acuerdo de convivencia basado en la igualdad, en la restauración ecológica y la movilidad sostenible. Que la ciudad nos cobije a todos por igual parece una utopía en Monterrey, pero es un buen punto en el horizonte para enfocar conversaciones, esfuerzos, discusiones y transformaciones sobre el espacio. Este es el mensaje más importante de los PÁJAROS ROMPIENDO VENTANAS de Moisés López Cantú.
Ximena Peredo
Arturo Ardila-Gómez, colombiano, es economista principal de transporte en el Banco Mundial. Supervisa una cartera de proyectos en la región del Banco Mundial de Medio Oriente y África del Norte, principalmente en Egipto. Hasta hace poco trabajó en la Unidad de Transporte de Asia Oriental, donde fue líder de equipo para varios proyectos, incluido el Proyecto de Desarrollo de Transporte Integrado de Wuhan y la nueva iniciativa City Clúster. Dirige el Grupo de Soluciones Globales de Movilidad Urbana del Banco. Brinda apoyo técnico general a proyectos para todas las regiones del Banco en temas como financiamiento, recaudación de tarifas, economía política de la reforma del transporte público y el papel de las tecnologías disruptivas. Es autor de varios artículos revisados por pares y de dos libros. Ejemplos son “Financiamiento del transporte urbano sostenible de la acera al metro” y “Lograr ahorros de energía mediante sistemas de transporte inteligentes en el contexto de las ciudades inteligentes”. Actualmente su investigación se centra en la gestión de activos de transporte urbano sostenible, la reforma del Transporte Público y la mejora de la calidad del seguimiento y la evaluación, incluidos los indicadores de los proyectos de transporte. Tiene un doctorado en Planificación del Transporte Urbano y una maestría en Planificación Urbana del Instituto de Tecnología de Massachusetts (MIT). También es Ingeniero Civil y Magíster en Economía, ambos de la Universidad de Los Andes en Bogotá.
“La banqueta se respeta”, así titula Moisés López una de sus columnas que más me llamó la atención. Banqueta, vereda, acera, andén, calzada… cada país de Latinoamérica le da un nombre diferente a esta vital infraestructura urbana por ser pieza fundamental del espacio público y beneficiar a todos los habitantes de la ciudad. El común denominador en las ciudades de estos países, sin embargo, son los automóviles estacionados sobre la banqueta, una de las muchas formas de irrespetar la banqueta.
Ahora bien, con certeza todos los países tienen entre sus regulaciones la prohibición de estacionar allí. Pero de poco vale esta regulación. Los conductores estacionan gratis sobre la banqueta o pagan a alguna persona no afiliada con el Estado por “cuidar el vehículo”. Estacionar gratis o por muy bajo costo –inclusive en un carril de la calle– constituye un subsidio al uso del automóvil. Todo subsidio promueve un mayor consumo, en este caso viajes en un modo ineficiente comparado con el transporte público. Dos carros ocupan el mismo espacio que un autobús. El autobús lleva 40 pasajeros y entre los dos carros tal vez 2.5 personas en promedio. Surge una alta inequidad en el uso del espacio público vial.
Hay otros subsidios “implícitos” al uso del automóvil. Un ejemplo es el bajo monto que pagan los propietarios anualmente al Estado por registro de la propiedad del vehículo. El recaudo escasamente cubre los costos de la oficina gubernamental a cargo de esta tarea. Los pocos excedentes cubren inversiones mínimas. Para agravar las cosas, la tasa de cobro del registro disminuye con la edad del vehículo. El valor del vehículo también disminuye con su edad. El recaudo por vehículo entonces baja cada año. Sin embargo, el cobro debería subir porque el vehículo al envejecer contamina más el aire y se vuelve más peligroso y proclive a choques.
La regulación urbana entonces subsidia implícitamente el uso del automóvil. Poca controversia hay sobre estos subsidios, en gran parte por su naturaleza implícita. Pocos propietarios de vehículos entienden que la tasa de registro vehicular no cubre los costos de usar el sistema vial ni las externalidades asociadas. Muchos creen lo contrario –que por 25 o 100 dólares por año tienen derecho a vías amplias y sin congestión. Los costos del sistema de transporte urbano –capital y operación y mantenimiento de banquetas, calles, avenidas, metros, BRTs (Ecovía)– son muy superiores.
El transporte público, por su parte, es objeto de controversia política como nos muestra en varias columnas Moisés. La política tarifaria es tema central. Ligado está el tema de si debe haber subsidios al transporte público. Si los hay, estos subsidios suelen ser explícitos porque aparecen en el presupuesto de la ciudad. La controversia sobre el transporte público ayuda a esconder la situación ventajosa para los que tienen carro –una minoría frente a la mayoría que usa transporte público en las ciudades de Latinoamérica. No obstante, algunos conductores hablan de la congestión que generan los autobuses, sin darse cuenta de lo ampliamente subsidiado que está el uso del automóvil, ni de que la congestión la generan los carros principalmente, sumado a un pobre manejo del tráfico vehicular.
Por todo esto es que concluyo que la congestión del tráfico es un impuesto regresivo que no recauda fondos. La congestión es análoga a un impuesto porque genera costos como pérdida de tiempo y mayores costos de operación. La congestión es regresiva porque afecta desproporcionadamente a los usuarios del transporte público. El bus con 40 personas no puede maniobrar tan fácilmente como un automóvil con 1.25 personas. El automóvil puede ir a otra avenida, el autobús tiene ruta fija. Las pérdidas de tiempo de estas 40 personas superan la pérdida de tiempo de los que viajan en automóvil. Finalmente, la congestión no recauda fondos que el Estado podría invertir en mejorar el sistema de movilidad de la ciudad. ¡El sistema está desfinanciado y congestionado!
Moisés nos cuenta también en sus columnas de otras regulaciones urbanas que agravan la situación. Estas regulaciones norman el uso del suelo, con graves distorsiones en términos económicos. Cuatro ejemplos son tamaño mínimo de lote, índice máximo de edificabilidad, mínimo número de estacionamientos y prohibición de mezclar usos del suelo.
El tamaño mínimo de lote busca en teoría evitar edificar viviendas precarias o inducir desarrollos más grandes. En la práctica, el tamaño mínimo de lote hace que los más pobres construyan sin autorización en lotes pequeños para bajar el precio de la vivienda. Cuando el requerimiento es de miles de metros cuadrados, el edificador debe comprar decenas de lotes menores y unirlos. El costo de transacción sube, frecuentemente desestimulando el desarrollo –contrario a lo que los planificadores buscaban.
El índice de edificabilidad se refiere a la relación entre área construida y área del lote. Por ejemplo, un índice de 15 permite un área construida equivalente a 15 veces el área del lote. La regulación frecuentemente exige también que el edificio ocupe una fracción del lote. Un índice que 15, con espacios libres del 30 % del lote, lleva a edificar una torre más alta. Imponer un valor específico, sin embargo, es limitar artificialmente lo que el mercado inmobiliario en realidad quiere ofertar. Un índice muy bajo puede llevar a una ciudad de baja altura y poca densidad. La densidad baja si el tamaño mínimo de lote es muy alto. Ahora bien, es preciso aclarar que hay muchas maneras de cumplir con el índice de edificabilidad e inclusive bajos índices pueden llevar a alta densidad –frecuentemente a costa de poco espacio libre o espacio público.
El requerimiento de un número mínimo de estacionamientos sube los costos de construcción, sin garantizar que estos espacios de estacionamiento vayan a ser usados. Si el predio en cuestión está cerca a buen transporte público, entonces algunas personas no van a tener automóvil. Si el ingreso de los posibles moradores no es muy alto, entonces no van a tener cómo financiar un automóvil. No obstante, la vivienda cuesta más por tener que ofrecer más espacios de estacionamiento que el óptimo.
La prohibición de mezclar usos del suelo busca garantizar tranquilidad a los moradores sin molestias generadas por otros usos. Pero también puede llevar a grandes distancias entre viviendas, tiendas de abastecimiento y sitios de trabajo. La segregación de uso del suelo lleva entonces a viajes más largos que requieren modos motorizados como el transporte público y el automóvil. Viajes a pie y en bicicleta son más difíciles –y peor si las banquetas están ocupadas por automóviles.
En conjunto, estas cuatro regulaciones reducen la oferta de espacio construido. Si baja la oferta, suben los precios. Esto beneficia a los pudientes y a los que ya viven allí. Pero saca del mercado a los menos pudientes. Estas regulaciones aburguesan la ciudad y precarizan las periferias. Por ello, estas regulaciones contribuyen a un desarrollo urbano en 3-d: distante, disperso y desconectado. Los hogares más pobres, en particular, logran vivienda asequible en zonas distantes, donde el tamaño de lote y el mínimo de estacionamientos es menor o ignorado. El precio de adquirir una vivienda baja. Pero estas viviendas están lejos, distantes del resto de la conurbación, particularmente de las oportunidades laborales.
El desarrollo en 3-d podrá llevar a bajos precios de adquisición, pero siempre lleva a altos costos de operación de la vivienda. El transporte es un costo clave de operación de la vivienda. El transporte brinda acceso a oportunidades laborales, educativas, de salud y de entretenimiento. Proveer servicio de transporte público a desarrollos en 3-d es muy costoso. Una razón es que los autobuses se llenan al salir de la zona residencial y luego deben recorrer gran distancia sin sube y baja de pasajeros. La rentabilidad del transporte público está en el sube y baja frecuente, lo cual permite tarifas más asequibles. Sin sube y baja, el costo sube y con ello sube el costo de operar –de morar– en estas viviendas distantes y desconectadas. Múltiples desarrollos urbanos de este tipo llevan a una mancha urbana dispersa.
El desarrollo en 3-d también eleva el costo de proveer servicios públicos –agua, alcantarillado, electricidad– a las viviendas. Las tarifas suben para reflejar los altos costos iniciales de capital de proveer estos servicios. El costo de operación de las viviendas sube acordemente.
El costo total de la vivienda entonces está dado por el costo de adquisición más el costo de proveer servicios públicos más el costo de transporte. Gobernantes y planificadores se engañan al creer que urbanizar en zonas lejanas donde el suelo es barato baja el costo de la vivienda. El engaño surge porque consideran solo el valor del suelo y el valor de edificar las viviendas. Olvidan los costos de operación de la vivienda: las altas tarifas de agua y electricidad más el alto valor del transporte sea público o privado.
En los Estados Unidos Mexicanos entre 1980 y 2009, según datos de Sedesol, las ciudades crecieron en 3-d: la población se multiplicaba por tres y el área urbana por 25. Las imágenes de este patrón de urbanización parecen más un estallido de pintura en un papel, con barrios lejanos al centro de la ciudad con grandes espacios vacíos. El resultado: 50 % de estas viviendas “baratas de adquirir” está abandonado porque los costos de operación de la vivienda –servicios públicos y transporte– son onerosos. Las viviendas resultan inasequibles además de inconvenientes por la segregación del uso del suelo: la tienda más cercana puede quedar muy lejos.
Ante esto, Systemática nos da esperanza al contarnos de la reciente Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano de Nuevo León. Nos cuenta que esta ley permite una mayor flexibilidad, por ejemplo, al permitir usos mixtos del suelo y al llamar por una mayor densidad urbana. Nos cuenta también cómo los planes de desarrollo urbano no han logrado lo que se proponían. La mayor densidad no se dio, por el contrario, hubo un desarrollo en 3-d. Esta situación es común en la mayoría de las ciudades: los planes no llevan a la ciudad esperada.
La planificación urbana entonces debe reconocer que las fuerzas de mercado pueden llevar a una ciudad más eficiente, compacta, vivible, amable y con menores costos de operación. La ciudad en 3-D (con mayúscula): Densa, Diversa y bien Diseñada. La ciudad 3-D es apta para el transporte público porque la densidad y la mezcla de usos del suelo generan sube y baja de pasajeros que aumentan la rentabilidad del transporte público con la misma tarifa. En la ciudad 3-D es factible viajar a pie y en bicicleta –muestras de una ciudad amable y vivible. La ciudad 3-D tiene menores costos de operación que la ciudad 3-d por la mayor densidad, la menor distancia de los viajes en promedio y el menor costo de prestar el servicio de transporte público –más la opción de caminar y bicicletear, que son bastante asequibles.
El camino para llegar a la ciudad 3-D pasa por hacer cumplir mejor una de las reglas analizadas arriba: espacio público, espacio sagrado. No más automóviles estacionados sobre la banqueta, porque la banqueta es sagrada y se le respeta. Igual con parques existentes y los por existir al crecer la ciudad en 3-D, es decir, bien diseñada.
El camino también pasa por relajar las otras cuatro regulaciones analizadas antes. La más fácil es el requerimiento de proveer un mínimo de estacionamientos. Lo ideal es eliminar por completo esta regla. Una segunda mejor opción es colocar un máximo, pero acá el planificador y el gobernante también se pueden equivocar. Es mejor eliminar el requerimiento y dejar que el mercado funcione.
El tamaño mínimo de lote también es fácil de eliminar para dejar que los edificadores analicen el mercado y vean si compran más propiedades existentes para unirlas en un lote mayor. Igual con la prohibición de mezclar uso del suelo. El edificador sabe si es mejor tener tiendas y restaurantes en el primer piso, oficinas y consultorios en los siguientes y viviendas en los pisos más altos. Ciudades como París y Buenos Aires permiten este tipo de mezcla, inclusive dentro del mismo edificio. Lo más importante es permitir mayor mezcla de usos del suelo en una misma manzana.
Permitir mezcla de usos del suelo va a ser fundamental para la pospandemia. La razón es que muchas personas que trabajaban en oficinas descubrieron que pueden teletrabajar desde casa. Los centros de las ciudades que concentraban oficinas ahora están vacíos y pueden continuar así en la pospandemia. Estos centros ya tenían el problema de que en las noches y los fines de semana banquetas y calles estaban vacías. La razón: el uso del suelo era para oficinas más restaurantes y algunas tiendas y prohibía la vivienda. La solución: autorizar el uso mixto del suelo para que algunos edificios de oficinas –o algunos pisos de edificios de oficinas– se transformen en vivienda. El aumento de oferta de vivienda en una zona central hará bajar los precios. Gente se mudará para vivir en el centro. El centro tendrá vida en las noches, los fines de semana e igualmente importante durante los días hábiles de la pospandemia.
La última regulación que hay que relajar para que funcione mejor el mercado inmobiliario es el índice de edificabilidad. La demostración ideal es permitir un índice mayor o eliminar cualquier requerimiento en las zonas de influencia de los corredores de transporte público. Inclusive un corredor con buses en tráfico mixto puede sostener una mayor densidad urbana alrededor, sobre todo si el corredor es adaptado a los estándares del Manejo de Corredores Integrados (Integrated Corridor Management, ICM). El ICM busca dar prioridad al transporte público a través de un carril prioritario para autobuses y de un mejor manejo de tráfico. El ICM implica mejorar la situación también para peatones al renovar las banquetas –y prohibir de verdad el estacionamiento ilegal sobre ellas.
Corredores de transporte masivo como los BRT, los metros y tranvías con más vías pueden sostener una mayor densidad urbana –mayor índice de edificabilidad– en su área de influencia. En sus columnas, Moisés nos cuenta del éxito que es el Metrorrey. Imaginemos si la densidad urbana fuera mayor –el Metro puede absorber estos viajes igual que la Ecovía.
En síntesis, relajar las cuatro regulaciones urbanas analizadas llevará a una mayor oferta de espacio construido. Los desarrolladores inmobiliarios saben mejor lo que pueden ofrecer. Saben si hay que ofrecer estacionamiento o no porque hay buen transporte público cercano. Saben si es prudente mezclar usos del suelo, inclusive dentro del mismo edificio. Y saben hasta qué índice de edificabilidad llegar. Lo saben porque de lo contrario no venden el espacio construido.
El papel de los planes se vuelve entonces de orientar y facilitar el crecimiento urbano en el marco de una ciudad Densa, Diversa y bien Diseñada. Desregular las cuatro normas analizadas hará que funcione mejor el mercado y aumente la oferta de espacio construido. A mayor oferta, menores precios. Vivir cerca al transporte masivo debe ser asequible y no solo para los más pudientes. La implementación de una línea de Metro, por ejemplo, mejora el acceso a más oportunidades laborales, académicas y sanitarias en el mismo tiempo de viaje. Los precios de las propiedades vecinas pueden subir si la regulación no cambia para permitir una mayor oferta de espacio construido. Algunos dirán que el Metro generó aburguesamiento de las zonas vecinas. Felizmente, ¡no fue el Metro! Fue la regulación urbana que no cambió a tiempo, limitó la oferta de espacio construido nuevo y aumentó los precios. La regulación urbana sí puede cambiar fácilmente para reconocer las ganancias en accesibilidad que generó el nuevo Metro. El cambio llevará a mayor oferta de espacio construido e impedirá el aburguesamiento porque bajarán los precios.
El transporte es esencial en la ciudad 3-D porque la densidad y la diversidad de usos del suelo hacen económicamente viable al transporte público, caminar y bicicletear. El transporte a su vez da acceso a las oportunidades y a las viviendas de manera asequible. La ciudad 3-D tiene menores costos de operación, es más incluyente por ser más asequible, y es más vivible por la diversidad de usos y los buenos espacios públicos. Para hacer más conveniente el transporte público, los planes de gobierno deben fomentar los datos abiertos para que surjan aplicaciones que ayuden al usuario de transporte público. Los datos también deben ayudar a crear sistemas de información a los pasajeros, por ejemplo, con la hora de llegada del próximo autobús en los paraderos. Los sistemas de recaudo deben evolucionar a partir de la tarjeta inteligente usada en sistemas Metro y BRT para permitir medios de pago adicionales como las tarjetas de cajero y de crédito, así como el pago por teléfono –con una aplicación o con un mensaje de texto.
La ciudad 3-D además genera un terreno de juego más equilibrado entre el transporte público y los carros. La ciudad 3-D recauda más impuestos por unidad de área. Parte de este recaudo debe ir al financiamiento del transporte público, incluida la construcción de banquetas y ciclovías. La oferta formal de estacionamiento también aumentará una vez los carros no puedan estacionar gratis sobre la banqueta. La tecnología moderna permite además pensar en cobrar por el uso del automóvil a través de aplicaciones en los teléfonos móviles. El sistema de transporte requiere cubrir sus costos de capital, operación y mantenimiento para dar sus beneficios plenos.
Como reflexión final, la actual pandemia ha abierto una ventana de oportunidad para estos cambios. Un ejemplo es cómo el uso mixto del suelo debe ser permitido en los centros de las ciudades para que sobrevivan en la pospandemia. En paralelo e infelizmente, muchas personas han perdido sus empleos. Para poder acceder a empleos, el transporte público, caminar y bicicletear son más relevantes que nunca por ser asequibles. Y no olvidemos el cambio climático: si bien la cuarentena bajó las emisiones de efecto invernadero, la concentración de estos gases continuó en aumento. La ciudad 3-D –Densa, Diversa y bien Diseñada– tiene una menor huella de carbono que la ciudad dispersa, distante y desconectada. Los cambios en la normatividad de uso de suelo son urgentes, entonces, junto con la necesidad de proteger mejor el espacio público, porque la banqueta es sagrada.
Desde su puesta en servicio se han registrado reclamos y críticas relacionadas con el sistema de transporte que en Monterrey se conoce como Ecovía y pareciera que tiene rebrotes periódicos.
Este tipo de críticas reflejan problemas reales y no son privativos del caso Monterrey, se han registrado –con igual o mayor intensidad– en cada ciudad mexicana en que se han implantado proyectos similares. Son casos extremos Puebla (dos intentos), Tijuana (al menos tres intentos), Ciudad Juárez (dos intentos) y Villahermosa. En estos casos se construyó la infraestructura, se compraron autobuses, se destruyó la infraestructura y se tuvo que buscar otro destino para los autobuses; en el caso de Villahermosa se quemaron los vehículos en lo que se reportó como un posible acto criminal.
¿Quién gana cuando este tipo de proyectos son exitosos? ¿Quién pierde cuando fracasan? Ganan los prestadores del servicio preexistentes y los usuarios pierden la oportunidad de mejores servicios e incluso de tarifas menores. También pierde la sociedad, vía la pérdida de los recursos invertidos en el desarrollo de los proyectos (en el caso de Monterrey del orden de los $1,800 millones de pesos) y porque se ven obligados a “satisfacer” la demanda de viajes con servicios de baja calidad plagados de ineficiencias y externalidades negativas.
¿Cuáles son los elementos comunes a todos estos casos? Regulación discrecional, poder de mercado, captura de los reguladores y ausencia de capacidades de gestión por parte del regulador.
En todos los casos se ha tratado de sustituir servicios que se han prestado históricamente de forma individual (por ruta), que tienen tarifas por encima del nivel que deberían tener y que, por razones políticas y de capacidades, no pueden ser regulados. En cada ocasión los reguladores se ven superados por los prestadores del servicio, tienen menos información que los prestadores del servicio, menos presupuesto, menos capacidades técnicas y carecen de los elementos básicos para hacer que un sistema integrado funcione: la capacidad de ordenar los servicios y el control de los flujos que se generan en los usuarios vía el pago de las tarifas.
En términos de ciencia económica y de organización industrial se trata de servicios públicos controlados por cárteles, oligopolios con poder de mercado y servicios cuya prestación se da en el contexto de una regulación discrecional. En este contexto se pierde, fácilmente, el objeto de todo servicio público: maximizar el beneficio de los usuarios.
El caso de Monterrey, como todos, tiene cosas buenas y áreas de oportunidad. Entre las cosas buenas está la infraestructura exclusiva, los autobuses de piso bajo, las estaciones cerradas y con aire acondicionado, las transferencias sin costo con los servicios Metro y algo casi invisible para el usuario: la capacidad de gestionar los servicios que se presentan dentro de la troncal.
Entre las áreas de oportunidad, es decir, las cosas no tan buenas, están la sustitución de las unidades en servicio por las comprometidas en contrato (80 de 100 pasajeros por 80 de solo 70 pasajeros), la ausencia de gestión de las alimentadoras, una tarifa no consistente con tarifas usuales en sistemas integrados y, en términos amplios, un modelo de negocios que no garantiza la transferencia de beneficios a los usuarios. ¿El modelo de negocios? Sí. En el modelo de negocios cada actor debe cumplir con su parte (por ejemplo, proveer las unidades con capacidad de 100 pasajeros), que los recursos se distribuyan en tiempo para que el sistema sea sustentable y algunos de los beneficios se trasladen a los usuarios de manera sostenible en el tiempo.
Otra gran área de oportunidad se ubica en la actuación, o ausencia, de los Municipios: gestión de semáforos, vigilancia de agentes de Tránsito, construcción de banquetas, arborización y seguridad pública. Que el segmento de viaje que se hace a pie sea lo mejor posible es responsabilidad de los Municipios.
La actual Administración estatal tiene el reto de hacer funcionar algo que heredó: las leyes, reglamentos, contratos y concesiones que proceden de la administración anterior. No obstante, el futuro de la Ecovía sí es responsabilidad de esta administración.
El reto no es pequeño, si se alcanzan las expectativas planteadas en el Análisis Costo Beneficio (ACB) podría servir 180 % de la demanda que hoy sirve. Si no, podrían pasar muchos años antes de poder intentar un nuevo proyecto de este tipo: en Puebla pasaron 16 años antes de volver a intentarlo y en Ciudad Juárez se hicieron los primeros intentos antes que iniciara operaciones Metrobús Insurgentes (Ciudad de México, 2005).
Por cierto, en Monterrey el primer BRT no es el Corredor Ecovía. El Corredor Pablo Livas (Transmetro operado por Metrorrey) empezó a operar en 2005 y opera bastante bien si se considera que la inversión inicial fue, con toda seguridad, la más baja que se ha hecho en proyectos de transporte público en Monterrey.
Al final una respuesta a la pregunta que intitula este artículo: ¿eco qué? Ecovía es solo el nombre de un proyecto, en el fondo de lo que se trata es de que una modalidad de transporte sea exitosa y pase a formar parte del sistema integrado de transporte público. En los corredores de mayor demanda podrán implantarse tecnologías con más capacidad (Metro, tren ligero, tranvía, etc.), pero en una ciudad tan dispersa y con baja densidad como la nuestra, los corredores BRT (como Ecovía) o sus variantes son de particular importancia para ampliar la cobertura de servicios de alta calidad y garantizar frecuencia, regularidad en los tiempos de paso y la integración tarifaria a los menores costos posibles.
El juez Stephen Bryres, de la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos, dice que los servicios públicos se regulan para que más personas se vean beneficiadas, no para que pocos usuarios disfruten mientras algunos prestadores de los servicios obtienen utilidades extraordinarias (Revista de Estudios Públicos No. 78, 2000, CEP, Chile).
En regulación de servicios públicos hay dos instrumentos centrales para maximizar el beneficio social –más usuarios servidos con agua potable, más pasajeros transportados en un sistema de transporte público–: la ley con su reglamento y la política tarifaria.
En transporte público las leyes y reglamentos han expresado, en el mundo y en la historia, en regulaciones que van desde la absoluta libertad de mercado (lo presta quien quiere y cobra lo que quiere) hasta lo que hoy se conoce y reconoce como el mecanismo más exitoso: regulación por incentivos. La política tarifaria, en cualquier tipo de regulación, debe cumplir con dos objetivos: maximizar el número de usuarios servidos y garantizar la sustentabilidad financiera de los actores implicados.
Arturo Ardila, del Banco Mundial, demuestra que la tarifa que pagan los usuarios en muchas ciudades de Latinoamérica está por encima de los niveles competitivos (Transportation Research Record Journal of the Transportation Research Board 2048:8-15). Es decir, los usuarios pagan más de lo que debían. En todos los casos analizados, y muchos más, el hilo conductor del valor de la tarifa es el poder de mercado de los prestadores, la relación política-prestadores y la ausencia de los usuarios como factor de decisión cuando se fija el precio del servicio.
Y en Monterrey, ¿cuál es la tarifa y qué política la define? En Nuevo León hay un abigarrado paquete de tarifas cuyo nivel depende del tipo de ruta, si tiene o no clima, del tipo de unidad y del tipo de usuario. El precio del servicio (la tarifa nominal) va desde los $4.50 hasta $16.36 por viaje, más un deslizamiento de entre tres y cinco centavos por mes en el sistema tradicional. ¿Cuál es la política tarifaria? En realidad hay dos políticas tarifarias. Ambas datan de hace unos 15 años, son “un poco” disímiles o si se quiere, es una sola con expresiones en lejanos extremos opuestos.
Un extremo de la política tarifaria se encuentra en las tarifas del sistema tradicional. La “política tarifaria” del sistema tradicional ha sido alcista los últimos 15 años (la tarifa ha crecido 300 % en 16 años o 19 % en promedio anual). Este crecimiento se asocia a la renovación de los autobuses y las tecnologías: si se mejoran las unidades, se pone clima o se instala prepago hay aumento. Este enfoque deja de lado la eficiencia que toda concesión (o permiso) debe buscar y el resultado último: más usuarios servidos.
Cierto, hay elementos positivos en la política tarifaria del sistema tradicional. Es posible un descuento del 50 % en el primer transbordo y si hay un tercer transbordo el cargo adicional es cero; se entiende que en los “consorcios” también aplica siempre y cuando los transbordos se hagan en autobuses de la misma ruta. También se ha lanzado el programa de gratuidad para estudiantes y adultos mayores, evidentemente quienes reciben ese apoyo obtienen un beneficio que solo depende de que lo utilicen.
¿Hay algún “pero” a estos mecanismos? Los beneficios solo son posibles si tienes tarjeta Feria. La tarjeta cuesta $20.00 y tiene un déficit de puntos de venta, tanto que le impone al usuario un costo de búsqueda muy alto. Prueba: el porcentaje de penetración, las personas que pagan con tarjeta Feria, es del orden del 32 % y nunca ha sido mayor del 52 %. ¿Es relevante este porcentaje? Sí, porque los descuentos son solo posibles si se paga con dicha tarjeta, así que entre transbordos, pago con tarjeta y categorías de usuario (estudiante o adulto mayor) el porcentaje de usuarios que recibe los beneficios podría ser del orden del 10 % del total.
En el otro extremo de la política tarifaria se localizan la tarifa del Metro y sus servicios. En los servicios de Metrorrey la tarifa tiene 15 años sin incremento, nominalmente es de $4.50 por cada viaje. Hay descuentos por volumen, hay integración física y tarifaria en todos sus servicios (Metro, Transmetro y Ecovía) y los cargos por transbordo son iguales a cero, de tal forma que la tarifa promedio ponderada es del orden de $4.00. Con un solo pago de $4.50 se puede acceder a una red de más de 160 km de servicios, más 300 estaciones o paraderos en una cobertura territorial de 30 millones de m2.
¿Qué pasa si se contrastan las dos políticas? Si se consulta el Diario Oficial del Estado y otras fuentes públicas, con un poco de análisis, se puede saber que: I) Los usuarios del sistema tradicional pagan una tarifa promedio ponderada un poco mayor a los $11.00 por viaje, mientras que los del sistema Metro pagan una del orden de los $ 4.00; II) Que la participación del transporte público ha caído del 67 % al 37 % los últimos 30 años, y que III) La demanda de los servicios del sistema Metro crecen a tasas anuales de dos dígitos, mientras que la del sistema tradicional, hasta donde se sabe, decaen.
Así que ¿importa la tarifa? Por supuesto que importa, es el instrumento que puede maximizar o reducir los niveles de demanda servida en el sistema de transporte público. En un conglomerado urbano como el nuestro, donde poco más del 20 % de la población está catalogada como pobre, es relevante que las personas puedan viajar. Viajar es el medio que hace posible el acceso a derechos humanos centrales: salud, educación y trabajo. Poder moverse también es relevante en actividades propias de una urbe con orientación al conocimiento, los servicios y la competitividad: aprender idiomas, asistir a cursos de capacitación, tener acceso a museos, arte, recreación, esparcimiento y convivencia.
En síntesis, cuando se cuenta con servicios de transporte público asequibles aumentan los grados de libertad de las personas, se reduce la desigualdad y aumentan las posibilidades de disfrute y desarrollo de las personas. Si este es el enfoque, el instrumento es “la política tarifaria”, una política tarifaria orientada a maximizar la demanda servida.
La posibilidad, real o remota, de incrementar la tarifa de los servicios Metro incita fuertes debates y múltiples declaraciones. La mayor parte de las opiniones (al menos en los medios) son contrarias, otros (los menos y tímidamente) se atreven al análisis de las razones y otros más se rasgan las vestiduras. Personalmente creo que es un falso debate y explicaré por qué.
En el Área Metropolitana de Monterrey hay dos sistemas de transporte, uno tiene una política tarifaria alcista (el de los autobuses) y el otro tiene 13 años sin cambio (los servicios Metro).
La última vez que se autorizaron nuevas tarifas para el sistema de autobuses fue el 30/12/2013, las tarifas se fijaron entre $12.00 y $17.00 más un incremento de entre $0.02 y $0.05 por mes dependiendo del tipo de ruta. La última vez que se autorizó tarifa para los servicios Metro fue en 2003 y quedó en $4.50.
Además del nivel de la tarifa hay un contraste en las reglas de aplicación y, por lo tanto, en el resultado final: lo que pagan los usuarios para transportarse.
En el sistema de autobuses se paga cada transbordo, pero si se paga con tarjeta Feria se aplica un 50 % de descuento por el primer transbordo y el tercero es gratuito; hay descuento para adultos mayores y estudiantes (los usuarios que pagan tarifas completas “subsidian” a los que pagan tarifas preferenciales) y hace algunas semanas se aprobó la “gratuidad” para un pequeño segmento de estudiantes. También hay una tarifa de castigo por pagar en efectivo ($2.00 más).
En el sistema Metro la tarifa es única ($4.50), se pueden hacer transbordos sin ningún cargo entre líneas y los servicios Transmetro, no hay tarifa de castigo y se pueden obtener descuentos por volumen. Por $4.50 puede ir desde San Bernabé a Pablo Livas, Escobedo, Las Puentes o viceversa.
En ambos sistemas se obtienen ingresos por pasajero transportado, pero mientras que en el sistema de autobuses la norma es que se paguen todos o casi todos los segmentos de viaje (por eso se cobran la mayor parte de los transbordos), en el sistema Metro ocurre lo contrario, la misma tarifa cubre todos los transbordos. El resultado es singular, mientras que en el sistema de autobuses la tarifa promedio ponderada es del orden de $11.30, en los servicios Metro es del orden de los $2.20.
Si a este planteamiento se agrega la forma en que ha evolucionado la demanda en uno y otro sistema, se entiende con facilidad la idea del falso debate.
Mientras que el sistema de autobuses viene perdiendo participación de mercado (un 30 % los últimos años), la demanda satisfecha por los servicios Metro viene creciendo a tasas de dos dígitos desde 2007, de tal forma que casi triplica su participación de mercado en el área metropolitana. En 2015 superó los 183 millones de viajes por año y el promedio diario pasó de los 530,000.
En la síntesis, mientras que el sistema de autobuses pierde participación de mercado con tarifas alcistas, los servicios Metro ganan demanda con tarifas sin cambio por más de 13 años.
Así que el verdadero debate tendría que ser ¿cómo se hace para que el sistema Metro siga prestando los servicios en condiciones de seguridad, eficiencia y con más comodidad? ¿Cómo se hace para que nuevos usuarios reciban más servicios de alta calidad a tarifas menores que las del sistema tradicional?
La idea de que una política tarifaria “bipolar” es buena para los usuarios no se sostiene. Los servicios con las tarifas alcistas pierden participación de mercado y siempre son mal evaluados; los servicios con tarifas sin cambio ven limitada su capacidad de invertir en mantenimiento, enfrentan problemas de obsolescencia y no pueden invertir en ampliar los servicios que prestan.
El transporte público, independientemente de quien lo preste, es una obligación del gobierno, es un servicio público y como tal debería maximizarse su cobertura; más pasajeros transportados, no menos. Así que el debate verdadero no es si la tarifa de los servicios Metro debe crecer, el verdadero debate es cómo subsanar sus rezagos y ampliar la oferta de servicios. Más servicios de alta calidad, no menos.
La respuesta parece obvia: más ingresos. Los ingresos que el sistema necesita pueden venir de los usuarios en forma de tarifas, o de las arcas públicas en forma de subsidios, es decir, de los impuestos de todos. La primera vía siempre deja la posibilidad del reclamo, la vigilancia y la exigencia de servicios adecuados por parte de quienes pagan las tarifas; la segunda vía no, se presta más a la opacidad y a que los recursos terminen en destinos que podrían no tener que ver con el transporte de pasajeros o su aplicación no sea eficiente. Hay una tercera vía. No más ingresos de ninguna fuente. Eso significa obsolescencia, deterioro, no actualización y acumular pasivos que luego se vuelven imposibles de superar.
No hay caminos fáciles y, desafortunadamente, desde el punto de vista de los usuarios, las opciones son en extremo limitadas: altas tarifas con crecimientos continuos en el sistema de autobuses o una actualización de las tarifas de los servicios Metro, tal vez gradual, para ubicarse por debajo de las del sistema de autobuses.
Pero, ¿qué es lo relevante desde la óptica de los servicios públicos? Una política tarifaria centrada en el crecimiento y sustentabilidad del sistema a lo largo del tiempo, acompañada de una política de maximización de la asequibilidad de usuarios de menores ingresos. Mejor si se acompaña de transparencia total, rendición de cuentas y mecanismos de gobernanza, que permitan evaluar la eficiencia de la aplicación de los recursos que originan en el pago de las tarifas.
Requisa es “el acto administrativo unilateral –extraordinario– por medio del cual un órgano administrativo impone a un particular, con base en el interés general, la transferencia de la propiedad de bienes o el uso de los mismos, pudiéndose contemplar incluso la prestación de servicios o actividades, mediante una indemnización”.
Bien por la requisa de Ecovía, este acto administrativo, espero extraordinario y definitivo, abre un espacio para repensar y relanzar una buena idea que no nos podemos dar el lujo de perder.
¿Pero de veras es tan extraordinario? No en Nuevo León, no en México, no en el mundo de los sistemas BRT (Bus Rapid Transit) en México.
El 20 de enero de 1959, el gobernador Raúl Rangel Frías decretó la “Ocupación Inmediata Temporal” de todos los edificios, vehículos e instalaciones de los prestadores del servicio de transporte público de Nuevo León, ante amenazas de suspender el servicio si no se autorizaba un incremento en las tarifas. Esta requisa fue levantada el 4 de febrero del mismo año, después de que el Municipio de Monterrey (si, el Municipio de Monterrey) y el Estado llegaron a un acuerdo con los prestadores de los servicios (Periódico Oficial del Estado Tomo IVC Núm. 10).
Otro episodio de gran alcance se gesta a partir de la publicación del decreto de sectorización (Periódico Oficial del 19 de mayo de 1976 Tomo CXIII) del sistema de transporte público del Área Metropolitana de Monterrey. El gobernador Zorrilla ordenó y decretó la implantación de lo que hoy conocemos, anhelamos y promovemos, como un sistema integrado de transporte, rutas bien organizadas, gestionadas por un ente público y con transbordos sin cargo. Esta propuesta fue rechazada por los transportistas. Esta iniciativa fue rechazada y combatida, la respuesta fue una requisa temporal y la “solución” una ficción jurídica cuyos efectos persisten hasta hoy, el gobierno decretó que “…subsistente el derecho de las empresas o personas físicas que a la fecha presten el servicio en los municipios a que se refiere el artículo primero, y sin ningún efecto los actuales itinerarios o rutas, bien que se deriven del otorgamiento de concesiones o permisos, o bien que sin autorización de la autoridad competente estén prestando de hecho este servicio”. Es decir, puedes seguir prestando los servicios, pero te quito los títulos de concesión… y esa es la razón por la cual solo hay dos concesiones de pleno derecho, las demás rutas operan con permisos ¿hasta la eternidad?
En nuestro país hay otros casos peores, iguales o parecidos. En un artículo anterior cité antecedentes que datan de 1996, entre otros los casos de Tijuana, Puebla y Ciudad Juárez, como ejemplos de proyectos fracasados. Se construyó la infraestructura y se compraron los equipos, las componentes físicas se demolieron y los autobuses se vendieron.
Más recientemente cayeron en situaciones similares, bien se dice que no hay nada nuevo bajo el sol, los proyectos de Puebla (dos corredores), Chihuahua y Ciudad Juárez. Los gobiernos estatales tuvieron que asumir (requisar) los activos y prestar directamente los servicios. No tengo datos de resultados, pero es fácil presumir que, al igual que en Ecovía, las estimaciones de demanda y beneficios sociales no se dieron como se calcularon en los Análisis de Beneficio Costo.
¿Cuáles son los elementos comunes a todos estos casos? La debilidad institucional, la regulación inadecuada y, probablemente, procesos de “captura” por parte de los prestadores del servicio. Los procesos de implantación suelen ser largos y resultar en instrumentos (contratos, concesiones, permisos) discrecionales y débiles en donde, por lo general, el usuario brilla por su ausencia. También solemos escuchar frases como las siguientes: I) “…con el respaldo total de los empresarios camioneros”; II) “...tenemos ya convenios firmados...”; III) “...una amplia colaboración de los concesionarios de rutas y de los empresarios de transporte urbano, que con sentido de responsabilidad social y con visión práctica han procurado mejorar el servicio que prestan”; IV) “…plena comprensión entre todos los factores interesados en el problema”; V) “…obligándose los concesionarios ante el señor gobernador del estado a aumentar el número de camiones y a mejorar el servicio público que prestan”.
¿Es este el caso de Ecovía? Parcialmente. Breve reseña. El proyecto se conceptualiza en 2005 y recibe un impulso notable en febrero de 2006, al recibir una donación de $5 millones de dólares del Global Enviroment Facilities para el desarrollo de los estudios y proyectos que le darían vida. El otro hito relevante se da con la firma del Convenio de Aportación Financiera, con FONADIN-BANOBRAS, para recibir recursos a fondo perdido por $610 millones de pesos. El costo total del proyecto sería de $1,637 millones de pesos y el Ejecutivo del estado solo aportaría $278 millones de pesos, el resto provendría de la iniciativa privada. El convenio se firmó en septiembre de 2011 y pasarían 3 años y unos meses para que las operaciones iniciaran a principio de 2014. Nueve años desde su conceptualización.
Al final, ¿qué pasó con Ecovía? De la información pública destacan los siguientes rubros: I) Se cumplió con las componentes físicas (carriles, estaciones, terminales, etc.); II) Por alguna razón se suministraron vehículos menores a los comprometidos (80 de 70 pasajeros, no 80 de 100 pasajeros); III) Con esa decisión la oferta real resultó, más menos, un 30 % menor de la prevista; IV) Las rutas alimentadoras y su coordinación con los servicios troncales siguen siendo una “gran área de oportunidad”; V) Las componentes asociadas a las competencias municipales se convirtieron en un dolor de cabeza: alumbrado, banquetas, control del tránsito y semaforización; VI) No se sabe, o al menos no son públicas, que se hubiesen aplicado sanciones o medidas correctivas previas a la requisa. ¿El resultado? Todavía no podemos saber cuál será el resultado final, por ahora sabemos que los beneficios sociales estimados no se han alcanzado y que se hizo necesaria la requisa.
La reseña es útil para señalar el contraste entre las reglas del programa que lo financió (FONADIN-PROTRAM) y el contexto en que se desarrolló. El programa exige, básicamente: no subsidios, transparencia, gestión y rendición de cuentas. La legislación local obliga a que sean los mismos transportistas quienes presten los servicios y sujeta la gestión a mecanismos por ruta, individuales y sin mecanismos efectivos de regulación. Hoy se publica menos información del sistema y los servicios que hace 5 años.
Pero al igual que al inicio de este artículo, destacamos que estas condiciones no son únicas o extraordinarias para el caso Nuevo León, son las mismas que se han presentado en los otros casos, en el mismo estado, y en otras ciudades del país.
¿Resultará este proyecto en un fracaso como los ya citados? Depende del resultado de la requisa. Los resultados de la requisa dependen de dos cosas: abordajes diferentes a los previos y recursos.
Si la requisa es resultado del contexto preexistente (usos, costumbres, negociaciones y reglas) entonces es claro que hay que buscar otras formas de relacionarse con los privados, pagar a los prestadores, gestionar los servicios y atender a los usuarios. Por otro lado, es indudable que Ecovía necesita una inyección de recursos: autobuses más grandes, banquetas, semáforos coordinados, alumbrado público, ciclovías, arborización y muchas otras cosas. ¿Hay recursos para eso? En opinión personal, sí en buena medida, y están en el mismo sistema.
Al final una reflexión. La sociedad y gobiernos no podemos darnos el lujo de perder, o dejar perder, grandes inversiones. Necesitamos hacer que este tipo de proyectos funcionen, que la demanda prevista se alcance, que los usuarios sepan a qué hora va a pasar su transporte y cuánto van a demorar para llegar a su destino. Necesitamos que las eficiencias implícitas se trasladen a los usuarios, no a los prestadores.
Si no lo logramos, seguiremos siendo una ciudad en donde los ricos se mueven en auto (rapidito, rapidito) y los pobres caminan o utilizan el transporte público en viajes borgianos, corriendo el riesgo de nunca llegar a destino o condenados a la inmovilidad.
Más allá de la requisa, el reto es el proceso de transformación del sistema de transporte público: más usuarios a bordo, menores tiempos de viaje, servicios multimodales y más accesibilidad.
El transporte público es un servicio que debe prestar el Estado, de por sí mismo o vía terceros, y como todo servicio público su objetivo central es maximizar su utilización. La tarifa del transporte público es un precio controlado, lo fija el gobierno y es, probablemente, el instrumento de regulación más relevante de la política de transporte público. En el ideal la tarifa debería ser lo más baja posible y al mismo tiempo maximizar el número de usuarios transportados bajo ciertas reglas de calidad.
En el Área Metropolitana de Monterrey la política tarifaria del sistema tradicional es alcista desde el año 2000, la tarifa marcadora (rutas radiales sin clima) pasó de $3.20 a $10.15, es decir, creció un 20 % en promedio anual. El alza en las tarifas se ha utilizado para alentar la renovación de unidades, el equipamiento con aire acondicionado y la puesta en servicio de tecnologías (barras contadoras, GPS, tarjeta Feria y en algunos casos video a bordo).
¿Resultados? No hay informes oficiales que describan los resultados de esta política, pero sí se pueden señalar algunos hechos: I) Hoy tenemos menos unidades que los últimos 10 años (5,255 unidades según anexos del Primer Informe de Gobierno, por debajo de los 5,700 de finales de 2006 y muy lejos de las 6,600 unidades del segundo trimestre de 2009); II) A pesar del prepago se siguen expidiendo boletos de papel, con lo cual los ahorros en tiempo quedan nulificados, y III) La porción de viajes servidos por el transporte público sigue cayendo y se ubica en el 36 % (resultados preliminares Estudio de Percepción Ciudadana Cómo Vamos 2016). ¿Más? Incentivar inversiones en material rodante y tecnologías resultó bien desde el punto de vista físico y administrativo de las empresas, pero deja sin tocar los valores esenciales del servicio: los tiempos de viaje no mejoran y no se agrega información que dé certeza a los usuarios sobre sus tiempos de viaje, espera o la manera en que administra sus recursos.
Ante el inminente alza a las gasolinas, ¿debe aumentar la tarifa de los servicios de transporte público? Sí, creo que sí. Pero ¿cuánto? En otros espacios de comunicación se habla de porcentajes entre el 20 y 30 %, se alega que el gasolinazo será muy fuerte, que el dólar, que la inflación, que la tasa de interés, etc. ¿Qué dicen los hechos?
De la ciencia económica y de la experiencia internacional se sabe que las tarifas del transporte público siempre están por encima de los niveles competitivos, es decir, los precios están por encima del precio que maximiza la demanda servida (dos ejemplos:https://www.ing.uc.cl/publicaciones/privatisation-and-deregulation-of-urban-bus-services-an-analysis-of-fare-evolution-mechanisms/ y http://trrjournalonline.trb.org/doi/abs/10.3141/2048-02), el caso local no tendría por qué ser diferente, sus características oligopólicas (El sistema de autobuses urbanos en el Área Metropolitana de Monterrey: evolución histórica y situación actual, un análisis económico. Ensayos Volumen XIII, Núm. 2 Nov. 1999 pp 1-35 UANL-CIE) y la reciente evolución de la tarifa se convierten en una “comprobación” empírica.
El mecanismo de actualización de la tarifa da por sentado que los prestadores del servicio tienen utilidades razonables, por eso se utiliza un mecanismo de factores (Artículo 29 del Reglamento de la Ley de Transporte) para actualizar las tarifas: salario mínimo, precio del combustible, tipo de cambio, INPC (Índice Nacional de Precios al Consumidor) y tasa de interés. Estos factores se multiplican por unos ponderadores que representan la porción de cada uno de ellos en el precio final, es un tema interesante, pero oscuro, no es público de dónde salen o cómo se calculan.
Una vez que se aplica la fórmula se obtienen los incrementos, si se aplicara al pie de la letra serían incrementos de entre el 2 % y el 8 % por año. Algunos saltos son posibles, así por ejemplo en 2010, efecto de la crisis mundial, el incremento pudo haber sido del 17 %.
En la realidad la tarifa nominal ha crecido 34 % de 2011 a diciembre de 2016, un 7 % anual en promedio (toma como base lo publicado en el POE CXLVII No. 159 03/12/2010) y se ha logrado vía un mecanismo secundario al marco por el reglamento: el deslizamiento mensual de las tarifas. Las tarifas se actualizan todos los meses entre dos y cinco centavos, dependiendo del tipo de ruta y su equipamiento. A manera de ejemplo: la tarifa de las rutas radiales sin clima pasó de $7.50 (2011) a $10.15 (diciembre de 2016).
Así que hoy por hoy, la tarifa ya incorporó los incrementos de los últimos 5 años y mantiene los márgenes de utilidad iniciales. Desde este punto de vista no habría necesidad de ningún incremento.
Pero hay un mecanismo secundario que incide en los ingresos de los transportistas: la tarifa de castigo.
La tarifa de castigo se implantó en 2011 y en teoría debería servir para dos cosas: financiar el sistema de prepago e incentivar el uso de la tarjeta Feria. No se sabe cuánto costó el sistema de prepago y tampoco si ya se pagó; lo cierto es que la tarifa de castigo sigue vigente, implicó un cargo adicional para el usuario del orden del 20 % y el porcentaje de uso de la tarjeta nunca ha superado el 55 %, la última cifra conocida lo ubicaría en el orden del 35 %. Es decir, entre el 45 % y el 65 % de los usuarios pagan tarifa de castigo.
¿Representa un problema el “inminente” incremento a la tarifa? No en el sentido estrictamente técnico, sí desde el punto de vista de la política pública de transporte y, sobre todo, desde el punto de vista político.
No es un problema técnico, hay que calcular el incremento a la tarifa siguiendo las disposiciones de la ley y el reglamento, con toda seguridad arrojará un incremento moderado. La autoridad deberá decidir sobre el deslizamiento o el incremento. Dejar los dos implicaría un triple gravamen: deslizamiento, tarifa de castigo e incremento.
Respecto del enfoque de política pública sí es un PROBLEMÓN (así, con mayúsculas). El nivel de las tarifas es el principal responsable en la caída de la partición modal de las últimas décadas y tiene consecuencias en calidad del aire, exclusión social, salud, competitividad. En general, limita el acceso a derechos fundamentales (salud, educación, vivienda, trabajo, recreación). Los habitantes del Área Metropolitana de Monterrey gastan más de $8,000 millones de pesos por año en transporte público y las personas de los deciles de menores ingresos (por ahí del 20 % de la población) tienen que elegir entre comer o comprar servicios de transporte público.
Pero el mayor problema es político. El Consejo Estatal de Transporte tiene muchos meses que no sesiona y para fines prácticos “vive” en un limbo legal, a la espera de su liquidación o refundación. En todo caso, al menos por ahora, no tiene ni los recursos, ni el brillo técnico e independencia que tuvo en tiempos de Alberto Santos o Genaro Leal. Si esto es así, ¿qué cuerpo ciudadano analizará y “avalará” el incremento de la tarifa? ¿Quién asumirá el costo del incremento que se solicita? En estas circunstancias el Ejecutivo tendrá que asumir directamente el desgaste, golpeteo y consecuencias. Al final los efectos los sufre la sociedad en su conjunto y particularmente los usuarios: cada vez puede comprar menos viajes.
¿Cursos de acción posibles? Que se llame al consejo, el actual u otro, que se definan las reglas, que se integren las comisiones y que se hagan los cálculos. Sobre la marcha, en paralelo, poner los números sobre la mesa, sujetarlos al escrutinio público: antecedentes, bases de datos, metodología y consideraciones incorporadas al cálculo. Que cualquier ciudadano medianamente curioso, cualquier académico u ONG puedan tomar la información y hacer su propia revisión, comprobando el origen de la información y la aplicación de las consideraciones utilizadas al proceso de cálculo.
Pero esto solo es para salir del paso, el sistema de transporte público necesita una refundación, el actual modelo no da para más. Necesitamos cambiar la forma en que se concesionan los servicios, la manera en que se paga a los prestadores, la gran masa de datos que generan las tecnologías deben ser públicos y debe existir un órgano de gestión fuerte y poderoso, como Transport for London o la RATP de París.
El servicio de transporte público debe tener un objetivo primario, explícito: transportar más personas, no menos. Un plan de negocios a 5 o 10 años (va un ejemplo:https://tfl.gov.uk/corporate/publications-and-reports/business-plan) que transparente recursos, ingresos, inversiones y los beneficios que genera.
En la administración pública moderna los ciudadanos son “accionistas” y los funcionarios públicos tienen la obligación de crear valor para ellos. Nuestro sistema de transporte público ya tiene grandes flujos de recursos, necesitamos un “business plan” que nos diga cómo hacer para que esos recursos se transformen en más servicios, más viajes y una identidad en la que se reconozca una sociedad competitiva y equitativa.
¿Tiene sentido un Metro Cable que una el centro del Área Metropolitana de Monterrey con San Pedro? ¿Es mejor que un túnel vehicular o un paso a nivel?
En estas preguntas subyace una más importante: ¿qué tratamiento debemos dar a la demanda de viajes? ¿Haciendo provisión de infraestructura para los autos o servicios para la movilidad?
Llevamos más de 100 años haciendo provisión de infraestructura para los autos, tenemos más de 23,000 km de calles, por ahí de 300 km de vías “rápidas” y más de 200 pasos a desnivel. ¿Alguien puede decir que el resultado es bueno? La mayor parte de la congestión está en esos 300 km y todos los años tenemos costos sociales del orden de los $21,000 millones de pesos (goo.gl/dzrQAS) y cuando menos el 45 % de los contaminantes del aire procede de los autos que utilizamos todos los días.
¿Hay que dejar de construir vialidades? Sí, si eso limita los recursos para otras formas de movilidad. Sí, si esas vialidades hacen que la mancha urbana sea más extensa y provocan densidades menores a las actuales.
¿Tiene sentido un Metro Cable? Sí, si reúne las siguientes condiciones: oferta significativa, componentes sociales, componentes de seguridad pública y componentes de turismo y promoción del desarrollo.
Demanda de viajes hay, de hecho, existen estimaciones que ubican la demanda potencial en niveles superiores a lo que hoy tiene Ecovía o la Línea 2 de Metrorrey. Para que la demanda capturada sea la mayor posible, el proyecto debe ser parte del sistema integrado de transporte, estar integrado física y tarifariamente a la red Metro (Zaragoza) y en el futuro a otros corredores. Físicamente debe unir los lugares donde la gente vive o quiere ir: Centro, Valle Oriente (en uno o dos puntos), Altamira, Campana e Independencia. En términos prácticos significa: 8 a 10 estaciones, góndolas grandes (20-24 pasajeros), frecuencias de paso del orden de 30 seg. y velocidades que resulten en ofertas horarias del orden de los 3,500-4,000 pasajeros.
Los proyectos de Metro Cable más exitosos en el mundo (Medellín y La Paz) nacen de necesidades sociales, más que de movilidad. En el caso de Medellín, se origina en contextos de extrema inseguridad, pago de “derechos de paso” y, al igual que en el caso de La Paz, en reducir las tremendas desigualdades entre ricos y pobres. ¿El mecanismo? Hacer provisión de medios de transporte rápidos y seguros para los más pobres. En la zona está la colonia Independencia, Altamira y La Campana, no solo hacen parte de las zonas más pobres del área metropolitana, no tienen calles y tampoco servicios de transporte. Así que no es extraño que sus tiempos de viaje sean mayores a los medios del área metropolitana (entre 78 y 82 minutos por viaje) y que lo que gastan en transporte público oscile entre $42 y $56 por día. Un Metro Cable que deje por fuera las personas que viven en estas colonias, o que los expulse de sus viviendas, sería una ofensa social.
El enfoque de seguridad pública es fundamental, cada estación debe ser una cabeza de playa para brindar seguridad a la zona, aglutinar servicios sociales y comercio de barrio. Estas “cabezas de playa” deben ser gestionadas por los mismos vecinos y de las mismas extender parques, jardines, andadores y vías de acceso iluminadas, que dignifiquen la vida de los vecinos y sirvan para llevarles, o que puedan acceder a canasta básica muy económica, salud, educación, recreación, etc.
Turismo y promoción del desarrollo. Excelente idea, pero sin expulsar a los habitantes originarios. En Valparaíso (Chile) existen funiculares con más de 100 años de antigüedad, con inclinaciones por ahí de los 60-70 grados, pero sirven a todos por igual: residentes, viejos, jóvenes, turistas que van a cafés y miradores. Más bien, los dueños de grandes porciones de tierra deberían aportar, son quienes serían más beneficiados… creo que eso se llama plusvalía y su contraparte, captura de valor. Cafés, miradores, restaurantes, hoteles, vivienda, parques, discotecas, tirolesas, todo es posible.
¿Cuánto valen los Metro cables? Menos de la tercera parte que un kilómetro de Metro, si nos atenemos a la referencia del caso más reciente, grande y exitoso (La Paz), por ahí de unos $17 millones de dólares por kilómetro.
Al final, en mi opinión, la mejor respuesta a las preguntas iniciales son otras sencillas preguntas: ¿por qué debo seguir tomándome el remedio caro y que no funciona? ¿Por qué debo seguir tomando el remedio que me enferma más?
Cualquier proyecto alineado con los objetivos del Plan Estratégico Nuevo León debería ser bienvenido y estar en el más alto nivel de prioridades.
Esta semana ha sido pródiga en descalificaciones y señalamientos en relación con la “responsabilidad” de Metrorrey en los incidentes ampliamente publicitados. Una chica que viaja de “mosca”, una persona que cae a las vías (lamentablemente) y pierde una pierna y otras acciones temerarias por parte de algunos usuarios, todas ciertas e irrefutables. Pero ¿eso demuestra que el sistema Metro es inseguro? ¿Eso demuestra que hay negligencia o indolencia, permítanme el siguiente calificativo, “culposa”?
Si eso fuera así tendríamos que condenar a Metrorrey y a sus directivos, pero también tendríamos que enviar a las Islas Marías, a Guantánamo o a la Isla del Diablo (si, aquella, la de Papillón) a los responsables (irresponsables, si estamos en lo correcto con este enfoque) de los otros sistemas de transporte o de la movilidad en Monterrey. Me explico.
¿De qué acusamos a Metrorrey? ¿De que hay usuarios que cometen actos imprudentes? ¿De que puede haber personas que brincan a las vías del tren para que alguien les tome una foto desde su celular? Si la respuesta es afirmativa entonces tendríamos que “acusar y condenar” a todas las autoridades involucradas en la vialidad y el transporte del Área Metropolitana de Monterrey, de todos niveles y de todos los colores; incidentes de este tipo y otros más graves se registran todos los días al por mayor.
¿Qué pasa si el tema lo enfocamos sobre los saldos reales, o lo más cercano posible a la realidad, y no sobre las acciones imprudentes de los usuarios?
Ahí el tema cambia, de entrada, tendríamos que “acusar y condenar” a los alcaldes por los 75,034 accidentes registrados del Área Metropolitana de Monterrey, 165 muertos y 9,497 heridos (saldos registrados en el sitio y publicado por INEGI 2014, no incluye subregistro). También tendríamos que acusar y condenar a las autoridades del transporte público por los 2,283 accidentes registrados en 2006, con 1,034 heridos y 9 muertos (último año que se publicó la estadística).
¿Y Metrorrey? Metrorrey tampoco publica información sobre accidentes, pero sabemos algunas cosas: I) En 26 años no ha registrado ningún accidente con muertes; en 5 años hay 16 notas de prensa relacionadas con la seguridad del sistema; en septiembre de 2015 se registró un accidente por la falla de un intercambiador de vías cerca de la estación Talleres y el último año registraron 1,158 incidentes (caídas en escaleras, accidentes en vestíbulos u otras áreas dentro de estaciones, manos atrapadas en puertas y otros).
¿Para dónde apuntamos? Hay que apuntar al problema, al corazón del problema. ¿Cuál es el problema? La forma en que nos movemos, toda la regulación y, sobre todo, las inversiones públicas “incitan” o “crean” un ambiente favorable para que nos movamos desaforadamente en vehículos particulares (¿quién quiere ir a 50 km/h si podemos ir a 100 o 110 km/h?) y cero inversiones en transporte público y medios no motorizados. Ponemos –gobiernos y conductores– todos los ingredientes para un coctel explosivo y luego queremos que nos toquen “Despacito”.
La Ley de Ordenamiento Territorial y Asentamientos Humanos exige (literalmente) poner en el centro del desarrollo urbano la movilidad, el acceso universal, los medios no motorizados y el transporte público. En Nuevo León tenemos una ley de transporte, no de movilidad, discrecional (de los años 70), centrada en temas administrativos y no en la producción de servicios para la movilidad de alta calidad. Esa es la primera y más grande área de oportunidad, legislar para producir servicios para la movilidad seguros, sustentables y altamente competitivos. ¿Conocen algún diputado que se quiera echar encima la responsabilidad de liderar este proceso?
La otra gran área de oportunidad es el destino de las inversiones. Si van a más pasos a desnivel vamos a tener más accidentes, heridos y muertos; si van a medios no motorizados y transporte público vamos a tener menos accidentes, heridos y muertos.
¿Y Metrorrey? No, no creo que el Metro sea un Metro caído, a pesar de la política restrictiva de los últimos 13 o 14 años está vigoroso, mueve 208 millones de viajes al año y tiene una tasa de crecimiento anual de dos dígitos. Pero sí tiene grandes riesgos, el material rodante y las tecnologías envejecen rápidamente, necesitan urgentemente una actualización. Igual las vías, los sujetadores de los rieles, el sistema eléctrico y los sistemas de peaje. No obstante, tiene que haber una exigencia, en mi opinión, centrada en su transformación y creación de capacidades para mover más, mucha más gente, con estándares de seguridad y eficiencia iguales o superiores a los actuales. Metrorrey tiene que evolucionar y convertirse en el órgano de gestión del sistema integrado, en la autoridad única de transporte, nuestro STIF, nuestro Transport for London, AMT (Barcelona), CMRT (Madrid) o cualquiera de los grandes órganos de gestión.
Metrorrey es uno de los pocos órganos de gobierno con alta rentabilidad social, todos los años produce beneficios sociales del orden de los $3,600 millones de pesos (ahorros de tiempos, ahorros en tarifas no pagadas, reducción de accidentes, etc.) y la demanda servida crece a tasas de dos dígitos anuales. ¿Debe exigirse más? Sí, por supuesto. Pero para eso necesita mandatos claros y específicos y que se le deje trabajar de forma autónoma y altos niveles de transparencia y rendición de cuentas. Para empezar, podría publicar periódicamente sus estadísticas de desempeño y lo que significa exactamente el término “incidentes”. Que los ciudadanos sepamos cómo evolucionan sus indicadores y sus presupuestos no le va a hacer daño, por el contrario, saber que hace más con menos crearía una gran base de soporte social.
Por cierto, el Plan Estratégico Nuevo León pone el sistema de transporte entre sus prioridades (eso incluye el mantenimiento de las actuales infraestructuras y servicios de movilidad sustentable) y Alcalde, ¿cómo vamos? pide “La calle para todos”.
En enero de 2007 se presentó, en la reunión anual del Transportation Research Board (Washington DC), una ponencia titulada “Implantación de Sistemas de Transporte Masivo en Buses en América Latina: Lecciones Aprendidas”.
En dicha ponencia se exponían los exitosos casos de sistemas de transporte público de León (México), Metrobús Insurgentes (CDMX), Transmilenio (Bogotá) y Quito (Ecuador); hoy siguen siendo exitosos y paradigmáticos. Diez años después, la demanda servida en dichos sistemas ha crecido de forma impresionante, por ejemplo: Metrobús Insurgentes pasó de 200,000 a poco más de 400,000 pasajeros por día y Transmilenio de 1,2 millones a casi 2,5 millones de pasajeros por día.
El reporte destacaba, entre otras cosas: los bajísimos costos de capital necesarios para su implantación (hasta 10 veces menos que otro tipo de tecnologías), la rapidez de implantación, los altos niveles de demanda que podían manejar (entre 200,000 y 1,200,000 de pasajeros por día) y los altísimos Índices de Pasajeros por Kilómetro (IPK, entre 5.3 y 11.1 pasajeros por kilómetro).
¿Y qué tiene que ver todos eso con Metrorrey? Metrorrey tiene servicios igual de exitosos… desde el 2002. Pues sí, desde el 2002 tenemos un modelo de prestación de servicios de transporte igual o mejor que los más reconocidos en el mundo: los Transmetros.
El índice de productividad de los servicios Transmetro para 2015 (IPK) fue de 6.82 pasajeros por kilómetro recorrido y, por ruta individual, oscila entre 4.8 y 14.15 pasajeros por kilómetro. El dato es más relevante si se compara con el último dato oficial del sistema tradicional de autobuses en el Área Metropolitana de Monterrey: solo 2.4 pasajeros por kilómetro.
¿Cómo se consigue implantar y mantener un proyecto como este, exitoso y con demanda servida creciente?
Desde el punto de vista de las políticas públicas este es un caso interesante, por la forma en que la prestación del servicio se ha ido adaptando a las exigencias de la demanda y las restricciones presupuestales, diferenciándose claramente (por calidad, regularidad y precio) de otros prestadores de servicios de transporte público.
Metrorrey fue concebido como un clásico sistema Metro del siglo pasado. Su Plan Maestro (1988) tenía como base dos ideas: una densidad urbana creciente (más de 90 hab/ha) y recursos ilimitados. Imaginaba una red de cinco líneas y más de 80 kilómetros. Ninguno de esos supuestos se dio, de hecho, la densidad urbana actual se ubica debajo de los 40-45 habitantes/hectárea. ¿La respuesta? Servicios alimentadores, que hoy conocemos como Transmetros.
La primera licitación se lanzó en el 2002 para la zona de la Alianza (tres rutas), la más pobre de ese entonces y sonaba, por decirlo de una forma suave, exótica: autobuses de piso alto, aire acondicionado, música ambiental, con paradas fijas y altas y en donde, además, el pasajero no tenía que pagar nada… solo lo hacía al llegar a la estación del Metro. Escepticismo técnico (no jala, no es un Metro), escepticismo social (se los van a acabar de volada, los van a rayar, la gente no es educada, etc.) y una franca y abierta oposición de los prestadores tradicionales (hasta donde sé, hubo litigios civiles por 4 o 5 años). A 15 años el balance es positivo: hay 11 rutas que cubren poco más de 110 km, cuando menos una ruta tiene infraestructura especializada (de hecho, es un Bus Rapid Transit) y aportan, por ser parte de los viajes integrados, poco más del 50 % de los 207 millones de viajes servidos (2015) del sistema integrado Metrorrey.
Este año se están renovando los contratos, por ende, el material rodante y las tecnologías. Ya se han fallado dos de las licitaciones y una más está en proceso. Esta semana entran en operación las primeras nuevas unidades, las de la Alianza: 25 unidades con tecnología Euro V, con tres cámaras de video, GPS, barras contadoras, radio, clima, computadora de a bordo y capacidad de 110 pasajeros (lo cual implica una ampliación de la capacidad en el orden del 40 %). También habrá pantallas con información a los usuarios en estaciones y Apps para suministrar información de rutas, tarifas y tiempos de llegada vía celular.
¿Cuál es el “secreto”? El “brinco” de la idea de una red Metro a un sistema integrado con tecnologías según demanda (Metro, BRT y otros servicios integrados). También se puede decir, que es el modelo de servicio y el modelo de “negocio”.
Los servicios Transmetro son servicios integrados, interoperables, tienen la misma imagen que la red principal (Metro), el mismo estándar de calidad y hay integración física y tarifaria. Sí, con la misma tarifa ($4.50, ojalá fuera un poco más alta) y con cargos por transbordo igual a cero pesos, se pueden utilizar todos los servicios de la red Metrorrey en un periodo de dos horas.
El modelo de “negocio” se aparta de los usos y costumbres de la regulación tradicional, se aleja de la típica concesión o permiso y tiende a asimilarse a un contrato cuasi privado, bajo la filosofía de regulación por incentivos. El proceso empieza y se diferencia de los tradicionales porque hay una licitación pública y transparente –puede participar quien quiera–, el ingreso de los prestadores de los servicios es por vehículo-kilómetro realmente prestado y no por pasajero transportado. El órgano gestor (Metrorrey) ordena los servicios y recauda las tarifas, luego paga por veh-km realmente prestado bajo ciertos estándares de cumplimiento y calidad.
El resultado, más capacidad y más calidad, a un precio más bajo. Si se considera que estas nuevas unidades son más grandes y tienen más equipamiento que las anteriores se puede decir, sin lugar a dudas, que los precios por veh-km son menores a los previos en un orden de 10 a 15 %.
Al final una reflexión respecto del modelo de servicio y negocios: este no le pide nada a ningún otro. Es claro que el camino para un mejor y más amplio sistema de transporte público es un sistema integrado, que use tecnologías diversas según el tamaño de la demanda, con servicios interoperables y asequibles. Felicidades a los usuarios, pero también a Metrorrey.
En años más mozos vi Metrorrey con cejas levantadas, con el paso del tiempo mi percepción ha cambiado. De la ceja levantada pasé al entusiasmo moderado y hoy a la más absoluta preocupación.
Jorge Treviño y Alberto Santos crearon una singular institución, la crearon en un Monterrey que ya no existe, la crearon para el Monterrey del siglo XXI. Sí, la crearon en el Monterrey industrial, el de 90 hab/ha, hoy opera en la metrópoli de los servicios, que lucha contra los usos mixtos y la alta densidad.
La concepción originaria de Metrorrey fue políticamente pragmática (no lucharás contra el monopolio que te dio la vida), pero sí reclamó su espacio: la red Metro. Objetivos institucionales: entidad con capacidades técnicas y de gestión, alta profesionalización, finanzas sanas y cobertura de costos de operación con origen en la tarifa.
Las finanzas sanas y la alta profesionalización se lograron por 12 o 13 años, la demanda esperada no (ceja levantada y emoji de escepticismo). El Metro nunca se ha acercado a la meta: servir el 15 % de la demanda del Área Metropolitana de Monterrey.
El entusiasmo moderado surge cuando Metrorrey muestra capacidad de adaptación y apuesta por los servicios alimentadores: Transmetro, Metrobús y Metro Enlace. Transbordos con costo igual a cero. Hoy la mitad de los viajes tienen al menos un segmento sobre una ruta de alimentación, la estrella son los Transmetros. Esta medida implicó pasar de raquíticas tasas de crecimiento del 1-2 % a tasas sostenidas superiores al 10 % anual en demanda servida. Los años con gran capacidad remanente se acabaron (10-15 años), hoy hay fenómenos de demanda insatisfecha y hay personas que viajan en sentido contrario a su destino para poder abordar. Emoji de entusiasmo moderado.
Absoluta preocupación. Cuando entra la política y se diluye la profesionalización (hasta colegas de la maestra Elba Esther han ocupado importantes cargos), cuando se implanta la idea de que no subir la tarifa es bueno y que viajes gratis son la solución. Emoji de preocupación.
Resultado: 15 años sin aumento en la tarifa. Hoy los servicios Metro valen lo mismo que en 2003. No importa que existan 140 km de red alimentadora, no importa que la inflación acumulada sea superior al 100-120 %. En 2003 la tarifa de Metrorrey era superior a la de los autobuses, hoy la de los autobuses es tres o cuatro veces más grande que la del Metro.
Y me dirán los puristas, es un servicio público, es un derecho (yo mismo lo digo) y pues sí, ojalá no le costara a la gente. Pero ¿si no le cuesta a la gente, cómo se paga? Que lo subsidie el gobierno. En el historial de largo plazo el subsidio osciló entre el 11 y el 14 %, pero los últimos años ha sido del orden del 30 % de $700 millones de pesos en 2016. Al segundo bimestre de 2017 ese valor asciende al 33 % de $346 millones de pesos.
¿Y la política a secas? En la discrecionalidad de la tarifa y “patear el bote” por 15 años.
La política tarifaria del transporte público es absolutamente discrecional ¿Si no cómo se explica que bajo la misma fórmula, la tarifa de los autobuses crezca tres o cuatro veces y la del Metro nada? Por muchos años, legalmente, se regían por la misma fórmula. ¿Alguien conoce los estudios que justifican y dan respaldo a semejante disparate?
¿Patear el bote? Sí, dejar de invertir… porque no hay dinero.
Claro, el Gobierno estatal no tiene más recursos para destinar al Metro, pero tampoco se decide a implantar una política tarifaria sensata y razonable. Mientras tanto la depreciación aumenta, las inversiones en actualización y crecimiento no se dan y los carros y equipos de seguridad y pilotaje se vuelven obsoletos. No me extrañaría que ya exista “canibalismo” en los procesos de reparación de los carros, tampoco que la compra de refacciones para los equipos de “boletaje” se hagan en mercados secundarios (ya nadie usa banda magnética) o que sujetadores, intercambiadores o rieles estén al límite o a punto de la ruptura (toco madera). Las cifras relacionadas con material rodante por reconstruir, actualización de pilotaje, nueva señalización, comunicaciones y nuevos carros asciende a los 8,000 o 10,000 millones de pesos.
Último apunte sobre la relevancia de la política tarifaria. Cuando se construyó la Línea 1 los mecanismos de financiamiento del Gobierno federal correspondían al periodo del partido único, es decir, la autorización y monto dependían solo de un acuerdo político. Hoy no, hay que cumplir con ciertos requisitos. ¿Por qué cree que no se han comprado los carros de la Línea 3? Entre otras cosas porque las reglas del Programa de Apoyo Federal al Transporte Masivo (PROTRAM) piden una tarifa sana, sin subsidios y con mecanismos de actualización no sujetos a la política. En fin.
Es política “a secas” dar los domingos gratis sin tener los recursos para cubrir los costos. Es política “a secas” crear un subsidio estudiantil poniendo dinero de las arcas públicas, pero reduciendo el número de beneficiados. Pues sí, antes de la gratuidad todos tenían derecho al descuento y los recursos no salían del gobierno, ahora solo tienen derecho los inscritos en el programa. Es política “a secas” oponerse al aumento de la tarifa sin garantizar la viabilidad y crecimiento de los servicios. Es política “a secas” autorizar un aumento al sistema de buses y no hacerlo para los mejores y más regulares servicios: los del Metro. Es política “a secas” dejar de invertir en los servicios cuya demanda crece a tasas entre el 10 y 20 % todos los años y es política “a secas” no invertir en estudios, proyectos y estructuración de nuevos servicios.
Si no se invierte en estudios y proyecto, ni el Gobierno federal, ni la banca, ni el Banco Mundial, ni el BID, ni la CAF, ni la GIZ, ni JICA, ni nadie invertirán o financiarán ni un centímetro de red Metro, ni de buses, ni de bicicletas, ni de nada. Al tiempo.
Esta semana entró en operación el llamado vagón rosa en el Metro de Monterrey, medida similar a la que se discute o aplica en otras ciudades y sistemas de transporte del mundo (bus, BRT, trenes, Metro, etc.); la medida también se conoce como “only woman car”. Algunas referencias se pueden encontrar en
http://bit.ly/2IfpHrB, http://bit.ly/2FH8p8E, http://bit.ly/2oYU4d8. ¿Cuál es la lógica y factor común entre la iniciativa de Monterrey y otras? La misma que en los casos citados y los no citados, al menos lo es en su expresión formal: luchar contra el acoso sexual.
¿Cuáles son los resultados? Variados, cubren el abanico desde menciones de éxito hasta reclamos abiertos por recuperar el espacio perdido, sí, hombres reclamando el espacio perdido. Algunos ejemplos en http://eluni.mx/2DdVNAr y http://nyti.ms/2DetZvy. De hecho, la idea también tiene detractores y, en algunos casos, indicios de ineficiencia o de uso, digamos “populista”. Algunas referencias: http://bit.ly/2IeSblp o http://bit.ly/2DC4wRZ.
¿Por qué es tan difícil encontrar unanimidad respecto a las bondades o pertinencia de este tipo de medidas? Porque nadie puede negar que el acoso existe… aunque no tengamos estadísticas confiables. Porque nadie puede estar en contra de una medida que ofrece un cierto “espacio seguro”. Porque no sería políticamente correcto oponerse a una iniciativa cuyo objetivo es proteger, independientemente de si son muchas o pocas, a quien sufre acoso.
Pero ¿realmente funciona? ¿Baja el número de casos de acoso? Del amplio abanico de resultados, citado arriba, parece haber dos extremos: uno en donde los resultados son positivos y otros en donde de plano hay rechazo, sea por ineficiente o impopular, a la medida. ¿Qué tienen en común los casos de éxito, así sea moderado? Van más allá de la pintura de los vagones, del color de los asientos y de los anuncios publicitarios. Cuando hay éxito hay inversiones en vigilancia, orientadores, información permanente y mecanismos reales de “enforcement”. Incluso se lleva a la cárcel o se cobran multas a los infractores. Pero, más allá de todo eso, lo que hay es un cambio de fondo, un cambio cultural que implica una ruptura con el miedo a denunciar, con la desconfianza en las autoridades y un verdadero y auténtico reclamo de derechos. ¿Se logra eso pintando vagones o colocando asientos de otro color?
Al final de este artículo tres reflexiones: la definición del problema, la temporalidad de la medida y alcance de la medida y el fondo del problema.
La definición del problema es relevante, no puede catalogarse de igual forma un roce corporal involuntario que un manotazo mal intencionado en un andén o en un vagón semivacío. Los servicios públicos también pueden ser prestados con estándares de calidad, los de transporte suelen dimensionarse para seis pasajeros por m2, lo cual implica, forzosamente, contacto corporal. ¿Cómo se resuelve? Reduciendo el intervalo de paso y/o aumentando el número de carros. Inversiones.
La temporalidad de la medida. Si no hay de otra que se implante, pero con todos los recursos necesarios y por tiempo limitado. Si la idea es que se reduzca la posibilidad de acoso, hay que aumentar el estándar de calidad y reducir la ocupación esperada en hora de máxima demanda de seis a cinco o cuatro pasajeros por m2.
El fondo del problema es bien simple: convivencia no separación, respeto no segregación. Segregar implica una renuncia a la igualdad.
Rosa Parks no quería un sistema de autobuses para negros, no quería una silla rosa dentro del bus, quería que todos fuesen iguales, quería que todos se reconocieran como titulares de los mismos derechos. Wikipedia informa a todo el que quiera saberlo que Rosa Parks fue una “…figura importante del movimiento por los derechos civiles en Estados Unidos, en especial por haberse negado a ceder el asiento a un blanco y moverse a la parte trasera del autobús en Montgomery, Alabama (Estados Unidos), el 1 de diciembre de 1955. Por tal acción acabó en la cárcel, lo que se cita frecuentemente como la chispa del movimiento, y se la reconoce como «la primera dama de los derechos civiles», si bien ya existía un precedente de otra joven mujer, Claudette Colvin, que había sido arrestada por la misma causa el 2 de marzo del mismo año, el de Irene Morgan 10 años antes o el de Ida Wells-Barnett 71 años antes”.
Más oferta de servicios de transporte, menos segregación. Más igualdad, menos separación.
Las he visto en Oaxaca, Chiapas y Guerrero. Son útiles en zonas de muy baja demanda y forman parte de la economía multitarea de familias de escasos ingresos. Juegan un cierto papel en algunos sistemas de transporte de grandes ciudades de Latinoamérica, particularmente en la periferia más empobrecida de ciudades como Lima, en Perú. Y claro, abundan en ciudades asiáticas, con una movilidad caótica e ingobernable.
Forman parte de lo que en el “slang” de los especialistas en transporte se llama, en un sentido amplio, “paratránsito”. En ciudades de primer mundo son servicios muy formales y altamente regulados, en otras son servicios informales, medio formales o tolerados (como los pájaros azules) que aparecen por la fuerza del mercado o la ausencia de capacidad de los gobiernos para producir servicios para la movilidad, regulares, seguros y con amplia cobertura espacial y temporal. Se prestan en motocicletas normales (mototaxismo), o los famosos tuk tuk (Rick Shaw motorizados) o, incluso, bajo la denominación de “raites verdes”, con vehículos de bajas emisiones en remotos lugares de California.
En algunos casos tienen lógicas irrebatibles: llenan espacios que los gobiernos no pueden o no quieren llenar. En otros, la mayor parte, se asocian a problemas de inseguridad y calidad del aire, incluso de seguridad pública, pero sobre todo a círculos viciosos en donde la autoridad, simplemente abandona y deja que el “mercado” haga “provisión” de los servicios públicos para la movilidad. En todo caso, el resultado no es bueno, se crean círculos viciosos sumamente complejos y difíciles de resolver.
Dos ejemplos de ciudades colombianas: lbagué y Sincelejo. El reinado de la motocicleta, incluyendo lo que se conoce como “mototaxismo”.
lbagué es una ciudad de 550,000 habitantes, tiene un parque vehicular registrado de 50,000 vehículos y 105,000 motocicletas. El transporte público va a la baja, de hecho, el número de unidades ha caído de los 1,391 a solo 1,012 unidades (de 2012 a 2017). Las motos han crecido por la fuerza del mercado, $0 pesos de enganche, su versatilidad y la disminución de la oferta de transporte público.
Sincelejo es una ciudad pequeña, unos 280,000 habitantes, 67 % de los hogares tienen una moto y el 7 % 2; el 59 % de todos los viajes se hacen en moto. El número de motos es incierto, algunas fuentes ubican el número entre 28,000 y 36,000 motocicletas. En el 90 % de los accidentes de tránsito está involucrada alguna motocicleta y las aseguradoras ya no venden los seguros que, por ley, deberían vender para este tipo de vehículos. En Sincelejo hay “Día sin moto”, se prohíbe llevar personas adicionales (“parrilleros, por problemas de inseguridad e incluso de sicariato) y también hay restricciones temporales a la circulación de motos entre las 11:00 de la noche y las 05:00 de la mañana. En Sincelejo, para fines prácticos, no hay transporte público.
¿Deben los gobiernos alentar este tipo de servicios para la movilidad? Puede ser. Vale la pena evaluar este tipo de servicios en lugares de baja o muy baja densidad, con regulaciones muy específicas (seguridad y medio ambiente) e incluso con ciertos soportes financieros, si mejores opciones resultan financieramente inviables.
¿En las grandes ciudades? Las he visto en París, en Champs Élysées, en pequeño número y como parte de las atracciones turísticas; se rentan junto a Lamborghinis y Ferraris. En Ciudad de México se usa la versión que opera con fuerza motriz humana (bicitaxis), también para fines turísticos; por cierto, hace como 15 años me subí a una de ellas, me sentí tan mal que decidí no volver a usarlas nunca más.
¿Son una solución de transporte público? No, no hay ninguna ciudad de clase mundial que las cuente como un servicio que resolverá sus problemas de transporte público. Tal vez, por honestidad, debería decir “que no conozco ninguna ciudad que tenga una política de transporte público basada en este tipo de vehículos”.
¿Son soluciones para el desempleo? En ese sentido hay mucha experiencia mexicana, esa fue una de las razones por las cuales aparecieron las famosas “peseras” (los 60 y 70 del siglo pasado), también fue un programa de uno de los gobiernos poblanos (taxis para incentivar el empleo, todavía hoy sufren con el mercado negro y la sobreoferta de viejos taxis). En todos o casi todos los casos mexicanos, su creación y evolución se asoció a clientelismo.
¿Cuál es la tendencia mundial? Automatización de los sistemas de transporte público masivo (todo tipo de vehículos de gran capacidad), transición a vehículos cero emisiones y servicios sobre demanda vinculados a sistemas integrados. Algo más: autoridades únicas de transporte, con una fuerte regulación sobre los prestadores del servicio e inversiones públicas en medios no motorizados. ¿Volver al pasado o soñar con un futuro mejor?
¿Cuándo y quién podrá comprar un vehículo autónomo?,¿cuántos de estos vehículos estarán rodando en nuestras calles en 2030?, ¿cómo afectarán la vida urbana? Respuestas: quién sabe, quién sabe y quién sabe.
Este tema es un oráculo disfuncional para nosotros los mortales, un mar de incertidumbre para los expe tos, una apuesta por un hipotético “El Dorado” para los inversionistas, un “gadget” futurista para algunos desarrolladores inmobiliarios y arquitectos, y nada para la mayor parte de las administraciones públicas locales. ¿Qué sí “medio” sabemos?
Sabemos que forman parte de una megatendencia, junto con la electromovilidad y los servicios sobre demanda, que tiene el potencial de cambiar el mundo de la industria automotriz, los servicios de transporte, los seguros automotrices, la forma de las ciudades y la arquitectura de los espacios que habitamos.
Sabemos que hay miles de millones de dólares en inversiones altamente riesgosas (según un reporte de PWC en 2015 esa cifra fue de $46,000 millones de dólares) y que por ahí del 2019 o 2020 podrían empezar a comercializarse y operar autónomos con precios entre $250,000 y $400,000 dólares por unidad. También se sabe que para 2030 los vehículos autónomos podrían tener una penetración de mercado del orden del 5 %, que, referida al total de vehículos que había en el mundo en 2015, representarían una flota de unos 65 millones de vehículos. Pero la penetración de mercado sería “alta” en unos pocos países (Estados Unidos, Alemania, China y otros) y muy baja en países con rentas bajas, Internet lento, infraestructuras de mala calidad y cadenas de suministro y servicio, para este tipo de vehículos, inexistentes.
Otros aspectos relevantes en esta vorágine tecnológica y de mercado tienen que ver con los beneficios que, se dice, traerán: “eficiencia”, seguridad y economía.
Por el lado de la “eficiencia” se cita el aumento en la capacidad de las vías (función del espacio entre vehículo y vehículo), la disminución de los accidentes de tránsito y la caída en los costos de operación. Respecto del primer tema, se piensa que con los autónomos podrían alojarse hasta 8,000 vehículos por hora por carril (cuatro veces más que las capacidades medias en la actualidad); en materia de accidentes se habla de reducciones en el orden de los 300,000 eventos anuales y en cuanto a los costos de operación se estima que podrían caer entre un 28 % y hasta un 80 % de los actuales 70 centavos de dólar por cada milla recorrida.
Pero ¿cómo impacta e impactarían el diseño y la vida diaria en nuestras ciudades?
Difícil saberlo, depende de los niveles de penetración que alcance el modelo autónomo-vehículos compartidos, es decir, los servicios de movilidad sobre demanda en vehículos sin conductor y, probablemente, eléctricos. El supuesto básico es que disminuirá la propiedad individual y aumentará el uso de los servicios de “renta”, que en la nueva jerga se empiezan a conocer como “robotaxis”.
Si son tan eficientes, seguros y baratos como se dice –y superan las barreras culturales y regulatorias– podrían producir cambios sin precedentes en la arquitectura de nuestros espacios y la forma en que se organizan las ciudades.
Un breve atisbo se puede lograr imaginando nuestras casas y centros comerciales: si no compramos autos no necesitamos cocheras y tampoco lugares de estacionamiento en los grandes centros comerciales. ¿Qué haremos con todos esos espacios, sobre todo con los de los centros comerciales que fueron construidos en edificaciones de techos muy bajos? ¿Dónde pararán los robotaxis?
A nivel ciudad, en la aproximación más simple, significa que los planes de infraestructura, vialidad o transporte no se pueden hacer como se hacían hace 30 años. ¿Para qué pensar en más calles, cuando los mismos niveles de tráfico se podrían manejar en un cuarto del espacio vial?
También pone un gran signo de interrogación sobre los sistemas de transporte público, ¿superarán estos servicios los grandes sistemas de transporte público? Si la respuesta es sí, entonces no deberíamos invertir más en metros, autobuses o tranvías. Pero ¿y sí no?, ¿deben los sistemas de transporte público meterse al campo de batalla y diseñar servicios basados en este tipo de tecnologías? En mi opinión sí, ese debería ser el camino. Muy retador, pero el toro se nos viene encima, hay que tomarlo por los cuernos.
“Si has de agraviar al pueblo, agrávialo de una sola vez”.
Maquiavelo
La frase se le atribuye a Maquiavelo y, 500 años después, parece que nos encontramos ante un inevitable e ¿involuntario? cumplimiento vía el incremento de las tarifas del transporte público en Nuevo León.
Desafortunadamente el agravio ya lleva muchos años y parece no tener fin. Por razones de política electoral tenemos hoy, ya por 16 años, una política tarifiaria bipolar: cero para el mejor de los sistemas (el de Metrorrey) y un incremento promedio del 11 % anual para el sistema tradicional (el de los autobuses, entre 2000 y 2016). El resultado de esta política es muy “singular” y el “agravio” tiene diferentes expresiones, según del subsistema que se trate.
En el caso del sistema tradicional tiene claroscuros, en el contexto de una larga y sostenida política tarifaria alcista se dio: una espectacular sustitución de la flota, se incorporaron más unidades climatizadas y se introdujo el sistema de prepago, pero hoy tenemos muchas menos unidades (30 % menos que hace unos 10 años), no es posible garantizar el buen estado físico (el último año solo se inspeccionó el 22 % de las unidades), el 11 % de la flota rebasa la antigüedad máxima permitida, los tiempos de viaje son cada vez más largos, hay registros de tiempos de viaje promedios superior a los 75 minutos y el porcentaje de viajes en transporte público es el más bajo de la historia: apenas el 33 %.
Aquí conviene un reconocimiento, muchos de estos datos proceden de la labor incansable de la organización no gubernamental Únete Pueblo, muchas gracias por compartirla.
En el otro subsistema, el de Metrorrey, la política tarifaria también tiene claroscuros: ningún aumento desde el año 2000, impresionante crecimiento en la tasa de demanda servida (porcentajes de más del 10 % todos los años), pero también pérdida del equilibrio financiero, depreciación acelerada de sus activos, obsolescencia tecnológica y, lo más grave, incapacidad de ampliar y modernizar sus servicios. El sistema Metrorrey ha sido exitoso por dos razones: la integración de sus servicios (56 % de sus viajes son integrados) y la tarifa tan baja, pero su capacidad remanente se agotó y todo su material rodante e infraestructura raya en peligrosos niveles, Dios no lo quiera, de envejecimiento.
¿El agravio puede continuar? Sí, pero si se quiere salir del atolladero el incremento en la tarifa en el subsistema Metrorrey debe ser grande, probablemente entre dos y tres veces las tarifas nominales actuales. Y eso, tal vez, solo sea útil a la adquisición de los nuevos vagones para la Línea 3, pero no para superar depreciación y obsolescencia.
Pero ¿cómo salir del problemón? El Consejo Estatal de Transporte tiene muchos meses que no sesiona y para fines prácticos “vive” en un limbo legal, a la espera de su liquidación o refundación. Si esto es así, ¿qué cuerpo ciudadano analizará y “avalará” el incremento de la tarifa? ¿Quién asumirá el costo del incremento que se solicita? En estas circunstancias el Ejecutivo tendrá que asumir directamente el desgaste, golpeteo y consecuencias.
Pero no hay de otra. Que se llame al consejo, que se nombren los consejeros usuarios, que se active la Comisión de Costos y Productividad y que se hagan los cálculos. Sobre la marcha, en paralelo, poner los números sobre la mesa, sujetarlos al escrutinio público; que cualquier ciudadano medianamente curioso, cualquier académico u ONG puedan tomar la información y hacer su propia revisión, comprobando el origen de la información y su aplicación. Sesiones públicas y votación nominal, así cuando el Ejecutivo tome la decisión, sea cual sea, lleve ya una carga de legitimidad.
Pero esto solo es para salir del paso, el sistema de transporte público necesita una refundación, el actual modelo no da para más. Necesitamos cambiar la forma en que se concesionan los servicios, la manera en que se paga a los prestadores, la gran masa de datos que generan las tecnologías deben ser públicas y debe existir un órgano de gestión fuerte y poderoso.
El servicio de transporte público debe tener un objetivo primario, explícito: transportar más personas, no menos. Un plan de acción a 5 o 10 años (un ejemplo se puede ver en https://bit.ly/2ih6r2A) que transparente recursos, ingresos, inversiones y los beneficios que genera.
En la administración pública moderna los ciudadanos son “accionistas” y los funcionarios públicos tienen la obligación de crear valor para ellos. Nuestro sistema de transporte público ya tiene grandes flujos de recursos, necesitamos un plan de acción que nos diga cómo hacer para que esos recursos se transformen en más servicios, más viajes y una identidad en la que se reconozca una sociedad competitiva e igualitaria.
Parte historia, parte prospectiva, parte, espero fervientemente, artes adivinatorias fallidas.
1986. Por esa época se fragua la idea del Metro de Monterrey, pero también inicia la epidemia de pasos a desnivel. Hoy tenemos más de 250 y los planes de desarrollo urbano incluyen hasta por ahí de 400.
1988. Arranca la L1 del Metro de Monterrey, no hay reestructuración de rutas y, por lo tanto, se genera la bipolaridad de nuestro sistema de transporte: el sistema tradicional versus el incipiente, todavía hasta hoy, sistema integrado con base a los servicios de Metrorrey.
1995. La participación del transporte público en el Área Metropolitana de Monterrey alcanza su máximo nivel: 68 % de los viajes se hacen en transporte público y por ahí del 2 % en medios no motorizados. Metro maneja del orden del 1.25-1.5 %.
2000-2003. Se lanza el primer servicio integrado del Metro (Transmetro Alianza), a partir de ese momento, la tasa de crecimiento de la demanda servida sube (desde el 1-2 %) y se mantiene en tasas superiores al 10 % hasta el día de hoy. Actualmente son 11 rutas y por ahí del 50-55 % de los viajes del sistema Metro son integrados. Inicia la política tarifaria vigente: cero aumentos para Metro y política alcista para el sistema tradicional.
2003 a la fecha. La política tarifaria alcista hace posible sustituir la flota, clima en las unidades e introducir el sistema de prepago (2009). En 2011 se introduce la tarifa de castigo (20 % adicional por pago en efectivo), pero la penetración nunca fue superior al 50-55 %; hoy es del orden del 30 %. El registro de unidades llega a los 6,500 buses en 2009.
2014. Entra a operar Ecovía (BRT), buena concepción, mala implantación; a 2 años de su puesta en servicio se aplicó la requisa y hoy opera al 50-60 % de la demanda originalmente planeada.
2016. Hace 11 años que no hay una encuesta O-D desde lo público, la plataforma Cómo Vamos hace una y resulta que los viajes en transporte público cayeron del 68 % al 33 %. Los viajes en medios no motorizados pasaron del 2 % al 11 %, la hipótesis que explicaría este fenómeno es la política tarifaria alcista. ¿Qué hacen las personas que no tienen carro y no pueden pagar transporte púbico? Se quedan en casa o caminan. En 2017 hay 5,225 unidades registradas, 1,275 menos que en 2009.
2018. La tarifa Metrorrey lleva 15 años sin cambio ($4.50), el sistema tradicional lleva 3 años sin incremento y su tarifa promedio ponderada está en el orden de los $12.00. Los prestadores del sistema tradicional solicitan un 47 % de incremento en la tarifa.
14/09/2018. El gobierno rechaza públicamente la propuesta de los prestadores y se pronuncia por un incremento de $1 más un deslizamiento de 10 centavos por mes de forma indefinida; en el caso de Metrorrey sería hasta que la tarifa llegue a los $9.00.
17/09/2018. Se aprueba la propuesta de la autoridad y entra en vigor de inmediato. El incremento a un año es casi del 20 %, 13 puntos porcentuales por arriba del incremento real anual entre 2011 y 2016, no hay información pública respecto del incremento según fórmula de ponderadores incluida en reglamento.
2023. La tarifa promedio ponderada llega a los $19, la tasa de crecimiento de la demanda servida de Metrorrey cae por debajo de los dos dígitos y nunca vuelve a superar el 20 % anual. El porcentaje de viajes en transporte público cae a menos del 20 %; industriales y comerciantes se ven obligados a pagar servicios especializados para que sus empleados puedan llegar a tiempo a sus trabajos, el índice de competitividad de ciudades cae y Monterrey no vuelve a ocupar el primer lugar del país.
2024. Estudio de prestigiada facultad de economía concluye que el efecto de la política tarifaria fue contraproducente y afectó significativamente la franja de población con menores ingresos (deciles uno a tres, unas 800,000 personas).
2025. El gobierno en funciones propone hacer un plan integral, compromisos con los prestadores y turna al Consejo Estatal de Vialidad y Transporte una nueva propuesta para incrementar las tarifas una vez más.
En 2026 el autor de la columna murió de tristeza e insolación después de pedalear por 20 minutos, para acudir a una cita médica, solo le faltaban 4.3 kilómetros para llegar.
Los grandes economistas utilizan palabras muy feas, especialmente cuando se trata de servicios públicos: fallas de mercado, regresivo, captura, monopolio, ineficiencia, descremar, externalidades y rentista. Hay otras palabras que pueden sonar bien o mal, dependiendo de quien las escucha, un ejemplo: subsidio.
¿Deben subsidiarse los servicios públicos? ¿Agua, electricidad, Internet? El transporte es un servicio público ¿debe subsidiarse? Algunos dicen que sí y dicen: otras ciudades lo hacen. Cierto, pero si el argumento es válido, ¿por qué no gratis? Después de todo hay 29 países (120 ciudades) donde el transporte público es gratuito total o parcialmente (https://bit.ly/2I70pMJ), entre ellas algunas grandes como Roma (totalmente gratis por allá de 1970) y Tallin hoy día.
Argumentos no faltan, subsidiar el transporte público sería un “acto de enorme justicia social”, después de todo ya hacemos provisión de grandes infraestructuras sin que le cueste nada a los usuarios ¿Adivinan cuáles? Exacto: quienes tenemos recursos para pagar un auto (o dos o tres o cuatro…) no pagamos nada por la multitud de pasos a desnivel y los miles y miles de kilómetros que tenemos a nuestra disposición (Cochelandia Paradise), es más ni tenencia pagamos.
Pero bueno, qué dice el marco regulatorio, la ciencia económica y el sentido común. Dice que los servicios públicos deben ser prestados de manera continua y progresiva (más y mejores, nunca menos), dice que las grandes inversiones en infraestructura y algunos equipamientos deben pagarse con recursos públicos (presas, acueductos, carriles confinados, estaciones, terminales e incluso algunos vehículos) y que, en algunos casos, como el del transporte público, la operación (total o parcialmente) puede ser cubierta mediante el precio que pagan los usuarios (tarifa).
Respecto de los subsidios en transporte público se sabe que se han vuelto muy populares y que con ellos se trata de que todo mundo pueda pagar el servicio, pero también se sabe que no funcionan bien y que fácilmente se generan distorsiones en el mercado. Roma canceló su programa de gratuidad a los 6 meses y en Tallin no aumentó la demanda servida como se esperaba, de hecho, quedó lejos; en Brasil llegó a existir un mercado negro de Vale Transporte.
¿Cuáles son los principios generales para que una cosa como esta funcione? Primero: una política pública de movilidad sensata, congruente, razonable y de largo plazo. No se puede pensar en subsidiar el transporte público mientras que todo o casi todo el recurso público se destina a infraestructura para medios individuales, el valor del tiempo de los usuarios es mucho más alto que el aporte monetario que se le puede dar vía subsidio. Los gobiernos locales deben invertir para proveer redes de servicios para la movilidad con una experiencia de viaje única y con el menor tiempo de viaje posible: transporte público + medios no motorizados + gestión del tránsito + desincentivos a medios individuales motorizados.
Segundo. Hacer más eficiente el sistema de transporte, de otra forma el subsidio iría a cubrir las ineficiencias del servicio y sería utilizado para cubrir los costos asociados a las feas palabras que se citan en el primer párrafo. Hay precondiciones para un subsidio: algún tipo de sistema integrado (incluyendo medios no motorizados), la autoridad invierte en la infraestructura y algunos equipamientos, competencia por el mercado, regulación por incentivos, pago por vehículo-kilómetro u otra medida de intensidad, un órgano de gestión fuerte y competente, vasta información para los usuarios y datos abiertos.
Tercero. Una nueva regulación y un nuevo diseño institucional para generar transparencia activa y rendición de cuentas. Cierto, Londres y París financian su sistema de transporte público, parcialmente, con impuestos (generales o específicos) a los empleadores, pero igual de cierto es que ellos tienen exitosos procesos de regulación desde 1859 y una credibilidad y transparencia a toda prueba. Si la autoridad quiere administrar dinero de impuestos con propósito específico, debe empezar por poner su parte (presupuestos son amores) y luego declarar inequívocamente el destino que dará a los recursos de los privados: un plan de gestión a 5 o 10 años. La cereza del pastel: técnica y gobernanza de verdad.
Por cierto, lo que hoy se discute no es técnicamente un subsidio, es una fuente de financiamiento con origen en un impuesto con fines específicos. A los que les pueda interesar, una buena referencia respecto de subsidios y asequibilidad se puede encontrar en https://bit.ly/2pw2cCw.
Me invitaron al evento “Servicio de Transporte mediante Plataformas Digitales y Mejoras en el Servicio de Transporte Público en su modalidad de Alquiler” en el Congreso del Estado de Nuevo León; un evento tan largo como su nombre.
Vaya decepción, todo el evento fue una serie de monólogos entre proveedores: los privados defendiendo sus posiciones. Curioso diálogo de sordos: ya somos muchos, son piratas, los usuarios nos prefieren, revelen su modelo de negocios, son chatarra, nosotros sí tenemos seguro, hay que dignificar a los choferes, nosotros también estamos asegurados, tienen que pagar derechos, nosotros sí tributamos, nosotros también, más concesiones para los piratas (locales primero), los tradicionales son inseguros, las plataformas son inseguras. Todos se quejan y nadie se sale.
¿Y el bien común? ¿Y el derecho a la movilidad? Entiendo las dinámicas políticas y lo legítimo de que defiendan sus intereses, pero ¿por qué dejar fuera de una discusión de este tipo el fin último de todo proceso legislativo?, ¿por qué dejar por fuera la búsqueda del bienestar de los usuarios y, en un sentido más amplio, el de la sociedad?
Dos ideas –o preguntas– deberían ocupar un centralísimo lugar en esta discusión: ¿los servicios con Apps se dan como un acuerdo entre privados? y ¿cómo queremos que las personas se muevan en el Área Metropolitana de Monterrey?
En cuanto a la primera pregunta, si la relación entre partes es un acuerdo entre privados (oferente-empresa de redes de transporte-demandante) no hay nada que hacer. Simplemente no hay nada que hacer, se trataría entonces de un acuerdo comercial entre privados y los medios para “regular” o “proteger” a las partes caen en otros ámbitos de derecho y ejercicio de gobierno: comercial, civil, seguridad pública o lo que sea. Claro, si se quiere, se puede catalogar como servicio público y ese es otro cantar.
La segunda pregunta tiene implicaciones prácticas más trascendentes: ¿cómo debe hacerse provisión de servicios de movilidad en el Área Metropolitana de Monterrey? Si la respuesta es con vehículos individuales, entonces tiene sentido hablar de pasos a desnivel (y otras faunas similares) y también de taxis, piratas y servicios mediante plataformas digitales.
Así que ¿cuál es la respuesta de estas dos preguntas?, ¿para el Congreso se trata de una relación entre privados o de un servicio público?, ¿cómo piensa el Legislativo que deben proveerse los servicios para la movilidad?, ¿y el Ejecutivo del estado?
En mi opinión se trata de una relación entre oferentes y demandantes, que debería ser llenada por los grandes operadores públicos (en este caso Metrorrey) haciendo provisión de servicios sobre demanda.
De hecho, esto es lo que están haciendo grandes organismos de transporte público, pero ¿hay espacio para los privados como prestadores de servicios con base en aplicaciones? Sí, con una “regulación” mínima para garantizar la seguridad de los usuarios, la estabilidad de los servicios y en un marco para transferir recursos a medios no motorizados (bicicletas y transporte público), con mecanismos de transparencia y rendición de cuentas sobre una plataforma de datos abiertos.
Pero ¿qué lugar deben ocupar estos servicios en el entramado general de los servicios para la movilidad? Creo que hay lugar para servicios de este tipo, un lugar que debe ser ganado por la fuerza del mercado, en segmentos de alto poder adquisitivo; la única excepción serían los servicios sobre demanda asociados a los servicios masivos de un sistema integrado.
Todos los servicios –y los esfuerzos de todas las expresiones del Estado– deberían estar encaminados a lograr las metas del Plan Estratégico Nuevo León. ¿Cuál meta? Que los viajes en medios sustentables pasen del 48.6 % al 58.9 %, es decir, crecer los viajes en transporte público y medios no motorizados.
Así que antes de entrar en una discusión bizarra del tipo ¿plataformas digitales vs. taxis tradicionales?, deberíamos preguntarnos ¿cómo vamos? ¿Nos estamos acercando a la meta? La respuesta es triste y desalentadora: vamos mal.
Según la Encuesta de Percepción Cómo Vamos 2018, el porcentaje de viajes en medios sustentables es del 44.8 %, cuatro puntos por debajo de la base del Plan Estratégico (48.6 %, en 2012).
Así que ponernos a tratar de responder preguntas como ¿plataformas digitales vs. taxis tradicionales? es como tratar de responder preguntas del medioevo, tales como ¿cuántos ángeles caben en la cabeza de un alfiler?
¿El anunciado “incremento” a las tarifas del sistema de transporte público en el Área Metropolitana de Monterrey es un tarifazo? ¿Lo es por el tamaño del “incremento”, por ahí del 40-42 %? o ¿es un “tarifazo” por imprevisto y sorpresivo?
En mi opinión no es ni una cosa ni la otra.
No es un albazo, no es una cosa que ocurre de la noche a la mañana, de forma imprevista e inesperada. A nadie toma por sorpresa.
Tampoco es un incremento, en el sentido estricto de la palabra. Se trata de volver a la tarifa legalmente vigente desde 2013, para las rutas de transporte público en la modalidad de suburbanas.
¿Que es un asunto molesto y desagradable? Pues sí. ¿Que la gente preferiría seguir pagando lo que venía pagando? También. ¿Que es ilegal? No estoy tan seguro, de hecho, creo que es apegarse a la legalidad, convenientemente o no, pero ese sería el referente de legalidad. ¿Que los transportistas son los chicos malos de la película? No creo que esto sea un problema de buenos y malos.
¿Y entonces? Aunque el nivel de la tarifa importa, ese no es el problema de fondo, el problema de fondo es la discrecionalidad en las diferentes etapas que sirven a la prestación del servicio de transporte público. Y, explícitamente, quiero despersonalizar: así ha sido por los siglos de los siglos en los temas de transporte público en el Área Metropolitana de Monterrey; en algunas épocas más y en otras menos, pero ese ha sido el rasgo persistente en la gestión de este servicio público. Malo para unos, malo para otros, malo para todos.
Algunas preguntas para demostrarlos: ¿cuántas unidades en servicio tenemos?, ¿cuántas de ellas salieron a la calle ayer?, ¿cuáles son las frecuencias aprobadas?, ¿cuál es el itinerario de las rutas?, ¿qué estudio avaló el diseño de las rutas de los “consorcios”?, ¿qué estudios avalaron sus modificaciones y la desaparición de algunos de ellos? ¿Cuál fue el soporte técnico de la “reducción” de tarifas de $17 a $12 pesos? ¿Dónde quedó el estudio soporte de tarifas aprobadas en septiembre de 2018? ¿En cuántos hechos de tránsito participan las unidades de transporte público? ¿Cuántas unidades exceden la antigüedad permitida? ¿Cuántos pasajeros mueven por día y qué tarifa paga cada persona, en efectivo o con tarjeta? ¿Alguien sabe cuántas rutas están catalogadas, formalmente, como suburbanas? ¿Por qué en este largo conflicto no hay, excepto los usuarios, ningún “damnificado”?
Así que, en este contexto de discrecionalidad ¿se rechaza el aumento aprobado en septiembre por ilegal? o ¿se rechaza volver a la tarifa legalmente aprobada en 2013, para las rutas suburbanas?
Si bien el nivel de la tarifa es un serio problema, el problema de fondo es la discrecionalidad.
Así que, con este “incremento” o sin él, el problema sigue sin resolverse. La crisis del transporte público es tan profunda que cualquier decisión parcial y ligera es irrelevante e incluso puede ser contradictoria.
¿Qué hacer? No más discrecionalidad, técnica y mucha paciencia. Hay que empezar por transparentar las reales condiciones del sistema, toda la información debe volver a ser pública. Si sabemos de qué tamaño es la enfermedad podemos elegir la medicina, la dosis y saber cuánto tardaremos en recuperarnos. También sabremos si podemos hacerlo “como siempre” o necesitamos nuevos jugadores, nuevas técnicas, nuevas capacidades.
Con incremento o sin incremento llevará años volver a tener los niveles de servicio que teníamos hace 10 años y para que eso suceda necesitamos estudios y proyectos, abiertos y transparentes, eso cuesta y consume tiempo. Pero si no se hace no saldremos de esta crisis.
Paciencia. Hasta ahora quienes han pagado el precio son los usuarios, su paciencia y aguante tienen límites, no se puede castigar más su economía. El cultivo de la paciencia de los usuarios tiene que venir de los otros actores: gobierno y prestadores tendrán que encontrar medidas provisionales, para que los servicios no se deterioren más, mientras se encuentran las soluciones de fondo.
Mientras tanto… el Área Metropolitana de Monterrey pierde competitividad, ahora es el séptimo lugar entre las 15 ciudades de un millón de habitantes. Sexto en el subíndice de derecho, séptimo en el de inclusión, decimocuarto en el de sistema político, sexto en el de gobierno eficiente y duodécimo en el de economía estable. Dos subíndices están directamente relacionados con los temas de transporte público, ahí el Área Metropolitana de Monterrey ocupa el lugar 14 de 15 en el de sustentabilidad y decimoquinto en el de precursores de clase mundial. Todos estos datos y más se pueden ver en https://bit.ly/2KBV6pL.
¿Cuándo fue la última vez que los prestadores del servicio de transporte público de Monterrey dejaron de prestar servicios, de manera generalizada y organizada, por razones de tarifa?
La memoria no me alcanza y las memorias prestadas –por consulta telefónica– tampoco, y vamos que son memorias de elefante. Aquí algunas referencias, de casos iguales o parecidos:
Noviembre de 1989. CTM amenaza parar transporte si la autoridad obliga a las rutas 3 y 82 a entrar a la colonia Emiliano Zapata; los transportistas no quieren entrar por condiciones de inseguridad.
Enero de 1990. IP censura aumento de $50 pesos “no puede concebirse que por presiones y amenazas de paro se incrementen las tarifas” (Mariano Montero Zubillaga) y “...por resolver… por la vía fácil del incremento en las tarifas” (José Luis Mastretta Galván).
20 de junio de 1990. “No hay condiciones para la requisa… son los choferes los que cobran de más, se hablará con los empresarios para que los controlen” (funcionario del área de transporte del Gobierno del Estado).
21 de junio de 1990. “Ayer y antier los cetemistas…. desataron un paro loco de 1,000 camiones. Antier pararon los camiones nones. Y ayer los camiones pares. ¿Con qué pretexto? Presionar para que se incrementen las tarifas camioneras. En este caso el paro es de naturaleza empresarial: los patrones… están protestando porque quieren un aumento de precios” (Federico Arreola).
Marzo de 1993. Amenaza Raúl Caballero con paro general si las autoridades no solucionan los empalmes de recorridos en Rutas Periféricas.
Abril de 1993. Entrega gobierno rutas a la CROC, no habrá paro.
Después de eso nada parecido.
¿Tienen estas referencias alguna cosa en común con el caso actual? Sí, la discrecionalidad, la falta de transparencia, la no rendición de cuentas y la debilidad institucional.
¿Qué diferencias tienen? Hay varias, dos son relevantes: la composición del oligopolio cambió y el problema de la tarifa es un problema con origen en factores controlables por los actores relevantes. Esta crisis tiene origen en decisiones, con el acuerdo tácito o no, de los prestadores del servicio: la creación de los consorcios y la decisión de no aumentar las tarifas por 3 años.
Al final de esta reflexión dos notas de preocupación: una sobre la manera de salir de este atolladero y la otra sobre el futuro de la movilidad en el área metropolitana.
¿Cómo salir de este galimatías? No lo sé. Para procesar el tema de la tarifa se han “caminado” las instancias técnicas y legales que marca la Ley de Transporte y su Reglamento y, hasta donde se puede ver, se han caminado mal. ¿Qué más, dentro de lo legal, se puede agregar en una nueva ronda de sesiones o conversaciones? Creo que poco o nada que tenga que ver con el procedimiento de actualización de la tarifa.
Construir una solución pasa por reconstruir la credibilidad de autoridades y prestadores y eso implica, cuando menos, dos cosas: transparencia y rendición de cuentas y, de manera especial, hacer explícitas las razones por las cuales llegamos hasta aquí. También pasa por la aceptación de que la solución de esta crisis no debe recaer únicamente en los usuarios, prestadores y autoridades deben ser claros en su oferta de recursos y tiempos para volver a niveles de servicios superiores –cuando menos– a los de hace 4 años.
¿Y el futuro de la movilidad? En el mediano y largo plazo eso es lo realmente preocupante, lo que estamos viviendo nos devuelve a usos y costumbres de hace más de 30 años. Superar esta crisis, si es que la superamos, nos va a llevar décadas. Hasta hoy nada apunta a la creación de más capacidades técnicas, tampoco a más inversiones o a nuevos servicios; el panorama no es deprimente.
Así que la pregunta ya no es ¿volver al pasado? La pregunta es ¿nos quedamos allá? Todo está puesto para un salto hacia adelante. ¿Tendremos la capacidad de refundar el sistema de transporte público? ¿Tendremos la creatividad y fuerza para transformar un caduco sistema de transporte en un moderno sistema de movilidad?
En la Edad Media se creía que los “males del cuerpo” provenían de espíritus, humores o malas disposiciones del mismo cuerpo. Uno de los remedios típicos eran las sangrías (literal) y se pensaba que sacando la sangre salía también la enfermedad… ¿Resultado? General y rápidamente se lograba debilitar más al enfermo y muchas veces matarlo.
¿Por qué ocurría esto? Porque no se conectaban los síntomas con la enfermedad. Mal diagnóstico, mal tratamiento, mal resultado.
Eso es más o menos lo que creo que va a ocurrir con el tarifazo en el Área Metropolitana de Monterrey y sus efectos. Me explico.
La actual crisis del transporte público no tiene origen en el método de actualización de tarifas (la fórmula). Esta crisis tiene orígenes profundos en el tipo de regulación y relaciones entre la autoridad y los prestadores (discrecional, opaca, oligopólica) y, más reciente, en la decisión de crear los llamados consorcios (más costo con menos rentabilidad) y mantener la tarifa sin cambio por 3 años. No existen, o cuando menos no se conocen, las razones técnicas por las cuales se tomaron estas decisiones.
No argumentaré demasiado sobre estas afirmaciones, basta con recordar que pasamos la crisis mundial de 2008-2009 sin mayores sobresaltos y sin ponernos descoloridos. Sí, las tarifas crecieron un poco por encima del 4-5 % anual, pero nunca se habló de incrementos del 40 o 50 %.
Lo que sí sería muy importante conectar el aumento de la tarifa con las causas que lo originan, de otra forma el sistema de transporte público se va a debilitar más de lo que ya está. ¿Qué tanto se va a debilitar? Difícil dar un pronóstico, pero hay un referente: en 2013 el Plan Estratégico se planteó como meta incrementar el porcentaje de viajes en medios de transporte sustentable, hoy estamos seis puntos porcentuales por debajo de la línea base.
Dicho de otra forma, el enfermo (el sistema de transporte público) no mejoró, tuvo un retroceso.
Así que, si no se conectan los síntomas (la tarifa como parte de un problema más grande) el remedio resultará peor que la enfermedad: con toda seguridad el paciente se va a debilitar y, creo, lo acercaremos un poco más a la muerte. ¿Cómo conectar el aumento en la tarifa con las causas de la enfermedad? Haciéndolo parte de un coctel de medicamentos que den vida al enfermo.
El tratamiento completo tendría que empezar con un estricto régimen de transparencia y rendición de cuentas, para restituir la confianza y la credibilidad. Publicitar las razones y estudios que dieron pie a la crisis actual y cumplir con las obligaciones de transparencia que marca la ley serían un buen principio.
Esta medida también daría certeza y credibilidad a los compromisos de las partes: la renovación de las unidades tiene que ser de tal magnitud que nos devuelva, cuando menos, a los niveles de oferta que teníamos hace 4 años; menos que eso sería como pasar de una fiebre de 42º a una de 41º.
Otro “medicamento” tendría que ser el suministro de “vitaminas”, hay que fortalecer, o crear, al regulador. Grandes inversiones en capacidades técnicas, pero también sostenidas en el tiempo. Más personal calificado, más software, más estudios, más proyectos. Vamos, un programa de rehabilitación de largo plazo. La anemia no se cura de la noche a la mañana.
Cuando la enfermedad es tan persistente no valen los remedios de siempre, la política tarifaria discrecional permitió renovar la flota (en su fase alcista) y hoy, en el síndrome de abstención exige dosis mayores a las usuales, pero en ambos casos el resultado es claro: menos usuarios servidos, servicios de menor calidad y más precarios, más inestables.
Los usuarios y nuestra ciudad no merecen esta plaga, pero tampoco merecemos que se pretenda curar el problema con una sangría.
Finalmente, parece que el Gobierno del Estado se decidió a abrir la chequera en proyectos de movilidad. Esta semana se anunció una licitación para modernizar el sistema de prepago de Metrorrey, comprar los 26 vagones del Metro y el lanzamiento de 6 rutas exprés.
Lo del Metro no es mala idea, la demanda servida por Metrorrey dejó de crecer hace 5 años y, de hecho, se registran ya pequeñas bajas en la demanda de los servicios Metro y en los Transmetro. Esto se debe, básicamente a dos razones: obsolescencia y al aplazamiento de las inversiones.
Así que es bueno que el gobierno abra la cartera y empiece a destinar recursos al sistema, esta inversión puede representar del orden de $90 o más millones de dólares; no obstante, las necesidades del sistema deben estar del orden de los $1,000 millones de dólares solo para salir de la obsolescencia y cubrir la demanda actual en mejores condiciones.
Lo de las rutas exprés (rutas Metro Express, según el acuerdo publicado en el Diario Oficial) es, por decir lo menos, singular.
Al respecto, lo primero que hay que decir, es que es o parece ser un “parche” destinado a paliar los efectos negativos, al menos parcialmente, de los dos actos que dieron origen a la actual crisis del sistema de transporte público: congelar las tarifas y crear los famosos consorcios. Sí, en 4 años pasamos de 5,400 unidades a un orden de 3,600 unidades; en definitiva, el servicio de transporte más caro es el que no se tiene.
Pero ¿qué son las rutas exprés? Según el acuerdo que las crea (Periódico Oficial del Gobierno del Estado, del 16 de octubre, Tomo CLVI número 127 páginas 25 al 42) son una expresión de la facultad que tiene el Ejecutivo para prestar los servicios de manera directa, en este caso vía la Agencia Estatal del Transporte. Se prestarían servicios en 6 rutas, todas ellas “suburbanas”, con 90 unidades y tendrían integración con al menos una estación Metro o Ecovía; excepto en la ruta de García a San Pedro. También se habla de un convenio con Metrorrey “…en los términos que se estime convenientes, incluyendo, el cobro de la tarifa que se llevará a cabo en la implementación de las rutas exprés, a través de las cuales el Estado prestará el servicio público de pasajeros, de manera directa, el cual no será limitativo en cuanto a la forma de cobro de la tarifa, pudiendo existir diversas formas de hacerlo, además del convenio aquí citado”. Ups, así como está escrito puede ser cualquier cosa.
¿En dónde está la singularidad? Bueno, algunas de ellas son: I) Hasta donde se sabe, este es un proyecto que no se ha presentado en Comisiones del Consejo Estatal del Transporte y mucho menos en el Pleno; sería bueno conocer los estudios técnicos que lo avalan; II) ¿Quién compra los camiones y cómo se suple la necesidad de encierros, personal de operación y otras necesidades?; III) Las prestaciones de los vehículos son altas (low entry, gas natural y otras), pero este tipo de unidades no se fabrican en México y son más propias de corredores troncales de alta demanda; IV) ¿Cuál tarifa aplicará: Radial, Metrobús o Metro Enlace? V) ¿Y los actuales prestadores, cómo quedan sus servicios en este esquema?
En fin, más incertidumbres que certezas. Pero bueno, al final todo se reduce a tres cosas: presupuestos, capacidades y discrecionalidad.
De ahí la urgencia manifiesta: si el Estado ha tomado la decisión de pasar de un modelo de prestación de servicios vía privados al de prestación directa, ni la actual Ley de Transporte, ni las cuatro iniciativas de Ley de Movilidad sirven para eso. ¿Quién o cómo se regularán estos servicios? ¿Cómo se garantiza la transparencia y la eficiencia? ¿Cómo se garantiza que la agencia tendrá las capacidades para administrar el modelo que pretende crear?
El Congreso está en deuda, sigue sin procesar las iniciativas de Ley de Movilidad y por eso son corresponsables de esta crisis en materia de movilidad. Pero si no les interesa el bienestar de la gente, tal vez les interese el “timing” de todas estas acciones: en un año podríamos tener algunos carros de Metro (nuevos o usados), un nuevo sistema de prepago y algunos camiones de las rutas exprés. Aunque eso no garantice que salgamos de la crisis y mucho menos que el sistema de transporte registre mejoras sustanciales. Al tiempo y ojalá que cada quien pague los costos políticos que le correspondan.
Esta semana registramos dos episodios independientes, pero relacionados, sistémicos dirían los ilustrados, y desafortunadamente, largamente sobados: un nuevo encuentro-desencuentro entre promovente de la Ley de Movilidad y una nueva-vieja sesión del Consejo Estatal de Transporte y Vialidad para tratar el tema de las tarifas.
“Qué pereza”, “otra vez lo mismo”, “esta película ya la vi”, “vaya pérdida de tiempo”, “puro show” y “teatro” fueron algunos de los calificativos que he escuchado para describir ambos eventos; más por el segundo, claramente por relevancia mediática e inmediatez, que por el primero. Y en algo tienen razón quienes opinan así: son 2 temas largamente estudiados, largamente debatidos, tanto que ya se vuelven repetitivos y peligrosamente insustanciales. ¿Insustanciales? Sí, ahí radica el peligro, que por cansancio social se “normalice” lo anormal, que se pierda el foco y se elija lo inmediato en lugar de lo necesario y que se abandone la lucha por un cambio de fondo. Sí, ahí radica el peligro: pareciera que la apuesta es por el cansancio y el ofuscamiento social.
El absurdo debate (¿necesita el transporte público una actualización de la tarifa?) me hizo pensar en la alegoría de la caverna de Platón y la manera en que nuestros legisladores giran, incesante y absurdamente, en torno a un articulado de ley que propone cambiar todo para que todo quede como está, me recordó la alegoría, leyenda o imagen, de la lámpara de Diógenes.
¿Que las tarifas de transporte público necesitan, cuando menos, una actualización?, ¿que se “rompió” la red de seguridad que llamamos marco legal y que van 4 años sin aumento? ¿Que en todo este periodo lo que ha imperado ha sido un raro y extraño ambiente de discrecionalidad? Sí, sí y sí. ¿Por qué no rompemos este círculo vicioso?, ¿por ignorancia?, ¿por “apego” al estado actual de cosas? ¿Por temor, cual cavernarios de Platón?
¿Por qué buscar con tanta “insistencia” un articulado de Ley de Movilidad que deje contentos a todos?, ¿necesitamos una lámpara al mediodía para saber que la ley tiene que poner en el centro a los usuarios?, ¿por qué es tan difícil entender el simple principio de todo servicio público? Más y mejores servicios, no menos; ¿de verdad somos tan cínicos (no se enojen, por favor, que la comparación es con el sabio Diógenes) que necesitamos cambiar el nombre de las cosas para que sigan tal cual son hoy en día?
En el tema de las tarifas, el tema del transporte público en realidad, la solución de mediano y largo plazo es nítida, rutilante y no tiene vuelta de hoja. Tanto que ya está incluida en la actual Ley de Movilidad, el Plan Estratégico Nuevo León y el Plan de Desarrollo Estatal: hay que avanzar hacia un sistema integrado, con un órgano de gestión que asuma los riesgos de demanda, pago por vehículo-kilómetro, un gran sistema de información a los usuarios y mucha, mucha, mucha transparencia y mucha, mucha, pero mucha rendición de cuentas.
Desafortunadamente, eso no se puede en el corto plazo, porque lo que se rompió fue la confianza y después de 4 años lo urgente (el aumento) no puede esperar lo importante (la política pública). En esas circunstancias lo más sensato es reconocer que el hoyo que hemos cavado es tan grande que si no ayudamos a sacar el elefante, el elefante va a morir ahí. Sí se va a morir en la raya, pero se va a morir.
El principio de la solución está en restablecer la confianza. ¿Cómo? Asumiendo costos. La sociedad en su conjunto, estoy seguro, asumirá el costo del aumento (por favor, no más allá de inflación); los prestadores asumirán el costo de lo que han perdido y de los compromisos que se les impongan y ¿el gobierno?
El gobierno tendría que asumir el “costo” de una política pública de mediano plazo, congruente y consistente con sus propios postulados. Si cree que eso lo va a lograr estatizando, pues entonces debe apostar por la estatización, que disponga los presupuestos necesarios y que proceda en consecuencia; pero si no, entonces que vuelva a la idea del regulador trabajando con privados, y en ese caso la señal es la misma: que disponga de los presupuestos necesarios y que proceda en consecuencia. En el fondo la salida es la misma: reconstruir la credibilidad y actuar en consecuencia, invertir para crear capacidades.
¿Y la Ley de Movilidad? Para eso, una lámpara de Diógenes para que encuentren algo que brilla tanto que parece que se confunde con la luz del día: el decálogo para una nueva #LeydeMovilidadNL que priorice a las y los usuarios. Nos vemos el año que entra.
“No se amontonen”, “se amontonan porque quieren…”, “nada les cuesta esperarse unos minutos al otro camión y se van en uno más vacío”, “traemos casi 2,900 camiones en hora pico, y es nada más un ratito en el que se llenan”.
Estas fueron las increíbles frases que se utilizaron para explicar las aglomeraciones en el transporte público del Área Metropolitana de Monterrey el 30 de abril y el 21 de mayo. Mientras estas frases se pronunciaban, Susana Distancia se transmutaba en Susana Precaria Distancia para luego, rápidamente, desaparecer y dejar su lugar a Susana Peligrosa Cercanía, acompañada muy, pero muy de cerca, por Cálido Contacto Corporal.
Y no puede ser de otra forma, no se puede dejar de lado que la flota de transporte público pasó de tener 5,349 unidades en 2016 a operar –dando por sentado que la cifra citada es correcta– con solo 2,900 unidades… un 45 % menos en solo 4 años. Tampoco se puede dejar de lado que la demanda servida por Metrorrey, para fines prácticos, no crece desde 2015.
En transporte público las matemáticas son muy simples: si la flota se reduce y se mantienen los mismos itinerarios, la frecuencia de paso aumenta, por lo tanto, los tiempos de espera, los tiempos totales de viaje y la ocupación de las unidades aumenta. Susana Distancia nunca llegó, la que teníamos, Susana Precaria Distancia, desapareció y su lugar lo ocupó Susana Peligrosa Cercanía.
Pero más allá de los números, lo más relevante está tras las frases utilizadas para explicar las aglomeraciones. No, los usuarios no se amontonan por gusto, no se amontonan porque quieren, esperan pacientemente porque no tienen otras opciones y porque necesitan ir al trabajo, al médico o de compras. Los ciudadanos de Nuevo León no andan comprando cobijas de feria, ni recogiendo bolo, mendigando lonches o suplicando por dádivas, los ciudadanos de Nuevo León tienen derecho a la salud, a un medio ambiente sano, a la movilidad y a un transporte público “…de calidad, digno y eficiente” (Artículo 3 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León).
¿Nada les cuesta esperarse? Claro que les cuesta, los usuarios invierten su tiempo para que los servicios de transporte público se produzcan y materialicen, de hecho, la suma del valor del tiempo de viaje de todos los usuarios es mucho mayor que los flujos que se pagan por tarifas y las multas que recauda o podría recaudar el Estado. Los argumentos utilizados parecen desconocer que si se reduce la flota aumenta el tiempo de espera y que si se restringen los horarios los tiempos de espera se vuelven eternos y que el valor de cada hora de cada usuario vale cuando menos $70 en promedio y los tiempos de espera en transporte público se penalizan por dos y hasta tres veces.
Pero, aunque todos estos argumentos son válidos y potentes, podrían no ser relevantes o suficientes para la Administración pública. Si esto es así entonces lo que queda es un reclamo y un recordatorio: son derechos de los ciudadanos y son obligaciones de los funcionarios públicos. La Constitución de Nuevo León materializa los derechos de los ciudadanos y dice, refiriéndose al acceso a los servicios: “El Estado proveerá lo necesario para garantizar dicho acceso”.
Por último, curiosa e inesperadamente, en Nuevo León, el derecho citado no es un derecho inmaterial e imposible de alcanzar. El objeto de la Ley de Movilidad es garantizar el derecho tutelado en el Artículo tercero de la Constitución local y, además, para tiempos extraordinarios establece otra obligación: “Establecer una red vial estratégica que garantice la movilidad en casos de emergencia en relación con el desplazamiento de personas y sus bienes en situaciones de caso fortuito, fuerza mayor o alteración del orden público” (Artículo 134 fracción IV).
Ahora que nos preparamos para la etapa pos-COVID necesitamos y necesitaremos a Susana Distancia, todavía es tiempo de que se presente, publique e implante el plan de emergencia para devolvernos, cuando menos, a la oferta de transporte público que teníamos hace 5 años. El Plan de Emergencia tendría que incluir ampliación de espacios públicos, introducción de medios no motorizados (bicicletas públicas), protección e incentivos para que podamos estar en la calle seguros, sana distancia de por medio, conociendo y disfrutando los derechos que la Constitución local nos otorga.
Si no tornamos esta crisis en oportunidad, no habrá nueva normalidad; lo que tendremos es una realidad urbana terca, árida, precaria y poco saludable. Si no entendemos el mensaje de esta pandemia, en movilidad urbana y transporte, lo que veremos será la misma cruda y fea realidad de siempre. Por eso, lo que necesitamos es una Agenda Urbana pos-COVID, necesitamos crear capacidades y alinear actores, necesitamos prepararnos rápida y urgentemente para sobrevivir, vivir y disfrutar. Una Agenda Urbana pos-COVID tendría que ser la carta de navegación para las próximas semanas y meses.
“Los sistemas de transporte no son rocket science, son mucho más difíciles”.
Joseph Sussman
Punto de quiebre, en español, se entiende como una disyuntiva, una decisión, una elección que puede tomar distintos rumbos, por simplicidad diremos que podría llevar a mejorar una situación preexistente o empeorarla. Por el contrario “breaking point”, en inglés, no tiene esa implicación, es simplemente “el estado en el cual una persona, compañía o sistema pierde el control sobre una situación y no puede lidiar más con sus problemas”. Curiosamente, el diccionario Cambridge ilustra esta definición con el siguiente ejemplo: “el sistema de transporte se ha estresado ya hasta el punto de ruptura”.
El tema viene a cuento porque esa es la condición del sistema de transporte público en el Área Metropolitana de Monterrey. Una singular conjunción de estados, condiciones o características que lo tienen a un tris del punto de quiebre, si no es que ya está total o parcialmente en quiebra o irremediable debacle.
¿A qué singularidades me refiero? Entre otras: la preocupante y peligrosa obsolescencia de algunas componentes del sistema Metro, la persistente precariedad de Ecovía, el programa de gratuidad que transformó un subsidio cruzado entre usuarios en gasto público, el fracaso de los mal llamados “consorcios”, los perversos resultados de la tarjeta Feria, el extraño proyecto “nonato” de los tuk tuk, los efectos de la ya larga tarifa congelada y ahora, los “efectos” de la pandemia.
Para ser justos, hay que decir que también hay singularidades positivas o que podrían, al menos potencialmente, generar mejoras al sistema y beneficios para los usuarios: la adquisición de nuevos carros Metro (y la remanufactura de otro paquete), la adquisición de autobuses, un stock de información nunca visto, asistencia técnica internacional y una mayor, espero mejor, incidencia sobre la información del sistema de prepago.
Desafortunadamente, hoy, los resultados generales no son buenos y no se ve cómo pueda revertirse la profunda caída en la partición modal y el efecto de la tarifa congelada. En mi opinión, este conjunto de “singularidades” es lo que tiene el sistema de transporte público en el “punto de quiebre”, con un riesgo adicional: las medidas relacionadas con el COVID.
Los servicios de transporte público son singularísimos, en ellos coexiste el “derecho” a la movilidad y la obligación de servicio público (más y mejores, nunca menos), pero también son bienes inferiores (entre más ricos son los usuarios menos se utiliza) y tienen “bienes” sustitutos, entre ellos los servicios de transporte de personal y los autos particulares.
Así que, si en Nuevo León, en tiempos de COVID, se opta por “soluciones” basadas en medios individuales motorizados o servicios privados de transporte colectivo, indudablemente llegaremos al “breaking point” del sistema de transporte público, le daremos el tiro de gracia a los servicios; en los hechos, una renuncia a la idea de servicio público y un abandono de la obligación constitucional de garantizar el derecho a la movilidad.
Es bien sabido que, si la tarifa aumenta demasiado, la flota se hace vieja, los proyectos de reestructuración fracasan o se rompe el equilibrio financiero, recuperar cantidad y calidad de los servicios puede tardar muchos años o, desafortunadamente, nunca darse.
La pandemia toma los servicios de transporte con agudas “comorbilidades”, pero hay soluciones. Muchas ciudades han ampliado la oferta de transporte público (con vías exclusivas de transporte público, por ejemplo), crear nuevos servicios de movilidad (bicicletas públicas o subsidios a la compra de bicicletas), habilitar calles compartidas y coordinación, mucha coordinación y gestión. A final de cuentas la calle, el espacio y los servicios públicos son de todos. Si lo visualizamos así, ahí cabemos todos... con sana distancia. Algunos ejemplos de lo que se está haciendo en el mundo y de lo que se puede hacer en Monterrey se pueden ver en https://bit.ly/2Bwv4nt (Una Agenda Urbana Pos-COVID-19 para el Área Metropolitana de Monterrey) y en https://bit.ly/37Txx7L (Movilidad con Distanciamiento).
Es Licenciada en Estudios Humanísticos y Sociales por la Universidad de Monterrey y Master en Ciencias Sociales con orientación en Desarrollo Sustentable por la Universidad Autónoma de Nuevo León. Es Directora de Movimiento de Activación Ciudadana A.C. (MOVAC), una asociación civil sin fines de lucro que trabaja con ciudadanos, autoridades, empresas e instituciones educativas para salvar vidas reduciendo incidentes viales. Forma parte del consejo del Observatorio Ciudadano de Seguridad Vial (OCISEVI) y ha participado como cotutora de tesis de movilidad y seguridad vial de la Maestría en Ciencias con orientación en Arquitectura y Asuntos Urbanos de la Universidad Autónoma de Nuevo León.
La agenda de movilidad urbana en el país sigue sin ser resuelta si la analizamos bajo las estadísticas del número de muertos y lesionados por hechos de tránsito. La STCONAPRA (2017) reporta que las muertes por hechos de tránsito en México son una de las 10 principales causas de defunción, representan también la segunda causa de muerte en infantes de 5 a 9 años y de jóvenes de 20 a 39 años; 7 de cada 10 muertes corresponden a peatones, ciclistas y motociclistas.
Analizar la agenda de movilidad urbana en México es amplia y cada estado de la república ha avanzado de forma diferente. Si analizamos las acciones a favor del uso de la bicicleta como medio de transporte entre diferentes ciudades mexicanas y el Área Metropolitana de Monterrey en los últimos 10 años encontraremos que en Nuevo León ha sido lento, o casi nulo, el crecimiento.
En el área metropolitana de Guadalajara la red de ciclovías alcanza los 173 km en toda la ciudad. Cuentan con un sistema de bicicleta pública llamado “MiBici”, servicio de transporte público basado en una red de estaciones automáticas donde puedes tomar y/o dejar una bicicleta. En la CDMX se han construido 259 km de infraestructura ciclista. También tienen un sistema de bicicleta pública similar al de Jalisco llamado “ECOBICI”, están registrados más de 170,000 usuarios y el servicio está disponible en 55 colonias de la Ciudad de México. Ambas ciudades reportan un aumento de usuarios ciclistas desde que comenzaron sus programas hace 7 y 10 años. ¿Qué sucede en Nuevo León que no ha podido avanzar de la misma manera?
Moisés López, en sus columnas, aborda la concepción del espacio público en Nuevo León desde diferentes enfoques. Constantemente plantea que no hay una noción de lo público. No se aprecia el valor social de lo que es de todos. Porque prima lo individual sobre lo colectivo. “En calles con ancho para dos carriles de circulación suele utilizarse la mitad para estacionar, y si el ancho da para tres carriles llega a utilizarse hasta el 66 %, con estacionamiento en ambos lados”.
No hay una comprensión del espacio público como el lugar donde todas las personas tienen el mismo derecho a estar. “La calle es de todos, incluyendo la banqueta. Todos los usuarios tienen el mismo derecho a circular, o detenerse si así lo quieren, disfrutar o no de la vía pública. El espacio público debe concebirse como un espacio de convivencia (peatones, ciclistas, automovilistas, propietarios y vecinos), construcción de identidad y ciudadanía”.
¿Por qué es tan importante este concepto? De acuerdo a Moisés, los espacios públicos son los que te hacen sentir el orgullo de pertenecer a una ciudad. Si el Área Metropolitana de Monterrey ocupa niveles bajos en el Índice de Competitividad Urbana se debe a este factor. Los espacios públicos son la personalidad y la riqueza de las ciudades. Barcelona, París, Copenhague, Bilbao, Cádiz y Ámsterdam transformaron sus espacios públicos, aumentando la movilidad de los viajes que se hacen caminando o en bicicleta.
Al contar con espacios públicos de calidad, también se resuelven otros problemas como la contaminación ambiental y la seguridad pública. Las autoridades son las responsables de resguardar, regular y maximizar su utilización. “Los gobiernos no pueden crear riqueza para la gente, pero sí pueden crear espacios y brindar servicios en donde las personas sientan y sepan que son la razón de ser, se apropien de los mismos y se sientan orgullosos de ser parte de una sociedad que los pone en primer lugar”.
La movilidad pasa por el espacio público y no puede concebirse por separado. Al revisar los datos, hitos, sucesos históricos, momentos legislativos, que Moisés López ha analizado en sus columnas cada semana por casi 5 años, podremos entender por qué Nuevo León va más atrasado en la agenda de movilidad urbana en comparación a otras ciudades mexicanas.
La pandemia de COVID-19 ha logrado que algunos municipios del Área Metropolitana de Monterrey inicien proyectos de movilidad sostenible, impulsando el uso de la bicicleta como medio de transporte. Sin embargo, estono ha sido fortuito. Asociaciones civiles y colectivos, grupo de aguerridos como los nombra Moisés, han contribuido a este cambio a través de las diferentes actividades que han organizado y creado en los últimos años, todas registradas bajo la pluma del cronista de la historia de la movilidad regia. Es importante conocer la historia, para no repetir los errores. Es importante saber qué ha pasado en Nuevo León para lograr la ciudad deseada y que merecemos todas las personas.
¿En qué se parecen las concesiones en el Parque Fundidora, las banquetas “móviles” de la calle Juárez, los puntos de acceso gratuito a Wifi, la “disputa” por el Zócalo de Ciudad de México y los servicios de transporte público en la mayor parte de las ciudades mexicanas? Todos los casos tienen que ver con el uso del espacio público y los objetivos que se persiguen con las tareas, servicios y actividades que en o sobre el mismo se realizan.
¿Servicios de transporte y Wifi? Si bien la concepción tradicional del espacio público es física, lo cierto es que el espacio público incluye todos los espacios, físicos o no físicos, en que los gobiernos ejercen sus competencias, producen y brindan servicios o regulan actividades de los ciudadanos. Así que no es relevante la propiedad de los vehículos de transporte, lo relevante es que se utilizan para prestar un servicio público. Las señales inalámbricas Wifi no son físicas, pero son el instrumento que sirve para ampliar el derecho de estar informado, por lo tanto, son parte del “espacio público”.
¿Por qué es relevante el espacio público? Porque en él residen o se expresan los derechos de la gente y porque en el pacto gobernantes-ciudadanos recae sobre los gobernantes la obligación de resguardar, regular y maximizar su utilización.
Así que habría que preguntarse si las propuestas o la manera que se utilizan los espacios referidos maximizan el bienestar de la gente. Un parque al que no se puede entrar o que funciona cobrando todos sus servicios excluye a los más necesitados; un transporte público cuyas tarifas no pueden ser pagadas no es útil para la sociedad; una carretera de cuota que “desvía”, por efecto de la cuota, camiones de carga a la vialidad urbana puede ser buena para obtener ingresos, pero mala para la ciudad.
Hay un ejemplo más claro y extendido: la forma en que se utilizan las calles y las banquetas. Las calles “son” para los autos (o sus propietarios), de ahí la idea de que “deben” tener un espacio cercano a su destino para estacionar; hasta donde se sabe estacionar en la vía pública no es un derecho… aunque esté frente a mi casa. Las banquetas también “son”, en muchas ocasiones, de los automóviles y sus propietarios; otras ocasiones “son” de los propietarios de los negocios o viviendas adyacentes, anunciantes, vendedores, mecánicos, taqueros y cualquier otro gremio o individuo que se apropie de la misma. Este tipo de razonamientos es el origen de la dificultad para peatonalizar calles, la resistencia a permitir que entre 25,000 y 40,000 peatones se desplacen con seguridad en la calle Juárez, el fracaso de las ciclovías en el municipio más “rico” de México (San Pedro Garza García) y la casi permanente tentación de privatizar lo público.
¿Por qué es esto así? Por idiosincrasia, por ciudadanía adolescente, por conveniencia, por corrupción, porque el foco de los individuos es lo utilitario y porque los gobiernos ven en el pago de derechos y Apps un mecanismo de recaudación y no la maximización de un servicio o beneficio para las personas.
El espacio público debe concebirse como un espacio de convivencia (peatones, ciclistas, automovilistas, propietarios y vecinos), construcción de identidad y ciudadanía. Si lo que es de todos es bello y puede ser disfrutado sin distinciones se convierte en parte de la identidad colectiva y contiene –iguala– a ricos y pobres. A final de cuentas todos somos ciudadanos con las mismas obligaciones y derechos.
Los gobiernos no pueden crear riqueza para la gente, pero sí pueden crear espacios y brindar servicios en donde las personas sientan y sepan que son la razón de ser, se apropien de los mismos y se sientan orgullosos de ser parte de una sociedad que los pone en primer lugar. Los espacios públicos son las “amenities” de los que menos tienen, los buenos gobiernos los cuidan e invierten para aumentar el patrimonio social de sus gobernados.
Ámsterdam, París, Copenhague, Barcelona, Bilbao, Madrid y Las Palmas son pueblos bicicleteros; también lo son Washington D.C., Nueva York, San Antonio y Houston. En Latinoamérica también hay pueblos bicicleteros, entre otros, Bogotá, Buenos Aires y Lima. En México son algunos pueblos bicicleteros, entre otros: Puebla, Pachuca, Obregón, Tecomán, Guadalajara, La Paz y Aguascalientes.
Monterrey fue un pueblo bicicletero. Gracias a Fermín Téllez hay registros del uso de la bicicleta desde la época de Porfirio Díaz (http://fermintellez.blogspot.mx/2010/12/monterrey-en-bicicleta.html), testimonio que habla de renta de bicicletas en la Alameda y grandes paseos grupales en la colonia Mitras, allá por los años 50 y 60 del siglo pasado (Documental XX-XXI Monterrey Ciclista en http://changosalacalle.blogspot.mx/). También existen registros fotográficos de grupos de personas en ropa de calle, todos delgados y elegantes, hasta la sexta década del siglo pasado.
Grandes regiomontanos han destacado en el mundo del ciclismo, otros han utilizado la bicicleta para hacer viajes de vida cotidiana. El Dr. Eduardo Aguirre Pequeño, distinguido regiomontano, andaba en una bicicleta “balona” y hacía el recorrido de Vista Hermosa a San Agustín, dos veces por semana, para comprar huevo fresco en una granja avícola al pie de la Sierra Madre.
Tristemente, Monterrey no es más un pueblo bicicletero. Para explicar esta involución y tratar de revertirla el Gobierno del Estado, con recursos del Global Enviroment Found (GEF), contrató un extenso trabajo de consultoría en 2014: el BiciPlan (http://bit.ly/2avgUoy). El objetivo general del BiciPlan: “Impulsar el uso de la bicicleta como un medio de transporte cotidiano en el Área Metropolitana de Monterrey, incrementando el porcentaje total de viajes diarios que se realizan en este modo”. Los trabajos del BiciPlan demostraron que en el Área Metropolitana de Monterrey el problema es de exclusión, “es un problema de invisibilidad, de no reconocimiento, de exclusión en términos de infraestructura y servicios para la movilidad” de los ciclistas. Los ciclistas son “invisibles” y sufren de exclusión extrema, tanto que llega a ser física e incluso vital. Rubén y Erasmo son claro ejemplo de la forma más violenta de exclusión: la muerte (http://elhorizonte.mx/edicion-impresa/2016-06-27#periodico-de-hoy/4).
El BiciPlan demostró que la “invisibilidad” no implica que no existan, hoy sabemos que hay ciclistas urbanos y son aquellos que utilizan la bicicleta para hacer sus viajes de vida diaria. Según la encuesta Origen-Destino 2012 se hacen 52,500 viajes diarios en bicicleta, pero de la encuesta Ingreso Gasto se sabe que hay 57,900 personas que utilizan la bicicleta para trabajar todos los días, equivalentes a cuando menos 126,000 viajes diarios. Esta última estimación es muy conservadora, el motivo del viaje (trabajo) sugiere muchos más viajes diarios por persona.
El BiciPlan estimó el número de viajes que pueden ser hechos en bicicleta, aun descontando las variables que desalientan su uso (distancia, pendiente y temperatura) este número puede crecer seis veces. Si se aplican las acciones del BiciPlan el número de viajes en bicicleta podría pasar del 0.50 % al 2.91 % de los viajes, entre 306,000 y 733,000 viajes diarios dependiendo de la base de cálculo que se tome.
¿Son muchos o son pocos? Si se acepta la estimación más conservadora (306,000 viajes) ya se puede decir que son muchos: tres veces el número de usuarios que pasan por Gonzalitos en un día típico. Más allá del número, serían 306,000 usuarios seguros, vivos y saludables.
¿Cómo? El BiciPlan ofrece una ruta, un marco lógico, que aprovecha las fortalezas de quienes han estado promoviendo esta modalidad de transporte. Al Estado tocaría coordinar y financiar una parte de los esfuerzos, a los Municipios la ejecución de la parte física, la promoción y la regulación, y a los colectivos educar, educar, educar, educar y educar.
El plan tiene cuatro componentes, dos de ellos dedicados a socialización (educación-regulación y difusión), hay un componente de servicios (bicicleta pública, talleres y biciestacionamientos) y una física (red de 750 km de distintos tipos de espacios especializados). ¿Tiempo y costo? $370 millones de pesos en 5 años.
Otra vez es pertinente la pregunta ¿es mucho o es poco? La referencia histórica es útil: para que en Gonzalitos transiten poco más de 100,000 personas por día se construyeron siete pasos a desnivel, hoy costarían del orden de $875 millones de pesos. ¿Por qué no invertir la mitad en proveer infraestructuras y servicios de alta calidad a más de 300,000 usuarios en bicicleta?
Vincular infraestructura y servicios para bicicletas con el transporte público ayudaría a revertir la tendencia en la caída de la partición modal, incidiría positivamente en los índices de contaminación del aire y apuntaría en el sentido de construir una ciudad más humana, más amable y vivible.
Al final un reconocimiento a todos los colectivos y organizaciones que vienen impulsando el tema desde hace 7 años, especialmente a Pueblo Bicicletero (pueblobicicletero.org). Son esos colectivos que sin recursos y, literalmente, arriesgando la piel, salen todos los días a rodar y promover leyes, reglamentos, servicios e infraestructura para todos los ciclistas.
Se ha vuelto costumbre que nuestra ciudad esté en la parte alta de las listas de ciudades más contaminadas o caras, si algún día salimos de estas listas y entramos a las de ciudades vivibles se lo deberemos, en gran parte, a todos esos colectivos que quieren que Monterrey vuelva a ser un pueblo bicicletero.
Si el número de carros aumenta nos parece natural pedir, que digo exigir, que se aumente el número de carriles. A más carros queremos más calles más anchas y si no se puede, bueno, que se haga un segundo piso o un tercero.
Pero ¿y si aumenta el número de peatones? Grito en el cielo, como es posible, que gente más mal educada, como se ponen en peligro, no puede ser, pobres automovilistas que batallan tanto, tienen que ir a vuelta de rueda y andar en su carro varios cientos de metros más. Pobrecitos.
¿Por qué tan dispar abordaje a un mismo fenómeno? ¿Por qué no pensamos seriamente en ampliar las banquetas?
¿Tema rupestre, sin importancia? Pues sí, a lo mejor por eso no está en la agenda de las administraciones locales, a lo mejor por eso no se le destinan recursos y a lo mejor por eso ninguna Administración municipal lo pone como una de sus prioridades.
¿Tema rupestre, sin importancia? Pues no. Por eso no estamos en ningún ranking de ciudad vivible. Pues no, por eso (al menos en parte) el Área Metropolitana de Monterrey ha caído cinco lugares en el Índice de Competitividad Urbana (sí, del primero al quinto). Pues no, por eso (al menos en parte) en el subíndice de medio ambiente nos ubicamos en el lugar 34. Pues no, por eso (al menos en parte) nos encontramos en el lugar 40 del subíndice de precursores de clase mundial. Y, un último pues no, por eso siempre estamos en primer lugar en saldos de accidentes de tránsito, el último dato oficial data de 2014 y ubica el total de accidentes de tránsito en 74,112.
Mención especial merece el subíndice de precursores de clase mundial y el de los saldos de los accidentes de tránsito.
El Instituto Mexicano para la Competitividad incluye un subíndice que pretende medir las condiciones previas, o necesarias, para que una ciudad atraiga inversión y talento, vamos, que sea considerada como de clase mundial. Los factores que miden son comunicaciones, sector financiero y movilidad. En el Área Metropolitana de Monterrey hay excelentes servicios financieros y de comunicaciones, también buena conectividad regional y al extranjero, entonces ¿por qué lugar 40? No tenemos un buen sistema de transporte público y la infraestructura y servicios para peatones y ciclistas es muy mala o no existe, ¿se acuerdan del video del italiano quejándose de las banquetas?
El tema de los saldos de los accidentes de tránsito debería ser escandaloso. Según el Secretariado Técnico de CONAPRA en 2013 se registraron 74,112 accidentes en zonas urbanas y suburbanas de Nuevo León, con 12,939 heridos y 647 muertos, de los cuales 583 (90 %) eran peatones y ciclistas.
¿Números interesantes? Sí, pero son síntomas de un problema más serio y profundo: la concepción del espacio público.
En Monterrey el espacio público es de quien se lo apropia, es fuente de riqueza para los privados y de corrupción cuando se junta el hambre (digamos los “emprendedores”) y las ganas de comer (digamos quienes tienen a su cuidado el espacio público). Los ciclistas y peatones regiomontanos recuerdan el viejo concepto de “jaywalk” o “jaywalking”.
El término refiere a los desordenados y descuidados peatones que cruzan la calle donde no deben, pero también –en una connotación despectiva– a los pobres usuarios de la vía que deben apartarse ante la llegada de un nuevo usuario: el vehículo. Hay múltiples referencias que documentan los esfuerzos de clubes de automovilistas, autoridades y las grandes armadoras norteamericanas para posicionar el automóvil como un símbolo de estatus y posición social en contraposición con el “molesto” y “pobre” individuo que no debería estar o impedir la circulación de los vehículos en la calle. Una sola referencia: http://muse.jhu.edu/article/215409.
De ahí que el abordaje de fondo tiene que ser sociológico, la calle es de todos, incluyendo la banqueta. Todos los usuarios tienen el mismo derecho a circular, o detenerse si así lo quieren, disfrutar o no de la vía pública. Los peatones y ciclistas tienen el mismo derecho que los conductores de autos a contar con infraestructura cómoda, segura y suficiente para trasladarse de un lugar a otro. No hay razón para concebir a los peatones como ciudadanos de segunda, no hay razón para suponer que deben conformarse con infraestructura y servicios para la movilidad de baja categoría, banquetas estrechas, con pozos y llenas de obstáculos.
¿Qué papel juegan las autoridades municipales? Bueno, podemos concebirlas como las depositarias del “comodato” que los ciudadanos les entregamos: el espacio público. Por lo tanto, su papel es de resguardo, cuidado, preservación y mejoramiento. Se “entrega” el espacio público como se entrega algo valioso, para ser cuidado y que genere “rendimientos”, rendimientos sociales, para los propietarios originales del bien: los ciudadanos.
Por todo eso, bienvenidas las banquetas móviles. Por eso, mis mejores deseos para las banquetas móviles y sus usuarios. Por eso mis votos para que las banquetas móviles dejen de moverse, que se queden del máximo ancho posible para siempre, que se planten árboles, se quiten los obstáculos y todo lo que impida el tránsito de la gente.
Mi deseo para esta temporada navideña y las banquetas móviles: acabados de primera, exquisito equipamiento y mobiliario urbano, buena iluminación. Qué mucha gente quiera estar ahí, encontrarse, saludarse, conversar, abrazarse, conocerse, discutir y apropiarse, reapropiarse, de lo que por derecho les pertenece: su ciudad. Feliz tercer aniversario de las banquetas móviles en Monterrey.
El nombre es sugerente, pero no, no se trata de la reseña de una película ni la crónica de una batalla campal entre pandillas, tampoco de la “pelea” entre los “comerciantes informales” y las autoridades por el espacio público.
Se trata de una batalla entre lo público y lo privado, se trata de una batalla entre clientes y ciudadanos. Se trata del reclamo de muchos para que pocos, los gobernantes, cumplan con las responsabilidades que ganaron en las urnas: proteger y enriquecer lo que es de todos, lo común. Se trata de una pelea por la riqueza de la gente: el espacio público.
Viene Janette Sadik-Khan, fue Comisionada del Departamento de Transporte de la Ciudad de Nueva York entre 2007 y 2013 con el alcalde Bloomberg, encabezó la más reciente y grande batalla por la calle en Nueva York. Exitosa y paradigmática.
Si bien ella es exitosa y digna de encomio, quiero referirme a la ciudad de Nueva York y sus batallas, y a ese binomio llamaré exitosa y paradigmática. Me explico.
Nueva York encarna el concepto de mutabilidad, propio de las urbes modernas. ¿Grandes mutaciones, grandes batallas y grandes triunfos? Muchos.
¿Se acuerdan de DiCaprio en “Gangs of New York”? Enormes migraciones, vivas y problemáticas, coexistiendo con un estado débil, corrupto y capturable. ¿El campo de batalla? La calle. El botín: la riqueza de la gente.
¿Otros? Jean Jacobs y su lucha contra las grandes autopistas y el mal llamado progreso. La época negra de la droga de los 50 y 60. ¿Se acuerdan de los “Mau Mau” y otra famosa película “Warriors”? ¿El campo de batalla? La calle, el Metro y los parques. A partir de los noventa, el exitoso rescate de la calle por Giuliani y sucesores. En este siglo la vuelta del peatón y las bicicletas a las calles, la vuelta al placer de estar en la calle.
¿Cuál es el hilo conductor de todas estas mutaciones y peleas? La lucha por la apropiación de lo público, parques, banquetas y jardines. Pero no solo el crimen, pandillas y raterillos de poca monta quieren el espacio público; la batalla por el espacio público se da contra desarrolladores inmobiliarios, funcionarios públicos, empresas y hasta contra simples vecinos que asumen que el espacio frente a su casa es de ellos y lo pueden usar como si fuera parte de sus bienes.
En dónde radica el éxito de la Jacobs, Branton, Giuliani, Bloomberg y Sadik-Khan. Responder al mandato obtenido en las urnas: la búsqueda de la felicidad de la gente, la creación de espacios para que todos –pobre y ricos– disfruten por igual.
Entiendo que la convocatoria para el evento de Sadik-Khan ha sido exitosa, tanto que han debido cambiar la sede (viernes 21 de abril a las 10:00 a.m. en el auditorio de EGADE), espero que esté a reventar y que salgamos listos para reclamar nuestra riqueza: la calle.
También espero que esté lleno de funcionarios públicos, futuros (cercanos) paladines del espacio público regiomontano, cruzados, peleadores callejeros. Me encantaría encontrarlos, en 5 o 10 años, en otras ciudades y países, contando la batalla que nos devolvió la calle. Con paladines y calle propia (rica, de todos, bella) volveremos a estar orgullosos de lo que hacen nuestras manos, ciudadanos orgullosos, libres y creativos. Bienvenida, Janette; bienvenida la batalla por la calle.
William es un amigo nuevo, vive como a 5,000 km de Monterrey. Aldo, Martín, Fátima, Ana, Eduardo y Óscar son amigos no tan nuevos, pero tampoco tan viejos. El amigo nuevo y los amigos no tan viejos no se conocen, no saben de la existencia de uno y otro. El amigo nuevo me sorprende cuando menciona la idea-concepto-lucha que crearon los amigos no tan nuevos: La Banqueta se Respeta.
Resulta que La Banqueta se Respeta es más que un pequeño colectivo con origen en la ciudad de las banquetas áridas e inhóspitas. Es una idea poderosa, concepto que trasciende distancias y culturas: hay que respetar lo que es de todos, el lugar donde nos encontramos, conversamos y construimos ciudadanía.
La queja-conversación de amigos universitarios se convirtió en un proceso de diálogo, a la Habermas, que construyó un discurso contra la captura del espacio público y el abandono de la responsabilidad de protegerlo y enriquecerlo. Perfecta expresión de la teoría de las esferas de Habermas.
La Banqueta se Respeta llega a su “mayoría de edad”, la queja se convirtió en un discurso sólido, y lo celebra con el 4º Congreso Peatonal Mexicano. Sin recursos han montado un evento brillante, donde coinciden activistas, académicos y desarrolladores de vanguardia. También estarán, si así lo quieren, autoridades del desarrollo urbano, la vialidad y el transporte.
El evento se celebrará en la Universidad Única, del 19 al 21 de mayo, y el programa se puede ver en http://congreso.peatonal.org/. Destacan dos invitados especiales: Guillermo Peñalosa (“Toda ciudad debe tener una ley con dos palabras: peatones primero”) y Blanca Valdivia (“Los espacios contribuyen a configurar las realidades”).
Él es líder de la ONG 8 80 CITIES y ella del colectivo barcelonés Punto 6. Las ideas fuerza de ambos se centran en hacer ciudades vivibles: personas de 8 a 88 años deberían poder desplazarse por las calles sin ningún problema y repensar para transformar sin discriminar.
El amigo nuevo celebrará con los amigos no tan nuevos, aunque no se conozcan. Los regios celebraremos la esperanza, el poder de las ideas y el acercamiento entre los aparentes opuestos.
Es tiempo que la idea fuerza “La Banqueta se Respeta” se asuma como mandato social y se transforme en leyes, reglamentos, proyectos y presupuestos estables y consistentes en el tiempo. Ciudades vivibles, espacios que generen ciudadanía y sentido de pertenencia, lugares en donde todos quieran y puedan estar. Orgullo de ser, orgullo de pertenecer, orgullo de transformar, para incluir, para que todos encontremos plenitud en el regocijo de los otros, los que son, los que somos.
Feliz mayoría de edad, amigos de La Banqueta se Respeta.
Esta semana se celebra la Semana de la Movilidad en cuando menos 2,444 ciudades del mundo (http://www.mobilityweek.eu/). En Latinoamérica lo festejan cuando menos 42 ciudades y en México solo se registraron tres. Uno de los eventos estrella es el Día Sin Auto, que se celebra en la mayor parte de las ciudades el día 22 de septiembre, ayer.
¿Por qué es importante esta celebración? Tiene un poderoso efecto lúdico y de posicionamiento en la agenda de la sociedad civil y, en algunos casos, en la gubernamental. Pero además de eso, bueno de por sí solo, ayuda a visibilizar las razones que le dieron origen: sustentabilidad, economía de las ciudades, entornos saludables e incluso equidad.
¿Equidad? Por supuesto, la movilidad o su carencia, es un fenómeno transversal que impacta poderosamente los segmentos de la sociedad con menos ingresos, los que viven en las periferias, en espacios inaccesibles. Los más afectados por la ausencia o carencia de servicios para la movilidad son los más pobres, los que se ubican en la franja de pobreza o pobreza extrema. En Nuevo León eso significa por ahí del 20 % de toda la población, entre 800 y un millón de habitantes. Por definición, el ingreso de las personas en estos segmentos no es suficiente para sus necesidades básicas, así que moverse es un impulso por alimento, trabajo, servicios de salud, etc. Si no se pueden mover se condenan a espacios reducidos, sin oportunidades ni servicios.
Pero ¿se pueden mover en una ciudad hecha para los autos y con servicios de transporte público en donde prima la rentabilidad de los prestadores? ¿Se puede vivir sin automóvil?
Vivo en Monterrey (México). Monterrey es en realidad un conjunto de municipios, todos tienen baja densidad y usos de suelo desagregados; el espacio “urbano” es muy extenso (70 km por 40 km aproximadamente) y tiene casi 2 millones de autos registrados. El servicio de transporte público tiene amplia cobertura (más del 95 %) y una política tarifaria alcista. El resultado: la partición modal ha estado en franca caída desde hace 30 años y en 2016 el transporte público se ubicó con una participación del 33 %.
Para tratar de responder a la pregunta ¿se puede vivir sin auto? Comparto mi experiencia del Día Sin Auto 2016.
Salgo de casa a las 07:45 a.m., en bicicleta, en 15 minutos recorro 3 km. Espero 3 minutos para abordar el bus de Ecovía (es un Bus Rapid Transit) y viajo 8 minutos, bajo y camino 100 metros, espero 5 minutos y abordo un minibús del sistema tradicional (ruta 326), en este caso el recorrido es de 6 km y dura 15 minutos (a pesar de que utilizo Moovit me equivoqué y debo tomar un taxi, Uber), otros 3 km y 8 minutos y finalmente llego a mi primer destino. 54 minutos de casa a mi primer destino.
El segundo viaje del día inicia a media mañana, elijo hacerlo en Uber y resulta que el conductor es un amigo muy distinguido (PhD en Biología Molecular por la Universidad de Texas), el recorrido es de 16 km y tiene un tiempo de viaje de 22 minutos.
En el siguiente tramo aprovecho y hago raid (car pool con un amigo), 14 km y 21 minutos. Hora de lunch. Otra vez Uber, 12 km y 22 minutos; luego otro Uber con distancia de recorrido de 19 km y 29 minutos.
Este último tramo me lleva a la estación Terminal de Carga de Ecovía, ahí recojo la bicicleta y pedaleo 3 km (15 minutos) para llegar a casa… son casi las 09:00 de la noche.
En el resumen del día: 9 segmentos de viaje, 2 horas con 40 minutos en traslado o espera y 89 kilómetros. Tiempo medio por segmento de viaje de 18 minutos, más o menos 9.9 km por segmento.
¿El costo? Solo lo que salió del bolsillo, sin considerar valor del tiempo, $334 (17 dólares). ¿Es poco o es mucho? Bueno, depende, esa cifra equivale a 4.5 salarios mínimos de 2016. ¿Cuántas personas del Área Metropolitana de Monterrey podrían gastar esa cantidad todos los días? Me considero afortunado, ese día tuve el dinero para pagarlo, y evité un buen número de segmentos de viaje en transporte público (>60 minutos tiempo medio de viaje).
¿Se puede vivir sin auto? Con la política de provisión de infraestructura para los autos y pocos y malos servicios en medios sustentables no, solo se sobrevive.
La vida de los que menos tienen se ve fuertemente limitada, sus movimientos se restringen a las distancias posibles en caminata y por la cantidad que pueden destinar para comprar boletos de transporte público. Por ende, alcanzar el goce de derechos plenamente reconocidos (educación, salud, trabajo, entre otros) queda en entredicho y, por supuesto, también la posibilidad de movilidad social, la posibilidad de que dejen la franja de pobreza. De ahí la idea del derecho a la movilidad, un derecho instrumental, y de ahí el argumento para que los Municipios intervengan en la producción de servicios para la movilidad sustentables: transporte público y medios no motorizados. Si tienen o no la competencia para hacerlo o no, es irrelevante. Es un imperativo moral crear las condiciones para que los más pobres puedan transitar a una vida más digna y productiva.
¿Qué tienen en común el paso peatonal de Missouri (cruce con Calzada San Pedro) y el veto que el Gobierno de Nuevo León impuso al Observatorio de Seguridad Vial? El no reconocimiento de lo que hoy es el problema más grave en el Área Metropolitana de Monterrey: exclusión, inequidad e injusticia.
Si bien estos términos se asocian, normalmente, a temas de pobreza, también tienen otras expresiones, físicas, urbanas, de vida diaria. Usualmente sufridas y relacionadas por los más pobres o los que tienen alguna discapacidad.
El puente peatonal para deportistas puede ser bonito, y hasta reconocerse como “arte urbano”, pero deja de lado a los comunes y corrientes (los que van a las propiedades adyacentes) y rechaza, expele y excluye a quienes deben vivir con una discapacidad. Los “mortales” y quienes viven con una discapacidad pueden verlo de lejos –del otro lado de la calle–, pero no utilizarlo.
El tema del veto al Observatorio de Seguridad Vial es más de lo mismo, pero en sentido superlativo. En este caso se trata, para todo fin práctico, de un rechazo a entender (y, por ende, solucionar) las formas más extremas de injusticia, exclusión e inequidad: la muerte y las lesiones físicas. ¿Qué razón puede aducirse para rechazar el análisis y el entendimiento de las razones por las cuales tenemos 647 muertos en accidentes viales? ¿Por qué la negativa a estudiar las razones por las cuales el 90 % de esos 647 muertos son peatones o ciclistas? ¿Por qué se rechaza la oportunidad de disminuir los 12,939 heridos en accidentes de tránsito?
En un caso se aducen razones de estética (bien válidas) y en el otro razones administrativas (también válidas) ¿Y el fondo del asunto? ¿Será que no hemos entendido cuál es el fondo del asunto? o ¿habrá alguna razón que hace que estas cosas no sean prioritarias en la agenda pública?
Resulta curioso que estos dos casos se den en el contexto de una feroz, sucia y larga batalla por la expresión local de la nueva Ley de Asentamientos Humanos y Ordenamiento Territorial, cuando esta mandata a los gobiernos locales de poner en el centro a las personas –no los autos, ni las infraestructuras–, el Artículo 73 dice: “La Federación, las entidades federativas, los Municipios y las Demarcaciones Territoriales deberán promover y priorizar en la población la adopción de nuevos hábitos de movilidad urbana sustentable y prevención de accidentes encaminados a mejorar las condiciones en que se realizan los desplazamientos de la población, lograr una sana convivencia en las calles, respetar el desplazamiento del peatón y su preferencia, prevenir conflictos de tránsito, desestimular el uso del automóvil particular, promover el uso intensivo del transporte público y no motorizado y el reconocimiento y respeto a la siguiente jerarquía: personas con movilidad limitada y peatones, usuarios de transporte no motorizado, usuarios del servicio de trasporte público de pasajeros, prestadores del servicio de trasporte público de pasajeros, prestadores del servicio de transporte de carga y usuarios de transporte particular”.
Termino diciendo que mi amigo Juan está contento, su ciudad fue nombrada La Mejor Ciudad Europea 2018 (http://www.eitb.eus/es/pueblos-ciudades/detalle/5197379/bilbao-elegida-mejor-ciudad-europea-2018/), qué envidia. Por cierto, la conocí en 2008: caminando y en bicicleta.
Honor a quien honor merece. Los siguientes párrafos son una cita textual y mi forma de reconocer el trabajo que hace Pueblo Bicicletero, pero sobre todo un tributo a quienes viajan todos los días en bicicleta, sirva también para honrar la vida de quienes la han perdido en eso que llamamos “accidentes de tránsito”. Aquí, en cita textual, el post de Pueblo Bicicletero sobre las bicicletas blancas:
“La Bicicleta Blanca es una iniciativa ciudadana que contabiliza y recupera la historia de las personas que, al transportarse en bicicleta, mueren en siniestros en la vía pública por causa de vehículos motorizados. Es una manifestación que demanda justicia para las víctimas y exige una ciudad más incluyente y segura.
La actividad consiste en colocar una bicicleta pintada completamente de blanco en un lugar visible del sitio en el que sucede el hecho vial. Para documentar y contabilizar, nos hemos dado a la tarea de llevar un registro de las muertes de ciclistas que se transportan en el Área Metropolitana de Monterrey que puedes consultar en http://pueblobicicletero.org/bicicleta-blanca/.
Los siniestros de tráfico de vehículos de motor son la cuarta causa de muerte en México (5.7 % del total de muertes) en promedio 102 muertes diarias, y la primera causa de muerte en la población de 1 a 24 años. Nuevo León es la entidad federativa líder en siniestros viales a nivel nacional, el 21 %, casi el doble del segundo lugar, Jalisco, con un 13 %. En el 2014 se registraron 81,447 siniestros viales, que dejaron a 11,877 personas lesionadas, 111 de ellas en estado grave, y quitaron la vida a 607 personas, la mayoría de ellas peatones (558) y ciclistas (3 –aunque nuestro conteo por notas de medios en 2014 es de 7 ciclistas–). La tasa de mortalidad de Nuevo León en siniestros viales es de 12.1 personas por cada 100,000 habitantes.
De 1997 a 2016, según datos del INEGI, han muerto 172 ciclistas en siniestros viales en el Área Metropolitana de Monterrey. En el 2017 registramos, a través de las notas de medios, la muerte de 5 ciclistas, 3 en Apodaca y 2 en Monterrey.
Tan solo en lo que va de 2018 hemos registrado la muerte de 4 ciclistas: Antonio Flores Hernández, de 57 años, murió el 2 de enero tras ser atropellado cuando se transportaba en su triciclo de carga, en Apodaca. El 23 de enero, un ciclista que estaba de pie recolectando latas en la orilla de la carretera Monterrey-Monclova, en el municipio de El Carmen, fue embestido mortalmente por un automovilista que huyó. El 16 de febrero, una persona que se transportaba en bicicleta fue atropellada en la colonia Hacienda de Santa Fe, San Nicolás; el conductor fue detenido. Y el 17 de febrero, un ciclista perdió la vida tras ser atropellado al circular en avenida Fleteros; el presunto responsable huyó.
¡Esto es inaceptable!”.
Al final una breve memoria y recordatorio del hallazgo más relevante del proceso de construcción del Marco Lógico del BiciPlan: no es que no haya ciclistas, lo que pasa es que son “invisibles”.
De que los hay los hay. De la última encuesta Origen-Destino (2005) se sabe que del total de viajes por día, al menos el 0.5 % se hacen en bicicleta, de ser cierto significaría por ahí de 52,500 viajes diarios.
Pero hay otras fuentes. De las encuestas Ingreso Gasto se sabe que hay del orden de 60,000 hogares con al menos una bicicleta que se utiliza todos los días para trabajo, también sabemos que el número medio de viajes por trabajo es del orden de 2.2; si esto es así la cuenta más baja posible triplica el dato de la encuesta Origen-Destino y ubicaría el número de viajes diarios en el orden de los 132,000. Pero bueno, este debe ser el piso, lo cierto es que quienes usan la bicicleta para trabajo hacen mucho más de 2.2 viajes por día, ahí entran personas que se dedican a plomería, albañilería, veladores, venta de tacos, venta de flores, mensajería, entregas, etc.
¿Y entonces, los ciclistas son invisibles o no? Sí, son “invisibles” para quienes hacen la política pública de desarrollo urbano, de movilidad, de tránsito y de transporte. También son “invisibles” para quienes los discriminan, para quienes piensan que no deben estar en las calles.
Pero son personas, existen, son muchos y no son invisibles, su vida es tan valiosa como la tuya y la mía. Su único pecado –voluntario o no– es reclamar para sí mismos lo que es de todos: la calle.
La semana pasada se publicó un artículo que se titula “La guerra por la movilidad”, en él se plantea la idea de una batalla (guerra es el término literal que utilizan) entre los proveedores de servicios para la movilidad vía App, entre otros Uber, Cabify, Easy Taxi y DiDi. La idea de una “guerra”, en el artículo, se circunscribe a la Ciudad de México, pero si se amplía el espacio geográfico y seguimos la misma idea tendríamos que hablar de una guerra de todos contra todos: servicios tradicionales (taxis con base fija, taxis libres, radiotaxis, taxis de aeropuertos, armadoras de autos, empresas tecnológicas, entidades financieras y un largo etcétera).
Yo difiero, esa no es la verdadera guerra. Sí, es cierto, es una batalla comercial. Pero la verdadera guerra es por el espacio público, pero ¿qué es el espacio público? Lo que atañe a lo común en la vida de las comunidades, lo que atañe a lo público, lo que se opone a lo individual, lo que se opone a lo privado. Hablamos de espacio público cuando nos referimos a los derechos fundamentales de las personas, porque son iguales e inalienables para todos más allá de su individualidad, cuando nos referimos a las libertades comunes (de pensamiento, de creencia, de expresión y otras) y también cuando nos referimos a ese espacio en donde los gobiernos ejercen su actividad por el bien común. De ahí que sea impensable que ciertas actividades sean controladas por privados, en esa categoría cae la defensa, la educación pública, la salud universal, impartición de justicia y la producción de servicios públicos de todo tipo. ¿Pueden participar los privados? Sí, como proveedores, pero no como dueños o reguladores del espacio público.
De ahí mi discrepancia con el planteamiento del artículo de referencia, sí hay una batalla por la movilidad, vamos, una guerra, pero no se da entre privados.
Son los privados contra la idea de lo público. Los servicios de movilidad son servicios públicos, el servicio que ofrecen las compañías citadas y otras es un producto comercial. Los primeros, por definición, deben ser progresivos, continuos, asequibles y buscar maximizar el número de usuarios; deben buscar maximizar el beneficio social. Los segundos no, buscan una utilidad para sus inversionistas. Esta es la verdadera batalla, lo público contra lo privado.
La batalla entre las empresas de movilidad compartida tiene un antecedente significativo: la batalla por el espacio público (calles, andenes, banquetas, plazas, jardines, etc.). Este espacio público es físico y, perdón por el pesimismo, la tenemos perdida. El espacio público lo arrebatan los particulares y lo ponen a producir ganancias, excluyen al ciudadano común y corriente y lo capturan para sus clientes: gasolineras, tiendas de conveniencia, tiendas de materiales para construcción, llanteras, refaccionarias, empresas de transportes, taqueros, vendedores de ropa… todo lo que se pueda imaginar. Otra expresión de este mismo fenómeno, con la bendición de una ley, es la privatización de las plazas y jardines en los fraccionamientos cerrados. Dentro de la muralla medieval solo quienes están adentro pueden disfrutarlos, dejan de ser para todos y se convierten en “propiedad” de unos pocos.
Por desgracia esto ocurre a ojos vistos. ¿Hay alguna área de oportunidad para revertir esto? Sí, la nueva Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano mandata a los órdenes de gobierno, entre otras cosas, regular el espacio público y actuar sobre el espacio público bajo ciertos principios en donde destaca la sustentabilidad, la resiliencia, derecho a la ciudad, la protección y progresividad y protección del espacio público y el acceso y movilidad urbana (Artículo 4).
También ordena la creación, recuperación, mantenimiento y defensa del espacio público (Artículo 84) y una jerarquía a la cual deben atenerse las acciones de los órdenes de gobierno en el espacio público: “El Estado y los Municipios deberán promover en la población la adopción de nuevos hábitos de movilidad urbana y prevención de accidentes encaminados a mejorar las condiciones en que se realizan los desplazamientos de la población, lograr una sana convivencia en las calles, respetar el desplazamiento del peatón y su preferencia, prevenir conflictos de tránsito, desestimular el uso del automóvil particular, promover el uso intensivo del transporte público y no motorizado y el reconocimiento y respeto a la siguiente jerarquía: I. Personas con movilidad limitada y peatones; II. Usuarios de transporte no motorizado; III. Usuarios del servicio del transporte público de pasajeros; IV. Prestadores de servicio de transporte público de pasajeros; V. Prestadores de servicio de transporte de carga, y VI. Usuarios de transporte particular” (Artículo 81).
¿Cómo expresarán estos mandatos en las regulaciones municipales? ¿Qué contenido y disposiciones encontraremos en Planes y Reglamentos, que materialicen estos principios y mandatos? Lo sabremos a mitad del 2019.
Al final ¿qué tiene que ver esto con el transporte público? El transporte público es un servicio público, que se brinda sobre la infraestructura pública, en buses privados con uso público; su infraestructura complementaria y datos que genera también son públicos (paraderos, terminales, andadores, paradas, bases de datos de viajes, bases de datos de sistemas de pago, bases de datos de operación, etc.), sí, público. ¿Dejamos que los privados se constituyan en “dueños” de todo esto?
Por cierto, la guerra por la movilidad la pierden los gobiernos y las entidades responsables de proveer el servicio público de la movilidad, porque hacen como que no es su asunto. ¿Damnificados? Sí, los usuarios.
Los meses de discusión se reavivaron al terminar el proceso electoral. Por un lado, el alcalde que quiere que su ecléctica colección personal esté disponible para todo aquel que quiera verla. Por otro lado, algunos grupos que se oponen porque los museos serán construidos en espacios públicos.
Esta es una pelea difícil de entender si no se conoce el virreinato de San Pedro Garza García. En las siguientes líneas mi personal perspectiva.
El alcalde de San Pedro es un personaje singular, hasta película tiene, y es muy criticado por su personal forma de gobernar. Su fortuna personal, se dice, es del orden de los $900 millones de dólares y ha gobernado el municipio más rico de México tres veces.
Bueno, en meses pasados llegó a una serie de acuerdos con su cabildo para construir cuatro museos: La Milarca, El de Arte Popular y el Cretácico de Vallecillo; el cuarto sería el de Numismática, que se alojaría en la nueva Milarca.
El alcalde y su familia “aportarían” su colección privada, valuada en más de $100 millones de dólares, la mitad del costo de construcción de la Milarca y una cierta inversión en museografía. En la colección destaca la misma Milarca (techo mudéjar de 1535), cuadros de Diego Rivera y Frida Kahlo, la espada de Hernán Cortés, un cráneo de T-rex y una colección de 6,000 monedas antiguas, la más antigua de ellas data de 1540.
Por su parte, el Municipio construiría los museos en espacios públicos (los parques Rufino Tamayo y Fuentes del Valle) y algunos entes especializados participarían en su gestión y operación (Museo Franz Mayer).
En los arreglos hechos para el proyecto, hasta donde se sabe, nadie cede propiedades: la colección sigue siendo de sus propietarios y los espacios públicos y construcciones, del Municipio.
Si bien el acuerdo de voluntades es evidente, algunos vecinos se oponen arguyendo que no es correcto “embodegar” bienes privados en espacios públicos, otros se oponen arguyendo un atentado contra los espacios públicos, particularmente por la intervención en el Big Green del Parque Rufino Tamayo. Otros más alegan no haber tenido información suficiente y oportuna, y otros más simple y sencillamente “porque no les avisaron”.
Curiosa disputa y curiosos argumentos, muchos de ellos centrados en una “supuesta” valoración del espacio público.
San Pedro es el municipio donde los extranjeros filman videos para quejarse de que no hay banquetas, donde está Chipinque (el parque más grande del área metropolitana) y al cual solo se puede llegar en carro por un único y estrecho acceso, el mismo en que grupos de vecinos se opusieron a la construcción de camellones arbolados y el que liquidó –sí, literalmente liquidó– una red de ciclovías de 20 km. El mismo que se caracteriza por enormes propiedades rodeadas de altísimas bardas. El mismo en donde su intersección con más demanda peatonal tuvo que ser intervenida por voluntarios, para dotar de espacios seguros a poco más de 9,000 peatones por día.
Curioso problema: un personaje que quiere publicitar un bien privado y grupos que se oponen, con el argumento de defender espacios públicos. El valor monetario de la colección supera por 10 o 15 veces los costos de construcción. Nada digo del valor cultural, imagino que, en subasta pública, muchas ciudades pujarían fuerte por alojar semejante y singular colección.
¿Cómo resolver esta disputa? Espero que no con el hígado, espero que no desde las fobias y filias personales, espero que no desde la política electoral, esa –gracias a Dios– ya terminó. Espero que sí, desde la concepción de lo público. Se trata en realidad de una disputa por definir el valor social de dos bienes: uno privado que se quiere publicitar y el valor de activos públicos prexistentes.
Espero que sea una oportunidad para profundizar en el concepto de lo público, mucho tenemos que aprender de este concepto y las formas de dirimirlo. Al final se trata del derecho a la ciudad: lo que la ciudad es y lo que puede ser.
Posdata 1. El alcalde no es santo de mis devociones. Creo que sus formas de gobernar son demasiado verticales. También creo que, hasta donde se sabe, su proceder ha sido formalmente correcto desde la perspectiva de la democracia representativa.
Posdata 2. ¿La construcción de los museos “depreda” el espacio público de San Pedro? No sé, depende de cómo se mida. Pero hay dos interesantes indicadores para incorporar a la discusión: el 11 % del área del municipio es verde y el indicador de espacio público del municipio es de 26 m2 por habitante, casi tres veces el que se atribuye a la OMS (9 m2 por habitante).
En un lejano lugar, resguardado por majestuosas montañas, casi no hay ambulantes y tampoco pobres (sexto lugar de todo el país con 4.4 % de su población en situación de pobreza, CONEVAL 2015). También se distingue porque su población tiene altos niveles de ingreso y porque hay más carros que personas.
En el corazón de San Pedro Garza García, Distrito Valle del Campestre, se pueden encontrar grandes corporativos, extraordinarios centros comerciales, supermercados gourmet y los mejores restaurantes de la ciudad. Pero también hay grandes espacios de asfalto, que se funden con los accesos a centros comerciales y más de 9,000 peatones que vagan buscando refugio –cual walking dead locales– esquivando autos, camiones y autobuses. Los espacios públicos, particularmente banquetas, son escasos y de no muy buena calidad.
Bueno, hace una semana ocurrió un pequeño “milagro” que ilustra lo que es el urbanismo táctico y el derecho a la ciudad.
Treinta o 40 voluntarios transformaron –intervinieron– la intersección de Roble y Ricardo Margáin: rescataron para los peatones espacios que nunca debieron ser ocupados por los autos. Los materiales: conos plásticos, cinta adhesiva, flexómetros, pintura, escobas, rodillos y mucho entusiasmo. Los chicos y unos pocos no tan chicos, obraron el pequeño milagro. La “magia” de este pequeño milagro es bastante simple y reproducible: reconoce y rescata el espacio que necesitan los peatones para ir de un lugar a otro de forma segura. La intervención no reduce el número de carriles, solo pone orden y define los espacios en donde los usuarios pueden caminar sin el temor de ser atropellados.
¿El costo? Casi cero, si compara con la inversión en pasos a desnivel. ¿Beneficiarios? Más de 9,000 peatones, todos los días… y también los propietarios de negocios y restaurantes: más seguridad es igual a más acceso y más clientes.
¿Qué fue lo que pasó? Un pequeño milagro, una muestra de cómo se ejerce el derecho a la ciudad. El mecanismo: urbanismo táctico.
El derecho a la ciudad es el derecho que todos tenemos de imaginar la ciudad que queremos, pero también es el derecho a participar en su transformación todos los días, así sea poco a poquito. El urbanismo táctico es la expresión ciudadana, temporal y a veces efímera, de una mejor ciudad. Es imaginar y “construir” un pedacito de ciudad en donde se reducen las inequidades y se pone al usuario en el centro del diseño urbano. En este caso, los peatones y su seguridad.
Gracias a los promotores, después de 4 años se logró. Gracias a los funcionarios públicos que participaron y facilitaron el proceso. Gracias a los voluntarios, sin ellos no hubiese sido posible.
¿Qué sigue? Que el proyecto entre a la agenda de gobierno y que se vuelva permanente, unos pocos recursos públicos y unos pocos recursos privados (que ya existen) lo harán posible. Este proyecto se concibió y promovió desde la ciudadanía, la intervención temporal fue compartida, toca al gobierno local encabezar la implantación definitiva: hay que sustituir la pintura por banquetas y andadores, agregar algo de jardinería y mobiliario urbano, reubicar y reprogramar semáforos.
Sería extraordinario que en ese lejano lugar se diera el milagro, continuo y sostenido, de la progresividad del espacio público. Más y mejores banquetas, parques, plazas y jardines. Más “caminos” para caminar a ríos y montañas. Más espacios para estar y disfrutar.
¿Almacenar bienes privados en espacio público? Ocurre más de lo que se imaginan, de hecho, pasa todos los días a ojos vistos: cada vez que nos estacionamos en la vía pública.
En calles con ancho para dos carriles de circulación suele utilizarse la mitad para estacionar, y si el ancho da para tres carriles llega a utilizarse hasta el 66 %, con estacionamiento en ambos lados. Vale la pena tres ejemplos prácticos: el centro del área metropolitana, Valle Oriente y las inmediaciones de prestigiosa universidad local.
El centro del Área Metropolitana de Monterrey tiene 4 km de largo por 2 de ancho, ahí hay del orden de 14,000 cajones en la calle; más o menos 84 km continuos o 23 hectáreas. En las cercanías de prestigiosa universidad (80 manzanas) hay 150 establecimiento comerciales, 76 de ellos no tienen ni un solo cajón de estacionamiento y en la calle hay 2,673 cajones de estacionamiento. En el municipio joya de la corona, en una pequeña área de 3 km2 hay 1,384 cajones en la calle. La mayor parte de estos espacios son utilizados para satisfacer la demanda que generan negocios privados y, en algunos casos, por residentes.
El común denominador de estos casos es el rechazo a todo tipo de control, gestión o pago… en la práctica esos espacios dejan de ser espacio público y se convierten en “patrimonio” de quien se los apropia. El tema llega a extremos y absurdos, incluso violentos hasta la muerte, como el que ocurrió en el municipio de Juárez en 2016 cuando una persona mató a otra por un cajón de estacionamiento.
El mismo fenómeno ocurre con banquetas, parques, andadores, arroyos, andenes, estaciones de transporte público, camellones y todo tipo de espacios comunitarios.
Pero hay extremos, son depredadores del espacio público hoteles, gasolineras, ferreterías, terminales de transporte, llanteras, empresas de publicidad, refaccionarias, algunas escuelas, restaurantes, tiendas de conveniencia, taqueros “establecidos”, dependencias públicas, empresas de carga, taxistas, talleres automotrices, y, aunque sea en depredación hormiga, vecinos que secuestran banqueta y áreas verdes para estacionar sus autos o construir todo tipo de instalaciones de uso privado.
¿Por qué ocurre esto? Porque no tenemos noción de lo público, no apreciamos el valor social de lo que es de todos. Porque prima lo individual sobre lo colectivo, y porque no entendemos que la vida de la gente, en lo público, es una vida rica, que facilita la convivencia, el diálogo y que es útil a la construcción de ciudadanía. En lo público está la personalidad y riqueza de las ciudades.
Si bien el espacio público tiene múltiples dimensiones, por ahora solo queremos llamar la atención a la dimensión física, su origen, su naturaleza progresiva y al papel de las autoridades.
Los gobiernos pueden comprar tierras para convertirlas en espacios públicos, pero la mayor parte se origina por la regulación en la Ley de Desarrollo Urbano, que dispone que calles y banquetas pasen a propiedad municipal y también regula las áreas de cesión (17 % del proyecto), que puede convertirse en área verde (60 %) o equipamiento (40 %). Se sabe que estos porcentajes no son suficientes para todas las necesidades, así que ya vamos con un déficit en cantidad.
La nueva Ley de Desarrollo Urbano introduce un concepto interesante: la progresividad del espacio público: Artículos 4 (fracción VII), 84 y 85. Lo que la ley dice es que el espacio público debe ampliarse y mejorar, nunca desaparecer. Aquí el foco de este texto, ¿quién o cómo se definen las formas y mecanismos de expresión de estas disposiciones? ¿No debería la sociedad regiomontana estar en un amplio y vasto debate público?
Al final el papel de las autoridades. El espacio público es de todos y lo entregamos en “comodato” a las autoridades, necesitamos que lo cuiden y enriquezcan de forma proactiva, no pasiva y mucho menos permisiva.
Queremos estar y gozar del espacio público, queremos estar orgullosos de los espacios que son de todos. Queremos que nos reconozcan por el espacio en el que habitamos, no solo por vivir al lado del Cerro de la Silla.
El 23 de septiembre de 2016 publiqué mi experiencia de viaje durante el “Día Sin Auto 2016”, en “Cochelandia” (Área Metropolitana de Monterrey). La columna completa se puede leer en https://bit.ly/2oUjLf9 y lo más importante se sintetiza aquí:
“Salgo de casa a las 07:45 a.m., en bicicleta y en 15 minutos recorro 3 km. Espero 3 minutos para abordar el bus de Ecovía (Bus Rapid Transit) y viajo 8 minutos, bajo y camino 100 metros, espero 5 minutos y abordo un minibús del sistema tradicional (ruta 326), en este caso el recorrido es de 6 km y dura 15 minutos (a pesar de que utilizo Moovit me equivoqué y debo tomar un taxi, Uber), otros 3 km y 8 minutos y finalmente llego a mi primer destino. 54 minutos de casa a mi primer destino. El segundo viaje del día inicia a media mañana, elijo hacerlo en Uber y resulta que el conductor es un amigo muy distinguido (PhD en Biología Molecular por la Universidad de Texas), el recorrido es de 16 km y tiene un tiempo de viaje de 22 minutos. En el siguiente tramo aprovecho y hago raid (car pool con un amigo), 14 km y 21 minutos. Hora de lunch. Otra vez Uber, 12 km y 22 minutos; luego otro Uber con distancia de recorrido de 19 km y 29 minutos. Este último tramo me lleva a la estación Terminal de Carga de Ecovía, ahí recojo la bicicleta y pedaleo 3 km (15 minutos) para llegar a casa, son casi las 09:00 de la noche. En el resumen del día: 9 segmentos de viaje, 2 horas con 40 minutos en traslado o espera y 89 km. Tiempo medio por segmento de viaje de 18 minutos, más o menos 9.9 km por segmento. ¿El costo? $334 (17 dólares), cifra que equivale a 4.5 salarios mínimos de 2016”.
¿Qué hay de nuevo para la edición 2018? No mucho. Las ciudades europeas se preparan, como todos los años, para hacer una acción afirmativa y parar todos los autos por un día (2,165 ciudades que puedes ver en http://www.mobilityweek.eu/), igual hacen otras ciudades en el mundo y en nuestra querida “Cochelandia” colectivos y ONGs han lanzado un reto a las autoridades y universidades para que se sumen a este gran evento mundial.
El único cambio relevante es el decreto que se discutió y aprobó en la Cámara de Senadores el primer trimestre del año y que, finalmente, se publicó en el Diario de la Federación haciendo el 22 de septiembre de cada año una efeméride oficial en nuestro país.
La gran pregunta es ¿cómo lo celebrarán desde la Federación? ¿Y los Estados y Municipios? De los colectivos y organizaciones de la sociedad civil no tengo duda, invertirán lo que no tienen, harán el reto modal, organizarán conferencias, intervenciones urbanas, proyectarán documentales y muchas cosas más (ver en https://bit.ly/2x2NtDe)... larga vida a esos chicos aguerridos y siempre consistentes. De lo que tengo duda, como dijo el ranchero de Linares, es de las instancias oficiales, hasta hoy no se sabe o al menos yo no lo he escuchado, cómo celebrarán y dirán a la población que dejar el coche en casa no es malo, que hay otras formas de moverse, que moverse en medios no motorizados es más saludable que en auto. De lo que sí se sabe, desafortunada coincidencia, es de que se prepara un aumento en las tarifas del transporte público.
Pero bueno, no pierdo las esperanzas de una gran celebración desde las instancias oficiales y agrego una sugerencia: ¿qué tal si los gobiernos locales se suman al Día Sin Auto Challenge? ¿Qué tal si pedimos que lo expresen en los presupuestos del 2019, menos dinero para los autos y más para movilidad sustentable? ¿Qué tal si el 22 de septiembre nos anuncian que sí, que el BiciPlan va en 2019? ¿Qué tal si anuncian que tendremos un sistema de bicicletas públicas en el primer cuadro de la ciudad? ¿Qué tal si nos anuncian inversiones para una red de BRT? ¿Y qué tal si los Municipios anuncian que ampliarán banquetas y suprimirán los estacionamientos exclusivos?
Sería genial.
Los cuatro primeros nombres del título de esta columna están en el panteón de regiomontanos ilustres, los primeros tres por su destacada participación en competencias ciclistas y el cuarto como médico afamado. Los cinco tienen algo en común. ¿Qué comparten los cinco? Una larga, cuidadosa y fiel relación con sus bicicletas.
Respecto de esta relación, hoy quiero destacar la faceta de vida diaria del Dr. Eduardo Aguirre Pequeño, que visitaba a sus pacientes y hacía cosas de vida diaria, como ir a comprar huevo a una granja que existía por allá de San Agustín, en bicicleta. Hoy nos parece una cosa medio pasada de moda, pero no siempre fue así, basta ver el blog de Fermín Téllez para descubrir una larga historia de gente elegante, cool, en buena forma física, de todas las clases sociales haciendo cosas de vida diaria en el “infernal” calor de Monterrey (https://bit.ly/2KNJtuA). Hipsters regiomontanos del pasado reciente.
No obstante, una buena parte de amigos, colegas y especialistas en temas de cuidad me dirán que eso es una historia pasada de moda, que hoy nadie quiere andar en bicicleta, que lo que necesitamos son más puentes, más pasos a desnivel y más autopistas urbanas. Y ni qué hablar de lo que “dicen” los gobiernos locales en sus presupuestos: $0 para peatones y ciclistas.
Datos para rebatirlos hay, basta con decir que en 1995 el 2.7 % de los viajes se hacían caminando o en bicicleta, en 2016 ese porcentaje es del 12 %. Pero no creo que sirva de mucho, los ciclistas y peatones son invisibles para autoridades y conductores. No son sujetos de derechos y tampoco son objeto de protección.
Aquí en Monterrey no se puede aspirar a ser un “pueblo bicicletero”, eso es una ofensa al progreso, un signo de atraso, andar a pie o en bicicleta es para gente pobre, sin educación y sin aspiraciones. En el imaginario del regiomontano, lo que la gente pobre tiene que hacer es superarse, trabajar muy duro y comprarse un carro, exigir gasolinas baratas y más pasos a desnivel. Si no lo hacen es porque no quieren.
Pero lo peor es cuando, después de un accidente en donde muere un peatón o un ciclista, escucho expertos y funcionarios de alto nivel decir: es que no hay cultura, si saben que no hay espacios para andar en bicicleta para qué salen, lo hacen bajo su propio riesgo, cómo es posible que crucen ahí. El clímax del absurdo: quitarle la bicicleta a los ciclistas e imponerle pagos superiores al valor de la bicicleta para rescatarla cuando no se les provee de lo más básico para hacerlo, dicho de otro modo: no te proporciono lo más básico y si tú lo buscas te castigo.
Todos esos enfoques son discriminatorios, clasistas e inhumanos. Funcionarios públicos y especialistas se olvidan que el 12 % de los viajes se hacen caminando o en bicicleta (1.25 millones de viajes por día), de 1997 a 2016 han muerto cuando menos 172 ciclistas y que, además de las personas que se mueven en bicicleta por gusto, hay casi 60,000 hogares en donde la bicicleta es un medio de trabajo. Cuando menos, 126,000 viajes todos los días de albañiles, carpinteros, plomeros, jardineros, vendedores de fruta, flores y verduras.
Pero, sobre todo, se olvidan que se trata de personas y que solo por esa condición merecen respeto, protección y seguridad. No son más ni son menos, son tan regiomontanos como tú y como yo.
Juan Manuel, el último en el título de esta columna, no está en el panteón de los regiomontanos ilustres, pero debería. Debería porque se rifaba la vida todos los días, utilizaba los espacios residuales de la Ecovía para ir al trabajo en bicicleta por una sencilla razón: Ecovía 40 minutos, en bicicleta 20 minutos. También debería estar porque comparte con Radamés, otro que se la rifaba todos los días, un absurdo de lo que identificamos como “progreso”: un auto lo mató.
Y si me apuran tantito tendríamos un panteón repleto, si no vayan y vean Bicicleta Blanca en https://bit.ly/2tetOkg.
En el ámbito de la movilidad los viajes que se hacen caminando o en bicicleta se agrupan bajo el concepto de medios no motorizados. Si a estos se agregan los que se hacen en transporte público, se denominan viajes en medios sustentables.
En Barcelona, París, Copenhague, Bilbao, Cádiz y Ámsterdam los viajes en medios no motorizados son más del 50 %; si se suman los viajes en transporte público el total de viajes en medios sustentables supera el 70 %, en cada una de estas ciudades. En esta pequeña lista destaca Barcelona (80 %), París (87 %) y Bilbao con un 89 %. Impresionante. Otra ciudad grande y compleja, Londres, también tiene números interesantes: 23 % de todos sus viajes se hacen en medios no motorizados y 43 % en transporte público; en total 66 % de los viajes se hacen en medios sustentables. Todos estos datos se pueden ver en https://www.emta.com.
Salvo Cádiz, todas son ciudades grandes, algunas muy grandes. ¿Cómo lo hacen? Evidentemente no con grandes puentes, ni viaductos ni pasos a desnivel. Las recetas son diversas, pero se pueden sintetizar en una buena mezcla de usos de suelo y densidad media-alta, proximidad-acceso y diversidad de servicios para la movilidad. Y un elemento clave: el espacio público. Sí, el espacio público, las humildes banquetas y la cadena de espacios que permiten ir de casa a los sistemas de transporte y viceversa: parques, banquetas, jardines y algunos espacios privados con uso público.
¿Qué tan importante es el espacio público en las ciudades? Mucho. Sobre el espacio público se articulan (o disocian) los espacios naturales con los construidos y la propiedad privada, pero también con los equipamientos (escuelas, hospitales, oficinas de gobierno) y las infraestructuras y servicios para la movilidad. Si el espacio público es malo o se utiliza para fines privados, se limita el acceso a las propiedades y a los servicios de transporte público, el tránsito de las personas se vuelve inseguro y a veces violento.
¿Cómo hacen las ciudades para que las personas caminen, caminen y caminen? ¿Cómo hacen para que anden en bicicleta? Transforman el espacio público, lo adecuan y lo vuelven atractivo, pero no solo desde el punto de vista utilitario (caminar al transporte público), también para encontrarse, caminar por placer, conversar o simple y sencillamente estar.
Y todo parte de la forma en que se conciba el espacio público. Por ejemplo, Transport for London publica un pequeño volumen que se llama Healthy Streets for London que, dicho de paso trae en la portada la imagen de dos mujeres conversando animadamente: una francamente anglo y otra claramente de origen musulmán. Pero no solo eso, en su informe de 2015 destaca que buena parte de sus esfuerzos se ha centrado en crear lugares icónicos, aumentar la accesibilidad de las estaciones y paradas de buses y servicios férreos y que más del 40 % de las estaciones del Metro estarán libres de escalones para 2021.
Por su parte, la antigua STYF (ahora Ile de France Mobilite) ha venido trabajando desde 2005 en los Planes de Desplazamientos Urbanos para proveer de infraestructuras y servicios a los usuarios de medios no motorizados, de tal forma que su experiencia de viaje (y estancia) en el espacio público sea seguro y placentero, pero también para que sirva de conexión con los servicios de autobuses y Metro.
Una última cosa por destacar, si bien los planes generales (en ambos casos) proceden de entidades metropolitanas o regionales, la ejecución y financiamiento es compartida con las autoridades locales. A cambio, los municipios y socios del transporte reciben servicios de alta calidad y la plusvalía que se genera es captada en las arcas municipales o por los comercios locales.
En nuestro medio, el Área Metropolitana de Monterrey, el espacio público y esta visión holística sigue siendo una asignatura pendiente.
Ese era el nombre con el que se conocía a los monopatines en mi bucólico pueblecito de antaño.
Hoy no se llama “patín del diablo”, hoy se llaman scooter, tienen GPS, mecanismos de bloqueo y desbloqueo, son eléctricos y se contratan utilizando una App que llevas en tu celular.
En realidad, los scooter forman parte de una megatendencia que engloba servicios de movilidad “compartida”, más específicamente micromovilidad, y que engloba bicicletas, segways, hoverboards (tablas) y otros dispositivos. Son el último grito de la moda en temas de movilidad, de hecho, ya están en nuestro país, cuando menos en Ciudad de México y en Monterrey.
Tienen todo lo que un milenial, hipster, progres, early adopters (y otras tribus) quisiera tener: son cool, pueden andar por donde quiera, se pueden tomar y dejar en cualquier lugar, están llenas de tecnología y, bueno ¿qué más se puede pedir? Ah sí, hay algo más, están en todo el mundo. O al menos en todas las ciudades del primer mundo a las que nos gustaría imitar.
¿Hay algo negativo en estos dispositivos? No, creo que no. Y creo que absolutamente no, desde el punto de vista de sus promotores. De hecho, solo se oyen maravillas de este tipo de dispositivos y el mercado les reconoce un vasto potencial.
Otra referencia notable es que todos los jugadores de este segmento son jugadores globales y se manejan compras o salidas a mercado valoradas en varios cientos de millones de dólares. Algunas de las marcas que se están moviendo son Bird, Grin, Lime, Spin, Mobike, Jump, Ofo, Waybots y Bluegogo; también hay grandes inversores que están apostando por integrar este tipo de servicios con otros servicios de redes compartidas (Cabify, Uber y otros) de tal forma que se está generando un mercado de varias decenas de miles de millones de dólares. ¿Cuáles son los retos de este tipo de servicios? El espacio público y la regulación.
El espacio público porque es por donde circulan y se estacionan, pero también la regulación porque deben compartir espacios con otros usuarios de las vías. De hecho, ya han suscitado fuertes encuentros con diversas autoridades locales, que han llegado al retiro de 400 o 500 de estos dispositivos (Sevilla, en España), a la moratoria para entrar a funcionar e incluso a la regulación inmediata y estricta de los espacios por donde pueden circular y estacionar. Ejemplifiquemos con el caso de Monterrey.
Las ciudades que integran el Área Metropolitana de Monterrey prohíben que las bicicletas circulen por las banquetas y parques (por ejemplo Fundidora y Santa Lucía) y restringen la circulación en las calles (solo pueden circular en el carril adyacente a la banquetas) ¿Dónde circularán este tipo de dispositivos en Monterrey? Sería absurdo permitir que estacionen y circulen por las banquetas, si no se les permite a las bicicletas. ¿Por qué permitirlo a vehículos con motor y no a vehículos sin motor? Además, nuestras banquetas, muchas, no todas, son un verdadero desastre: tienen baches, no están niveladas, tienen desniveles, hay muchos obstáculos e incluso vendedores ambulantes.
¿Qué hacemos? En mi opinión, antes de hablar de permitir o regular nuevos servicios de movilidad, tendríamos que entrar al debate de fondo: los espacios públicos y la red vial no son bienes exclusivos de los autos particulares, el “ecosistema” de la movilidad es mucho más grande que eso.
Hay peatones, hay ciclistas, hay peatones, hay ciclistas, hay peatones y ciclistas, y hay peatones y ciclistas. Hay que protegerlos y reconocer que tienen derecho a moverse de forma segura y lo más cómoda que se pueda. Hay que reconocerlos como sujetos de derechos y hay que reconocer el espacio público como lo que es, un bien de todos y para todos, un espacio para la convivencia y no para el conflicto, no para la generación de riqueza por parte de unos pocos.
Del patín del diablo, aunque me gusta mucho, luego hablamos.
¿Qué piensan los habitantes de Nuevo León de sus gobernantes? ¿Y qué de los servicios públicos esenciales? ¿Qué de la seguridad o de temas que han estado en el centro de la agenda pública los últimos meses: movilidad, espacio público y el río Santa Catarina? La Encuesta de Percepción Ciudadana 2018 nos lo dice, el documento completo se puede ver en http://www.comovamosnl.org/.
En esta edición los temas urbanos se pueden ver bajo otra lente: la del espacio público. Un acierto incorporar esta temática, pues el resto de los elementos que “hacen la ciudad” se contienen, interactúan y se vinculan entre sí por y mediante el espacio público. Sin espacio público no hay ciudad.
Desafortunadamente no hay buenas noticias, el 73 % de los encuestados consideran que están llenas de obstáculos y el 74 % creen que están dañadas. Un 73 % cree que son insuficientes para llegar a su destino y un 57 % cree que no son suficientemente amplias.
¿Por qué es importante esto? Porque el espacio público debería ser un espacio de convivencia, equitativo, en donde las personas se encuentren –o simplemente disfruten estar– y del cual todos nos sintamos orgullosos. Pero también porque es el elemento sobre el que se crea proximidad y acceso y si esto no es posible, entonces se pueden facilitar los desplazamientos de más largo itinerario en medios diferentes a los individuales motorizados.
Si bien la Encuesta Cómo Vamos 2018 no es una encuesta Origen-Destino, por su construcción, nos permite ver cuál es el rumbo de la movilidad en el área metropolitana y su relación con el espacio público.
Esto es relevante por dos razones: la ausencia de instrumentos de evaluación desde las instancias de gobierno y por la gran transversalidad e impacto que tienen los temas de movilidad en la competitividad de la ciudad y la economía de las personas.
De los resultados destaca el porcentaje de personas que declaran no haber salido el día previo: un 38 %. La mayor parte de estas personas pertenecen a grupos socialmente vulnerables, son ninis, jubilados, desempleados y amas de casa. Y, el hecho de que el 66 % sean mujeres y el 49 % amas de casa, es un llamado urgente e imperioso a incorporar la perspectiva de género y equidad en el diseño y operación de los servicios para la movilidad.
Otro indicador que no sorprende, al menos en lo general, es la partición modal en el área metropolitana: el transporte público sigue cayendo (31 %) y “ganan” espacio los medios no motorizados (13.6 %), 2 puntos más que la encuesta previa.
Y aunque se ha discutido mucho esta temática, dos resultados de la encuesta nos recuerdan algunas de las razones de esta caída, uno muy conocido (o al menos intuitivo y el otro novedoso, pero contundente: los tiempos de viaje en transporte público no son competitivos y el diseño de los servicios es malo desde el punto de vista de la conveniencia o disponibilidad temporal y espacial de los servicios).
Es bien sabido que los tiempos de viaje son largos y crecientes, así que aquí lo único que se destaca es que los tiempos de viaje en transporte público son 1.94 veces más largos que los de medios individuales. Poco competitivos y poco atractivos.
El otro tema surge de la pregunta ¿por qué no utiliza el transporte público? ¿Por caro? No, solo el 10 % de los encuestados, que no utilizan transporte público, dijo que era caro. En cambio, el 53 % de los encuestados respondió que no lo utiliza porque no resulta conveniente desde el punto de vista de la oferta espacial (la parada está lejos, no hay ruta para donde yo voy, no me deja cerca) o de la oferta temporal (siempre va lleno, tarda más que al auto, y tarda mucho).
Con estos datos, nadie debe sorprenderse de que la participación del transporte público se ubique en un pobre 31 %.
Gran reto, solo puede superarse si Estado y Municipios dejan de invertir para los autos y se coordinan para brindar opciones de movilidad a todos los que no salen de casa y a los que sí, más y mejores servicios: espacio público + medios no motorizados + transporte público.
¿En Monterrey? De quien se lo apropia.
El tema viene a colación por la nota que apareció en prensa local hace unos días, hay una serie de procedimientos en el Congreso cuya finalidad es privatizar espacios públicos “…. 56 trámites (espacios públicos) que son de figuras que no aplican al patrimonio público. Son figuras del Código Civil que son para hacer transacciones privadas como son las donaciones, ventas, permutas y los comodatos, que son para bienes que no son públicos. Si estos bienes se manejan como un bien privado se van a desincorporar del patrimonio público y el Municipio pierde la propiedad, ya no va a ser de todos los ciudadanos”.
Si se aprueban, una buena cantidad de tierra, originalmente destinadas a espacios públicos (plazas, parques, jardines, etc.) pasarían a tener un uso específico, con acceso restringido y se perdería su carácter de libre acceso y uso y disfrute generalizado.
Más allá del debate respecto de si es legal o no, lo relevante es que se desvirtúa el fin original y se pierde la oportunidad de construir una ciudad más bella e igualitaria. Una ciudad de la cual podríamos sentirnos orgullosos.
Lo triste es que este proceso es lo más “light” y menos malo que ocurre en esta temática.
El espacio público se privatiza de muchas formas. Cada vez que se utilizan calles, parques, banquetas y otros espacios para actividades o fines privados se dan proceso de privatización, robo, agandalle, apropiación indebida. Algunos ejemplos: taquerías en la calle o en la banqueta, ferreterías que almacenan materiales en vía pública, la ocupación de las márgenes de arroyos y ríos como cocheras, “terminales” de transporte público en la calle, tiendas de conveniencia sin estacionamiento, llanteras y gasolineras que “desaparecen” las banquetas, bancos sin estacionamiento, “casetas de vigilancia” a media calle (casi siempre vacías), vecinos que creen que estacionar frente a su casa es un derecho, talleres mecánicos en la calle, “estacionamiento” de tráileres y maquinaria en la calle y un largo, pero muy largo etcétera.
¿Otro ejemplo? Sí, los conjuntos habitacionales cerrados, que, sin ser condominios horizontales, construyen grandes bardas –algunas electrificadas– y se separan del exterior, impidiendo el acceso a las plazas y áreas verdes que quedan al interior, secuestradas, separadas, privatizadas.
El resumen de todo esto: tenemos una ciudad fea y disfuncional. Más allá de lo estético, esos procesos de privatización tienen efectos negativos sobre la manera en que las personas se mueven –sobre todo los que caminan o utilizan transporte público–, sobre la calidad del aire, sobre la calidad de vida y sobre la autoestima que todos deberíamos tener respecto de nuestra ciudad. ¿No me creen? Un día le pregunté a un chico alemán –joven maravilla trabajando en el Tec de Monterrey– ¿Qué te gusta de Monterrey? Villa de Santiago, me respondió. Cumplió religiosamente su compromiso y se fue.
Hay muchas razones por las cuales este tema es importante, entre otras la calidad de vida y el orgullo de pertenencia, pero también hay razones pragmáticas y elementales: competitividad.
Se puede atraer talento, pero no retenerlo. Es posible atraerlo con buenos salarios, para que se quede necesitamos una ciudad verde, caminable, vivible, gozosa e igualitaria. Con esta ciudad fea –con algunas maravillosas excepciones– y contaminada es poco probable que podemos atraer el suficiente talento como para reinventarnos y sobrevivir en este mundo tan competitivo. En el futuro cercano, atraer talento hará el diferencial entre las ciudades exitosas y las que no lo son.
Mientras que los privados se apropian del espacio público, el Área Metropolitana de Monterrey pierde competitividad. Según el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), Monterrey no es más la joya de la corona. Ahora ocupa el lugar 7 entre las 15 ciudades de un millón de habitantes, apenas es sexto en el subíndice de derecho, séptimo en el de inclusión, decimocuarto en el de sistema político, sexto en el de gobierno eficiente y duodécimo en el de economía estable. Dos subíndices están directamente relacionados con los temas de movilidad y espacio público, ahí el Área Metropolitana de Monterrey ocupa el lugar 14 de 15 en el de sustentabilidad y decimoquinto en el de precursores de clase mundial (https://bit.ly/2KBV6pL).
¿Qué queremos? ¿Una ciudad bella, igualitaria e incluyente? o ¿una ciudad fea, gris, contaminada y con espacios públicos secuestrados?
En otras columnas he referido distintas formas de apropiación (privatización, usurpación, robo, agandalle) del espacio público y su relevancia para las actuales condiciones de inseguridad, carencia de sentido social y la pérdida del sentido de pertenencia y orgullo colectivo por la ciudad.
En esta columna quiero focalizar la dimensión de esta afrenta para nuestras ciudades y aprovecharé los datos que aparecen en un pequeño “paper” o resumen de presentación que se dio en el XV Coloquio Internacional de Geo Crítica que lleva por título “La Ciudad Amurallada: Un Análisis Comparativo del Fenómeno de las Urbanizaciones Cerradas entre las Metrópolis Mexicanas de Guadalajara, Monterrey y Querétaro”, el texto completo se puede leer en http://www.ub.edu/geocrit/XV-Coloquio/PfannensteinHerrera.pdf.
¿Qué dice el artículo? Dice que “debido a los atributos que presenta, la urbanización cerrada puede ser comparada con los antiguos bastiones medievales, ya que funcionan de manera similar al permitir el establecimiento de sistemas de control, disuasión, coerción, invisibilidad, blindaje, inaccesibilidad y vigilancia; aspectos que en la actualidad sirven para potencializar los ideales de seguridad, exclusividad, privacidad y plusvalía sobre los que se realiza la promoción de las urbanizaciones cerradas”.
También señala que inicialmente, el fraccionamiento cerrado “…se pensaba como un producto para las clases sociales con mayor cantidad de recursos económicos…, pero, ante un patrón de segregación espacial que permitió fortalecer ‘el discurso del miedo y del incremento de la violencia’, este modelo habitacional fue adaptándose gradualmente para colocarse como una alternativa de vivienda que pudiera satisfacer las demandas de la población que el Estado no podía atender, sobre todo en lo concerniente al tema de inseguridad y a la falta de espacios públicos”.
Con el tiempo se ha comprobado que dichos espacios cerrados no contribuyen con la seguridad de las ciudades y tampoco incrementan el espacio público, por el contrario, son causa de la privatización de una gran cantidad de espacio público, generan largos e inútiles recorridos, los más perniciosos en automóviles particulares, y son fuente de constantes tensiones sociales.
En fin, aunque este es un fenómeno de múltiples críticas y efectos, en esta columna solo referiré uno: la apropiación, privatización, robo, usurpación del espacio público en este tipo de fraccionamientos.
¿Por qué apropiación del espacio público? Porque todos los espacios al interior de los mismos pierden la posibilidad de un uso general y colectivo, se restringe el acceso y el uso de calles, parques, banquetas y jardines a quienes no viven ahí. Incluso, se dificulta la entrada –de quienes no son residentes– a los centros escolares públicos y a otros equipamientos claramente comunitarios.
¿De qué tamaño es el problema? Enorme. Los autores del artículo identificaron 1,110 urbanizaciones cerradas en el Área Metropolitana de Monterrey, que sumarían del orden de 8,648 hectáreas que representan del orden del 11 % del área urbanizada del Área Metropolitana de Monterrey. ¿Qué significan estos números? Que se privatizan, parcial o totalmente, formal o informalmente, legal o ilegalmente del orden de 1,470 ha (17 % área de donación, sin contar calles ni banquetas), más o menos 10 veces la superficie del Parque Fundidora. Diez veces el área del Parque Fundidora que dejan de ser de todos y se convierten en propiedad de unos pocos.
En el mundo de los pocos urbanistas que hay en el Área Metropolitana de Monterrey, pero también en el de los desarrolladores y funcionarios públicos, se sabe que el famoso 17 % de área de donación no es suficiente para generar todo el espacio público que necesitamos, y si encima de eso se “legaliza” su privatización, ¿qué ciudad debemos esperar? Una ciudad fea, desconectada, amurallada, árida, áspera, estéril, segregada, inconexa…. Una ciudad en donde la gente prefiere estar dentro de los centros comerciales y no en la calle, una ciudad en donde el espacio de todos no es de nadie, o más bien es de quien se lo apropia.
Vamos, nuestra Ínsula Barataria es una villa, grande, sí, muy grande, pero una villa, no una ciudad.
Recientemente, en un chat de especialistas en Ingeniería de Tránsito se ha dado un áspero debate (sí, áspero) en cuanto a la pregunta que encabeza esta columna. El debate se ha centrado en la pertinencia del señalamiento que se incluye en el Manual de Calles (SEDATU) y su concordancia respecto de los instrumentos de la SCT y en especial, respecto de la NOM-034-SCT2-2003. Bueno, resulta que la mayor parte de mis colegas y amigos rechazan y critican el Manual de Calles (MC) y se repite, constantemente, la frase: fuera de norma, fuera de norma. Para mí es un falso debate.
¿Que hay señales en donde el pictograma es diferente? Sí. ¿Que hay señales que no aparecen en los manuales de la SCT? Cierto. ¿Que el color de la pintura de los pasos peatonales es blanco y no amarillo? También. ¿Eso hace que deba rechazarse uno en favor del otro? No, no creo.
En mi opinión es un falso debate porque el Manual de Calles no es ni pretende ser un manual de señalamiento, ni sustituir otros manuales ampliamente probados y de orientación a otro tipo de vías.
El Manual de Calles es “...el referente oficial que la Administración Pública federal ofrece a aquellos interesados en el diseño geométrico de una calle y la gestión de proyectos viales en zonas urbanas” y “…tiene como objetivo principal establecer lineamientos técnicos y parámetros de diseño que faciliten el desarrollo de proyectos viales de alta calidad, seguros, inclusivos y sostenibles; que impulsen la resiliencia de las ciudades mexicanas e incrementen la accesibilidad de todas las personas usuarias de las calles. Sin embargo, este documento no es el único referente para proyectos de desarrollo vial a ser consultado por las personas responsables de tareas de esta naturaleza. Por lo tanto, se recomienda considerarlo en conjunto con normas, guías, lineamientos y manuales nacionales, estatales y municipales vigentes”.
Es absolutamente claro que el Manual de Calles se centra en la habitabilidad y convivencia de los usuarios, y que tiene principios rectores y contenidos que no existen en ningún otro manual o norma de este campo en México. Los contenidos diferenciadores, entre otros, son I) Contenidos netamente orientados al medio urbano, no a carreteras; II) Los principios (inclusión, equidad, sustentabilidad y resiliencia) y su expresión en 12 criterios de diseño; III) Los lineamientos de diseño se centran en los usuarios más vulnerables de la vía y no en los vehículos motorizados; IV) Se tratan e ilustran con profusión tratamientos y medidas para proteger peatones y ciclistas, así como la manera de diseñar espacios en donde coexistan todos los usuarios de la vía; V) Apartados de vegetación, arbolado y mobiliario urbano; VI) Herramientas de procesos participativos, y VII) Una guía para intervenciones de urbanismo táctico.
¿Y respecto del señalamiento? También hay un falso debate. Aunque hay algunas diferencias, el Manual de Calles respeta y sigue la forma y color según función, que es el principio fundamental de los instrumentos de la SCT y de la norma referida. Eso sí, hay un área de oportunidad que podría terminar –en un futuro impredecible– en una norma mucho más amplia (que incluya lo que hoy no incluye y que uniforme lo que deba ser uniformado) o en dos normas: una para lo carretero y otra para lo urbano.
¿Cuál debería ser el debate? Las normas o manuales a las que se sujetan los proyectos en las zonas urbanas, en tu municipio o en tu estado. Ese es un agujero negro de dimensiones e implicaciones “cósmicas”.
No exagero –y este es un reto para todos los colegas que se dedican al diseño o conservación de vías urbanas–, pregúntense: ¿qué normas de diseño son aplicables en mi ciudad? La respuesta va a ser: ninguna. Si no existe una norma oficialmente declarada o decretada, la calidad del diseño y su seguridad no son reclamables, todo el proceso se vuelve discrecional, puede ser muy buena o puede ser muy mala.
A manera de ejemplo podemos preguntarnos ¿por qué en el Área Metropolitana de Monterrey se registra el 23-24 % de todos los hechos de tránsito que se registran en el país? ¿No hay capacidades técnicas? ¿Cómo es posible que ocurra una cosa de estas en la ciudad que dio vida a la disciplina de la Ingeniería de Tránsito en México y que es sede de las más grandes empresas de dispositivos para el control del tránsito en México? ¿Cuántos de esos hechos de tránsito tienen que ver con el diseño?, ¿cuántos con la calidad y pertinencia del señalamiento?
Ahí está el verdadero debate. No en confrontar instrumentos técnicos con objetivos, enfoques y contenidos claramente diferenciados.
Dedico esta columna a todos los empecinados, tercos, necios, generosos, brillantes y desinteresados que luchan todos los días por una mejor ciudad. Dedico esta columna a todos los que llevan meses y años luchando por convencer a públicos y privados de que necesitamos una ciudad más amable, más segura, más inclusiva, menos agresiva.
Dedico esta columna a todos los que sueñan con caminar o andar en bicicleta sin tener que esquivar vendedores, anuncios, carros de tacos, exhibidores de videos, maniquíes que en la calle exhiben ropa interior o seudococinas al aire libre.
Dedico esta columna a todos los que quieren caminar por una banqueta sin necesidad de bajarse al arroyo de circulación para evitar una chica bailando bajo un toldo o a un merolico anunciando llantas, menjurjes, pociones o cualquier producto milagroso.
Dedico esta columna a todos los que disfrutan de salir a trabajar o pasear en bicicleta, lejos o cerca de casa, sin miedo o con miedo, salen a la calle y cumplen con su vida diaria, resuelven solitos su necesidad de desplazarse.
Dedico esta columna a todos los que con alguna discapacidad –visual, auditiva o motora– salen a la calle y se rifan la vida para hacer su vida diaria.
Dedico esta columna a todos los que salen a trabajar y van a salto de banqueta, a salto de Muppy, a salto de bache, todos los días a trabajar, a la escuela o ver a la novia o simplemente a caminar.
Dedico esta columna a quienes han resultado lastimados, heridos por el simple hecho de caminar, ir en bicicleta o ir a bordo de alguna unidad de transporte público. Igual hago con quienes son insultados, agredidos, sufren discriminación, violencia de género, o simple y llanamente por ser mujer, estar viejo o por cualquier otra condición.
Todos son héroes de la vida, todos son héroes invisibles, son las correas del cuero interminable de las ganas de vivir. Son los que sin saberlo se apropian de lo poco que la ciudad les deja, son los que sin teorizarlo materializan la apropiación del espacio público y encuentran la manera de disfrutarlo, vivirlo y sobrevivirlo. Cierto, muchas veces a fuerza –porque no hay de otra–, pero a veces por simple gusto.
Pero también dedico esta columna a quienes han muerto en incidentes de tránsito, a todos aquellos que sin deberla ni temerla han muerto golpeados por algún conductor o, sin saberlo, trago a trago, han muerto respirando muerte lenta. Igual a sus familias.
Dedico a esta columna a quienes, todo los días, señalan las deficiencias de nuestro sistema de transporte público aun a sabiendas de que poco conseguirán. Dedico a esta columna a todos esos héroes anónimos, brillantes y generosos, que creen que esta ciudad metropolitana de Monterrey puede ser diferente a como ha sido por más de 400 años.
A todos ellos les dedico esta columna por su desinterés, por su idealismo, por su persistencia y porque creo que si persisten, algún día, querremos estar en las calles de Monterrey nomás porque sí, porque me gusta, porque es mía y porque quiero.
Ciento sesenta y nueve es el número de ciclistas muertos entre 1997 y 2018, según los registros del INEGI en Nuevo León. Sí, leyó bien: 169.
La información procede del registro que hacen los agentes de Tránsito, a veces incidente y a veces delito, en este caso homicidio culposo. No incluye las muertes que ocurren después del incidente y eso implica un factor de subregistro que se ubica entre 1.88 y 2.45, así que no sería raro que el real número de ciclistas que han muerto en hechos de tránsito esté entre 179 y 392.
Todos tienen nombre: José Nieves, Alfonso, Braulio, Roberto, Yelile Janeth, Claudia, Baldomero, Abraham, José, Silvano, Carlos, René, Mario Alberto, Pablo, Heriberto, Esteban, Consuelo, Carlos Eduardo, No Identificado, Alejo, Alexis Ramiro, Wilbert Iván, Paty, Pablo, Leonor, Lino, No Identificado, Elvira, No Identificado, No Identificado, Luis René, Miguel, Francisco, Mónica, Cynthia, José Luis, Juan Francisco Villarreal Hernández (Jhonny papá), Jhonny Víctor Villarreal Álvarez (Jhonny hijo), María de Jesús, Juan Manuel…
Todos tenían familia, a todos se les esperaba en casa, todos tienen una historia: conductor ebrio; el responsable se dio a la fuga; exceso de velocidad; conductora dormitó; conductor ebrio; un estudiante que se desplazaba a exceso de velocidad atropelló y mató a un ciclista; conducía en contra y a exceso de velocidad; no se define, automovilista huyó; falta de luz mercurial y no luces del ciclista; perdió el equilibrio cuando camión pasó junto a él; conductor dio vuelta no permitida; conductor huyó; exceso de velocidad y ebriedad; atribuyen estado de ebriedad de ciclista, no mencionan nada de conductor; choque entre vehículos; tráiler no guardó distancia; tráiler dio un cerrón a ciclista y camioneta; el ciclista se trasladaba por el carril derecho de la avenida hacia el oriente, cuando el chofer de la ruta 109, al entrar a una curva, a pesar de frenar no pudo evitar el impacto; tras la colisión, el septuagenario se estrelló contra el parabrisas y salió proyectado hacia la carpeta asfáltica, el fallecido traía su chaleco reflejante; tras atropellar al ciclista, el responsable huyó, pero una lámina de sus placas de circulación quedó tirada en el lugar de los hechos; mientras viajaba en su triciclo, un hombre falleció al ser chocado por alcance por el conductor de una camioneta que tras el accidente se dio a la fuga; el presunto responsable huyó de la escena dejando el cuerpo de la víctima de aproximadamente 50 años de edad a un lado de la acera y con exposición de los órganos vitales; el pasado 8 de marzo un hombre de entre 65 y 70 años de edad que circulaba en bicicleta falleció al ser impactado y atropellado por una máquina retroexcavadora, el conductor huyó; se informó que la víctima se dirigía a una empresa donde laboraba como empleada de limpieza, presuntamente fue el conductor o conductora de una camioneta la que la arrolló y tras el accidente huyó del sitio, al lugar se movilizaron paramédicos; sin embargo, la mujer ya no presentaba signos vitales; mi tío abuelo fue atropellado el día 6 de septiembre en la avenida Almazán y Copán, él usaba la bicicleta para hacer trabajos habituales en la zona, no hubo una noticia que saliera en los medios, pero con la denuncia quedó registrado; José Rosario de la Fuente Almaraz, de 72 años, murió al ser arrollado cuando caminaba junto a su bicicleta, donde llevaba un tanque de gas, ayer en la avenida Morones Prieto, el conductor huyó…
Entre 2018 y lo que va de 2019 se ha reportado la muerte de 18 ciclistas, seis de ellos los últimos 35 días. ¿Quién es responsable de estas muertes? ¿Quién responde por estas familias quebradas? ¿Quién por los sueños y los afectos rotos?
Que son pocos, a mí me parecen muchos. Que ellos tienen la culpa ¿y qué opción les dejamos? Que no llevan casco ni chaleco, con o sin casco, con chaleco o sin chaleco, igual perdieron la vida.
La razón de ser del Estado es la seguridad de la gente, su obligación es la protección de los más débiles y vulnerables; si no quieren dotarlos de medios de transporte dignos, cuando menos protejan su vida.
Lo que distingue a las personas de otras formas de vida es la compasión, la empatía, el respeto. Así fuera por distinguirnos de “otras formas de vida” tendríamos que proteger a los hombre, mujeres, niños, viejos o jóvenes que caminan o pedalean todos los días.
“Desde la calle” es el lema del 11º Congreso Nacional de Ciclismo Urbano; ¿ciclismo urbano?, ¿en Monterrey? Sí y sí, aunque usted no lo crea.
En Monterrey, había, hay y habrá ciclistas de calle, del diario, aunque los conductores de autos y las autoridades piensen que no los hay. Hay registros fotográficos de ciclismo urbano en Monterrey cuando menos desde 1898, un buen ejemplo se puede encontrar en el blog de Fermín Téllez (https://fermintellez.blogspot.com/search?q=bicicletas) y, de la misma fuente algunas citas interesantes: I) Por el año de 1950, el doctor Eduardo Aguirre Pequeño recorría en bicicleta dos veces por semana desde la colonia Vista Hermosa pasando por la avenida Gonzalitos subiendo por donde hoy está la Diana Cazadora y llegaba hasta la Sierra Madre, en donde estaba una granja avícola donde se surtía de huevo fresco que llevaba a casa de regreso. La gente todavía lo recuerda en su bicicleta, en la que salía a comprar el pan y visitaba a los enfermos; II) El 12 de mayo de 1953 hubo en Monterrey una redada de bicicletas infractoras, de improviso Tránsito municipal emprendió una amplia redada de bicicletas y de las 09:00 a.m. a la 01:00 p.m. tenían sancionadas y en la planta baja del Palacio Municipal de Monterrey 156 bicicletas; III) En 1974 se hacían más viajes en bicicleta (2.39 %) que en taxi (1.24 %), transporte de personal (1.19 %) y motos (1.10 %).
¿Y el calor? El mismo de siempre. ¿Y cómo se volvieron invisibles? No se volvieron invisibles, los conductores de autos se volvieron ciegos, en parte por la velocidad y en parte por voluntad propia. En realidad, los ciclistas no son invisibles, no son fantasmas ni ánimas, son de carne y hueso y están más vivos y vitales que nunca, andan en la calle para arriba y para abajo todos los días y los domingos salen a rodar en grupo, vamos, están tan vivos y son tan vivos que hasta congresos nacionales de ciclismo urbano organizan.
¿Cuántos ciclistas o viajes hay en el Área Metropolitana de Monterrey? Según la encuesta de Ingreso-Gasto de 2010, en el Área Metropolitana de Monterrey había por ahí de 60,000 hogares con al menos una bicicleta que se utilizaba para trabajar todos los días, eso significa que habría cuando menos 126,000 viajes por día, en bicicleta por razones de trabajo. ¿Son muchos o son pocos? Bueno, ese es más o menos el número de viajes que movió el Metro de Monterrey –como promedio diario– los primeros 4 o 5 años de vida y son más o menos el mismo número de viajes por día que se mueven por Gonzalitos. Así que sí, son muchos y no cuestan, al menos no al erario público.
Pero el número no es tan relevante, lo relevante es que junto con los peatones hacen casi el 10 % de todos los viajes del área metropolitana y necesitan protección de forma casi desesperada. Una porción de peatones y ciclistas caminan o andan en bicicleta por gusto o por conveniencia, pero muchos otros lo hacen porque no tienen opción, no tienen auto y no tienen recursos para pagar las altas tarifas de transporte público. Así que, en esas circunstancias, en la decisión de caminar o ir en bici no se vuelve un mal menor la distancia y se vuelve casi irrelevante el calor: no hay de otra.
El tema de fondo es que peatones y ciclistas son sujetos de derechos, el primero de ellos la vida y luego salud, trabajo, educación e incluso recreación. El tema de fondo es que son personas de carne y hueso, como usted y yo, que deben salir a la calle a buscar trabajo, ir a la escuela o una consulta médica, aprender un idioma, visitar a la familia o caminar por el parque más cercano. El tema de fondo, desde la calle, es que hoy reclaman su espacio y la verdad, a nuestra ciudad no le sobran ciclistas ni peatones. La ciudad se dignificaría si creara los espacios para ellos, la ciudad se volvería más humana si peatones y ciclistas se pudiesen encontrar en la calle, abrazarse, discutir, convivir y luego, igual que todos los días salir a rodar, salir a caminar… vivir en y desde la calle.
Felicidades a la BiciRed, felicidades a Pueblo Bicicletero y felicidades a todos los ciclistas de México.
Es director del Observatorio Ciudadano de la Calidad del Aire del Área Metropolitana de Monterrey A.C. Ha obtenido diferentes grados académicos en México, Alemania, Estados Unidos y Singapur, donde recibió diversos reconocimientos. Ha sido funcionario público estatal y federal. Se ha desempeñado como docente e investigador en la Universidad Autónoma de Nuevo León, fue director de la Facultad de Ciencias Forestales. Se desempeñó como gerente de investigación y desarrollo en Promotora Ambiental S.A.B. de C.V. Ha dirigido proyectos para el Banco Mundial y para el Banco Interamericano de Desarrollo, así como para los gobiernos de Alemania, México y Estados Unidos y diversas empresas públicas y privadas. Ha publicado diversas investigaciones en revistas arbitradas. Recientemente publicó la primera investigación realizada sobre los efectos de la contaminación atmosférica a la salud de los habitantes del Área Metropolitana de Monterrey.
Systemática trata de la ciudad, del espacio público, del transporte público, de la manera en que nos movemos y de sus consecuencias; trata del aire, trata de la calidad del aire y lo hace bien. Además de un enfoque técnico correcto, también toca la esfera de las políticas públicas, por donde necesariamente tienen que pasar las soluciones. En las columnas se expresan realidades de la condición actual de la contaminación atmosférica, de sus efectos en la salud y en la economía. Se describen asimismo distintas acciones que son indispensables para mejorar la calidad del aire que respiramos en nuestra metrópoli y además se narran los con que la sociedad civil está tratando de contribuir.
Primero va la gobernanza
Cuando se me invitó a participar en este proyecto de escritura dudé de cuál debería de ser el enfoque que le daría a mi participación, que agregara más valor al documento. Una opción era abordar esta problemática desde un enfoque técnico, proponiendo soluciones de lo que he aprendido. Escribir sobre los orígenes de la contaminación, sobre sus consecuencias, de las políticas públicas que se tienen que implementar para solucionar este problema, etcétera. Claro, hubiese sido un ejercicio que quizás podría agregar valor. Sin embargo, estoy convencido de que la causa raíz no es la falta del conocimiento de las posibles soluciones. Obviamente en el momento adecuado se requiere una ruta crítica con proyectos técnicamente bien sustentados, armonizados, con presupuesto, monitoreo, etcétera; pero repito, para mí no es lo más importante en este momento. Además, considero que tengo la oportunidad de expresar estas soluciones técnicas en otros foros. Lo que decidí hacer en cambio es describir la causa raíz de la problemática; que a mi juicio es la ineficiente gobernanza de la calidad del aire que tenemos. Con la estructura actual, la capacidad técnica y de recursos, así como en muchos casos la escasa motivación real de quienes tienen la capacidad de tomar las decisiones no se resolverá el problema de la contaminación atmosférica. Es como si quisiéramos apagar un incendio forestal de tipo catastrófico, donde las copas e incluso las raíces de los árboles se incendian, con cubetas de agua, donde además a los líderes del personal no les interesa apagar el incendio, siendo el número de personas escaso, mal alimentado, entre otras limitantes. Entonces de qué serviría estar hablando de técnicas de combate de incendios, coordinación durante el incendio según los factores meteorológicos, etcétera, si no partimos de la base de contar con personas motivadas, capaces, comprometidas, suficientes y con equipo adecuado; requisitos indispensables para lograr controlar el fuego. No tiene caso por lo pronto estar discutiendo nimiedades, el mismo grupo de expertos en el combate de incendios que se forme establecer, las estrategias, los tiempos y demás acciones adecuadas para el combate. Estoy convencido que tanto en la gestión de la calidad del aire, o del medio ambiente en general o bien en cualquier otro rubro como puede ser seguridad o salud, las sociedades que han logrado llegar a buenos niveles de bienestar para sus ciudadanos se distinguen por la eficiencia en la labor de sus instituciones públicas. Así es que debemos de partir de la base que la fase primera de la solución es precisamente crear esas estructuras eficientes de gestión que se enfoquen en los resultados. Esto permitirá evitar seguir transitando en este interminable círculo de saber qué hacer y de no hacerlo.
La imaginación
Estoy convencido que cuando has estudiado un área del conocimiento con suficiente profundidad, cuando has dedicado suficientes horas de tu vida a eso (algunos autores dicen que deben de ser alrededor de 10,000 horas), así como yo le he dedicado al estudio de la calidad del aire, observas las cosas desde una perspectiva distinta al resto de las personas. Por ejemplo, un día con una determinada concentración de partículas finas respirables en el aire, al ver a un niño jugar al aire libre, yo no veo a un niño disfrutando, inmediatamente imagino cómo los químicos que ese niño está respirando ingresan a su organismo, asimismo imagino la ruta que esos químicos siguen hasta sus células y los daños que pueden estar causando en el corto y en el largo plazo. Una gran parte de la motivación de que las cosas cambien, nace precisamente de estos ejercicios de imaginación, de los pensamientos, que los ciudadanos debemos de tener dependiendo de nuestra área de interés y conocimiento. Cuando alguien no es capaz de imaginar lo que está pasando o no lo quiere imaginar; difícilmente va a estar dispuesto a dedicar una parte importante de su vida a resolver una problemática.
Detener la caída por el tobogán
Como mencioné anteriormente, decidí que mi participación en este espacio no sería técnica, sino más bien política. Es decir, no voy a enumerar los proyectos que a mi juicio se deben de implementar en la metrópoli en la que habito (Monterrey) o en México para mejorar la calidad del aire. Me parece que en esa área hay suficiente información, ejemplos en diferentes ciudades del mundo, planes que no se han ejecutado y excelentes técnicos que si pudieran hubiesen implementado las medidas que se necesitan. Aprovecharé este espacio más bien para agregar un tema a la discusión que proviene de mi propia experiencia como ciudadano de esta ciudad y de otras ciudades en México y en el mundo y de mi experiencia profesional; una parte de ella en el servicio público. Cuando sabes lo que tienes que hacer y no lo haces, cuando sabes que tus acciones de corto plazo, aunque te brinden algún beneficio rápido, como el comer mucha azúcar u otras adicciones, pero que sepas que te hace más daño en el largo plazo, entonces la terapia se enfoca en encontrar por qué sigues con esa conducta dañina y tratar de controlar esos pensamientos y comportamientos. El problema de la mala calidad del aire es similar. Si leemos las columnas de Moisés relacionadas con este tema nos daremos cuenta de que se plantean allí algunas posibles soluciones a la reducción de las emisiones de las diferentes fuentes, a la gestión correcta de la movilidad, entre otras. Entonces no es que no sepamos que las decisiones de política pública que se han tomado no son las correctas, sabemos que son incorrectas y aun así las seguimos tomando, básicamente debido a que la gobernanza (o el cerebro en el caso del azúcar) no está pensando en el bien de la sociedad en el largo plazo, sino en obtener beneficios de corto plazo. A mi juicio el cuello de botella de las acciones para mejorar la calidad del aire ha sido la gobernanza. Entiéndase por esto las personas e instituciones que tienen la responsabilidad de mejorar la calidad del aire. La sociedad civil puede presionar, opinar, participar, pero las soluciones deben pasar por las políticas públicas. Es paradójico porque en teoría deberían de ser las instituciones públicas que reciben dinero público las que deberían de plantear y de lograr la implementación de las medidas mencionadas por Moisés o por otros especialistas. Se les paga para ello y en teoría se le elije para ello. El problema es que como en cualquier otro proyecto si se espera que este tenga éxito, las personas que lo ejecuten deben de tener primero la voluntad, luego el conocimiento, después el tiempo y los recursos para que el proyecto pueda ejecutarse de manera exitosa. Estas variables, salvo algunas excepciones no se han presentado en la gestión de la calidad del aire. Las personas de mayor responsabilidad llegan a los puestos públicos de gestión de la calidad del aire normalmente porque representan los intereses de quien los nombra y no los intereses de la sociedad. Entonces es claro que cuando están en el servicio público por cómo es la propia naturaleza humana, dediquen mucho de su tiempo, sus esfuerzos y su concentración a lo que a ellos les interesa.
Ya mencioné que la eficiencia de las instituciones públicas es uno de los factores más importantes para que un país, estado o ciudad pueda ofrecer una buena calidad de vida a sus habitantes. Esta situación de la ineficiencia gubernamental replicada por décadas va generando que las problemáticas se exacerben hasta llegar a niveles en los cuales es difícil encontrar un punto de retorno. La gestión de la calidad del aire en México es un ejemplo claro de este proceso de deterioro, donde la suma histórica de falta de eficiencia gubernamental nos ha llevado a la situación que describo parcialmente con estos siete puntos.
La combinación de todos estos factores y la inercia de continuar con esta caída por el tobogán está provocando grandes daños a la población. Del lado de los efectos a la salud humana tenemos incrementos de los casos de diabetes, hipertensión, infartos al miocardio, angina de pecho, cáncer pulmonar, leucemia, afectación cognitiva, incremento del impacto de COVID-19, afectación al desarrollo pulmonar, incremento de la mortalidad, enfermedades autoinmunes, demencia, Alzheimer, reducción de la capacidad cognitiva, envejecimiento prematuro, incremento en la conducta delictiva, entre otras muchas afectaciones, y del otro lado, del lado de donde deben de venir las soluciones tenemos la situación que previamente he descrito. Al igual que las enfermedades crónicas cada vez que se repite el ciclo el daño es mayor y es más difícil revertir la situación. Para revertirla a nivel nacional, estatal o municipal se requiere liderazgo a nivel de toma de decisiones, que no se ha tenido aún. Si se iniciara con un esfuerzo serio a nivel nacional se requerirán décadas de trabajo eficiente y constante para revertir las situaciones comentadas. Estoy seguro que esta espiral descendiente en la gestión de la calidad del aire no se va a detener sola o bien se detendrá hasta que toquemos fondo, lo cual quizás nos permita cambiar nuestra percepción y la indiferencia hacia esta problemática. Esto sucedió por ejemplo en Ciudad de México, que llegó a ser la ciudad más contaminada del planeta, tocaron fondo y se tomaron medidas drásticas que han aliviado la situación en cierta medida, a diferencia de lo que ha sucedido en Nuevo León, donde aún estamos en la etapa de la resistencia al cambio de algunos actores clave.
Una historia personal que compartir y ¿habremos logrado llegar en Nuevo León al punto de inflexión?
He tenido la fortuna de ser funcionario público, algunos años tanto a nivel federal, como a nivel estatal. Mi motivación de aceptar los cargos en el servicio público sobre otras oportunidades, que en su tiempo tuve en el área académica o empresarial, se ha debido creo yo a diversos episodios dolorosos que tuve a lo largo de mi vida por acciones de algunos funcionarios públicos de México.
Aun recuerdo bien una noche en la ciudad pequeña de Schwäbisch Hall, situada en el sur de Alemania. Había obtenido una beca para realizar un doctorado, en esos días me estaba preparando para el examen de alemán, que era un requisito para entrar a la universidad, solo tenía 4 meses para prepararme, en esa época no dominaba el inglés, por lo que me enfrentaba a un desafío nuevo y no estaba seguro si lo superaría. Por eso le dedicaba mucho tiempo a estudiar. Vivía en un edificio donde nos quedábamos los estudiantes del Instituto Goethe de esta ciudad, éramos estudiantes de diferentes nacionalidades. Había una mesa común para comer en cada piso del edifico. Un sábado en la noche llegué a la mesa y en ella había compañeros de diferentes nacionalidades. En el centro de la mesa estaba una revista que se llama Der Spiegel, que es como el equivalente a lo que es o era la revista Proceso en México. En la revista venía un reportaje de la corrupción en México. En este caso una foto muy famosa del ex jefe de la Policía de la Ciudad de México “El Negro” Durazo, quien había construido una casa lujosa en Acapulco y posó en una fotografía frente a ella empuñando una ametralladora. Mis amigos leyeron el reportaje y me empezaron a cuestionar, dudaban que estuviera yo en el instituto por méritos propios. Esa noche me dio mucho coraje dado que mi imagen y la de todos los mexicanos se afectaba por esa clase de funcionarios y sus comportamientos.
El segundo momento, 10 años después del incidente en el sur de Alemania, fue cuando viajaba de Dallas, Texas, a Salt Lake City. Iba en camino a Logan Utah a realizar una estancia posdoctoral en la Universidad Estatal de Utah. Delante de mi asiento en el avión un ciudadano estadounidense iba leyendo el periódico, en una de las páginas interiores venía publicada una fotografía del hermano de un ex presidente mexicano en un yate acusado también de corrupción. Hasta ese momento me había dedicado a mi superación personal, estaba en el Sistema Nacional de Investigadores, tenía muchos tesistas y creo yo una prometedora carrera en el campo de la investigación y la docencia. Iba a Utah becado por el gobierno de Estados Unidos, todo pintaba bien. Cuando vi esa segunda fotografía durante gran parte de las más de tres horas que duró el vuelo me dije a mí mismo: “han pasado 10 años y tu país sigue igual; tú vas bien, pero ¿qué estás haciendo para que las cosas cambien?”. A partir de allí y al regresar de Utah, que por cierto me tuve que regresar antes por el fallecimiento de mi abuelo paterno que se llamaba Alfonso Martínez, decidí también hacer el esfuerzo por cambiar lo que yo pudiera del servicio público, es por eso por lo que he disfrutado mucho cuando he tenido la oportunidad y no he rechazado las ofertas que me han llegado y algunas veces incluso he buscado este tipo de trabajo.
Ahora en el 2020 que vuelven a salir videos y declaraciones de corrupción, pienso si habrá otro estudiante que esté en el extranjero y que haya sentido lo mismo que yo. Décadas han pasado y me doy cuenta de que es un monstruo muy grande que tiene en parte secuestrada a la sociedad de nuestro país. México se ha quedado atrás desgraciadamente incluso de otros países latinoamericanos en este aspecto. De poco sirve el talento y los esfuerzos de los ciudadanos, emprendedores, investigadores académicos, empresarios, etcétera, si finalmente las soluciones tienen que pasar el embudo del servicio público y ellos andan en otra cosa.
En el caso de la gestión de la calidad del aire en Nuevo León es una historia similar. Un grupo de ciudadanos nos hemos focalizado a solucionar este problema, creo que hemos sido exitosos y en pocos años el tema se ha posicionado en la opinión pública. Ahora es muy evidente que le quedan chicas las autoridades a este problema y que la sociedad exige soluciones; estamos intentando que exista una nueva gobernanza de la gestión de la calidad del aire para nuestro estado. Esperemos que la suma de voluntades sea suficiente en nuestro Nuevo León y que cuando menos aquí logremos ese punto de inflexión.
La mala calidad del aire no es un mito, ya tenemos suficiente evidencia para saber qué es, qué hace y qué otros efectos produce. Muerte. El INSP dice que podrían evitarse 4,059 muertes por año o del orden de 2,700 en otras revisiones del mismo estudio.
¿Cómo se combate la contaminación? ¿Con más estudios y más información? ¿Cerrando pedreras? ¿Verificación vehicular? ¿Hay balas de plata? Sí, sí y sí… y no, no, no y no.
En el Área Metropolitana de Monterrey tenemos dos PROAIRE (1997-200 y 2008-2012), un Inventario de Gases Efecto Invernadero, un estudio sobre mortalidad por efectos de la calidad del aire y un buen número de tesis y otros estudios enfocados en la contaminación originada en los autos (fuentes móviles) y su dispersión geográfica. La información disponible es suficiente para saber que tenemos serios problemas y también para construir una Política Pública en Medio Ambiente razonablemente fuerte y certera; los PROAIRE recogieron, en su momento, el inventario de fuentes para cada tipo de contaminante y el catálogo de cosas por hacer.
Y no, no hay balas de plata. No hay medidas mágicas que resuelvan, de un plumazo, el problema de la calidad del aire. De hecho, combatir la contaminación no se centra en “limpiar el aire” (pasar un trapo o esponja para limpiar la suciedad acumulada), más bien se trata de ir modificando los usos y costumbres, métodos y procesos, insumos y actividades o maneras de producir los servicios que originan las emisiones: naturales y antropogénicas.
Las emisiones que se originan en fuentes naturales (por ejemplo, polvo del desierto) se presentan con y sin la intervención del hombre; no van a desaparecer, pero pueden ser mitigadas modificando el entorno natural (arborización).
Las emisiones antropogénicas se llaman así porque se pueden rastrear hasta la actividad que las origina: industria, minería, agricultura, construcciones, quema de leña o carbón para cocinar (léase carnes asadas) o el uso de combustibles fósiles como fuente de energía para nuestros autos.
Así que ¿cómo se combate la contaminación? Modificando las conductas que la originan. ¿Qué pueden hacer las autoridades locales? Mucho, de hecho, las medidas con mayor eficiencia sobre costo son las que se pueden hacer a nivel local. Necesitamos un liderazgo fuerte e incluyente (Legislativo, alcaldes, sector productivo y sociedad civil), en este caso del Gobierno estatal, para plantear una política pública medioambiental.
Una política pública ambiental debe tener, cuando menos, programas y proyectos para reducir el ritmo de expansión de la mancha urbana (usos mixtos, alta densidad, proximidad y acceso), programas de forestación y reforestación intensiva, muchos y variados servicios de transporte público y medios no motorizados (Bus Rapid Transit, bicicletas públicas, servicios de transporte sobre demanda, Metro, banquetas, andadores, parques, ciclovías, Metro Cable, etc.), gestión del tránsito (cargos por congestión, tarificación del estacionamiento, semaforización inteligente) y reducción de incentivos para el uso de autos particulares.
Los últimos rubros merecen una mención específica. En el Área Metropolitana de Monterrey, cuando menos el 45 % de los contaminantes proceden de fuentes móviles, de su coche y el mío. Así que una de las medidas más relevantes, totalmente en ámbito de competencia de las autoridades locales, sería dejar de dar incentivos para movernos en auto. ¿Qué incentivos tenemos para movernos en automóvil? Las grandes inversiones en pasos a desnivel desde tiempos inmemoriales y la NO inversión e intervención en transporte público. ¿Inversiones en medios no motorizados y gestión del tránsito? No menciono las inversiones en medios no motorizados porque nunca las hemos hecho y la única que se hizo en gestión del tránsito fue hace mucho (1990) y fueron solo $10 millones de dólares (SINTRAM).
La acción es simple, dejar de invertir en la infraestructura para los autos y hacerlo en transporte público y medios no motorizados. Con la mitad de los recursos que hemos invertido en pasos a desnivel (unos $39,000 millones de pesos) tendríamos un sistema de movilidad igual o mejor al de París, Barcelona, Londres o Madrid. Lo mejor de todo es que no necesitamos 100 años para lograrlo, bastarían unos 10 o 12 años para tener una ciudad radicalmente diferente, vibrante, vivible, competitiva y saludable.
Por cierto, lo que podamos hacer a nivel local también tiene incidencia global. El Informe Galindo (el “Stern” mexicano) dice que el cambio climático podría costar a México más del 6 % del PIB, pero que el costo de mitigación sería inferior al 1 % del PIB. Las medidas más sencillas y productivas, en términos de reducción de emisiones y costo, son las que tocan a los gobiernos locales: arborización, transporte público, medios no motorizados, usos mixtos y alta densidad, etc.
Así que ¿bala de plata o política pública? Política pública. Ya se reconoció el problema, tenemos la información básica y necesaria para una primera formulación, también hay una masa crítica convencida y dispuesta al apoyo de una iniciativa de este tipo. ¿Qué falta? Un acuerdo entre autoridades de los tres niveles y la iniciativa privada, un planteamiento claro y específico (proyectos, tiempos y costos) que ofrezca a la sociedad los compromisos necesarios para crear confianza.
La creación de confianza incluye inversiones inmediatas para profundizar en la identificación de emisores relevantes (metalurgia, refinerías, etc.) y sus impactos en muertes, morbilidad, costos sobre la productividad y sobre la calidad de vida de los regiomontanos.
Al final, perdón por la “piratería”, los 10 mandamientos de la calidad del aire: 1. Limpiar el aire, 2. Limpiar el aire, 3. Limpiar el aire, 4. Limpiar el aire, 5. Limpiar el aire, 6. Limpiar el aire, 7. Limpiar el aire, 8. Limpiar el aire, 9. Limpiar el aire, y 10. Limpiar el aire.
Y por la izquierda, por arriba y por todos lados. Ayer el Observatorio Ciudadano de la Calidad del Aire rebasó el ritmo que la Administración estatal trae con los temas de la calidad del aire. El observatorio presentó una iniciativa para crear la Ley de Gestión de la Calidad del Aire para el Área Metropolitana de Monterrey, incluyendo modificaciones a 10 leyes relacionadas y la creación de un órgano autónomo, al estilo de los más exitosos organismos de este tipo: la EPA californiana.
Del 19 al 21 de mayo se celebrará en Monterrey (sí, la ciudad donde los peatones no valen nada) el 4º Congreso Peatonal Mexicano. Solitos, sin financiamiento público, los activistas regios de La Banqueta Se Respeta se aventaron a organizar este maravilloso evento, habrá caminatas, mesas de discusión, paneles y traen conferencistas de talla mundial. “Autoridades del Espacio Público”, rebasadas.
En ciernes la formación de un Think Thank Ciudadano. Objeto: temas urbanísticos y de espacio público. Otras especies, no tan nuevas, pero también activas y vigentes: Pueblo Bicicletero, Hola Vecino, Zombies en Bici, Urbaninjas, Camina MTY, Únete Pueblo, #Soy Chepe, Biciérnagas, MOVAC… y un larguísimo etcétera. Perdón a todos los que no cito por su nombre.
Distrito Tec, Distrito Valle del Campestre, Distrito Valle Oriente. Desde lo privado haciendo de “engine” de grandes procesos de transformación urbana, todos con extensos procesos de socialización. Autoridades del desarrollo urbano, rebasadas, reactivas o en planos pasivos.
¿Qué están rebasando? Ritmos y recursos, anuncios y más anuncios (serios o no), el planteamiento de planes, proyectos y programas de las autoridades en temas urbanos, de calidad del aire y de convivencia. Incluso están rebasando los ritmos de otras plataformas ciudadanas más antiguas o más formales.
¿Qué sugiere o significa? El grado de urgencia, relevancia y foco que la sociedad demanda están muy lejos, son más ambiciosos de lo que las autoridades perciben, admiten o asumen. Desigualdad, calidad del aire, espacios públicos de alta calidad, sistemas de transporte público asequibles y de alta calidad, medios no motorizados y calles seguras son valores que ya están consolidados en nuestra sociedad. Al menos en esta parte de la sociedad y, no me extrañaría, también en la otra parte, la que no tiene voz, la que no se escucha.
Significa, en términos de la teoría del Creating Public Value, que está dado el “ambiente de autorización” para grandes cambios, grandes acciones.
¿Qué falta? Golpes claros de timón, políticas públicas. Que los anuncios expresen en la composición de los presupuestos, que del recurso que ya existe se destinen partes sustanciales a las demandas ciudadanas. Para eso no se necesita cambiar leyes ni de la aprobación del Congreso.
Un buen ejemplo tendría que ver con los recientes anuncios del Gobierno del Estado en pro de la calidad del aire (Convenio PNUMA y Estrategia para la Calidad del Aire), muy buenos anuncios, hay que apoyarlos. Pero ¿cuánto van a invertir los gobiernos locales en investigación y desarrollo, cuánto en equipamiento, cuánto en la creación de las capacidades que hoy no tenemos? ¿Y la oferta de transporte público de alta calidad? ¿Y los servicios para medios no motorizados?
Con toda seguridad, el amigo Mark Moore diría que con “guiños” como los que se describen en el párrafo anterior el “ambiente de autorización” se convertiría en una avalancha de aprobación y soporte. Claro, sin “guiños” igual se da, pero por otros cauces, por sus propios medios.
Colofón de WhatsApp para todos los miembros de la sociedad civil, ciudadanos, que están rebasando por la derecha, por la izquierda y por todos lados…
Esta semana apareció en prensa una nota que me hizo pensar en el mundo al revés y las políticas públicas. ¿Pueden los privados hacer política pública? ¿Hacen los gobiernos como que hacen y no hacen? ¿Qué tanto hacen los gobiernos locales realmente? ¿Qué tan eficiente es lo que los gobiernos dicen que hacen? Todas estas preguntas son pertinentes en temas de calidad del aire.
Este es un tema candente en la agenda pública, pero no en la gubernamental. Hay grupos, ONGs, ciudadanos, colectivos e instituciones que están preocupados y trabajan para cambiar las razones por la cuales tenemos mala calidad del aire. Los gobiernos locales dicen que tienen planes, programas y muchas acciones para combatir la calidad del aire… ¿Qué tan cierto es? Propongo un poco de perspectiva.
En el Área Metropolitana de Monterrey tenemos dos PROAIRE (1997-200 y 2008-2012), un Inventario de Gases Efecto Invernadero, un estudio sobre mortalidad por efectos de la calidad del aire y un buen número de tesis y otros estudios enfocados en la contaminación originada en los autos (fuentes móviles) y su dispersión geográfica. Pero nunca hemos registrado bajas en la contaminación del aire, de hecho, hay estudios que dicen que el tema es muy serio y ya se cuantifica, por ejemplo, la Organización Mundial de la Salud (OMS) nos tiene en el mapa de los “rankings” indeseables: de ciudades más contaminadas en el mundo (goo.gl/p1vEzI) y sus efectos sobre la salud (goo.gl/zx6Gid). El primero refiere a los niveles de contaminación en 579 ciudades del mundo, específicamente en material particulado menor a 10 micras y menor a 2.5 micras (PM10 y PM2.5). En este ranking, el Área Metropolitana de Monterrey se ubica en el lugar 21 de las ciudades de más alta concentración de PM2.5 (25.4 mg/m3) y en el lugar 76 de PM10 (76 mg/m3). El segundo dice que cada año mueren 12.6 millones de personas por vivir o trabajar en ambientes poco saludables y que 8.2 millones se atribuyen a la contaminación del aire.
También hay estudios que cuantifican el segmento de muertes relacionadas con la contaminación en ciudades mexicanas, uno lo hizo el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC, 2014) y el otro el Instituto Nacional de Salud Pública (INSP, 2014). El segundo se hizo para 26 ciudades mexicanas con bases de datos de 2005 y 2010, valora las muertes que pudieron haberse evitado por efectos de la ingesta de ozono (O3) y material particulado (PM2.5 y PM10). El ejercicio que hacen es muy interesante: determinan el volumen de contaminantes que ingieren las personas, aplican relaciones “dosis/respuesta” y estiman el número de muertes que podrían haberse evitado de cumplirse la Norma Oficial Mexicana vigente hasta 2014, la vigente a partir de 2014 y la de la OMS. Conviene destacar que la norma de la OMS, para los 3 contaminantes citados, es más exigente que las nacionales, particularmente en PM10 (40 mg/m3 vs. 20 mg/m3).
¿Es grave el tema? Bueno, si se toman como referencia las concentraciones de 2005 y se cumpliese la norma de la OMS, en México se evitarían, al menos, 29,332 muertes por año y en Monterrey 4,059. Por supuesto que es grave.
¿Y el mundo al revés? Bueno, los industriales dicen que van a combatir la contaminación con un programa de verificación voluntaria y las instituciones “anuncian” programas de menor nivel a las preexistentes o se pronuncian por acciones que van en contra del principio general: quien contamina debe hacerse responsable de su contaminación y sus efectos. Que sea gratis… ¿Y si es gratis, por qué vamos a dejar de contaminar?
¿Y la perspectiva? Bueno, la última vez que se planteó un conjunto de medidas (incluyendo dinero constante y sonante y capital político) fue en la época de Sócrates Rizzo, algunas de las acciones de esa época fueron: I) Promoción y construcción de ciclovías; II) Creación de la Subsecretaría de Ecología; III) Se implantaron las rutas periféricas y procentro; IV) Un segmento de línea Metro, y, sí V) La verificación vehicular.
Ese tipo de conjuntos de medidas son lo que, más o menos, se conoce como políticas públicas. Y no, los privados y ciudadanos no pueden hacer políticas públicas; los ciudadanos hacen activismo, demandan, se oponen, exigen y si las condiciones se dan, participan en procesos de gobernanza y apuestan recursos y conocimiento, también se comprometen y hacen su parte para crear un mundo mejor, en este caso un medio ambiente más limpio y saludable.
Por otro lado, las instancias gubernamentales discuten, dan ruedas de prensa, hacen estudios, hacen llamados, se desgarran las vestiduras en “favor de la gente” y rechazan el principio de política pública generalmente aceptada: quien genera una externalidad debe cubrir sus costos sociales.
¿Por qué no creemos en sus anuncios? Bueno, porque las medidas de facto van en contra de la reducción de la contaminación del aire: I) Favorecen la expansión urbana; II) No se oponen a la deforestación y consumo de suelo; III) Invierten los pocos recursos que tenemos en obras viales, alentando el consumo de gasolina y diésel; IV) No hay estudios serios y profundos, desde las instancias gubernamentales locales, que dimensionen y profundicen en el conocimiento de los impactos que la contaminación produce; V) Los pocos impuestos, imperfectos si se quiere, para reducir el usos de medios no motorizados se eliminan; VI) Hay una casi completa negativa a invertir en medios no motorizados, parques, jardines y espacio público.
En este mundo al revés, ¿quién podrá defendernos? La sociedad civil demandando que la agenda pública materialice en una agenda de gobierno. ¿Gobernanza? Sí, siempre y cuando se mantenga la demanda y los gobiernos locales den muestras fehacientes de que el tema importa, ¿cómo sabremos que esta condición se da? Cuando inviertan recursos y capital político.
Mi vida por una bocanada de aire limpio.
Suena como frase dominguera, pero ¿qué significa? Es el principio fundamental que sigue la Unión Europea para reducir las emisiones de contaminantes del aire y, especialmente, los gases efecto invernadero. La frase también se puede interpretar como el mecanismo que la sociedad utiliza para transferir recursos de quienes contaminan a quienes padecen los efectos de la contaminación, es decir, para mitigar o compensar los efectos que esta produce sobre la salud de las personas, el medio físico o el medio construido.
Otra forma de decirlo sería: el que contamina paga. Una más: si queremos consumir combustibles contaminantes deberíamos pagar por los efectos negativos (externalidades) que producen. Son, en esencia, mecanismos de precio o si se quiere incentivos para reducir una conducta o proceso con balance negativo para la sociedad.
¿A qué viene tan aburrida disertación? A una nota de prensa que apareció esta semana en algunos periódicos mexicanos, refiriendo una caída en las ventas de gasolina de entre el 15 y 20 % durante los dos primeros meses de 2018. Dicha caída la atribuyen a la desregulación del precio de los combustibles, vigente a partir de 2017. Suben los precios, baja el consumo.
Si eso fuese cierto sería una buena noticia, a menos consumo de combustibles menos contaminación, menos gases índice y menos gases efecto invernadero. Desafortunadamente, creo, es muy pronto para cantar victoria: no sabemos si dicha caída será sostenida y tampoco sabemos cómo se moverán las personas que, efectivamente, dejen de utilizar su automóvil.
Una mirada rápida al Sistema de Información Energética (http://sie.energia.gob.mx/) nos permite saber que el consumo de gasolinas en 2017 fue prácticamente igual al de 2010, poco más de 46 millones de m3 por año; igual ocurre con el diésel. Sí se muestra una caída del 3 % en la venta de gasolinas y del 6 % en diésel entre 2016 y 2017. Pero lo más interesante es que mientras las ventas de gasolina Premium cayeron un 26 % (precio más alto), las de gasolina Magna crecieron un 3 %.
El mecanismo de precio puede ser positivo. De hecho, en la Unión Europea y otros países del mundo se utiliza, precisamente, aplicando impuestos o tasas a los consumos de combustibles y transfiriendo los recursos a transporte público y medios no motorizados. Por cierto, el precio de la gasolina en México no es de los más altos del mundo, hay países en donde el precio es dos o más veces de lo que se paga aquí y, una buena parte del precio son impuestos. Un IEPS (exice, en inglés) o Impuesto Especial con destinación específica. ¿Hay teoría económica que lo soporte? Sí, amplia, e incluso estudios específicos para el medio latinoamericano y México en particular (ver “El impuesto sobre las gasolinas, una aplicación para el Ecuador, El Salvador y México”, publicado por la CEPAL y cuyos autores son Fausto Hernández y Arturo Antón).
Con un mecanismo de esta naturaleza podrían financiarse, en pocos años, cientos de kilómetros de sistemas de transporte público (BRT, sistemas integrados, etc.), sistemas de bicicletas públicas, espacio público, algunas decenas de red Metro o tranvías (donde la demanda lo requiera) e incluso algunos ferrocarriles suburbanos.
¿Por qué no se hace? Porque los impuestos no son populares y porque el destino específico resta discrecionalidad en la “forma” con que se orienta el gasto y porque ¿quién decide a dónde y a qué proyectos se destinaría la bolsa de recursos?
Todos argumentos debatibles o incluso banales si se me permite la “exageración”. La Organización Mundial de la Salud dice que todos los años se registran del orden de siete millones de muertes por efectos de la contaminación del aire y el Instituto Nacional de Salud Pública, refiriéndose a México, dice que podrían evitarse al menos 29,332 muertes por año y, particularmente en Monterrey 4,059.
Así que, ¿por qué no le damos una pensadita al tema?
La Cámara de la Industria de la Transformación (CAINTRA), a través del Instituto de Protección Ambiental (IPA), implantaría un Centro de Verificación Vehicular para que sus socios, el mismo Gobierno del Estado y los particulares en general puedan, de forma voluntaria, verificar las emisiones de sus vehículos.
¿Por qué un ente privado al cual nadie lo obliga decide emprender un proyecto de esta naturaleza? ¿Por qué promover, de forma voluntaria, una medida ampliamente rechazada por el sector gubernamental?
Cuando se hizo el anuncio se aludió al porcentaje de emisiones que tienen origen en fuentes móviles (45 %), dato que tiene origen en los inventarios que el mismo Gobierno estatal ha desarrollado. Por cierto, un valor que varía desde el 40 y tantos % hasta el 70 y tantos %, dependiendo del inventario que se consulte.
¿Hay algún estudio independiente que apunte en la misma dirección? Sí, el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) presentó, en 2010, los resultados del “Estudio de Emisiones y Actividad Vehicular en el Área Metropolitana de Monterrey” (https://bit.ly/2LaTx0P). ¿Qué decía el estudio? Palabras más, palabras menos, dice que la flota es vieja, que hay muchos carros viejos procedentes de Estados Unidos, que los taxis contaminan más que los vehículos particulares y que “los resultados muestran la necesidad de establecer un control de las emisiones de los vehículos en circulación, especialmente aquellos con antigüedad mayor a 10 años y sin tecnología de control de emisiones, pero sin excluir a los vehículos más recientes”.
Bueno, resulta que este año, por ahí del mes de abril, el Instituto de Protección Ambiental con el Tecnológico de Monterrey hizo un estudio similar, que responde a las mismas preguntas y concluye cosas similares, pero con algunos agravantes, por ejemplo: los autos son más viejos y hay más vehículos usados, procedentes del extranjero.
El nuevo estudio agregó una pregunta y una respuesta. La pregunta: ¿cuántos vehículos reprobarían la norma de emisiones procedentes de los escapes de los vehículos, es decir, la NOM041 de SEMARNAT? La respuesta: 54.5 % excede límites de emisión de contaminantes en general, el 53.7 % lo hace en hidrocarburos y el 15.4 % por monóxido de carbono. Muerte lenta.
¿Qué hacer con estos datos y los previos? Se puede ir adelante con una consecuencia lógica y montar un programa de inspección y mantenimiento o un programa de verificación vehicular, pero también se puede seguir con la dinámica de los últimos años y defender la “economía” de los conductores e impedir que se cobre por un procedimiento de esta naturaleza, al fin y al cabo, respirando lo que se respira tarde que temprano conductores y no conductores irán muriendo lentamente. Eso sí, sin tener que pagar un solo peso por la inspección o verificación vehicular.
Hay otras posibilidades para reducir las emisiones, que no tienen que ver con el gasto de los propietarios de automóviles: invertir menos en vialidades, invertir más en transporte público y medios no motorizados o que los gobiernos locales carguen con el costo de los programas de inspección o verificación.
Si se sabe que las emisiones con origen en fuentes móviles, su vehículo y el mío, son significativos y sus efectos graves, la disyuntiva es realmente simple: seguimos contaminando o buscamos reducir esos contaminantes. Muerte lenta o la oportunidad de una vida más saludable.
Frase común en el imaginario de las tragedias y momentos de dolor del mexicano común. Cuando alguien se ataca, desmaya, desvanece o de plano azota, un remedio común es echarle aire, sí, darle aire, como si con eso lo devolviéramos a la conciencia, a la vida.
Bueno eso es lo que más o menos se esperaba del famoso estudio del Centro Mario Molina, que “echara” un poco de aire, limpio y fresco, a nuestra atacada, desmayada, desvanecida ciudad metropolitana de Monterrey.
¿Qué dice el famoso estudio? No mucho y tampoco nada que sea extraordinariamente nuevo, dice cosas que ya sabíamos, de hecho, hace un largo recuento de estudios anteriores, y concluye lo mismo que los estudios previos: tenemos un serio problema de calidad del aire. Un problema en donde muchos días del año hay concentración de contaminantes muy por encima de la norma, especialmente en material particulado (10 micras y en menor medida 2.5 micras) y en ozono. También dice que las fuentes fijas (industria) y las fuentes móviles (nuestros autos) son responsables del agente contaminante más peligroso que acecha nuestra salud: el material particulado fino.
Curiosamente, en un estudio paralelo (Propuestas para el desarrollo sustentable de una ciudad mexicana: Estudio del Área Metropolitana de Monterrey), el mismo Centro Mario Molina revisa el tema de la calidad del aire y concluye lo mismo, por su relevancia transcribo textualmente: “Las principales fuentes de emisión de partículas finas PM2.5 están dominadas por las fuentes fijas y su uso extendido de combustibles fósiles pesados, al igual que para los óxidos de azufre (SO2), seguida en ambos casos en importancia por fuentes móviles. Asimismo, la principal fuente de emisiones de óxidos de nitrógeno (precursores de ozono), son las fuentes móviles, seguida en importancia por las fuentes fijas. Finalmente, tanto para partículas suspendidas PM10 y compuestos orgánicos volátiles, la principal fuente de emisión son las fuentes de área. En el primer caso específicamente, las operaciones de extracción de materiales (pedreras) y en el segundo, la fabricación y uso de pinturas y solventes. Las emisiones de los cuatro principales contaminantes analizados en este proyecto (PM2.5, SO2, NOx y COV) aumentarán significativamente en los próximos 10 años y alcanzarán niveles extremadamente preocupantes, de hasta 80 % mayores a las actuales”.
Las recomendaciones de ambos estudios son, básicamente, las mismas. Y las principales son: I) Combustibles más limpios en la industria, movilidad sustentable (transporte público y medios no motorizados) y un cambio en el modelo de usos del suelo (usos mixtos, alta densidad, proximidad y acceso); y sí, claro que sí, un mejor manejo en la industria de extracción y en temas de deforestación. Lo mismo de todos los estudios previos.
¿Qué hace falta para echarle un poco de aire –limpio– a la ciudad? ¿No estamos suficientemente “atacados, desmayados o desvanecidos”? ¿Hace falta que empecemos a caer por racimos? ¿Una Greta Thunberg local? ¿Un Jaime Lerner, un Antanas, un Peñalosa? ¿Un Londres 1952? ¿Cuántas vidas hacen falta para que el orgullo regio se sienta herido? ¿Qué tanta competitividad debemos perder antes que el emprendedurismo social regiomontano despierte?
Si no despertamos pronto de esta indiferencia, atroz y cuasi criminal, tendremos que comprar abanicos de cartón y botecitos de alcohol, como en los velorios de pueblo, y sí, hasta contratar plañideras foráneas para que vengan a echarle aire al último que caiga víctima de la contaminación.
“Es extraño que no se haya dado cuenta, si hace tres días que estamos con este problema de los pájaros rompiendo ventanas para morirse dentro de las casas”.
Gabriel García Márquez en
“Un día después de sábado”
La semana pasada se hicieron visibles, en nuestra localidad, los resultados de lo que parece ser la madre de todos los estudios sobre calidad del aire, o para ser más precisos, sobre material particulado y su mortalidad (https://bit.ly/2zeZF4C).
Los resultados confirman la relación entre los incrementos en la concentración de material particulado y la mortalidad asociada a enfermedades cardiovasculares y respiratorias y lo hacen de manera contundente, mediante el análisis de estas relaciones en más de 600 ciudades. Esto es particularmente grave para el Área Metropolitana de Monterrey porque de todas las ciudades del continente americano estudiadas nos ubicamos en el top 5 de PM10 y en el primer lugar de PM2.5 (76.80 microgramos por m3).
Pero en nuestra ciudad este tipo de estudios y “listas de la vergüenza” se siguen considerando cuasi mitos e incluso se ha llegado a sugerir que son de mala fe o inexactos. En realidad la posición o exactitud no importa, lo cierto es que tenemos un serio problema y algunos de nosotros, yo mismo, estamos en procesos de muerte lenta.
Breve resumen. En el Área Metropolitana de Monterrey tenemos 4 PROAIRE, un Inventario de Gases Efecto Invernadero, un estudio sobre mortalidad por efectos de la calidad del aire y un buen número de tesis y otros estudios enfocados en la contaminación originada en los autos (fuentes móviles) y su dispersión geográfica. Pero nunca hemos registrado bajas en la contaminación del aire, de hecho, hay estudios que dicen que el tema es muy serio y ya se cuantifica, por ejemplo, la Organización Mundial de la Salud (OMS) nos tiene en el mapa de los “rankings” indeseables: de ciudades más contaminadas en el mundo (goo.gl/p1vEzI) y sus efectos sobre la salud (goo.gl/zx6Gid).
El primero refiere a los niveles de contaminación en 579 ciudades del mundo, específicamente en material particulado menor a 10 micras y menor a 2.5 micras (PM10 y PM2.5). En este ranking, el Área Metropolitana de Monterrey se ubica en el lugar 21 de las ciudades de más alta concentración de PM2.5 (25.4 mg/m3) y en el lugar 76 de PM10 (76 mg/m3). En el segundo se puede ver que cada año mueren 12.6 millones de personas por vivir o trabajar en ambientes poco saludables y que, de estos, 8.2 millones se atribuyen a la contaminación del aire. El 56 % de las muertes vinculadas con el medio ambiente se relacionaron con enfermedades respiratorias y/o cardiovasculares.
También hay estudios para cuantificar el segmento de muertes relacionadas con la contaminación en ciudades mexicanas, uno lo hizo el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC, 2014) y el otro el Instituto Nacional de Salud Pública (INSP, 2014).
El segundo se hizo para 26 ciudades mexicanas con bases de datos de 2005 y 2010, valora las muertes que pudieron haberse evitado por efectos de la ingesta de ozono (O3) y material particulado (PM2.5 y PM10). El ejercicio que hacen es muy interesante: determinan el volumen de contaminantes que ingieren las personas, aplican relaciones “dosis/respuesta” y estiman el número de muertes que podrían haberse evitado de cumplirse la Norma Oficial Mexicana vigente hasta 2014, la vigente a partir de 2014 y la de la OMS. Conviene destacar que la norma de la OMS, para los tres contaminantes citados, es más exigente que las nacionales, particularmente en PM10 (40 mg/m3 vs. 20 mg/m3).
¿Algo más? No respecto a los datos, queda claro que el tema es grave. Pero sí hay preguntas respecto de las acciones, ¿por qué, si la evidencia es tan dura, no tenemos una política pública? Algún día alguien responderá evocando a García Márquez: Bueno, es extraño que no se hayan dado cuenta, si hace muchos años estamos con este problema de los regiomontanos rompiendo ventanas para morirse dentro de sus propias casas.
En días recientes entraron en vigor dos instrumentos regulatorios: NOM-172-SEMARNAT-2019 (NOM172) y el Programa de Respuesta a Contingencias Atmosféricas en la Zona Metropolitana de Monterrey (PRCA).
La NOM172 regula cómo se obtiene y comunica el Índice de Calidad del Aire y Riesgos a la Salud (ICARS, en https://bit.ly/38PhI1m), mientras que el PRCA es el instrumento que define los mecanismos para decretar y operar una contingencia ambiental en la Zona Metropolitana de Monterrey, en https://bit.ly/2T7VOzN.
El ICARS está basado en el índice Now Cast, recoge la experiencia de los IMECAS, que derivan de una norma de la Ciudad de México (NADF-001-AIRE-2006), misma que se puede rastrear hasta los años 80 del siglo pasado y todavía más atrás, hasta el Pollutant Standar Index. El PRCA tampoco es nuevo, hay cuando menos otro (2016), mismo que se revisa y se relanza para adecuar su contenido a las disposiciones de la NOM172 y a la Ley Ambiental del Estado (LAE), particularmente al Artículo 194 BIS, que abre la posibilidad a una restricción vehicular.
La NOM172 regula la manera en que se deben comunicar los niveles de contaminantes criterio o calidad del aire (material particulado en sus dos gradaciones –PM10 y PM2.5–, monóxido de carbono, dióxido de azufre, dióxido de nitrógeno y ozono) y lo más importante, se adecua para que refleje más las condiciones imperantes, establece cinco niveles, que van de buena a extremadamente mala y los relaciona con el riesgo o impacto sobre la salud.
Así, por ejemplo, para el material particulado fino (PM2.5), que es nuestro principal problema, establece que la calidad del aire es mala cuando el promedio móvil ponderado de las últimas 12 horas está entre 45 y 79 microgramos por m3 y que el nivel de riesgo es alto. Cuando se registran estas concentraciones aumenta –entre otras cosas– el riesgo de agravamiento de personas con EPOC o asma y la probabilidad de muerte prematura en personas con enfermedades cardiacas o pulmonares.
El PRCA tiene su base legal en la LAE (Artículos 194 y 194 BIS) y toma como referencia el nivel de calidad del aire “malo” (ahí se declara fase preventiva) y propone fases que llevan o podrían llevar a decretar una contingencia ambiental y la suspensión o reducción de actividades productivas o de circulación de vehículos, primero en subárea (fase 1) y luego para toda la zona metropolitana (fase 2).
Ante el anuncio de estas medidas se desató una andanada de críticas, franco rechazo, denostación del programa e incluso de los actores locales, ¿por qué? Aventuro una sencilla explicación.
Primero. En el nivel de especialistas o actores informados hay un amplio convencimiento de que tenemos un serio problema de calidad del aire, pero no en la sociedad en general.
Segundo. Lo mismo ocurre con el diagnóstico central: ¿quién contamina? La mayor parte de las opiniones están basadas en mitos, leyendas urbanas o experiencia personal. Lo cierto es que, en el nivel de fuentes primarias, las fuentes fijas y de área (industria, comercio y servicios) y las fuentes móviles (autos particulares, motocicletas y camiones de carga… no así el transporte público) generan, más o menos, la misma contaminación del aire. Las grandes industrias saben cuánto contaminan, pero a nivel individual no sabemos o no queremos aceptar la idea de que la suma de nuestras emisiones nos están matando poco a poco.
Tercero. La singularidad de la nueva medida del PRCA: una restricción vehicular por subárea, que podría darse en más de una subárea en periodos de tiempo diferentes. Dicha medida podría limitar la circulación de hasta un 20 % de los vehículos en cada subárea, podría ser en periodos de tiempo diferentes y en zonas no necesariamente contiguas. Los encargados de hacerla valer serían las policías de Tránsito de los municipios que estén dentro de la zona en donde se decrete la contingencia. En descargo, vale decir que en el PRCA preexistente ya se indicaban contingencias por subárea, pero sin restricción vehicular.
Cuarto. La medida se propone en un contexto de bajos niveles de coordinación interinstitucional (Estado-Municipios), bajos niveles de credibilidad de las instancias de seguridad pública y en medio de la peor crisis de transporte público del estado.
Quinto. Mientras que otras ciudades implantan cargos por congestión, zonas cero emisiones, cargos por contaminar o programas de cargos por estacionar (emulando cargos por contaminar) aquí lanzamos un programa que se puso de moda hace 30 o 40 años y que hoy, casi todos aceptan, genera pocos o nulos resultados.
¿Qué necesitamos? Lo básico para construir credibilidad: estudios, muchos estudios y mucha información. Luego las medidas de reducción material que dependan de las autoridades, aumentar la oferta de transporte público y medios no motorizados significativamente, después restricciones a agentes económicos y al final a la ciudadanía.
Y todo ello necesita un hilo conductor: cultivar el galano arte de convencer, predicar con el ejemplo y socializar, socializar y socializar tanto como sea necesario.
Directora de Gestión del Entorno del Distrito Purísima Alameda en Grupo Topaz. Es Arquitecta con maestría en Diseño y Desarrollo Sustentable de la Ciudad, ambos grados por el Tecnológico de Monterrey. Es becaria Chevening por el gobierno de Reino Unido y cuenta con un segundo posgrado en Política Pública y Regulación Medioambiental por la London School of Economics and Political Science. Ha sido directora general del Instituto de Planeación y Desarrollo Municipal de San Nicolás de los Garza, así como Encargada de Despacho del Instituto de Planeación Urbana de San Pedro Garza García. Es profesora en el Departamento de Arquitectura del Tecnológico de Monterrey, Campus Monterrey. Trabajó en los departamentos curatoriales del Museo de Arte Contemporáneo de Monterrey, (MARCO) y el Museo de Arte Moderno de Nueva York, (MoMA), desarrollando exposiciones sobre arte, diseño y arquitectura contemporáneos.
Modelo participativo
Hace 10 años, la respuesta ciudadana ante la crisis de violencia que sufrió el estado de Nuevo León contribuyó a fortalecer nuestro sistema de gobernanza mediante el activismo social, la participación ciudadana y la colaboración intersectorial para resolver una problemática sin precedentes. Este modelo de actuación, fuertemente cimentado en la colaboración social y el conocimiento técnico, ha definido considerablemente el discurso, la conversación y los procesos para el diseño de política pública en temas de ciudad. Plataformas como Cómo Vamos Nuevo León y particularmente el trabajo de académicos y activistas que conforman la Red de Movilidad de esta plataforma como Moisés López, Eduardo Quintanilla, David Pulido, Ana Paz y Luisa Peresbarbosa, por mencionar algunos, han sido fundamentales para vincular el trabajo y conocimiento técnico intergeneracional e interdisciplinario de sociedad civil organizada, academia, iniciativa privada y gobierno.
El fortalecimiento de la gobernanza del estado y la metrópoli mediante estos ejercicios se ha llevado a cabo a través del desarrollo de herramientas para la transparencia y rendición de cuentas, gobierno abierto, información para la toma de decisiones, aprendizaje y fortalecimiento institucional, entre otros. Asimismo, como se ha analizado amplia y meticulosamente por Moisés López en Systemática (La Ley y el Orden volúmenes I al VI, 2017-2019) los mecanismos y vínculos construidos a partir de estas redes de colaboración han permitido tener una mayor participación de la ciudadanía en procesos legislativos, como, por ejemplo, las recientemente aprobadas leyes estatales de Movilidad y de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano.
Inequidad
De acuerdo al borrador en consulta del Plan Estratégico 2030 de Nuevo León, Revisión 2019-2020 elaborado por Consejo Nuevo León (CONL2020), Nuevo León es el estado del país con los índices más bajos de pobreza extrema, más altos en movilidad social, el tercer lugar nacional con el mayor Índice de Desarrollo Humano (IDH) y el lugar 17 con menor desigualdad de acuerdo al coeficiente Gini (Coneval, 2018; INEGI, 2018; CEEY, 2020; PNUD, 2019, citados por CONL, 2020). No obstante, prevalecen condiciones de inequidad que limitan el acceso de la población a una vida de bienestar.
En el estado habitan 730,000 personas en condición de pobreza y el 55.5 % de la población se encuentra en situación vulnerable. Aproximadamente uno de cada dos personas presenta algún tipo de carencia social. Las condiciones de inequidad social se intensifican al considerar ciertos grupos de la población que requieren atención prioritaria, como las niñas y mujeres, población indígena, personas en condición de pobreza, adultos mayores, personas con discapacidad y población LGBTTTIQ+. En Nuevo León, las mujeres configuran la mitad de la población del estado y representan el mayor grupo de atención prioritaria; sin embargo, factores históricos y sistémicos que sostienen la inequidad de género, como la discriminación, intensifican las condiciones de desigualdad y dificultan la posibilidad de enfrentarlos (ONU Mujeres citado por CONL, 2020).
Territorialmente, la región sur del estado presenta los mayores niveles de pobreza multidimensional, mientras que la región metropolitana y centro-periférica, si bien poseen los niveles más bajos de pobreza, dada la concentración poblacional del estado (83 % de la población de Nuevo León habitaba en la Zona Metropolitana de Monterrey en 2015) albergan también la mayor cantidad de personas en situación de pobreza (CONL, 2020). El IDH muestra marcadas diferencias en el territorio estatal. El área metropolitana presenta el mayor IDH, cercanos a los de la Ciudad de México, mientras que la región sur presenta el desempeño más bajo del estado, similar al estado de Chiapas, que cuenta con el IDH más bajo del país. Respecto a las carencias sociales que se presentan en el estado, en la región sur, el 67.6 % de la población vive carencias con relación al acceso a los servicios básicos de vivienda o respecto a la calidad y espacios de la vivienda. En la región metropolitana este porcentaje corresponde al 34.2 % de la población y en la región centro-periférica al 39.7 % (IDH, PNUD, 2014 citado por CONL 2020). El documento es contundente: “A más lejanía de la zona metropolitana, las oportunidades de vida de las personas en Nuevo León se van reduciendo y los obstáculos incrementando” (CONL, 2020).
Desarrollo metropolitano
Durante las últimas décadas, en la Zona Metropolitana de Monterrey (área metropolitana más centro-periférica) la mayoría de los municipios localizados en el núcleo metropolitano han perdido población (15 % entre 2000 y 2010), mientras que los municipios de la periferia han incrementado su población (40 % entre 2000 y 2010) (CONL, 2020). Esta dinámica, si bien es congruente con fenómenos de suburbanización y abandono de los centros urbanos a partir de la segunda mitad del siglo XX, está vinculada al mercado inmobiliario y a una política enfocada en la provisión de vivienda nueva como fin. Esta política se refuerza por interpretaciones reductivas de la vivienda como derecho y estructura básica de bienestar que minimiza aspectos fundamentales como la accesibilidad a servicios, espacio público, asequibilidad, calidad, entre otros.
Institucionalmente el desarrollo urbano en el estado se ha vinculado a la dimensión medioambiental desde hace varias décadas generalmente como parte de la misma unidad operativa. En los últimos años, el trabajo y participación del sector académico y sociedad civil ha sido fundamental para integrar políticas públicas de movilidad y desarrollo urbano. Aun así, el modelo de desarrollo que ha predominado en la Zona Metropolitana de Monterrey, fuertemente disociado de los escenarios de movilidad y cambio climático que afectan la ciudad (ambos abordados con detalle en otros capítulos del libro), ha producido una estructura territorial y socialmente segregada que sostiene e incrementa la desigualdad.
¿Cómo vamos?
A pesar de los avances en gobernanza urbana logrados en gran medida por la participación de la ciudadanía, una perspectiva global de la ciudad indica que continúan los retos y que la mayoría de los problemas se agravan continuamente. La movilidad, un tema abordado extensivamente en Systemática, nos recuerda que los tiempos de traslado en el Área Metropolitana de Monterrey aumentan constantemente en transporte público y privado, existe una mayor insatisfacción con la calidad del servicio de transporte público por parte de los usuarios y el lugar de trabajo continúa como uno de los destinos más alejados a la vivienda (Cómo Vamos Nuevo León, 2020; López, M., 2019).
En el 2018 el Centro Mario Molina estimó un crecimiento del 15 % de la superficie del Área Metropolitana de Monterrey para el 2030; sin embargo, las proyecciones de CONAVI sobre la reserva territorial de vivienda en el estado indicaban el incremento en la superficie territorial en un 24 %. Esto implica un ritmo de expansión más acelerado y la provisión de vivienda en municipios alejados del centro metropolitano, donde se concentran la mayor cantidad de unidades económicas (Centro Mario Molina, 2018). Adicionalmente, existen en los municipios periféricos aproximadamente 70,000 viviendas abandonadas, evidenciando la descoordinación entre políticas e implementación por parte de los gobiernos (Centro Mario Molina, 2018; CONL, 2020). Como en otras ciudades, durante las restricciones en movilidad y actividades económicas implementadas de abril a junio del 2020 debido a la contingencia por COVID-19, se registró una mejor calidad del aire respecto al mismo periodo durante el 2019 (Cómo Vamos, 2020), evidenciando los impactos de nuestro modelo de ciudad en detrimento del aire que respiramos.
Respecto a los ODS, el índice de ciudades sostenibles 2018 ubicó a la Zona Metropolitana de Monterrey en el lugar 8 de 59 zonas metropolitanas de México en relación al cumplimiento de las metas de la Agenda 2030. Moisés López observa en Systemática (2019) la grave crisis de sostenibilidad que enfrenta la Zona Metropolitana de Monterrey y la aun más grave incapacidad para resolverla. El panorama adquiere mayor significado al observar los resultados para cada ODS, así como el tipo de indicador que presentan. Estos últimos son predominantemente de cumplimiento (eficacia) y no de impacto (solución o resultado final) (CEPAL, 2010).
Los ODS donde la Zona Metropolitana de Monterrey obtiene los resultados más altos corresponden al: 1. Fin de la pobreza; 6. Agua limpia y saneamiento; 8. Trabajo decente y crecimiento económico, y 13. Acción por el clima, donde el desglose del indicador incluye: resistencia a desastres naturales, población afectada por eventos naturales, programas de acción climática e institutos de planeación urbana. Los ODS con menor calificación corresponden a 10. Reducción de las desigualdades (la calificación más baja de los ODS) y 15. Vida de ecosistemas terrestres. Muy cerca con mediciones bajas y metas lejanas, le siguen en orden ascendente: 12. Producción y consumo responsable; 16. Paz, justicia e instituciones sólidas; 11. Ciudades y comunidades sostenibles; 5. Igualdad de género.
Aun y cuando esta selección de datos puede representar una perspectiva limitada de la Zona Metropolitana de Monterrey, existen importantes puntos a considerar: la Zona Metropolitana de Monterrey continúa un proceso de expansión hacia la periferia conducida fundamentalmente por la descoordinación institucional y el mercado. Prevalece la desarticulación entre políticas de movilidad y desarrollo territorial, el reconocimiento reductivo de la dimensión medioambiental, así como carencias importantes para alcanzar una equidad social sustantiva.
Planeación para la desigualdad
Daniel Aldana Cohen (2018) señala que los principales retos que enfrentan y enfrentarán las ciudades son la desigualdad y el cambio climático. Los impactos del cambio climático tendrán mayores repercusiones en las ciudades.
La desigualdad urbana está intrínsecamente relacionada con la degradación medioambiental y el riesgo climático, ya que la urbanización es un factor medular del cambio climático. Las poblaciones más desfavorecidas suelen tener mayor riesgo de sufrir sus efectos. Asimismo, las niñas y las mujeres son quienes experimentan mayores inequidades en las ciudades con relación a violencia, vulnerabilidad, inseguridad, accesibilidad y asequibilidad en los servicios urbanos, la vivienda, el espacio público y el transporte. Además de los efectos inmediatos sobre la seguridad e integridad de las niñas y las mujeres, estas inequidades y su interseccionalidad limitan el acceso a una mejor calidad de vida y oportunidades.
En Nuevo León la inequidad urbana se sostiene por factores que se refuerzan entre sí dentro de un régimen de gobernanza urbana. Cuando la estructura de gobernanza se reduce y simplifica para alcanzar la eficiencia administrativa como principal objetivo –priorizar indicadores de cumplimiento sin vinculación a indicadores de impacto, por ejemplo–, elementos como los procesos participativos, la colaboración basada en la experiencia técnica y la sostenibilidad vinculada primordialmente al crecimiento económico se convierten en agentes que promueven y sostienen estas desigualdades. Este círculo vicioso parte de modelos económicos que impactan las creencias, valores y prioridades que dan forma a la ciudad. Durante la década de los 80 del siglo pasado, el neoliberalismo económico se adopta en las ciudades mediante una mayor participación de la iniciativa privada en la provisión de servicios públicos y regeneración urbana. Dos principales herramientas para lograr la reactivación económica de las ciudades fueron la implementación de grandes proyectos de regeneración urbana y la adopción de la planeación estratégica en la planeación urbana.
The London Docklands, uno de los proyectos emblemáticos de esta estrategia promovida por Margaret Thatcher en la década de 1970, consistió en la regeneración del antiguo puerto de Londres, una zona en abandono y con serios problemas de pobreza y marginación social. La estrategia de growth machine (el papel de las élites políticas y empresariales para promover el crecimiento económico de las ciudades) implementada implicó una recentralización de la planeación urbana con menor participación de los boroughs (municipios); el establecimiento de “zonas empresariales” para promover el desarrollo económico en distritos específicos, así como la creación de un organismo descentralizado con apoyo gubernamental como modelo de gobernanza. Actualmente, el distrito de The Docklands se considerada el segundo centro financiero de Londres.
La planeación urbana tradicional, enfocada principalmente en la definición de usos del suelo en función de proyecciones de crecimiento se consideró limitada durante las crisis económicas de las décadas de 1970 y 1980. La planeación estratégica, originada en el mundo corporativo, promueve la efectividad como objetivo principal: un enfoque basado en resultados, la acción y la implementación; una participación más efectiva a partir de la jerarquización de los agentes con mayor peso a (stakeholders); análisis de riesgos y oportunidades; la existencia de conductas competitivas en la comunidad, entre otros (González Güell, 2006).
Este modelo económico también es responsable del paradigma tradicional de sostenibilidad que ha prevalecido desde la década de 1970 y que se construye a partir de un modelo de sostenibilidad débil (Weak Sustainability), basada en la sustitución del capital natural con otras formas de capital. El modelo asume que los recursos naturales son abundantes y sustituibles, los avances tecnológicos pueden superar cualquier restricción de los recursos naturales, y la capacidad de generar utilidades sin disminución debe mantenerse en todo momento. La sostenibilidad débil se considera una “sostenibilidad optimista”. Por otra parte, la sostenibilidad fuerte (Strong Sustainability) reconoce los límites del mundo natural, implica un cambio en nuestra cultura y modelos económicos y la premisa que el capital natural no es sustituible. La sostenibilidad fuerte enfatiza que el aumento en el consumo no puede compensar a las generaciones futuras por la creciente degradación ambiental y se considera “sostenibilidad pesimista” (Neumayer, 2013).
Administrativamente, el paradigma tradicional de sostenibilidad considera al medioambiente como una entidad separada, “sin reconocer la interdependencia de las relaciones entre los ecosistemas y los sistemas políticos, económicos, sociales y culturales” (Carter, 2007 p. 181). Los problemas medioambientales generalmente se abordan por agencias especializadas con coordinación e influencia limitadas sobre otras áreas administrativas. El equilibrio entre la protección del medioambiente y el crecimiento económico constituye un objetivo político principal y las políticas frecuentemente presentan déficits de diseño e implementación (Carter, 2007).
La ciudad eficiente
Los modelos anteriores sentaron muchas de las bases para la planeación de nuestras ciudades en las últimas décadas incluyendo la Zona Metropolitana de Monterrey y Área Metropolitana de Monterrey: estrategias de zonificación distrital para el mejoramiento urbano y crecimiento económico, la planeación basada en resultados y eficiencia administrativa, así como un paradigma de sostenibilidad tradicional que busca el ganar-ganar entre conservación medioambiental y crecimiento económico. Esta estructura define las formas en que abordamos la planificación y construcción de nuestras ciudades.
El enfoque en el crecimiento económico como principal indicador de bienestar; la interpretación sesgada del medioambiente en la planeación territorial; una definición acotada de ciudad compacta; la reducción técnica de los problemas urbanos en manos de expertos y la planeación colaborativa como eficacia gubernamental son algunos de los aspectos que deben replantearse para garantizar una ciudad más justa y equitativa. El privilegiar indicadores económicos y de producción para la evaluación de las políticas públicas no distingue entre las actividades que mejoran el bienestar y aquellas que lo reducen; no se reconoce el valor del trabajo doméstico, el impacto de la desigualdad de ingresos sobre el bienestar y los efectos de la degradación medioambiental sobre el bienestar y la sostenibilidad (Gleeson-White, 2011; Neumayer, 2013; Kubiszewski et. al, 2013).
Tania Li (2011) propone un enfoque de “presentación técnica” (rendering technical) donde los problemas públicos se definen en términos técnicos para vincularlos sistemáticamente a las soluciones correspondientes. Un enfoque técnico despolitiza los problemas urbanos y medioambientales, no obstante, esta despolitización es en sí un proceso político: las estrategias altamente técnicas o gerenciales tienden a ganar un mayor apoyo político y legitimidad. Mosse (2011) lo define como racionalidades viajeras: herramientas de aplicabilidad general que tecnifican la política y mejoran el estatus de expertos locales. Este enfoque se fortalece a partir de la transmisión del conocimiento experto mediante el énfasis en los productos (metodologías, herramientas e instrumentos de planificación) y el dominio discursivo en la definición de problemas técnicos para favorecer la intervención técnica-experta correspondiente.
Al trascender límites territoriales, los problemas medioambientales tienden a presentarse como de naturaleza global. En consecuencia, se ha construido la necesidad de contar con “expertos globales” para comprender mejor estos problemas a través de las instituciones globales correspondientes. Al centrarse en la eficiencia, el funcionamiento de los procesos y la despolitización, los problemas de política pública pueden resolverse con mayor facilidad a través de política importada.
Esta visión concentrada en la eficiencia económica y administrativa a partir de la experiencia técnica global, si bien no es absoluta, se materializa en conceptos y procesos de planeación igualmente reductivos. Bajo un enfoque de “mejores prácticas”, la adaptación superficial de políticas provenientes de otros contextos y la implementación de metodologías generalizadas con validación internacional, se construye una visión reducida de ciudad y gobernanza que excluye a través de la validación del privilegio: ¿quiénes tienen acceso a planificar nuestras ciudades? Nos enfrentamos así a una definición acotada de conceptos que perfilan la definición de nuestra ciudad durante las próximas décadas.
Revisar las ideas de ciudad sostenible
Las instituciones y el sistema de planeación proporcionan espacios clave donde se construyen, movilizan y controlan los discursos medioambientales. La construcción del concepto de planeación también es un acto político. El proceso no es simbólico, tiene consecuencias en la toma de decisiones, al determinar cómo se aborda el medioambiente en las políticas de planeación (conservación, mejoramiento, protección, adaptación, etc.), establecer el peso que se le otorga a la dimensión medioambiental en relación a la social y económica, así como configurar la concepción de los planificadores sobre la “ciudad sostenible” y cómo se puede lograr. La visión utilitaria del medioambiente prevalece en los planes de desarrollo urbano contemporáneos al abordarse primordialmente en función de los usos y destinos del suelo (Simin Davoudi, 2012).
Definir la ciudad compacta en términos de eficiencia, proximidad, accesibilidad y particularmente, densidad, suele minimizar e invisibilizar otras condiciones de este modelo, como la equidad social. Bajo esta perspectiva acotada, los beneficios aparentes de la ciudad compacta no se distribuyen equitativamente. Por el contrario, se justifican las fuerzas políticas y del mercado para incrementar la oferta de vivienda mediante nuevas construcciones y reducir el tamaño de las unidades. Asimismo, “las políticas de intensificación tienden a descuidar la atención al contexto y los servicios, centrándose predominantemente en el acceso al transporte público como justificación para construir en densidades más altas. Además de incrementar conflictos sociales existentes, este enfoque reductivo contribuye a la producción de distorsiones económicas en la ciudad” (Risom y Sisternas, 2010).
La visión metropolitana, necesaria para coordinar el funcionamiento de las ciudades para beneficio de sus habitantes, al abordarse desde una perspectiva de eficiencia y privilegio del desarrollo económico, presenta riesgos similares. Saskia Sassen aborda la desigualdad en zonas urbanas a partir del crecimiento económico inequitativo en las ciudades. Esta inequidad espacial sucede particularmente en zonas metropolitanas, que privilegian economías de servicios especializados y suelen invisibilizar las estructuras de trabajo doméstico y de cuidado –realizado principalmente por mujeres y personas migrantes– que las sostienen. Para Sassen (1996), estas geografías de centralidad y marginalidad son producto de las dinámicas económicas de las ciudades y refuerzan la desigualdad. Las zonas centralizadas –metropolitanas o distritos especializados– reciben una mayor cantidad de recursos e inversiones en relación a las zonas periféricas o áreas de bajos ingresos.
Patsy Healy (2003), precursora de la Teoría de la Planificación Colaborativa, señala que en las últimas décadas los procesos de planeación urbana se han caracterizado por la implementación de estrategias colaborativas para la formulación de políticas públicas. La planificación colaborativa, señala, está motivada por la justicia social. Incluso se observa un “giro colaborativo” hacia la teoría y práctica de la planificación, que junto con el derecho a la ciudad se han reforzado mediante los ODS y Nueva Agenda Urbana (Yiftachel y Huxley, 2000; Aldana Cohen, 2018).
Sin embargo, frecuentemente la planeación colaborativa se reduce a metáforas para abordar nuevas formas de gobernanza, recurriendo a literatura de gestión empresarial. Al utilizarse como herramienta para la construcción de consensos, la planificación corre el riesgo de emplearse como medio para lograr la eficiencia administrativa como vehículo de legitimación y confianza. Criterios de evaluación como la rendición de cuentas, la transparencia y la apertura se definen en términos de la eficiencia de los procesos y, por lo tanto, de su rendimiento. Un enfoque de funcionalidad y eficiencia administrativa en los procesos de planificación participativa refuerza continuamente los déficits y desigualdades existentes a través de su reproducción eficaz (Gunder, 2003). Bajo esta perspectiva, la planificación colaborativa funciona como mecanismo para evitar conflictos con actores dominantes y minimizar resistencias. Generalmente, la responsabilidad de participar depende de los propios ciudadanos, y los excluidos deben acatar los resultados de no participar, incluso si representan una mayoría. La participación colaborativa puede funcionar como facilitador para la exclusión de grupos específicos y sostener inequidades (Tewdwr-Jones y Allmendinger, 1998; Healy, 1999; Yiftachel y Huxley, 2000).
La ciudad del futuro
Los problemas que enfrenta el Área Metropolitana de Monterrey no son completamente de carácter técnico. Si bien sus soluciones demandan herramientas técnicas, también requieren estrategias de diseño institucional, como se ha comentado repetidas veces en Systemática (López, M. 2019). Abordar la desigualdad y el cambio climático en la ciudad implica reconocer los factores históricos y sistémicos que condicionan y reproducen estas problemáticas. La condición actual de la Zona Metropolitana de Monterrey y el Área Metropolitana de Monterrey –movilidad, expansión territorial, calidad del aire– representa el punto de partida para abordar factores medulares que contribuyen a sostener las inequidades que prevalecen en nuestra ciudad.
El desarrollo económico como factor primordial para evaluar el bienestar y la eficiencia de las políticas públicas urbanas refleja una visión sesgada de la llamada “identidad neolonesa”: resiliente, tenaz, trabajadora y progresiva. Es importante reconocer que la identidad construida a partir de estos ideales asume la existencia de un piso parejo para todas y todos, y sostiene distintas escalas de desigualdad e inequidad social: “independientemente del esfuerzo que haga una persona o quienes le rodean, la mejora de las condiciones de vida, en su gran mayoría, no depende del empeño personal” (CONL, 2020).
La ruta para garantizar el derecho a la ciudad, una constante reflexión en Systemática (2018), puede clarificarse al considerar el cambio climático y la desigualad como los problemas más urgentes que enfrentan y enfrentarán las ciudades, incluyendo la Zona Metropolitana de Monterrey y el Área Metropolitana de Monterrey. Es así como cualquier estrategia de desarrollo deberá integrar equitativamente una política de cambio climático y derecho a la ciudad. Una política de justicia climática donde factores como el privilegio, la desigualdad, el poder y la opresión son integrales para comprender los efectos del cambio climático en nuestras comunidades. La justicia climática es el derecho a la ciudad (Aldana Cohen, 2018). Significa el derecho de todos, y particularmente de los más afectados, en decidir la reconfiguración del espacio urbano (Harvey, 2009).
Las desigualdades sociales y la degradación medioambiental trascienden los límites territoriales, por lo que el requerimiento mínimo son una Zona Metropolitana de Monterrey y Área Metropolitana de Monterrey coordinadas cuyo objetivo sea la provisión y administración de servicios y bienes públicos para garantizar esta justicia climática. Nuestra ciudad del futuro deberá enfatizar la colaboración como principio fundamental. Corresponde a todos decidir la forma de organización de nuestro sistema de gobernanza multinivel metropolitano y determinar las formas en que las políticas públicas garantizarán la justicia climática. Esta organización podrá capitalizar las estructuras institucionales, el invaluable conocimiento técnico, colectivo y comunitario, la participación social y los instrumentos normativos con los que ya contamos en Nuevo León. Es necesario abordar la gobernanza metropolitana más allá de una perspectiva de gobierno centralizado intermedio y reconocer su complejidad y policentrismo como fortaleza.
La ciudad del futuro deberá incorporar la equidad, perspectiva de género y justicia climática durante cada etapa del proceso de diseño de política pública. Es fundamental la participación sustantiva de las mujeres en todo proceso de toma de decisiones. El conocimiento técnico para la implementación de una Zona Metropolitana de Monterrey y Área Metropolitana de Monterrey sostenibles deberá cuestionar constantemente preguntas como ¿quiénes tienen acceso justo a la ciudad sostenible? y ¿a quiénes excluye una comprensión acotada de la ciudad sostenible? Los procesos participativos deberán fortalecerse para garantizar la participación de las comunidades afectadas y no solamente la recomendación y validación de expertos.
Las políticas de planificación urbanas deberán considerar soluciones verdaderamente redistributivas, y el potencial de desarrollo otorgado a la industria inmobiliaria deberá traducir este privilegio en beneficio de los usuarios finales y la comunidad inmediata. Se deberán considerar impactos remotos del desarrollo sobre comunidades vulnerables, así como el análisis de huella de carbón en relación a patrones de consumo. El mejoramiento de zonas urbanas con mayores carencias, sus comunidades y modos de vida –muchas de ellas dentro de núcleos urbanos consolidados– deberán priorizarse sobre el incremento en la oferta inmobiliaria expansiva.
La capacidad institucional de los gobiernos como parte de un sistema de gobernanza multinivel deberá fortalecerse mediante la coordinación institucional y la ciudadanía. Así, las estrategias locales, vecinales o distritales podrán evaluarse previa implementación en función de políticas de equidad y justicia climática por sobre prescripciones acotadas al cumplimiento de acciones individuales. Este camino va más allá de la etapa de seguimiento y evaluación del proceso de política pública para trascender a etapas de aprendizaje para la transformación equitativa de nuestras ciudades: el futuro metropolitano.
Los problemas urbanos de la Zona Metropolitana de Monterrey y Área Metropolitana de Monterrey prevalecen; sin embargo, de continuar abordándose bajo perspectivas reductivas, las inequidades y sus impactos en detrimento de las y los más vulnerables continuarán reproduciéndose sistemáticamente. Una perspectiva basada en la justicia climática permite comprender las condiciones multidimensionales de nuestro entorno y sus complejidades, así como potencializar las oportunidades de nuestro contexto para construir una ciudad verdaderamente justa para quienes la habitamos. Monterrey, ¿para quién? De hoy en adelante, para los grupos prioritarios, para todas y para todos, y no solamente para quienes tienen el privilegio de habitarla y el acceso a planificarla.
Cómo han pasado los años… dice la conocida canción y se puede aplicar más allá de la duración de las relaciones de pareja. Viene a colación por el contraste entre la “Reunión de Chipinque” a principios de 1976 y la Controversia Constitucional presentada por la Asociación Metropolitana de Alcaldes; ambas en oposición a la Ley de Asentamientos Humanos, la primera por la preocupación que las ideas “tipo socialistas” del presidente Echeverría y la segunda no se sabe bien a bien, al menos yo no lo sé, por qué o en contra de qué. Pero bueno, qué cosas tiene la vida, hace 40 años la protesta procedía de la “pequeña plutocracia profascista” y hoy, de los Municipios. Los Municipios son, al menos en teoría, la institución más cercana a la gente y la más idónea para proteger e incrementar el bien común.
¿Qué dice la ley? ¿Qué tiene de nuevo?
El foco de la nueva ley no es tan nuevo, se trata de darle una oportunidad institucional, organizada y focalizada a usos mixtos, alta densidad, movilidad y espacio público. Son temas y conceptos viejos, estos conceptos son tendencia mundial, en la vida y en la cancha, desde los años 60 (Jane Jacobs, Lefebvre, Soja, Harvey, Mumford, etc.).
En nuestro país esos conceptos existían, existen, son y han sido posibles. ¿Por qué la novedad o el rechazo? Porque va en contra de lo que los gobiernos locales han hecho los últimos 40 años: ciudades dispersas, ineficientes y extremadamente costosas, llenas de externalidades ambientales y sociales. El actual modelo regulatorio –lo que hoy hacen los gobiernos locales– promueve la separación de usos, la baja densidad y ha pretendido resolver la movilidad con obras viales. El actual modelo regulatorio se centra en los espacios privados, orienta las inversiones públicas para que los nuevos desarrollos tomen las plusvalías que generan las inversiones públicas y se olvida (abandona, deja de lado, le resta importancia, ¿explota? ¿vende?) a la riqueza de la gente: el espacio público.
La nueva ley introduce o fortalece, al menos, cuatro grandes principios y quiere hacerlos funcionales, es decir, que den resultados en el corto plazo. Los principios son derecho a la ciudad, resiliencia, movilidad y espacio público. Estos principios complementan con una medida de orden “administrativo”: judicializa una parte de la administración del desarrollo urbano. Esta medida le quitará discrecionalidad a las autoridades municipales.
¿Cuál o cuáles son los efectos esperados? Un cambio en la “personalidad” de los órganos encargados de la administración del desarrollo urbano, menos orientación a los procesos administrativos más al resultado final. Menos trámites, más y mejor ciudad. A manera de ejemplo ¿cómo se manejan en la actualidad los temas de movilidad? Con el estudio de impacto vial (vial, calles, carros), no precisamente con soluciones de movilidad. Las soluciones de movilidad son holísticas, amplias y vastas, pueden incluir todos los medios de transporte e ir más allá del número de carriles, cajones o de si hay o no pasos a desnivel. Así que no sería raro que pronto tengamos la idea de Planes de Manejo de la Movilidad en lugar de los Estudios de Impacto Vial. ¿Hay diferencias? Por supuesto, el primero remite a componentes físicas que nada resuelven, el segundo a nuevas formas de moverse, mucha gestión, servicios y mecanismos que obligarán a sinergias entre privados, Municipios y Estado.
Lo más curioso de todo esto es que el motivo de la queja –por parte de los Municipios– siempre estuvo a su alcance: el espacio público es una competencia municipal. También pudieron haber intervenido en temas de transporte público, como lo hacen con la carga, de hecho, son autoridades auxiliares en esta materia.
¿Y las bicicletas? También son competencia municipal. La suma de estas variables es lo que en general se reconoce como movilidad. Como dice el “Perro” Bermúdez: era suya, la tenían y la dejaron ir. Igual pasa con el tema de los usos mixtos y la alta densidad, podían haberlo hecho y no lo hicieron.
¿Que el Congreso les dice cómo? Sí, esa es la facultad de cualquier Legislativo.
Ahora hay que cumplir con los transitorios: antes de un año debe ser modificado el marco legal (noviembre de 2017) y antes de 2 años deben ser cambiados los planes de desarrollo urbano y sus reglamentos (antes de noviembre de 2018) para, al menos, cambiar las disposiciones que vayan en contra de la nueva ley.
¿Cuál es el reto? No es técnico. Es de diseño institucional. Los órganos que administran el desarrollo urbano deben sufrir un “remake” y crear capacidades para los nuevos procedimientos, pero, sobre todo, para buscar que el nuevo paradigma se materialice: más ciudad, más espacio público, banquetas sin obstáculos, banquetas sin carros, ciclovías, bicicletas públicas, más transporte, menos concreto, menos pasos a desnivel, más gestión, más servicio, aire más limpio, menos distancias, más árboles, más tiempo para recrear.
¿Que es muy difícil? ¿Que hay poco tiempo y pocos recursos? Nada más difícil y costoso que vivir en las ciudades que hoy tenemos. A darle.
La Iniciativa de Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano dice que: “...la población total en 1970 era de 48.3 millones de habitantes, de los cuales 21.5 millones eran urbanos y representaban el 44.6 % de la población total. Para 2015 (...) la población total es de 119.5 millones de habitantes y la población urbana es de 85.7 millones (72 %) (…). Ante la carencia de una política integral de ordenamiento territorial, desarrollo urbano y metropolitano, y con limitados instrumentos de coordinación, el proceso de urbanización se ha caracterizado por su dispersión, alto costo y desarticulación, con consecuencias en la mala calidad de vida de la población y la falta de acceso a los servicios”. En castellano castizo: nos fue muy mal, los buenos deseos y buenos discursos no dieron resultado: necesitamos un cambio.
¿Cómo o por qué se hizo necesario reorientar lo andado los últimos 40 años? Bueno, las ciudades siempre pudieron optar por ciudades densas, con usos mixtos y con movilidad basada en medios masivos, pero no lo hicieron. De hecho, abandonaron las tareas de coordinación y gestión y, en pocos o muchos casos, convirtieron los procesos administrativos del desarrollo urbano en verdaderas “minas”. En ese contexto se generaron múltiples necesidades de recursos (más vialidades, más redes de servicios, etc.) y finanzas municipales en donde, literalmente, baja el cero y no contiene: los recursos que generan los nuevos desarrollos no son suficientes ni para alumbrado, recolección de basura o vigilancia. La solución: pidamos dinero a la Federación. Se baja el cero y no contiene.
De ahí que en un proceso sorprendentemente rápido y con amplísimos consensos, se aprobó una nueva ley; en el Senado la votación fue de 83 a favor, una abstención y ninguno en contra.
El objetivo de la nueva ley se puede ver en el Artículo 2, cuando dice: “Todas las personas sin distinción de sexo, raza, etnia, edad, limitación física, orientación sexual, tienen derecho a vivir y disfrutar ciudades y asentamientos humanos en condiciones sustentables, resilientes, saludables, productivos, equitativos, justos, incluyentes, democráticos y seguros”.
¿Cómo pretenden hacerlo? Reducen el grado de discrecionalidad de los administradores de los Municipios, vía la participación del Poder Judicial en los procesos, introducen medidas de coordinación entre niveles de gobierno y pares y hacen explícita la “imagen objetivo” que los entes competentes deben perseguir: ciudades más densas, más compactas, menos tráfico, más espacio público y menos externalidades con origen en ciudades dispersas, movilidad basada en medios masivos y una vasta oferta en infraestructuras y servicios para que las personas tengan opciones reales para moverse.
En el capítulo II de la ley se definen los principios, entre otros: derecho a la ciudad, equidad e inclusión, productividad y eficiencia, protección y progresividad del espacio público, sustentabilidad ambiental y accesibilidad universal y movilidad. Luego, en los Artículos 70 al 73 aborda el concepto de movilidad; en este último define que los órdenes de gobierno “deberán promover y priorizar (...) la adopción de nuevos hábitos de movilidad urbana sustentable y prevención de accidentes (...) lograr una sana convivencia en las calles, respetar el desplazamiento del peatón y su preferencia (...) desestimular el uso del automóvil particular, promover el uso intensivo del transporte público y no motorizado, y el reconocimiento y respeto a la siguiente jerarquía: personas con movilidad limitada y peatones, usuarios de transporte no motorizado, usuarios del servicio de transporte público de pasajeros, prestadores del servicio de transporte público de pasajeros, prestadores del servicio de transporte de carga y usuarios de transporte particular”.
¿Cómo se introduce esta jerarquía en el día a día del desarrollo urbano? En el destino de los recursos y las disposiciones administrativas. La proporción de recursos que hoy se invierte en obras viales (casi todo) debe cambiar y destinarse a infraestructuras y servicios que beneficien a personas con movilidad limitada y peatones (note cómo no se define el origen de las limitaciones), medios no motorizados (bicicletas, bicicletas y más bicicletas), transporte público y luego... lo demás.
¿Es esto posible en el entramado administrativo? Siempre ha sido posible; nada impide que los recursos de los ramos 23, 28 y 33 se destinen parcial o totalmente a esos rubros. Aunque el ejercicio de dichos recursos tiene sus reglas, en última instancia su destino es una expresión política de los tomadores de decisiones (vulgo, hasta hoy han hecho lo que han querido). El Fondo Metropolitano y los recursos de PROTRAM ya tienen destino específico a transporte público y movilidad sustentable, así que nada más natural que una recomposición de los presupuestos.
Otro aspecto relevante es el de los mecanismos de coordinación entre órdenes de gobierno y pares (municipios con municipios o estados con estados); al respecto, los artículos 11 y 12 abundan y enfatizan en la pertinencia y obligación de asociarse, convenir y coordinarse para la prestación de servicios comunes (transporte público y medios no motorizados).
Estos dos rubros más la naturaleza de los programas federales preexistentes, especialmente la del Programa de Apoyo al Transporte Masivo (PROTRAM), hace posible visualizar a los Municipios participando activamente, incluso como socios capitalistas, en los grandes proyectos de transporte público. Este tipo de participación posibilitaría incrementar valor de la tierra y predial en sus municipios, programas de mejoras por cooperación, mercados de alturas, créditos fiscales y otras modalidades.
¿Por qué hacerlo? Porque ni los privados ni las autoridades pueden aumentar la oferta física de vialidades, pero sí la capacidad de mover más personas por medio de la prestación de servicios para la movilidad en transporte público y medios no motorizados. También, en simple defensa propia, nuestra propia historia lo demuestra: más vialidades más congestión.
¿Qué falta? Un vigoroso liderazgo del Ejecutivo estatal. La mesa está puesta. El Plan Estratégico Nuevo León, casi en paralelo con la nueva ley, define las metas en desarrollo sustentable para el 2030: 1.- Aumentar la densidad poblacional del Área Metropolitana de Monterrey hasta 58 hab/hectárea; 2.- Aumentar la partición modal de viajes en transporte público + medios no motorizados hasta el 59 %; 3.- Bajar la concentración de PM 2.5 a un rango de entre 19 y 24 microgramos por m3, y 4.- Que el 5 % de la energía que se genera sea de fuentes verdes. Que los presupuestos, proyectos y acciones empiecen a mostrar este camino.
Otra vía es la legislativa. El Ejecutivo debe impulsar una nueva Ley de Movilidad e impulsar la producción de regulaciones para el espacio público, los medios no motorizados y la introducción y uso de las tecnologías de la información para la gestión y promoción de los servicios preexistentes, y otros que hoy ni siquiera conocemos. También se necesita el órgano gestor del sistema integrado, un Metrorrey reloaded, más moderno, más flexible, con más capacidades y sí, ¿por qué no?, más vigilado y con políticas claramente orientadas a maximizar el uso de transporte público + medios no motorizados.
Al final, la nueva ley representa un salvavidas, una oportunidad para revertir el deterioro de los últimos 40 años. Una nueva Ley, un nuevo Orden.
El tiempo se acabó, es muy probable que para cuando este artículo se publique ya el Congreso local haya votado la nueva Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León. El Congreso local debía legislar para incorporar los mandatos de la Ley General de Asentamiento Humanos, entre otros: privilegiar usos mixtos y alta densidad, movilidad sustentable y los mecanismos que reducen discreción en la administración del desarrollo urbano (judicialización).
¿La nueva regulación generará las condiciones necesarias para revertir las razones que alentaron este gran cambio? No lo sabemos.
¿Qué sí sabemos? Que fue un intenso y aguerrido proceso. Marcado por las descalificaciones personales y una lucha en donde los EX/EX/EX/EX se han empeñado en tratar de convencernos que los nuevos son ineptos y que su legado es bueno. Otros tienen opiniones más extremas, son los “malditos desarrolladores” los que definen el contenido de la regulación. También es cierto que a pesar de los gritos de “foul” y “oscuridad” se presentaron 7 u 8 iniciativas desde distintos y diversos orígenes. ¿Foros y consultas? Al por mayor. ¿Que se haya atendido lo mejor para la ciudad? Eso sí quién sabe.
¿Qué otra cosa sabemos? Que el articulado ha subido como la espuma. La antigua Ley General tenía 60 artículos; la nueva, 119. La Ley de Desarrollo Urbano del Estado vigente 383, la iniciativa “conjunta” 435 y se habla –no lo sé a ciencia cierta– de que las últimas versiones ya rondan o pasan de 500 artículos. Eso parece ser un ejemplo de lo que en Regulación se conoce como error tipo 2: sobre regular. Pero también tiene otras implicaciones: va en sentido contrario a una de las quejas contra el Congreso de la Unión (centralismo) y reduce los grados de libertad de los municipios (centralismo local).
¿Será bueno el resultado? Los mortales comunes y corrientes con algún grado de especialización o interés podremos entrever o aventurar una valoración cuando se publique; los ciudadanos comunes y corrientes cuando empiecen a sufrir las consecuencias o, por favor que alguna divinidad me escuche, cuando empiecen a disfrutar de resultados positivos en su vida diaria.
Si nos atenemos a la propuesta central de la Ley General deberíamos esperar: I) Un aumento en densidad y usos mixtos; II) No exigencia de cajones de estacionamiento; III) Gobiernos más activos en invertir en mejoras al espacio público y no en “regular” la propiedad privada; IV) Menos inversiones en vialidad y más inversiones en medios no motorizados, espacio público y transporte público, y V) Menos discrecionalidad de las autoridades municipales. ¿Hay algún indicio de esto en la propuesta de ley? No creo, la mayor parte de mis colegas opinan que no e, incluso, hay quienes piensan que contraviene la Ley General.
Al final: un recordatorio y una pregunta. Recordar que no, no es el senador Búrquez el que está desubicado o no entiende la “singularidad de los nuevoleoneses”. La Ley General se aprobó por unanimidad en las dos Cámaras y fue aprobada por todos los partidos (insólito), sus principios son tendencia mundial y son las características de las mejores ciudades para vivir.
¿Cómo alinea esta nueva ley, la de Desarrollo Urbano, con las metas del Plan Estratégico Nuevo León? Probablemente poco o nada, la iniciativa conjunta se esfuerza en dejar las densidades como están y desincentivar la mezcla de usos, como en el siglo pasado. Será difícil pasar de los 40-45 hab/ha, a los 90 que teníamos a finales de los años 80 del siglo pasado.
Pero a ver, aquí nos tocó vivir… aquí decidimos vivir.
¿Aluvión, tormenta, remolino, turbulencia…? No sé y, creo que nadie sabe, al menos nadie sabe exactamente lo que está pasando, nadie sabe exactamente cómo terminará este proceso y mucho menos cuáles serán las consecuencias sobre la gente, sobre la ciudad.
¿Qué pasa con los temas de movilidad en el Área Metropolitana de Monterrey? Proyectos fallidos, requisas, financiamientos, consorcio, cambios de financiero, tomas de control, iniciativas de ley, tarifazo, madrugetes legislativos, mesas de discusión, promoventes, iniciativas de “inmaculada concepción”, todo en rápida y caótica sucesión.
¿Qué sí sabemos?
Que tenemos menos oferta que hace 10 años, menos que hace cuatro y que para finales de este año casi la mitad de la flota tendrá 10 o más años de antigüedad.
Sabemos que los viajes en transporte público apenas llegan al 31 %, cuando a mitad de los años 90 llegaban al 68 %.
Sabemos que las iniciativas de esta Administración no han sido muy exitosas: gratuidad, consorcios y tarifa (congelamiento-tarifazo).
Sabemos que hay intención, al menos eso parece, de “comprar” las unidades de transporte público, pero no sabemos cómo, ni por qué y mucho menos si efectivamente, como dicen que dicen, de la tarifa (es decir de los usuarios) saldrá para pagar la deuda que debe adquirirse.
También sabemos que nunca en la historia de Nuevo León, el Estado ha producido directamente los servicios. Mientras en el mundo abundaban las empresas públicas de transporte, en Monterrey florecían las peseras (julias, micros) y las “fuerzas vivas” del sindicalismo se fortalecían, aprendían y se convertían en empresarios del transporte. Todo por ahí de los años 70-80 del siglo pasado.
¿Qué no sabemos?
De qué tamaño es, exactamente, la oferta y la demanda. Tampoco sabemos los costos reales de producción y menos los grados de informalidad o formalidad, ruta a ruta, grupo por grupo.
No sabemos, al menos no como ciudadanos, si tendremos la capacidad para administrar y gestionar una “empresa” de ese tamaño.
No sabemos si los créditos, si se llegan a contratar, efectivamente se pagarán de la tarifa. La única vez que tuvimos algo parecido fue con Metrorrey, organismo público descentralizado con personalidad y patrimonio propio, y su deuda la terminó absorbiendo el Gobierno estatal.
¿Algún rumbo seguro?
Perece que ninguno, a menos que en el Legislativo se dé el milagro de los acuerdos y la búsqueda grupal, mancomunada, del bien común. Ese “milagro” tendría que llegar acompañado del acuerdo de partidos y otros actores de la sociedad civil.
No soy muy optimista, pero hoy martes inicia el proceso legislativo para procesar las iniciativas de la Ley de Movilidad.
Un marco regulatorio moderno, flexible, transparente y centrado en la generación de beneficios para los usuarios sería lo mejor que nos podría pasar, sería lo mejor que le podría pasar a los proyectos que impulsa el Ejecutivo.
Esa sería la mejor garantía de debido proceso y, por lo tanto, el mejor mecanismo para garantizar que los recursos generen valor para lo sociedad y que se paguen los créditos –si es que se necesitan– para hacer todo lo que debe hacerse.
Ojalá fuese poco dinero para generar grandes beneficios y no mucho dinero para pocos beneficios sociales.
Cuando despertó, el dinosaurio todavía estaba allí.
Augusto Monterroso
Dicen que la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (LAHOTDU) está causando caos y desorden… yo digo que el caos urbano es producto del ejercicio discrecional y sin sentido de leyes preexistentes, durante muchas décadas.
Si bien es cierto que el Estado y Municipios no han cumplido con la obligación de actualizar los planes metropolitano y municipales (reglamentos incluidos), ese no es el origen del “caos y desorden” urbano; el caos y desorden urbano ya se daba antes de la LAHOTDU. El caos y desorden urbano en nuestra ciudad es como el dinosaurio de Monterroso… cuando los críticos de la nueva ley “despiertan” el “caos y desorden” están ahí.
Desde el punto de vista normativo el tema es bastante simple: mientras no se generen nuevos planes, con su debido proceso, los planes vigentes al momento (1/06/2019) siguen vigentes (Artículo 5 Transitorio de la LAHOTDU). No hay “caos” y si lo hay, es el mismo de siempre.
¿Qué es lo que en realidad está pasando? Dos cosas: un incumplimiento generalizado de las disposiciones torales de la LAHOTDU y una tremenda resistencia al cambio.
Fallan los gobiernos locales al no activar los órganos colegiados de gobernanza metropolitana, fallan Estado y Municipios al no actualizar los planes y reglamentos y falla el Legislativo al no crear los órganos y procedimientos que dicta la nueva ley.
Y para mí esas “fallas” no son más que una expresión de la resistencia al cambio. Demorar o dejar en el limbo la actualización de los instrumentos de planeación y la creación de los nuevos órganos y procedimientos no es más que una manera de perpetuar el modelo de desarrollo urbano vigente, es una manera de seguir operando un modelo de “desarrollo” expansivo, de baja densidad, con usos de suelo desagregado y en donde el espacio público es de quien se lo apropia.
¿Qué es lo que provoca toda esta resistencia? ¿Por qué el combate a una ley que ni siquiera ha entrado a operar? ¿Cuál es el meollo del asunto?
En el fondo se trata de la peregrina idea de que un funcionario público, o un grupo de ellos, pueden decidir qué mezcla de usos conviene más a cada barrio y manzana de la ciudad, vía la matriz de compatibilidades y las múltiples condicionantes asociadas. Eso es lo que los detractores de la LAHOTDU defienden aun y cuando eso es lo que ha fallado en el pasado.
En contraste la LAHOTDU establece que, excepto las zonas de conservación, todos los usos son compatibles “…siempre y cuando estos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad…” (Artículo 86, fracción II inciso b sección 1).
Ahí el corazón del asunto, la LAHOTDU demanda que los Municipios regulen de una forma diferente a la que han venido utilizando las últimas décadas, no más matriz de compatibilidades. El supuesto básico es que todos los usos pueden ser compatibles y que el promovente debe demostrar cómo es que resguarda la salud y la integridad de las personas y cómo es que su proyecto hace para no rebasar las capacidades de servicios y movilidad. Dicho de otra forma: si mi vecino quiere construir una discoteca, bien por él, siempre y cuando el ruido y otros inconvenientes no me afecten a mí o a cualquiera de los otros vecinos.
La excepción a este enfoque son las zonas de conservación, que se definen como “…las áreas definidas en los planes o programas de desarrollo urbano para regular y ordenar las acciones urbanas en tales áreas, a fin de proteger y preservar sus valores históricos, culturales o ambientales, en las que se protejan el conjunto de modos de vida, residencia y costumbres, conocimientos y grado de desarrollo artístico, científico, industrial, en una época, grupo social” (Artículo 3 fracción LXXXV).
En la definición operacional de las zonas de conservación, que haga cada Municipio, está el freno o el salto hacia adelante.
Si los Municipios optan por definir la mayor parte de su territorio como “conservación” se quedarán más o menos como hasta ahora: con el dinosaurio en la puerta de la casa. Por el contrario, si encaran el diseño de nuevos mecanismos de regulación y se alejan de esa postura, alentarán la creatividad de los desarrolladores y nuevas formas de convivencia.
¿Que no es fácil? ¿Que tiene riesgos? Pues sí, pero nada puede ser peor que lo que ya tenemos hoy.
En Nuevo León no hay Ley de Movilidad, está vigente una Ley de Transporte para la Movilidad Sustentable (LTMS).
Aunque la LTMS lleva en su nombre la palabra sustentable, de eso no tiene nada. Esta ley es más bien un instrumento legal centrado en los procesos administrativos relacionados con el transporte (placas, permisos, licencias, etc.) y se caracteriza por ser una ley que deja amplios márgenes de discrecionalidad a los prestadores y la autoridad, tiene pocos –y no muy eficientes– mecanismos de rendición de cuentas y sus resultados son regresivos en términos de sustentabilidad: el porcentaje de viajes en transporte público está en su punto más bajo de la historia (31 %).
En este contexto y del tarifazo (en extremo suspenso), el Ejecutivo estatal presentó una iniciativa de Ley de Movilidad en octubre de 2018. A esta iniciativa siguió la de la sociedad civil (16 colectivos y organizaciones no gubernamentales) y luego la de Morena y luego la del PAN.
Estas iniciativas se turnaron a Comisiones Unidas (Desarrollo Urbano, Desarrollo Metropolitano y Transporte) y no se registró ninguna actividad formal, relacionada con el proceso de estas cuatro iniciativas. Pero la última semana de mayo, Comisiones Unidas dieron la sorpresa con un proceso inédito en el Congreso de Nuevo León: sesiones de trabajo públicas, abiertas y en donde los promoventes tuvieron la posibilidad de fijar sus posturas de manera directa y específica. Vamos, un verdadero ejercicio de parlamento abierto, incluso con facilitadores y apoyos técnicos externos.
Hay que felicitar a los líderes de Comisiones Unidas y a todos los que hicieron posible el proceso. Bien por eso y, ojalá, se convierta en una costumbre parlamentaria.
El resultado del proceso debe estar listo esta misma semana: un informe que contiene coincidencias, diferencias y áreas de oportunidad. El informe también contendrá una especie de “benchmark” que servirá para contrastar las propuestas de las cuatro iniciativas con las megatendencias en regulación de movilidad que han tenido éxito en el mundo.
¿Por qué es importante este proceso? Porque se trata de “migrar”, en realidad sustituir, una ley de transporte por una ley de movilidad. Se trata de sustituir un instrumento administrativo, discrecional y sin mecanismos de rendición de cuentas, por uno moderno con objetivos y que incluya todas las formas de movilidad y establezca vínculos funcionales con las regulaciones de desarrollo urbano y calidad del aire. En este nuevo instrumento, de lo que se trata es que los usuarios, pasajeros, peatones y ciclistas, principalmente, puedan elegir libremente entre diferentes modos y se desplacen de manera segura, cómoda y eficiente.
¿Qué falta? Un predictamen que pueda ser votado en Comisiones Unidas y luego en el Pleno. ¿Cuál es el peor escenario? Que Comisiones Unidas no sea capaz de ponerse de acuerdo en la construcción de ese predictamen o que alguno de los actores del proceso (promoventes, interesados o legisladores) se empeñe en hacer que sus propuestas nulifiquen las otras.
¿Cuál sería el mejor escenario posible? Que Comisiones Unidas construya un predictamen con lo mejor de las cuatro iniciativas, con base en los resultados del proceso de parlamento abierto y con la misma asistencia técnica que facilitó y soportó el proceso de la última semana de mayo.
El peor escenario, en la construcción del predictamen, dificultaría la discusión entre los actores políticos directamente involucrados, pero también la participación de los promoventes. El mejor escenario podría generar un ambiente de confianza, con suficiente espacio para la discusión entre los actores políticos directamente involucrados y, luego, para la participación de los promoventes.
Pero en el fondo, de lo que se trata es de la altura de miras y la responsabilidad histórica de esta legislatura. Si yerran en el proceso, apartándose del prometedor proceso de parlamento abierto, se harán parte de la crisis más profunda de la historia de Nuevo León en materia de transporte. Si aciertan en el proceso, construirán las bases de un nuevo sistema de movilidad en Nuevo León.
No quisiera hacerme viejo esperando para ver y disfrutar de más y nuevos servicios de transporte, de nuevos servicios para la movilidad en medios no motorizados, de más y mejores espacios públicos. En pocas palabras, de una mejor ciudad.
Finalmente, Nuevo León tiene una Ley de Movilidad… y un montón de expectativas por materializar.
¿Que se comieron dos artículos? Anecdótico y sin consecuencias legales, pero sí ilustrativo de la naturaleza del proceso legislativo: caótico, voluble, sin hilo conductor. Igual que ese hay otros “detalles” anecdóticos (el cambio de nombres, como SETME por SITME) y otros que podrían resultar en peligrosas confusiones. En esta última categoría cae la idea de que los vehículos de micromovilidad se definen en función del peso (menores de 200 kilos), equiparando un viaje corto en bicicleta (digamos de 3 km a 10 km/h) con uno en motocicleta (digamos de 45 km a 70 km/h). Pero bueno, el resultado de estos y otros temas “anecdóticos” los veremos con el tiempo.
¿Cuáles son los cambios de fondo? Bueno, básicamente hay dos o tres que podrían ser relevantes: la gobernanza, la transparencia y la rendición de cuentas.
La gobernanza estuvo basada en una idea simple: hay un servicio público que opera en condiciones oligopólicas, que puede ser capturado por los prestadores del servicio –lo fue, ¿es?, ¿será?– y que necesita ser regulado con técnica y participación ciudadana.
De ahí el modelo que operó –bien o mal, poco o mucho– por muchos años: la agencia como autoridad y el Consejo Estatal de Transporte y Vialidad como ente técnico, de consulta y de vinculación con la ciudadanía. La clave de este modelo se centraba en la independencia, capacidad y prestigio del CETYV; por eso era un órgano autónomo, con personalidad y patrimonio propio. Su éxito –que sí lo tuvo– se basaba en tres premisas: recursos (llegó a tener por ahí de 200 empleados, software y técnicos de primera), el liderazgo de personajes de la talla de Alberto Santos y que el Ejecutivo estatal le dejase hacer su papel.
El principio del fin de estos éxitos empezó con las restricciones a presupuesto y por el simple expediente de no nombrar un presidente; esas condiciones “mataron” su capacidad técnica y deterioraron rápidamente su credibilidad y la participación ciudadana.
Algunos elementos complementarios, que se fueron creando poco a poco y que abonaban a la transparencia y rendición de cuentas eran el registro del conductor y el Sistema Estatal de Información y Registro de Transporte Público.
Bueno, ese modelo ya no existe. Ahora es más vertical y más discrecional. Cierto, hay una Junta de Gobierno y otros órganos auxiliares, pero se dan en el contexto de una gobernanza compleja, abigarrada y “barroca”. Los órganos auxiliares, entre ellos el sustituto del CETYV, no tienen personalidad ni patrimonio propio y aunque formalmente dependen de la Junta de Gobierno (cosa rara “colgar” un área de operación del equivalente al Consejo de Administración) en la práctica quedarán, por organización, nómina y facultades, sujetos al titular del instituto. Las obligaciones de transparencia y rendición de cuentas (Art. 91 y 92 de la LTMS) se reducen y quedan en una mínima expresión en la nueva ley (Art. 154). Así que, al menos en este enfoque, la nueva ley es regresiva.
¿Y la agenda? ¿Y las expectativas? La agenda es vasta y compleja: la creación y puesta en marcha del mismo instituto, la creación de los órganos auxiliares, el reglamento interior, el reglamento de la ley, el modelo organizacional del instituto, nombrar la Junta de Gobierno (algunas convocatorias con cargo al Congreso son necesarias) y un largo etcétera.
En lo técnico el panorama es más o menos igual. Dos buenos ejemplos tienen que ver con el pago por veh-km y con la reestructuración de las rutas.
En el caso del pago por veh-km la nueva ley incluye una disposición que lo mandata, pero su materialización está sujeta a que la autoridad asuma el control del sistema de pago y las tecnologías (GPS en particular) y que empiece a “ordenar los servicios”, es decir, asumir su función de ordenador, gestor y fiscalizador de los servicios.
El otro tema, el de la reestructuración, está estrechamente ligado al anterior: una red óptima para prestadores y usuarios es necesaria para maximizar servicio y reducir costo. ¿De qué depende todo esto? De la creación y materialización de capacidades que hoy no existen. ¿Cómo se hace? Invirtiendo: más técnicos, más tecnologías, más software, más capacidades.
¿Cuándo tendremos un mejor sistema de transporte público? Quién sabe, pronto no. Depende de la intensidad y persistencia en las inversiones, con un objetivo claro: más y mejores servicios a menores precios. Ese debería ser el hilo conductor de la agenda de movilidad.
Susana es el nombre de pila. Pero tiene apellidos: precaria y distancia. Susana Precaria Distancia es un patronímico adecuado para la situación que estamos viviendo. El patronímico remite a la antigua y perversa idea de las castas y herencias malditas; en la era moderna, a la siempre vigente perspectiva de (in)movilidad social: naces pobre, pobre te mueres. Y en condiciones de crisis nos ayuda a entender las limitaciones estructurales, porque lo posible tiene que ver con esa herencia o “linaje”, tiene que ver con la pertenencia o consecuencia directa de lo que somos o hemos sido en el pasado reciente.
En tiempos de coronavirus Susana Distancia es un mal necesario, deseable desde el punto de vista de la salud pública, pero que conlleva una carga histórica, inevitable, muchas veces indeseable y otras un deseo inalcanzable. Ahí, en lo inalcanzable, es donde llega la maldición del patronímico y se convierte en Susana Precaria Distancia.
Esta aproximación se puede aplicar a muchas facetas de lo público, por supuesto a los temas de salud, pero también a la vida de las ciudades: la ciudad y la naturaleza, la forma en que nos movemos y los temas de calidad del aire. Todos, en relación con la salud de las personas.
En la perspectiva de la salud se reciben con esperanza todos los anuncios relacionados con compras emergentes, equipamientos de hospitales y contratación de personal. Pero eso no resuelve la maldición del patronímico, imposible creer que dichas adquisiciones permitirán superar los rezagos y limitaciones perennes, imposible que nuestro sistema pueda manejar una demanda extraordinaria en el contexto de sus altas ocupaciones y estrés permanente.
Lo mismo ocurre en la vida de las ciudades, particularmente en ciudades como la nuestra –la orgullosa ciudad metropolitana de Monterrey– en donde ciertos temas se han vuelto maldición de patronímico, entre otros: espacios públicos, transporte público y calidad del aire.
Susana Precaria Distancia ha tenido la virtud de visibilizar dos de estas problemáticas. La perenne mala calidad del aire –precondición indeseable en épocas de COVID-19– y nuestro cada vez más débil sistema de transporte público –entendido como el espacio en donde tendría que darse la sana distancia– se volvieron un área de oportunidad inalcanzable, precaria e incluso riesgosa para el futuro, una vez se supere la crisis de esta pandemia.
Respecto de la (mala) calidad del aire se llega a “conclusiones” rápidas: bajó el tránsito, pero hay contaminación, ergo –verdad absoluta para algunos– no son los autos. Se olvidan de que la base de información que tenemos es limitada, escasa e intermitente; refiere solo a emisores primarios y deja de lado los procesos físicos y químicos que ocurren una vez emiten. No sabemos cómo es que las emisiones primarias se convierten en precursores y tampoco lo que resulta, después de estar sujetas a viento, sol, humedad y la mezcla con otros contaminantes. Así que, concluir que no son los autos es un peligroso acto de fe, es más un riesgo que una certeza. Cualquier programa de calidad del aire necesita limitar las emisiones de todas las fuentes, incluyendo nuestros vehículos, y también medir y limitar los efectos de los contaminantes secundarios.
Respecto del transporte público adelanto una disculpa a colegas y amigos más positivos y menos pesimistas que yo. Todas sus propuestas son buenas (escalonamiento de horarios, separación de espacios en paradas, limitar la ocupación de las unidades, etc.), pero si y solo si nuestro sistema de transporte público fuese robusto y generoso.
¿Cómo generar una sana distancia en el transporte público cuando el número de autobuses pasó del orden de los 5,200 a los 3,700 en los últimos 4 años? Reduciendo la ocupación y escalonando los horarios es la respuesta lógica… pero eso tiene impacto en los ingresos y costos de un sistema que ya está en condiciones de extremaunción. ¿Es posible? Sí, pero es necesario un modelo financiero y de relaciones entre gobierno y proveedores que nunca hemos tenido: uno donde el gobierno asuma los riesgos de demanda y los extraordinarios (como el COVID). Un sistema fuerte y transparente, con rendición de cuentas, en donde el valor fundamental sea el bienestar de la gente, no las utilidades ni la captura de renta.
¿Otras opciones para generar sana distancia? Sí, medios no motorizados, con precondiciones: usos mixtos, alta densidad, espacios públicos de alta calidad amplios y generosos y sí, infraestructura, servicios, cultura y estilo de vida ciclista. Esta es una opción bastante realista en ciudades en donde existen, así sea parcialmente, las precondiciones: Bogotá, Quito, Santiago de Chile y otras. Aquí en nuestra querida, sufrida y aguantadora ciudad metropolitana de Monterrey, solo sería útil en recorridos cortos, de barrio.
Al final, lo que me parece útil es la perspectiva pos-COVID, la siempre útil perspectiva de política pública: mandatos estables y consistentes en el tiempo. Hay que hacer lo que se debe, aunque cueste y no sea muy popular. Hacer lo necesario, no lo que deja réditos políticos inmediatos. Esa es la mejor lección que podríamos aprender de Susana Precaria Distancia.
Posdata: practicantes y estudiosos de temas de ciudad, aquí las ideas fuerza: resiliencia, protección y progresividad del espacio público, proximidad, acceso, pirámide de la movilidad sustentable, medios no motorizados y calles completas.
“Nunca habíamos sabido tanto de nuestra ignorancia".
Jürgen Habermas
Las 10 plagas de Egipto (Éxodo 7 al 11), los cuatro caballos del Apocalipsis (Apocalipsis 6), las profecías de Nostradamus (1555) o las profecías de Lourdes (1897) suelen ser invocadas para explicar cataclismos, pandemias y catástrofes. También es usual plantear teorías de conspiración, con oscuros y todopoderosos instigadores, cuyo objetivo suele ser reducir la población mundial, destronar al líder en turno, controlar las minas de litio o cambiar el rumbo del mundo.
Pero ¿qué tan comunes son este tipo de cataclismos o contingencias?, ¿es posible anticipar y mitigar sus consecuencias?, ¿qué tan probable es que se presente una catástrofe natural u otra pandemia mundial? Y ¿qué tanto debemos esperar en la orgullosa ciudad metropolitana de Monterrey por la siguiente crisis?
¿Centenas de años, decenas, años o meses? Creo que no mucho.
Pandemias. Muy probable, altamente probable, casi inevitable en el futuro cercano. Vea por ejemplo la serie que publicó El País en noviembre de 2018 (https://bit.ly/2UXCqaJ) o la reunión de octubre de 2019 (Event 201, en https://bit.ly/2RsRbR3) en donde el Johns Hopkins Center for Health Security y sus socios mostraban cómo instancias públicas y privadas podrían colaborar para manejar y mitigar los efectos de una pandemia global. Este evento se llamó Event 201 por una razón: todos los años hay del orden de 200 eventos con potencial de convertirse en pandemias como la que hoy sufrimos.
Cambio climático. En 2009 se publicó La Economía del Cambio Climático en México (https://bit.ly/2wuVPGJ), el Stern mexicano. En el documento se estima que si no hacemos nada el cambio climático nos costará del orden del 6 % del PIB y con medidas de mitigación entre el 0.5 % y el 2 % del PIB; la razón es simple: tendremos eventos catastróficos cada vez más recurrentes y más agudos. Los lugares secos serán más secos y los húmedos más húmedos, se agudizarán los desequilibrios del agua y se volverá un bien extraordinariamente escaso.
Los ciudadanos de a pie no sabemos de este tipo de cosas, pero sí los expertos y funcionarios públicos de las áreas relacionadas. Las instituciones de salud, las áreas de epidemiología, las instancias medioambientales saben, conocen y son conscientes de estos riesgos.
En nuestro medio hay otros fenómenos más conocidos, pero desatendidos: la profunda desigualdad social y económica, la mala calidad del aire y la tragedia de la forma en que nos movemos.
De la desigualdad económica solo resaltaré que esta crisis, económica y de salud, ampliará el inamovible porcentaje de pobres y pobres extremos. El COVID impactará rudamente el segmento de la población que vive en la informalidad (60 %), este efecto se puede mitigar con transferencias directas, pero no son eternas, así que ya hay estudios que señalan un incremento de hasta 21 millones de pobres en el país (https://bit.ly/2RubuNT). En Nuevo León es probable que regresemos a porcentajes del orden del 20 % para la franja de pobres y el pequeño porcentaje de pobres extremos crecerá rápidamente.
En temas de calidad del aire es innegable que tenemos muchos días por encima de los niveles que marcan las normas de salud para contaminantes criterio. No se pueden obviar los estudios del Instituto de Salud Pública que han estimado las muertes evitables en rangos que podrían estar entre los 2,300 y las 4,200 por año, solo por mantener los indicadores por debajo de normas (https://bit.ly/2XDYxVN). Tampoco se pueden desconocer los numerosos estudios que señalan el serio problema que tenemos por material particulado, entre otros (https://bit.ly/34oMtJe y https://www.who.int/airpollution/data/cities/en/).
Respecto de la tragedia de la movilidad solo dos apuntes: uno respecto del sistema de transporte público y el otro respecto de la incidencia de heridos y muertos en hechos de tránsito.
El COVID-19 exige algo imposible en nuestro sistema de transporte público: sana distancia. Susana Distancia no puede expresarse en un sistema débil y precario, no cuando se ha destruido más del 30 % de la oferta de transporte público en los últimos 4 años.
Respecto de los hechos de tránsito y la afirmación de que genera más víctimas que el COVID lo único que se puede decir es que en eso no hay novedad, no hay nota. Es bien sabido que en el Área Metropolitana de Monterrey se registra poco más del 20 % de todos los hechos de tránsito del país y que todos los años tenemos más de 10,000 heridos y más de 600 muertes en hechos de tránsito, muchos de ellos peatones y ciclistas (ver informes en https://bit.ly/2JWgrL5), resultado, entre otras cosas, del objeto del diseño de nuestras calles: muchos carros a la velocidad máxima posible. En este desgraciado paradigma peatones y ciclistas son seres invisibles, inexistentes, no valen nada; por eso no se les protege, no se les cuida, no se invierte en su seguridad. En esa línea de pensamiento, construir para transporte público o para bicicletas significa “quitarle” espacio a los autos.
El COVID-19 ha tenido la virtud de recordarnos nuestra vulnerabilidad como individuos, de mostrar lo pequeñas que son nuestras miras y la forma en que hemos olvidado todo lo relevante que hay a nuestro alrededor: familia, comunidad y medio ambiente. Pero lo mismo aplica a las agendas públicas, las formas de hacer ciudad, el destino de las inversiones. El COVID-19 exige a gritos que repensemos la ciudad, pide a gritos que materialicemos lo que hasta hoy ha sido una palabra rimbombante en nuestro entramado jurídico e institucional: resiliencia. Si las crisis, las catástrofes y los cataclismos llegaron para quedarse tendremos que convivir con ellos, tendremos que entenderlos y preparar las ciudades para que sus efectos sean los menores posibles, solo así podremos aspirar a lo que hoy añoramos: algún tipo de normalidad.
Mi última columna se centró en una simple, pero aterradora idea: en el futuro cercano, a los ya tradicionales y periódicos desastres naturales se sumarán los efectos del cambio climático y de las cada vez más comunes y repetitivas pandemias (https://bit.ly/3bFsB7p). Estos eventos, cada vez serán más agresivos, más catastróficos, más costosos y será más difícil recuperar eso que llamamos “normalidad”. De ahí la necesidad de materializar una figura que ya está en la regulación de nuestras ciudades: la resiliencia.
Resiliencia es la capacidad de sufrir estrés, presión, castigo, pandemia, desastres y adaptarse, recuperarse y volver al estado previo lo más rápido y con el menor costo posible. Hay definiciones que llevan esta aproximación más lejos, a la idea de la “asertividad”; es decir, la capacidad de transformar una situación negativa en algo positivo, no solo sobreponerse a lo adverso, sino que se aprovecha para transformar y mejorar los estados previos.
Nada más lejos de esta idea que la manera en que hemos construido nuestras ciudades. Para empezar, persiguiendo la idea del “desarrollo” arrasamos con la naturaleza, combatimos y limitamos los espacios en donde ciudad y naturaleza pueden coexistir, construimos gigantescas y rígidas –a veces inútiles y perversas– infraestructuras (viaductos y grandes vías urbanas), dejamos a la buena de Dios los pocos espacios públicos que tenemos, algunos de ellos los cercamos, y llevamos a lugares de alta vulnerabilidad y precarios equilibrios usos de alto riesgo: vivienda, gasolineras, industrias contaminantes, etc.
Tenemos que dejar el gigantismo, tenemos que dejar la idea de que lo grande y lo macro es mejor. Los grandes viaductos y vías urbanas no son resilientes, tampoco lo son los gigantescos sistemas férreos (metros) ni los gigantescos supermercados. Un puente roto y la vialidad de la ciudad se desquicia, una falla en una estación del Metro y miles y miles de personas se quedan varadas, un macrosupermercado, por cierto, con cientos de cajones que nunca se han ocupado, nos obliga a recorrer muchos kilómetros para comprar abarrotes y ¿qué pasa si no hay transporte público y se aplica un hoy no circula?
Qué equivocados hemos estado y qué falaz resulta enorgullecerse de los pasos a desnivel que concentran el 50 % de toda la congestión y que son causa –o parte del círculo vicioso– que nos tiene con el material particulado metido hasta los alveolos. En la perspectiva que nos ofrece la pandemia también resulta luminoso darnos cuenta lo inútil y elusivo que resulta apostar por una extensión de 8 kilómetros de Metro –10 años y más de $10,000 millones de pesos– para aspirar a mover 100 o 12,000 viajes más cuando esa misma demanda se podía movilizar con mucho menos con un proyecto que podía implementarse en pocos meses: el BiciPlan.
Con el BiciPlan en el centro de Monterrey (donde se localiza el mayor número de unidades económicas de toda el área metropolitana) podríamos tener sana distancia, podríamos tener gente moviéndose con mínimos riesgos de contagio, podríamos tener vida.
Algunas cosas serán esenciales en la metrópoli regia pos-COVID: a) Una ciudad más compacta, con una mezcla de usos que generen las condiciones para minimizar viajes y hacerlos más cortos, de tal forma que se puedan hacer caminando o en bicicleta; la regulación e incentivo-desincentivo puede ser clave, por ejemplo: más supermercados de formato pequeño, menos gasolineras, menos drive thru. b) Más espacio público.
En el Área Metropolitana de Monterrey hay más de 1,110 urbanizaciones cerradas (no condominios) que han secuestrado por ahí de 1,400 hectáreas de espacio público; este diseño es perverso para la ciudad, no solo limita la conectividad e impone largos recorridos, sino que, además de secuestrar el espacio público, lo reduce a la mínima expresión, por ejemplo, en el que alguna vez fue un paraíso natural, El Huajuco, solo hay 2.3 m2 de espacio público por persona. c) Un vasto y orgánico sistema de transporte público vinculado a una gran red de medios no motorizados (bicicletas), con altos niveles de información y gestión. Sí a los grandes proyectos, pero cuando haya demanda y sean sostenibles; podemos tener un sistema eficiente con gestión y tecnología y para eso no necesitamos ni una tonelada de concreto; lo que se necesita son capacidades técnicas, tecnologías de la información y un marco regulatorio que garantice las inversiones de los privados. No podemos apostar a construir 7 u 8 kilómetros de Metro cada 10 años, mientras que la ciudad se cae a pedazos y se ofertan cada vez menos servicios de transporte público. Más transporte público, más espacio público y medios no motorizados, muchos medios no motorizados.
Grandes retos, grandes decisiones, grandes cambios de rumbo, un ejemplo.
En 1975 Detroit fue seleccionada, luchó y peleó, para recibir $600 millones de dólares para construir lo que sería un extraordinario sistema de transporte público, sin conductor, el famoso People Mover. Con una longitud de 5 km en el corazón de la ciudad, debía mover 68,000 viajes por día, a un costo de $120 millones de dólares por cada kilómetro. ¿Resultado? Se inauguró en 1987, el año con más demanda sirvió 54,000 pasajeros en un día y en 2019 movió 5,250 pasajero por día, entre tanto, inexorablemente, la ciudad perdió varios cientos de miles de habitantes.
Así que, sin exagerar, en los años pos-COVID las decisiones en nuestras ciudades serán, literalmente, de vida o muerte.
Las grandes ciudades, a las que todos queremos ir, como hoy las conocemos tienen origen en grandes intervenciones de salud pública.
La transformación de París, Londres, Nueva York, Madrid, Roma tiene origen en razones ambientales y de higiene. Fue la necesidad de tener agua limpia, manejar correctamente la basura y los desechos fisiológicos, tener aire limpio y algunas horas de luz solar, lo que movió gobiernos, voluntades y recursos, para construir las ciudades que hoy tenemos… y disfrutamos.
Pero las ciudades son dinámicas, si se estancan mueren, y recientemente hemos visto nuevos cambios y nuevas evoluciones, lo más visible: monopatines, bicicletas, la búsqueda de más y mejores áreas verdes y otros espacios públicos y nuevas formas de transporte. El motor de cambio es el mismo: espacios más saludables, menos agresivos, más equitativos. La última vuelta de tuerca en estas temáticas está impulsada por las amenazas del cambio climático (Nueva Agenda Urbana y Hábitat III) y ahora, de las pandemias repetitivas en muy corto plazo (https://bit.ly/3d7eVCw).
¿Y cómo hacemos ciudad en el Área Metropolitana de Monterrey? Básicamente de tres formas: los grandes programas de vivienda, las grandes intervenciones urbanísticas como la Macroplaza y Fundidora y con las infraestructuras para la movilidad. En las tres se pueden encontrar algunas cosas positivas, pero aun los documentos señalan las carencias o las “áreas de oportunidad”: una ciudad dispersa, sin espacios públicos y los que hay son agrestes de baja calidad, sin medios no motorizados, con serios problemas de calidad del aire y un sistema de transporte bastante pequeño y precario (Metro se salva parcialmente). En resumen, poco atractiva, poco saludable y con muy baja resiliencia. Siembro pregunta: ¿cuál será el costo social para el Área Metropolitana de Monterrey, de AH1N1, huracán Alex, contaminación ambiental, transporte precario y COVID-19?
Aquí una hipótesis sobre nuestra precariedad: somos responsables por apostar a las grandes infraestructuras (independientemente de su eficiencia o pertinencia), por la falta de respeto al medio ambiente, el abandono de los espacios públicos y la abdicación de la idea de los servicios públicos… como mecanismos para hacer ciudad. Claro, me refiero a la idea de una ciudad más limpia, más higiénica, más equitativa y más saludable.
Un ejemplo: apostamos a los pasos a desnivel y construimos una red de 200 o más pasos a desnivel y ahí, en unos 300 kilómetros, se concentra cuando menos el 50 % de toda la congestión ¿y para qué sirven los otros 30,000 kilómetros de calles? Otro ejemplo: apostamos a una red Metro de 85 kilómetros sin servicios alimentadores; se suponía que movería el 15 % de todos los viajes del Área Metropolitana de Monterrey y hoy, después de 30 años ni siquiera mueve el 2 %.
Cierto, con estas acciones algunos se benefician, pero el resultado ha sido perverso –tiempos de viajes más largos, hechos de tránsito persistentes y serios problemas de calidad de aire– o cuando menos ineficiente. Y ahora, que necesitamos crear sana distancia, optamos por condenar a las personas más necesitadas a la inmovilidad.
Por cierto, todas esas formas de hacer ciudad, anacrónicas e ineficientes, dependen de recursos que no controlamos, que esperamos como dádivas del cielo o golpes de ruleta… y si finalmente llegan (se alinean los astros) apostamos a una sola obra (7 kilómetros de Metro y 10 años) que, en el mejor de los casos, apenas nos devolverá a niveles de oferta equivalentes a los de hace 11 años, pero con miles y miles de millones de pesos por encima del presupuesto original.
¿Pero hay otras formas de hacer ciudad-movilidad?
Por supuesto: un sistema integrado de transporte público puede aprovechar los sistemas troncales que ya existen, pero no requiere de más concreto. Lo que necesita son capacidades técnicas, de gestión y toneladas de transparencia y rendición de cuentas… datos abiertos. Invertir en capacidades y tecnología y una regulación estable en el tiempo, que garantice que los privados puedan invertir con seguridad y que se maximicen los servicios ofertados.
También es posible ofertar otras modalidades a las que siempre nos hemos negado: bicicletas, monopatines, bicicletas públicas. Todas las formas de movilidad que hoy se agrupan en un rubro que solo tiene como límite la creatividad y las precondiciones que pueden ser generadas desde lo local: un poco de más densidad y una mejor mezcla de usos del suelo, proximidad, acceso, estilo de vida, espacios públicos de calidad y una regulación pro peatón y pro ciclista. La barrera no está en la cartera, está en nuestra cabeza.
¿Cuánto cuesta todo eso? Nada si se compara con lo que nos han costado las grandes infraestructuras ($65 millones de dólares por cada kilómetro de Metro y $100-150 millones de pesos por cada paso a desnivel). El modelo de las grandes infraestructuras es inalcanzable financieramente y depende de terceros. Pandemias y cambio climático exigen un golpe de timón, una forma más holística de hacer ciudad, que genere mejores condiciones de resiliencia en el corto plazo. Más ciudad, menos concreto y más comunidad. Más salud y más bienestar.
“Los ciudadanos… decían… ¿de qué sirve eso? Pues servía… para preservar del sueño sobre el lodo que produce la fiebre… que produce la muerte, a un pequeño ser sin padre ni madre, sin pan, sin ropa, sin asilo. Servía para refugiar al inocente rechazado por la sociedad... para disminuir una falta pública”.
Victor Hugo, en Los Miserables
Se han iniciado los procesos para el retorno a la “normalidad”. La discusión se centra en el mismo tema de siempre, la economía y luego sigue: comercio internacional, cadenas productivas, obra pública, juzgados, notarías, actividad en la Administración pública y ¿la ciudad?
La pedagogía del coronavirus parece no ser relevante en dicho proceso, al menos no en lo que tiene que ver con el ir y venir de los de a pie, esos que caminan para sobrevivir. No hay, no se ve o es tan tenue que no se percibe, ninguna iniciativa, ningún foro de discusión desde lo público, para construir una agenda urbana pos-COVID.
La cruel pedagogía del virus exige conciencia de los contagios, las vidas cobradas y los efectos sobre economía y sociedad; exige rendición y aceptación, llegó para quedarse y saber que la “normalidad”, como la conocíamos, nunca regresará.
¿Qué tan grave es pos-COVID? La CEPAL dice que el turismo en Latinoamérica caerá un 25 %, las exportaciones el 11 % y el PIB de México estará por el -6 %, la pobreza crecerá un 4.4 %, la pobreza extrema un 2.5 % y el empleo informal y el trabajo infantil irán al alza. El IDIC dice que perderemos, en México, del orden 900,000 empleos y que tendremos entre 3 y 5 millones de nuevos pobres. El Centro Espinosa Yglesias estima que podríamos tener hasta 21 millones de nuevos pobres. Todo con efectos a nivel ciudad y escenario pos-COVID.
Ante este panorama, ¿cómo ampliar y normalizar la sana distancia?, ¿cómo superar nuestras negativas precondiciones urbanas, esas que convirtieron a Susana Distancia en Susana Precaria Distancia? Aquí un embrión de la agenda pos-COVID que necesitamos en el corto plazo:
1) Duplicar la oferta de transporte público, o cuando menos al nivel de hace 5 años (5,400 autobuses); o mejor aún, a los 6,500 que llegamos a tener hace 10 o 12 años.
2) Una regulación que dé seguridad a inversiones privadas, de largo plazo, acompañada de una superlativa transparencia y rendición de cuentas en los servicios de transporte.
3) Un gran sistema de información para la gestión e información de los usuarios de los servicios para la movilidad, open data.
4) Mejorar y ampliar los miles de kilómetros de banquetas que tenemos en la ciudad. No más carros ni vendedores en los espacios para peatones.
5) Rescatar los 14 millones de metros cuadrados de espacio público que hoy se encuentran privatizados en la “modalidad de fraccionamientos cerrados”, hay que ponerlos a disposición de todos y no de unos pocos.
6) Conectar y vincular parques, plazas, jardines y espacios naturales. Respeto absoluto a cauces y medio biótico, no más depredación.
7) Tenemos miles de kilómetros de calles con bajos niveles de tráfico o de plano se utilizan para fines distintos a la movilidad. Ahí se pueden habilitar calles, calles compartidas, espacios para todos. Donde no hay tráfico o este es muy bajo, peatones, ciclistas y otros usuarios de la vía pueden convivir sin lastimarse, ni competir por el espacio.
8) Crear un gran sistema de bicicletas públicas y servicios para medios no motorizados, integrado con el sistema Metro y Ecovía y relacionado con las zonas de mayor concentración de servicios de transporte público. Viajes cortos, viajes seguros en bicicleta.
9) Carriles exclusivos de transporte público y calles exclusivas de transporte público en horas pico, son otra forma de aumentar la oferta de transporte público.
10) Usos de suelo mixto y un poco de más densidad –con proximidad y acceso– reducirían las grandes concentraciones y los viajes de largo itinerario. Un solo ejemplo: supermercados de formato pequeño.
11) Todo el trabajo a distancia que se pueda, empezando por lo público y con escalonamiento de horarios.
¿Es esto posible financieramente? Sí, cuesta mucho menos de lo que “normalmente” hacemos. ¿Se puede hacer en el corto plazo? Sí, hay muchas ciudades en el mundo que lo están haciendo sobre la marcha, luchan a brazo partido contra el COVID y al mismo tiempo van habilitando espacios para sana distancia. ¿Cuáles son las barreras? Los usos y costumbres de la Administración pública, la forma de hacer ciudad, centrada en grandes infraestructuras, costosas y agresivas, sin importar su eficiencia; también es una barrera el “chip” que todos llevamos dentro y que se materializa cuando equiparamos una gran ciudad con una ciudad de concreto, llena de autos, fea y contaminada, en donde “no existen” peatones ni ciclistas.
Como ciudadanos tenemos que entender que en el cambio se nos va la vida o renacemos. Nuestros gobiernos tendrían que entender que la ciudad es la más grande igualadora de la historia. Los espacios y los servicios públicos –siempre más y mejores, nunca menos– son el mejor mecanismo para hacer ciudad, crear sana distancia y materializar ese extraño bicho que se llama resiliencia.
Si aprendemos esto, la cruel pedagogía del virus habrá valido la pena.
José Vasconcelos, en el “Ulises Criollo”, atribuye una frase a un tal Nicéforo –Tesorero de Carranza que firmaba los bilimbiques– cuando en San Antonio vio un congestionamiento de 8 carros en una de sus polvorientas seudocalles: “Ay Monterrey, así te quiero ver…”. Dicha concepción de progreso, por ahí de 1914, devino en una profecía autocumplida o, si se quiere, en maldición generacional para los regiomontanos.
La expresión formal de esta profecía autocumplida se puede encontrar en los Planes de Desarrollo Urbano del Área Metropolitana y sus Municipios. En su contenido proponen la construcción de unos 350 pasos a desnivel como una medida para resolver los problemas de congestión y largos tiempos de viaje. En ello nos hemos empeñado por largas décadas y la cantidad invertida es enorme, unos $30,000 millones de pesos los últimos 5 sexenios. ¿Los resultados? En el mejor de los casos, dudoso; en el peor, aterradores.
Quienes asumen la infraestructura vial como sinónimo de desarrollo, la ven como un síntoma de pujanza y vitalidad. Pero hay otros puntos de vista, algunos simples y otros un poco más complejos.
Si los pasos a desnivel son para reducir la congestión no se entiende por qué la velocidad cae. En el sexenio de Natividad González Parás se construyeron 42 pasos a desnivel y la velocidad media cayó de 32 km/h a 27 km/h. Los tiempos de viaje también crecen de forma constante, han pasado del orden de los 38 minutos (2005) para ubicarse entre 67 y 82 minutos (2014) y para transporte público de 54 minutos (2005) a, en algunos estudios, entre 70 y 104 minutos promedio por viaje (2014).
La construcción de pasos a desnivel no produce menores tiempos de viaje, ni desplazamientos más seguros. Según INEGI en 1997 se registraron 41,426 accidentes en el área metropolitana y en 2013, 69,108 (4.2 % anual). Según el Secretariado Técnico de CONAPRA, en 2013 se registraron 74,112 accidentes en zonas urbanas y suburbanas de Nuevo León, con 12,939 heridos y 647 muertos, de los cuales 583 (90 %) eran peatones y ciclistas. ¿Dónde está la mejora?
El Instituto de Políticas para el Transporte y el Desarrollo (ITDP) cuantificó y valoró 5 de las 19 externalidades usualmente asociadas a la movilidad basada en vialidad en $21,994 millones de pesos por año (2009). Este sería el costo que recae sobre la sociedad y no puede ser evitado ni compensado, por emisiones de contaminantes criterio, gases efecto invernadero, accidentes, congestión y ruido.
El Plan Sectorial de Transporte y Vialidad (25/09/2009) evaluó dos escenarios, uno basado en vialidad y el otro en movilidad sustentable. El primero asume que se pueden construir todos los pasos a desnivel que se deseen, mientras que el segundo privilegia el transporte público y medios no motorizados, también asume que algunos pasos a desnivel son necesarios. La diferencia en costos, entre uno y otro es enorme, mientras que movilidad basada en vialidad costaría del orden de $125,000 millones de pesos, hacer movilidad sustentable costaría unos $52,000 millones de pesos. Hacer movilidad sustentable produce mejores tiempos de viaje (12 % para los autos y 260 % para el transporte público) y beneficios sociales por $875,000 millones de pesos para un periodo de evaluación de 25 años.
En el contexto de estos datos, ¿hay un verdadero dilema entre vialidad y movilidad sustentable? Y si no existe ese dilema, ¿por qué no empezamos a hacer movilidad sustentable?
So what? ¿Con qué se come? Se entiende como el conjunto de reglas relacionadas con el desarrollo urbano, el acceso y la proximidad, que minimizan la necesidad de viajes y permiten a las personas prescindir de medios individuales en largas distancias; en un “mundo ideal” suprime la necesidad de viajar, permite dejar el auto y sustituirlo por transporte público y medios no motorizados (viajes en bicicleta y a pie).
La movilidad sustentable no se da como los quelites (verdura comestible que brota espontáneamente, usualmente después de las lluvias), hay que planearla, cultivarla y mantenerla.
En el mundo ideal –ciudades totalmente nuevas– es relativamente fácil planear, proponer y construir ciudades cuyo objetivo sea tener movilidad sustentable, pero solo países como China –tasas de crecimiento de dos dígitos por largos periodos de tiempo– pueden darse el lujo de soñar con este tipo de proyectos. Aun con el dinero en la mano y la ciudad construida dichos sueños, a veces se convierten en pesadilla (Yunnan y Chenggong, por ejemplo). Otra posibilidad, real y tangible es el desarrollo de movilidad sustentable en ciudades pequeñas (Vauban en Alemania o Giethoorn en los Países Bajos, o la parte isleña de Venecia).
En el mundo real, ciudades grandes y maduras, es más difícil, pero no imposible. Hay un montón de ciudades –grandes y pequeñas– que lo han logrado o están en camino a lograrlo. Son de todo tipo, están localizadas en todo tipo de contextos geográficos y climáticos y sus características demográficas y urbanas son muy diversas. Pero todas tienen un común denominador, han hecho explícito su deseo de convertirse en ciudades sustentables e invierten sus recursos en tal sentido. Diseñan políticas públicas de movilidad sustentable, las vinculan con las políticas de desarrollo urbano y calidad del aire y, otra vez, invierten sus recursos consistentemente. ¿Ejemplos? Las ciudades de la EMTA (European Metropolitan Transport Autorities, www.emta.com), Santiago, Curitiba, Medellín y Bogotá, entre otras.
¿Qué distingue estas ciudades de otras? El porcentaje de viajes que se realizan en medios sustentables es muy alto, entendiendo que los medios sustentables son caminar, bicicleta y transporte público. El porcentaje promedio de viajes en medios sustentables de las ciudades EMTA es del 66 %, el 88 % de las ciudades EMTA están por encima del 60 % y Barcelona, Bilbao y París están por encima del 80 % de los viajes. En 10 ciudades el porcentaje de viajes que se hacen caminando está por encima del 40 % (Ámsterdam, Cádiz, Bilbao, Copenhague, París, Lyon, Frankfurt, Barcelona y Rot/Hague).
El pasado 26/02/2018 la Comisión Estatal Electoral dictaminó sobre cinco procedimientos de consulta popular, aprobó dos y rechazó tres. Entre las aprobadas está la que se conoce como la Consulta sobre el río Santa Catarina, la pregunta específica fue: “¿Te gustaría un Corredor Integral de Movilidad Sustentable Constitución-Morones Prieto, incluyendo el uso recreativo y deportivo público en el lecho del río Santa Catarina?”.
Pero ¿qué es una consulta? y ¿qué es un corredor de movilidad sustentable?
¿Qué es una consulta? La consulta es un instrumento de democracia participativa mediante el cual la ciudadanía expresa, externa o manifiesta su voluntad o deseo respecto de asuntos “trascendentes para la vida pública del Estado o del Municipio” (Artículos 14 al 17 de la Ley de Participación Ciudadana), es vinculante cuando obtiene el 40 % de los votos del listado nominal de electores. Dicho de otra forma, si el 40 % o más de los inscritos en el listado nominal votan en favor de la propuesta, adquiere carácter obligatorio para los entes o entidades que tengan competencia sobre el tema.
Excelente, este es un instrumento de democracia participativa, es alentador que esté vigente y que se empiece a utilizar. Espero que sea el preámbulo del inicio de una etapa de madurez, al menos esbozo, en nuestra democracia.
¿Qué es un corredor de movilidad sustentable?
Aquí un tema técnico interesante. Supongamos que la propuesta obtiene aprobación de más del 40 % de los inscritos en la lista de votantes, de ser así se vuelve vinculante, es decir, obligatoria. ¿Cómo se materializaría la idea de la movilidad sustentable en ese corredor? ¿Cómo nos aseguramos de que el corredor sea realmente sustentable?
Bueno, si lo remitimos a los temas asociados a lo natural parece fácil, permítanme el enfoque simple: garantizar la progresividad de corrientes hídricas (más agua, no menos), más flora y fauna y no menos. De hecho, ese es el enfoque central del estudio de referencia (http://bit.ly/2IuVwgj), bueno y extenso en el tema hídrico, porque se aparta del enfoque puntual (infraestructura a lo largo de los tramos) y trata de ser incluyente y remite al manejo de las cuencas altas y la gestión de eventos.
¿Y desde el punto de vista de la movilidad? Bueno eso es otra cosa, para que un corredor de movilidad sea sustentable tendría que cambiar de tajo las tecnologías (motores y combustibles) o la partición modal (menos viajes en vehículos individuales que funcionen con combustibles fósiles y más en medios sustentables).
¿Es eso posible? Teóricamente sí. Dos ejemplos extremos que harían el corredor sustentable: I) Se mantiene el mismo número de vehículos, pero todos funcionan con hidrógeno, energía solar o son eléctricos, o II) Salen todos los vehículos individuales y todos los viajes se sirven en medios sustentables: transporte público masivo, bicicletas o caminando.
¿Alguna otra alternativa? Sí, desafortunadamente con poco “rating” histórico en los ejecutivos locales: vías de segundo orden (paralelas a Constitución y Morones Prieto), ampliación y rehabilitación de banquetas, corredores para bicicletas, bicicletas públicas y pasos peatonales. De hecho, esas son las medidas que aparecen de forma explícita en el estudio de referencia, aparecen como las estrategias 9, 10 y de la 12 a la 16. Curiosamente, en el documento de referencia no hay una estrategia que específica y explícitamente se oriente a transporte público masivo. Pero bueno, en lo general esa es la idea.
Al final destacar que en el fondo se trata de un ejercicio de democracia participativa, que busca materializar la voluntad de los mandantes (los ciudadanos) y que, de obtener el porcentaje de votos requeridos, implicaría un gigantesco reto a las autoridades locales. ¿Por qué gigantesco? Porque materializarlo obligaría a repensar ejercicios poco exitosos o de plano negados hasta ahora (la ciclovía sobre el río o el BiciPlan).
¿Algo bueno, positivo o que dé alguna esperanza? Sí. De ser exitosa, Estado y Municipios tendrían que trabajar juntos para materializarla. Afortunadamente la nueva Ley de Desarrollo Urbano introduce la pirámide de la movilidad sustentable en nuestro entramado legal, asignando competencias concurrentes a los dos actores citados y también los insta, enfáticamente, a asociarse para materializar los proyectos que hagan posible una movilidad más sustentable.
Hace algunos meses se publicó el Índice de Ciudades Sostenibles 2018 (https://bit.ly/2oHHmDB), que es un esfuerzo por poner en blanco y negro el nivel de avance de las ciudades mexicanas en la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas (https://bit.ly/2PG2Qf5) y también, creo con cierta ingenuidad, debería ser un instrumento de política pública para los gobiernos locales.
Desafortunadamente, en Monterrey no andamos bien, en el rubro de sustentabilidad tocamos mal las rancheras. Monterrey alcanza una calificación de 54.90 puntos, de un total de 100, y se ubica en el lugar 8 de un total de 52 ciudades o áreas metropolitanas. El documento también nos permite saber que en ninguno de los objetivos de desarrollo sostenible se ha alcanzado la meta, en cuatro de ellos hay un buen avance (combate a la pobreza, agua limpia y trabajo, por ejemplo), en seis de ellos hay avances regulares, en cuatro la meta está lejana y en dos las metas están muy lejanas (reducción de las desigualdades y vida de ecosistemas terrestres).
Tres de los ODS tienen que ver con la sustentabilidad de las ciudades y su entorno (11, 13 y 15) y de entre ellos destaca el número 11 que refiere a ciudades y comunidades sostenibles. Estos tres objetivos tienen 21 indicadores, en tres de ellos la meta está muy lejana, en ocho lejana, en cuatro hay avances regulares, en cinco el avance es bueno y en uno la meta ya se alcanzó.
Del lado malo destaca el hecho de que el 28.72 % del suelo urbanizado tiene valor ambiental, no tenemos programas de acción climática y tampoco una estrategia de biodiversidad; en estos tres rubros la calificación es cero. El lado bueno es singular, la meta del indicador de sistemas de transporte masivo ya se alcanzó (tenemos Metro y Ecovía)… y claro, desde este punto de vista no es relevante la eficiencia ni el hecho de que ambos sistemas están perdiendo demanda. Pero bueno, al fin indicadores.
De los indicadores que están en valores intermedios, se puede decir que hay ocho en donde la meta está lejana, cuatro con avance regular y cinco con buen avance. Más mal que bien en temas de sustentabilidad y muy mal en lo que tiene que ver con la forma en que tratamos el mayor problema de nuestros días: el cambio climático.
¿Y los viaductos?, ¿y las abstenciones? En ambos casos se trata de acciones directamente relacionadas con la sustentabilidad, la calidad del aire y la reducción de desigualdades.
En Cochelandia, donde el 50 % de los hogares no tiene auto, construir un viaducto para atraer tránsito de paso, particularmente vehículos de carga, al centro de la ciudad se tiene que entender como una medida sin sentido desde la perspectiva ambiental. Es una promoción al uso de auto, con efectos directos en zonas ampliamente congestionadas (Gonzalitos-Constitución) y es un incentivo a la pandemia de incidentes de tránsito y sus saldos: más del 20 % de todos los incidentes de tránsito que se registran en el país se registran aquí, todos los años hay más de 600 muertes en hechos de tránsito y el último mes murieron seis ciclistas. Por cierto, tampoco ayuda a combatir el cambio climático.
En Cochelandia, plantear el aumento de la tarifa del transporte público como una dicotomía (42 % o 16 % de aumento) es un falso dilema. Optar por el primero sería convalidar la política que mantuvo congelada la tarifa los últimos 4 años y votar por la segunda no soluciona nada.
Cierto, un aumento en la tarifa del transporte público del 16 % dará un respiro a los operadores, pero nada que nos devuelva a los niveles de oferta existentes antes de esta crisis. Y esto tampoco ayuda a la sustentabilidad, no ayuda a mitigar los serios problemas que tenemos por calidad del aire, no ayuda a combatir el cambio climático y tampoco a reducir la desigualdad.
En la Comisión de Costos, del Consejo Estatal de Transporte, hubo abstenciones y votos en contra del alza. Entiendo la abstención, e incluso la votación en contra, como un reclamo: las causas estructurales de esta crisis del transporte público ahí siguen: discrecionalidad, falta de transparencia y una total ausencia de rendición de cuentas.
De todo esto, queda claro que no vamos camino a la sustentabilidad. Respecto de la crisis del transporte público hay que prepararse para lo que sigue: el alza en la tarifa del Metro y vuelta a la discusión a partir de octubre o noviembre de 2020. Patear el bote.
Dice el dicho que no hay mal que dure 100 años... a veces me surgen dudas.
Hace unos días recordamos el huracán Alex, las impresionantes imágenes del río y la tragedia que produjo y, hay que decirlo, los números son abrumadores. Según CENAPRED el huracán afectó a 97,304 personas, dañó 11,936 viviendas, 512 escuelas y 4,103 km de carreteras. El costo total habría sido de $21,500 millones de pesos.
En septiembre de 2019, un interesante artículo que recalcula los costos económicos del huracán Alex en nuestro estado (https://bit.ly/3f82Cr7). El estudio estima que el costo económico fue de $27,423 millones de pesos, de los cuales el 22 % serían costos indirectos (unos $6,000 millones de pesos), entendidos como el efecto sobre la economía y dice que la actividad económica habría tardado hasta 20 meses en retomar el ritmo que tenía antes del huracán.
No obstante, al menos en lo comunicacional, lo que se recuerda es la obra insignia (el Par Vial) o al menos así lo parece si se revisan las notas de prensa de la semana próxima pasada: todas o casi todas hablan de la “eficiencia” del Par Vial.
En retrospectiva, es fácil comprobar que el tema del par abordó, con una asombrosa “simplicidad” y generando expectativas imposibles de cumplir: tres semanas después del evento ya se anunciaba como la solución y quien no recuerda el “pa’llá” y “pa’cá” o el discurso repetitivo del futuro promisorio que le esperaba a la movilidad del área metropolitana con la serie de obras a lo largo del río.
Desafortunadamente ese ejercicio de memoria o remembranza deja de lado dos cosas: el Par Vial se construyó al interior del lecho del río y el “Par Vial” no fue la primera reconstrucción a consecuencia de un huracán.
El río es río y su cauce siempre será reclamado por la naturaleza, no obstante y a pesar de grandes catástrofes (1909 entre otras) en 1953 se canalizó el río y en sus adyacencias se construyeron las dos grandes avenidas que hoy hacen “el Par Vial”. Desde su diseño original se asumió que parte del trazo de estas vías estaría dentro del cauce, especialmente en los bajo puentes. Así que, ¿por qué sorprendernos si cada vez que llueve se inundan?
El otro antecedente, el de la reconstrucción después de un huracán, tampoco es nuevo, pero igual cito el antecedente más reciente porque ilustra muy bien la desmemoria colectiva. A finales de 1986 o principios de 1987 se firmó un crédito con el Banco Mundial ($45.7 millones de dólares) que se destinarían a construir el primer corredor de transporte público sobre la calle Madero (7 km), un paquete de carriles exclusivos de transporte público en el centro metropolitano (14.5 km), una central de mantenimiento para el trasporte público, calles para dar acceso al transporte público a colonias (40 km), 22 pasos a desnivel, calles para el transporte público (30 km), mantenimiento a la red vial (3,000 km) y 400 cruceros semaforizados. ¿Qué pasó con los recursos del crédito? No mucho (los pasos a desnivel del anillo intermedio), llega el huracán Gilberto y 60 o 70 % de todos los recursos se destinan a la reconstrucción. ¿Transporte público? Nada.
Plantear las obras viales como la “solución” tiene límites, es un paradigma anacrónico y perverso. Las grandes obras para los autos generan grandes externalidades (costos sociales) y destinar los recursos que no tenemos, así sea para reconstruir obras preexistentes, resulta en oportunidades perdidas. Con toda seguridad nuestra ciudad sería diferente si los recursos de 1986 (Gilberto) y de 2011 en adelante (Alex) se hubiesen invertido en transporte público, la creación o fortalecimiento de una red vial menos aparatosa, pero más conectada, medios no motorizados y acceso al extraordinario espacio natural que hoy es el río. Memoria colectiva.
Otra vez le llovió sobre mojado al Área Metropolitana de Monterrey… y apareció Keiko en el desnivel de Gonzalitos y Fleteros, espectacular. Pero también se cerraron los lugares que siempre se cierran, se desbordaron los arroyos que siempre se desbordan y el agua escurrió a borbotones impetuosos en las laderas en que ha escurrido por cientos de años. ¿Alguna novedad? No muchas: se destruyeron algunos pavimentos nuevos, diferentes a los de la última vez, aparecieron socavones en lugares “inéditos” y se destruyeron algunas obras, herencia de Alex, construidas hace no más de 7 u 8 años. Ah sí, también apareció una gran cantidad de basura, ahí mismo en donde se estrenó el meme de Keiko en Monterrey y de ahí que, también apareció o reapareció un villano que siempre nos “saca de problemas”: la falta de cultura.
Vox pópuli, la falta de cultura, o la falta de educación, es la responsable de todos nuestros problemas. Ah sí, también son culpables las refresqueras y todas las malévolas fuerzas del capitalismo que empacan sus productos en plásticos, sempiternos precursores de todas nuestras desgracias. En pocas palabras: etéreos demonios que nos condenan a la desgracia. Todos y nadie: Fuente Ovejuna.
¿Somos todos culpables? No sé si el término adecuado sea “culpables”, pero sí somos partícipes de esa extraña historia de amor y odio entre la ciudad y la naturaleza, el entorno en que vivimos y el entorno que construimos, los entornos que habitamos.
¿Qué hacemos?
Bueno, como sociedad tenemos que abandonar el espejismo que iguala desarrollo con concreto, ese perverso placebo que nos hace sentir felices y contentos entre más toneladas de concreto vemos en nuestra ciudad: calles, viaductos, segundos pisos y sí, arroyos revestidos de concreto y gigantescas calles en el lecho de nuestros ríos.
También podemos decir no a los políticos en campaña, esos que nos venden el espejismo de las obras majestuosas y rápidas. Hay que decir no a la grandilocuencia de empresarios y promotores que nos ofrecen sacarnos del tercer mundo con concreto y acero, esos que ofrecen “ponernos” a la altura de las más grandes ciudades del mundo. Los ríos son ríos, no a los viaductos, no a los estadios. Las montañas son montañas y los cerros, cerros. Por favor, dejemos en paz la naturaleza.
Otra cosa que se puede hacer es materializar la “resiliencia”. Sí, hay que materializar y operar esa “cosa” extraña y hasta hoy estéril que está en la Ley de Asentamientos Humanos, que es “…la capacidad de un sistema, comunidad o sociedad potencialmente expuesta a un peligro para resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de sus efectos en un corto plazo y de manera eficiente, a través de la preservación y restauración de sus estructuras básicas y funcionales, para lograr una mejor protección futura y mejorar las medidas de reducción de riesgos” (Artículo 3 fracción LXXI).
Esta idea, la de la resiliencia, es una de las novedades de la nueva Ley de Ordenamiento Territorial, tendría que materializarse, operar y empezar a producir resultados ya. No sé si las disposiciones de la ley sean suficientes, pero al menos plantea el tema y suma a los ya conocidos atlas de riesgos la idea de la prevención, gestión y mitigación de riesgos geológicos, hidrometereológicos (Hanna) y antropogénicos (educación, cultura y basura, por ejemplo).
¿Y la cultura y la educación? Necesarias e ineludibles, pero tienen sus límites, y son infraestructuras, equipamientos y servicios. En tanto la lógica de los residuos sea “deshacernos” de ellos, siempre tendremos basura. ¿Y si cambiamos y en lugar de buscar “deshacernos” evitamos, reducimos, reciclamos y reutilizamos?
Hanna no es la culpable, necesitamos las lluvias, hay que aprender a vivir con Hanna y con todas las letras del alfabeto.
“Una ciudad con alma es la que grita, es la que canta la vitalidad y fuerza moral de sus habitantes”.
Oscar Bulnes
García Márquez en “Muerte constante más allá del amor” (1970) hace una descripción de la tragedia del desarrollo urbano en muchas de nuestras ciudades y lo pone en boca del senador Onésimo Sánchez: “Estamos aquí para derrotar a la naturaleza –empezó, contra todas sus convicciones–. Ya no seremos más los expósitos de la patria, los huérfanos de Dios en el reino de la sed y la intemperie, los exiliados en nuestra propia tierra. Seremos otros, señoras y señores, seremos grandes y felices. Eran las fórmulas de su circo. Mientras hablaba, sus ayudantes echaban al aire puñados de pajaritas de papel, y los falsos animales cobraban vida, revoloteaban sobre la tribuna de tablas, y se iban por el mar. Al mismo tiempo, otros sacaban de los furgones unos árboles de teatro con hojas de fieltro y los sembraban a espaldas de la multitud en el suelo de salitre. Por último, armaron una fachada de cartón con casas fingidas de ladrillos rojos y ventanas de vidrio, y taparon con ella los ranchos miserables de la vida real”.
Desafortunadamente, en el Área Metropolitana de Monterrey vivimos –con mayor o menor intensidad, según las expectativas o conocimiento de cada quien– un desarrollo urbano surrealista, caracterizado por un absurdo galimatías y una pronunciada y constante cacofonía. Sí, un desarrollo surrealista, confuso y disonante.
En 2003 se aprobó el “Plan Metropolitano 2000-2021, Desarrollo Urbano de la Zona Conurbada de Monterrey” y hoy, 17 años después, sigue vigente. En el inter, cambió el marco legal del desarrollo urbano en el ámbito federal (noviembre de 2016), la Ley de Desarrollo Urbano del estado cambió, cuando menos, dos veces de manera significativa (2009 y 2017) y sufrió decenas de modificaciones menores, pero no el Plan Metropolitano.
Así las cosas, en una suerte de malabarismo técnico-administrativo, los actuales planes de desarrollo urbano de los municipios siguen respondiendo a la imagen del Plan Metropolitano 2000-2021 y, a pesar de las nuevas y radicalmente diferentes disposiciones legales, no pueden ser renovados porque para ser aprobados recibirían una “congruencia” con el lejano pasado.
Pasado, por cierto, fallido, utópico e inexistente. Desafortunadamente la ciudad con alma, la que canta la vitalidad y fuerza moral de sus habitantes, no existe.
En el prólogo del documento citado se proponen y acentúan los 10 principios que deberían producir la ciudad con alma. Cuatro refieren a la humanización, belleza y calidad de la ciudad; otros cuatro a las áreas verdes y los espacios públicos; uno al sistema integrado de transporte público, y uno más a la sustentabilidad de las infraestructuras de la ciudad.
Y en este punto me detendré para señalar, enfáticamente, que discrepo con el común señalamiento de responsabilidades: las modificaciones al 115 constitucional, la política del INFONAVIT, los alcaldes que se van por la libre.
Sí, discrepo, pero no los excluyo. Cierto, todos esos factores son reales y ahí están, pero también es cierto que los instrumentos de coordinación metropolitana nunca desaparecieron, simple y sencillamente se dejaron de utilizar y los otros actores institucionales, particularmente el legislativo, fueron omisos y generaron disposiciones laxas y sin fuerza.
¿Cómo salir de este galimatías? ¿Cómo acabar con la cacofonía? Los actores individuales –Estado y Municipios– tendrían que reconocer que no hay futuro individual, no hay soluciones unilaterales desde sus perspectivas territorial y administrativa, no hay futuro sin los demás. Lo otro que tendría que reconocerse es que se trata de un asunto (la ciudad) en donde los pares son pares, iguales, idénticamente importantes; los pares tendrían que reconocer –Estado y Municipio– que representan a los ciudadanos y que, por lo tanto, de lo que se trata es de la vida de las personas, su dignidad, sus derechos y su futuro. No se trata del futuro político de unos u otros, no de los presupuestos, ni de los intereses de los desarrolladores y mucho menos lo que quieren los especuladores de la tierra.
Curiosamente, de lo que se trata es del alma de la ciudad, de la fuerza moral que produce el que los individuos se reconozcan como parte de un todo, que se apropien de lo suyo: el espacio público, las áreas verdes, la ciudad.
Curiosamente, muchos años después y más allá del fraseo poético, eso es lo que el nuevo marco legal del desarrollo urbano propone y que sigue esperando su materialización: una ciudad de todos y para todos.
La ciudad es el objeto del deseo de muchos, de muchas formas diferentes.
¿La ciudad como objeto del deseo? Pues sí, los procesos de urbanización concentraron la demanda de bienes de todo tipo, pero también crearon nuevos mercados y servicios que no existían y, en algunos casos, siguen sin existir en el mundo rural. Efecto: la creación de grandes concentraciones poblacionales: I) Un 60 % de los 7,300 millones de habitantes del mundo viven en ciudades; II) Un 80 % de los 125 millones de mexicanos viven en ciudades, y III) En Nuevo León, el 95 % de la población vive en zonas urbanas.
La ciudad es un “paraíso” para los mercados, los clientes están cerca y son muchos. Pero esos mercados no solo son de bienes y productos que se intercambian entre privados, también hay bienes y servicios que producen o regulan las autoridades y que consumen los habitantes de la ciudad: agua, energía, vivienda, suelo, seguridad, espacios públicos, espacios verdes, alumbrado, transporte, aire, etc.
¿Quién gana y quién pierde en estos mercados? Ganan los productores y ganan los consumidores, pero… si y solo si son mercados justos, equitativos. ¿Alguien conoce un mercado que califique como justo y equitativo? ¿Alguien conoce un “mercado” de bienes y servicios públicos que califique como justo y equitativo?
De hecho, es en las ciudades donde se manifiestan los azotes de la vida moderna, algunos ejemplos, de muerte lenta o minusvalía internalizada, ilustran esta aseveración.
Un ciudadano común y corriente no puede elegir dónde vivir si las reglas del desarrollo urbano lo condenan a una oferta de vivienda lejana, tampoco puede disfrutar de espacios públicos si los gobiernos no los producen o nacen privatizados. Respecto de la movilidad, ¿cómo se puede esperar que las personas se muevan en transporte público si es caro e ineficiente?, ¿cómo pedir que la gente se mueva en medios no motorizados si los gobiernos no producen bienes y servicios para que eso sea una realidad? ¿Y el aire limpio, ese que todos quisiéramos respirar? Igual, no sale de la nada, es producto de la manera que se organiza la ciudad y se prestan los servicios para la movilidad.
Así que, el objeto del deseo de muchos es alcanzado por muy pocos. El deseo de pocos se impone sobre el derecho de muchos. ¿Cuáles derechos? Los Derechos Económicos Sociales y Culturales (DESC), que son “…los derechos humanos relativos a las condiciones sociales y económicas básicas necesarias para una vida en dignidad y libertad, y hablan de cuestiones tan básicas como el trabajo, la seguridad social, la salud, la educación, la alimentación, el agua, la vivienda, un medio ambiente adecuado y la cultura” (https://bit.ly/2HDlaO5).
Dicho de otra forma, derecho a la ciudad. Pero ¿qué es el derecho a la ciudad? Es un derecho colectivo, es el derecho de toda persona a crear ciudades que respondan a sus propias necesidades, el derecho de cada individuo a imaginar y construir su ciudad, la ciudad que los muchos, no los pocos, quieren. El derecho a la ciudad como lo afirma David Harvey, no es simplemente el derecho a lo que ya está en la ciudad, sino el “derecho a transformar la ciudad en algo radicalmente distinto”.
¿Novedoso? No tanto. Son ideas que tienen ya 50 años en evolución, sus productos o expresiones más logradas o formales están en la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (https://bit.ly/1wi8fXA), la Nueva Agenda Urbana (ONU-Hábitat en https://bit.ly/2tnDZOp).
¿Por qué no darle una oportunidad, a nivel local, a esta forma de hacer ciudad? Esta forma de hacer ciudad en donde todas las voluntades cuentan, donde todos podemos imaginar la ciudad que queremos, donde todos podemos construir y alcanzar el objeto del deseo colectivo: nuestra ciudad, la ciudad donde queremos vivir, la ciudad que nos protege, nos abriga y nos potencia.
“Una ciudad está formada por diferentes tipos de hombres; gentes semejantes no pueden dar existencia a una ciudad”.
Aristóteles, en su Política.
La frase no es mía, es el título de un libro luminoso, tan luminoso que me deslumbra y me encandila. Sus contenidos son tan nuevos y abrumadores para mí, que me quedo inmóvil, engarrotado, con la sensación de que no entiendo y que el fondo del texto se me escapa.
El hilo conductor del argumento central va de la relación entre “ville” y “cité”, a la complejidad y los resultados inesperados en todo conglomerado humano y remata con el limitado alcance que las acciones individuales pueden tener en la ville, pero que, paradójicamente, por acumulación define la cité.
La ville y la cité son dos términos que ilustran la manera en que se concibe la ciudad. La ville es lo físico, lo grande, la suma de elementos que hacen una ciudad; el término en inglés sería “built environment” y el que utilizan los urbanistas “medio físico construido”. La cité, por el contrario, refiere a “…la naturaleza de la vida en un barrio, los sentimientos que la gente albergaba acerca de los vecinos y los extraños, así como su apego al lugar” y, por agregación diría yo, a eso que llamamos el sentido de pertenencia o el sentimiento de apropiación –si es que existe– de la ciudad en su conjunto. Vamos, el cuerpo y el alma.
El “cielo” de los urbanistas es una ville y una cité acopladas, embonadas en un maridaje perfecto, es decir, en una ville que exprese la forma en que las personas quieren vivir. Pero la realidad no es esa, por el contrario, las ciudades modernas pueden ser, en lo general, infiernos literales, o para ser más exactos, espacios vivibles o no, dependiendo de la cantidad y tamaños de los infiernos u oasis que contengan en su interior.
Y eso se debe a las contradicciones y aristas que surgen cuando las personas se encuentran, “una ciudad es defectuosa (torcida)”, imperfecta, compleja, inacabada, voluble y cambiante por la multiplicidad de orígenes, visiones, lenguas, propósitos, desigualdades y gustos. Y eso es así porque la ciudad es, en lo general, “abierta”, es decir, no puede ser controlada, no hay planificación vertical posible desde la cima. Son tantos los componentes y elementos de una ciudad que la norma son las contradicciones, la ambigüedad, las tensiones y, sí, también los resultados inesperados.
Si la uniformidad fuera la norma, o se lograra desde la planeación o el control urbano, la ciudad no sería posible; los iguales se vuelven sosos, aburridos y languidecen. El nombre del juego en las ciudades es la complejidad y la complejidad es la suma de la diversidad, pero también es vitalidad, fuerza y empuje.
Pero ¿cómo dar cauce a la complejidad?, ¿cómo hacer para que una ciudad no se convierta en un infierno?, ¿cómo hacer para que impere un sentido de justicia y equidad? Tolerancia, convivencia y ética. Ética para la ciudad.
Y la ética para la ciudad, según entiendo, empieza por distinguir la ville (lo construido, lo físico) de la cité (los modos de vida), empieza por entender que lo físico no hace modo de vida de por sí solo y que es más probable que los individuos (la cité, es decir, los gustos y modos de vida de las personas) definan la ville.
Así que la pregunta es ¿cómo se debe ejercer la ética para la ciudad?, ¿desde la autoridad con grandilocuencia o desde los individuos con modestia?, ¿grandes obras o pequeñas intervenciones entrelazadas entre sí?, ¿transformación o renovación?, ¿cómo traducir el deseo de igualdad y equidad en un lenguaje arquitectónico –físico– que haga cité y no solo ville?
No tengo respuestas. Solo la perspectiva, nueva para mí, de que la discusión pública no es por proyectos (segundos pisos, por ejemplo) o servicios (transporte público, por ejemplo), sino por ética, la ética de la ciudad, la ética de la convivencia, la ética de los iguales que viven y conviven en la misma ville para producir una cité más igualitaria, justa, pujante. Una cité de todos.
“Construir y habitar: Ética para la ciudad”, así se llama el libro y el autor es Richard Sennet.
“Una injusticia en cualquier lugar
es una amenaza para la justicia en todas partes”.
Martin Luther King, Carta desde la
cárcel de Birmingham, 16 de abril de 1963
El concepto elemental y clásico de la justicia, dar a cada quien lo que le corresponde, permaneció inalterado por muchísimos años, hasta que Rawls y Nozick lo convirtieron en el centro de una larga, prometedora y nunca suficiente discusión. Ambos buscan la idea de la “justicia perfecta”, pero la expresan de manera diferente; para Rawls lo relevante son los resultados, mientras que para Nozick lo primordial es la existencia y aplicación de las reglas.
Por su parte, Amartya Sen, en su “Idea de la Justicia”, señala la imposibilidad de la “justicia perfecta” y opta por el pragmatismo y se centra en la reducción, reposición o mitigación de las injusticias evidentes y, por lo tanto, evitables.
De esta última idea el vínculo entre ciudad y justicia.
Edward Glaeser, en “El Triunfo de las Ciudades”, dice que los espacios urbanizados son el mayor triunfo de la humanidad y la mejor oportunidad para superar los más grandes problemas de nuestra era: pobreza, desigualdad y medio ambiente. También nos incentiva a ver con perspectiva diferente los fenómenos urbanos y replantear preguntas como ¿son las favelas verdaderas tragedias o un “escalón” necesario para salir de la pobreza rural? o, refiriéndose al nymbismo y el conservadurismo de exclusivos barrios residenciales, ¿son esfuerzos legítimos de protección ciudadana o expresiones depredadoras de entornos más sostenibles y verdes?
Algunas de las aproximaciones de Glaeser pueden ser discutibles, pero otras no, y estas son las que utilizaré para acercarme a la idea de la ciudad y la justicia. Glaeser dice que el éxito primario de las ciudades se fundamenta en la provisión de los servicios básicos (agua, drenaje, recolección de basura y servicios de salud) y que esto es posible solo gracias a la densidad. Luego abunda y centra los éxitos contemporáneos, básicamente, en 2 pilares: educación y estado de derecho, en contextos de alta densidad y diversidad.
Y si esto es así ¿por qué en ciudades como la nuestra, la ciudad metropolitana de Monterrey, los problemas fundamentales no encuentran solución e incluso, algunos de ellos, parecen agravarse?
Dado que tenemos altos niveles de educación, de servicios públicos y de salud, tendríamos que voltear al tema de la densidad y el estado de derecho. Y eso, en mi opinión, lleva directo a la idea de la ciudad como una expresión de justicia social.
¿La ciudad como una expresión de justicia social? Sí, eso. Porque cada decisión de gobierno implica crear o ampliar, o no, condiciones de acceso, de uso y disfrute de bienes públicos y/o de facilitadores para salir de la pobreza o superar las barreras que mantienen la desigualdad. Y en esa categoría caen la regulación del desarrollo urbano y los servicios para la movilidad: dejar los espacios públicos y construir una ciudad para los autos son actos de gobierno profundamente discriminatorios, generan grandes costos sociales (contaminación, ruido, accidentes, heridos y muertos, segregación espacial, etc.) y gastos extraordinarios para los que menos.
Edward Soja, en su ya memorable “En busca de la Justicia Espacial”, ilustra estas ideas y dice que la decisión de la Corte de los Estados Unidos (https://bit.ly/2QkkchA) reconocía que la elección de la autoridad respecto a dónde invertir (lugares y espacios específicos) y la elección de medios de transporte (trenes o autobuses) era discriminatoria e injusta. Optar por obras y servicios públicos que benefician a los que más tienen implica dejar de prestar servicios y acceso a grandes segmentos de la población con menos recursos, por ende, se les “condena” a un permanente estado de minusvalía y a seguir luchando por el acceso a derechos tan elementales como el acceso a los servicios de salud, educación, trabajo, espacios verdes o algo tan simple y elemental como el aire limpio.
En pocas palabras, de lo que hablamos es de justicia en la ciudad, justicia espacial. Reorientar los grandes recursos que se generan en las ciudades, para reducir los problemas de las ciudades es un elemental acto de justicia en la idea de la justica de Amartya Sen. Mis mejores deseos para 2020.
NIMBY es el acrónimo de la frase “Not in my back yard” (no en mi patio trasero) y refiere a la reacción que se produce en grupos de personas en rechazo a ciertos proyectos de infraestructura o regulaciones urbanas.
Resulta casi obvio el rechazo de un grupo de vecinos a la instalación, junto a su casa o vecindario, de una planta nuclear, un basurero, un crematorio, una prisión o una planta generadora de energía alimentada por carbón u otras instalaciones parecidas; no resulta tan evidente si se trata de un hospital, un parque, una red de bicicletas o hasta una iglesia.
NIMBY puede ser usada para expresar una franca y honesta preocupación, pero también refiere o es utilizada para señalar distintos matices de grupos de personas que, por razones mezquinas y poco solidarias, rechazan cierto tipo de instalaciones que se asumen como necesarias para la comunidad: una escuela, hospitales, zonas peatonales y hasta parques. Esta acepción se entiende mejor si en lugar de NIMBY utilizamos su equivalente en español: SPAN. Sí, pero aquí no.
Sí, pero aquí no, expresa posturas en donde se reconoce la necesidad o pertinencia de tal o cual infraestructura, instalación o regulación… pero no aquí, mejor en otro lugar y entre más lejos mejor. Vamos, algo así como hágase la voluntad de Dios en los bueyes de mi compadre.
¿Ejemplos de SPAN en el Área Metropolitana de Monterrey? Sí, lamentablemente bastantitos: un centro de rehabilitación, a los usos mixtos, ciclovías, densidades superiores a las actuales, el uso de calles para fines recreativos, la construcción de calles, ampliación de banquetas, un crematorio, parques y hasta iglesias…
¿Por qué se presenta NIMBY y SPAN? A veces porque los proyectos son o pueden ser muy agresivos e incluso tener externalidades negativas que recaen, en mayor o menor medida, en los vecinos del proyecto. Pero en otras ocasiones se trata de una reacción a un proyecto opaco o mal planteado, incluso, puede ser un reflejo de desconfianza hacia la autoridad. Y sí, en otras ocasiones, es puro individualismo, posturas egoístas, que rechazan la utilidad pública y la distribución de bienes sociales, simple y sencillamente porque implica reducir su “estatus”, su propia idea de exclusividad o, simple y sencillamente, abrir el entorno público que los rodea para que otros con iguales derechos lo puedan disfrutar.
¿Qué se puede hacer? ¿Se puede “desaparecer” SPAN y NIMBY? No. SPAN y NIMBY pueden ser posturas legítimas, pueden ser los medios por los que se expresen preocupaciones fundadas y la vía por la cual se precisen, reduzcan o clarifiquen temores, riesgos u otras amenazas sociales. Incluso es posible que después de posturas SPAN o NIMBY los proyectos y las regulaciones públicas se refinen, precisen o focalicen de tal manera que se reduzcan externalidades, se mitiguen sus posibles efectos negativos y se desarrollen acorde a las mayorías, pero sin dejar de lado la idea del bien común.
Otro mecanismo esencial es la máxima publicidad, lo público es público y por lo tanto es sujeto de debate, es sujeto de transparencia y es sujeto de rendición de cuentas. Los gobiernos están sujetos a la máxima publicidad y es una buena práctica de los gobiernos abiertos, cercanos a la gente y que tienen una clara idea de lo que significa el interés común.
Por último, gobiernos y ciudadanos tenemos que recordar que los derechos no son objetos de consulta, los derechos se ejercen y se reclaman. Un parque público no es público por obra y gracia del alcalde o el gobernador, mucho menos lo es por la venia de los vecinos –en algunos casos auténticos aspirantes a señores feudales modernos– es público por su origen y todos tienen derecho a disfrutarlo, sin cortapisas ni limitaciones.
Lo mismo aplica para todos los derechos ciudadanos, obligaciones de las autoridades, y nadie puede arrogarse el derecho a limitarlo o impedir su producción o desarrollo. El solo hecho de intentarlo lo convierte en un NIMBY/SPAN, y se convierte en aspirante de señor feudal.
La verdad pasó de noche, o cuando menos a mí me pasó de noche, la iniciativa para crear el Sistema Estatal de Información de Espacios Públicos.
Pero ¿qué es el Sistema Estatal de Información del Espacio Público? y ¿por qué lo necesitamos? Bueno, podría entenderse como una exageración, hipérbole o redundancia, ¿para qué queremos un registro público de espacio público si ya es público? Pues sí y no. Pedir un registro público del espacio público parece una exageración, pero en realidad el ciudadano común y corriente no sabe que es copropietario de grandes cantidades de suelo y que este debería destinarse, básicamente, a dos cosas: parques y equipamientos.
¿Y en este momento no es público? En teoría sí, las cesiones de los nuevos desarrollos se escrituran e inscriben a nombre de los municipios y, también en teoría, su destino está definido en la ley. En la práctica ese espacio de actuación pública es poco pública, nadie sabe con exactitud cuál es el inventario de suelo propiedad de cada municipio, resulta bastante difícil, casi imposible seguir el rastro de un espacio público y saber si con el tiempo mantuvo ese carácter de público y comprobar que su destino se mantuvo: parque o equipamiento.
Por eso es que un registro público de lo público tiene sentido. Un registro público del espacio público sería como decirle a los ciudadanos comunes y corrientes: “oiga vecino, le tengo una excelente noticia, usted es rico, es dueño de bastante tierra”.
¿Cuánto? 17 % de cada desarrollo, o un poco más… al menos eso dice la ley. Otra manera de explicarlo sería decir algo así como “usted es dueño de acciones urbanas (parques, plazas, jardines) entre más existan, más rica es su ciudad y, por lo tanto, su acción sube más”.
¿Por qué es importante? Primero, porque el espacio público es público, es de todos, y no debería destinarse a ningún otro fin distinto al que marca la ley. Segundo, porque si este inventario está en la opacidad siempre existirá la tentación de venderlo, ponerlo en comodato o utilizar cualquier figura jurídica posible para cambiar su naturaleza y obtener algún beneficio, bien habido o mal habido, pero que representa una desviación del destino que marca la ley. Tercero, porque necesitamos esos espacios, por razones ambientales, sociales, de seguridad, de convivencia, de seguridad pública, por orgullo, por pertenencia, para encontrarnos, conocernos, conversar e interactuar.
Pero hay una razón adicional, la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León mandata protección y progresividad “…crear condiciones de habitabilidad de los Espacios Públicos, como elementos fundamentales para el derecho a una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad de los ciudadanos, considerando las necesidades diferenciadas por personas y grupos.
Se fomentará el rescate, la creación y el mantenimiento de los espacios públicos, los que podrán ampliarse, o mejorarse, pero nunca destruirse o verse disminuidos. En caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser sustituidos por otros que generen beneficios equivalentes” (Art. 4 fracción VII).
Ahí está la clave: protección y progresividad del espacio público. No se puede proteger y hacer progresivo algo que no se conoce, algo que no se mide, algo que no se sabe dónde está ni de qué tamaño es.
Por cierto, como ejemplo histórico de lo que ocurre cuando este tema, el del espacio público, se maneja en la opacidad y discrecionalidad, ¿sabía usted que entre finales del siglo XIX y el XX se perdieron, desaparecieron o se redujeron hasta nueve plazas en el primer cuadro de Monterrey? Entre estos espacios estaba la mitad de la original Alameda, sí, lo que hoy conocemos como la Alameda tenía el doble del tamaño de lo que hoy tiene, llegaba hasta la calle Espinoza y tenía 16 manzanas de extensión.
¿Interesante o no? Este dato y otros lo publicaron regiomontanos en una revista de la Universidad de Guadalajara, se puede ver en https://bit.ly/31BWVdL.
¿Cuántos municipios deben conformar la zona conurbada de Monterrey? ¿Es esa la pregunta central?
No creo. En mi opinión esa es la pregunta más irrelevante de toda esta discusión. La pregunta central debería ser ¿cómo construimos un mecanismo de gobernanza para esta zona conurbada? y los gobiernos locales, incluyendo el estatal, tendrían que hacerse la siguiente pregunta: ¿qué tanta “soberanía” estaríamos dispuestos a ceder en favor del mecanismo de gobernanza metropolitana?
Esa es la cuestión y me explico.
En esta discusión hay dos argumentos: uno de forma (como se debe formalizar la integración de la zona conurbada) y otro de fondo (la eficiencia de los instrumentos de planeación y gobernanza).
Con respecto del primer argumento el tema es bastante simple, la integración de una zona conurbada es por convenio, las partes se ponen de acuerdo, no se impone y se alcanza solo si las partes están convencidas que necesitan del otro y que deben aportar, más que recibir, recursos a la conurbación. Hay herramientas técnicas para medir el grado de “conurbación”, pero no son potestativas y también hay grados de “conurbación”; en todo caso, más allá de la técnica y el grado de conurbación, lo relevante es el acuerdo. Sin acuerdo, no hay mecanismo de gobernanza metropolitana.
¿Cuál es la parte esencial del Convenio de Conurbación? El Artículo 26 de la Ley de Asentamientos Humanos dice: “El convenio que se celebre según lo previsto en el artículo anterior contendrá: I. La integración, funcionamiento y lineamientos para la toma de decisiones de la comisión de conurbación de que se trate; II. Las facultades, obligaciones y compromisos de los municipios respectivos y del Estado, para planear y regular conjunta y coordinadamente los centros de población de que se trate; III. Las acciones, obras, inversiones o servicios para las acciones de crecimiento, conservación, consolidación y mejoramiento que realizarán de manera conjunta y coordinada, particularmente las dirigidas a las áreas de reserva territorial, infraestructura, infraestructura para la movilidad, equipamiento y servicios urbanos en la zona de que se trate, y IV. Las instancias que permitan la prestación de servicios públicos comunes; los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones de conurbación y las demás acciones que convengan los municipios respectivos para el ordenamiento y desarrollo urbano” (solo las negritas son mías).
Al final, las razones y fondo de esta discusión es la eficiencia de los mecanismos de gobernanza metropolitana. No es cierto que no existen, otra cosa es que no se utilicen y –más relevante aún– qué tan eficientes son. Tenemos tres planes reguladores de la metrópoli (uno que nunca se aprobó) y dos formalmente aprobados. Curiosamente fue más útil el más viejo e informal que los más nuevos y, al menos en teoría, formalmente constituidos. En todo caso, aunque son buenos documentos técnicos, ninguno de ellos ha sido suficientemente útil al ordenamiento de la metrópoli.
También existió, de hecho, existe la Comisión de la Zona Conurbada, otra cosa es que no se convoque y no se utilice como un espacio de discusión y acuerdo. Es notable que en muchos años ninguno de sus miembros haya sentido la urgencia de convocarla y que se hayan preferido otros mecanismos más discrecionales, para construir acuerdos y ejecutar acciones en beneficios de la metrópoli.
En resumen ¿9, 11 o 18?
La verdad, la conurbación no necesita acuerdos ni decretos, la conurbación es un hecho. Algunos municipios tienen una conurbación más intensa que otros, en algunos casos bastante débil e incluso prescindible.
Lo que sí es necesario es un mecanismo de gobernanza, pero serio y formal, que debería empezar por una declaratoria de reconocimiento sobre la necesidad del otro y el compromiso de invertir en lo metropolitano más que en lo local. Un compromiso público de “cesión de soberanía individual” por el bien de la metrópoli, un reconocimiento de que la vitalidad de cada municipio pasa por la vitalidad de los otros. La formalización de la conurbación y la creación del mecanismo de gobernanza podría fundarse sobre belleza y verdad:
“Para que pueda ser he de ser de otro, salir de mí, buscarme entre los otros, los otros que no son si yo no existo, los otros que me dan plena existencia, no soy yo, no hay yo, siempre somos nosotros, la vida es otra, siempre allá, más lejos, fuera de ti, de mí, siempre horizonte…”.
Fragmento de “Piedra del Sol”, de Octavio Paz
Esta fue la respuesta de uno de los alcaldes de la región periférica cuando le preguntaron respecto de la controversia constitucional, que aceptó la Suprema Corte de Justicia, contra la propuesta de que la zona metropolitana se integre por 18 municipios, nueve más que los actuales. Otro respondió: “Nos afecta porque tenemos muy grande el crecimiento… y sí necesitamos el apoyo para que podamos ser un área metropolitana donde podamos también obtener más apoyos”.
Traducción libre: hay municipios menores de edad que necesitan patria potestad, el Convenio de Conurbación les garantizaría una suerte de manutención. Curiosamente, esta suerte de “manutención” no sería por separación, sería por “adopción”, lo que no se sabe es por motivos de minusvalía o por minoría de edad.
Vaya que las expresiones citadas contrastan con el espíritu y texto de la ley; la conformación de una zona conurbada es una manifestación de “….la voluntad de los Municipios de participar en el desarrollo de la Zona Metropolitana como una forma de expresión de la autonomía municipal encaminada a la resolución conjunta de problemas comunes”.
La conurbación implica darse cuenta de que la suerte de un municipio, independientemente de su tamaño o riqueza, depende de la suerte de los otros municipios. No se trata de fuentes de financiamiento, ni mucho menos de un listado de obras para favorecer a uno u otro municipio.
El foco y sustancia del Convenio de Conurbación tendría que ser la expresión, explícita, de la adquisición de conciencia respecto de los bienes y problemas comunes: agua, aire, flora, fauna, espacio público, trabajo, movilidad, etc.
Desafortunadamente esta oportunidad se presenta pocas veces en la vida de las metrópolis, en el caso del Área Metropolitana de Monterrey solo ha ocurrido tres o cuatro veces y solo en dos de ellas se ha materializado en sendos Planes Metropolitanos: 1988 y 2003. Aunque su eficiencia y vigencia son otro cantar, son instrumentos esenciales a la vida de la metrópoli y deberían ser ejercicios vivos, continuados y ampliamente publicitados y participativos.
Esta semana asistimos a un “Conversatorio de Coordinación Metropolitana”, evento desangelado, de contrastes, pero –así lo quiero creer– esperanzador. Fuimos convocados por el Municipio de San Pedro a “escuchar un intercambio de ideas” entre alcaldes (al final solo de unos pocos alcaldes y algunos técnicos) sobre la cuestión metropolitana.
¿Cómo se puede sintetizar el contenido del evento? ¿Qué se destaca del mismo?
Primero. El planteamiento inicial, a cargo del moderador, tratando de centrar el tema en la idea de la unicidad de la metrópoli y confrontando a los alcaldes con nuestra propia tragedia de los comunes, hecha en casa, por el consumo egoísta e individual de los recursos comunes.
Segundo. El extravío de la mirada (están perdidos me dijeron cuatro o cinco asistentes), todos vueltos hacia adentro (solo citan sus problemas) y en algunos casos con un notorio “estrabismo”; por ejemplo, los municipios con más problemas de contaminación del aire no lo citan como un problema. Ninguno cita la desigualdad.
Tercero. Los retos se citan en formatos que reproducen las dinámicas ya probadas, sin importar que se han manifestado como ineficientes: más empleo, más pasos a desnivel, sincronizar los semáforos, obras viales…
¿Qué destacar del evento?
Su realización, ojalá este tipo de eventos se repita en otros municipios y deje de ser para que los ciudadanos escuchen; ojalá que sea el principio de un proceso en donde las autoridades municipales y estatales escuchen a la gente.
Una propuesta de San Pedro: que Monterrey se densifique y en libre interpretación, mía por supuesto, que recupere su vocación de centro metropolitano.
Al final una reflexión. Sería grandioso que cada Municipio asumiera conciencia de que su futuro está en lo que puede hacer por otros municipios y sobre todo por su gente. Dos ejemplos: ¿por qué no ponerse de acuerdo para restaurar la cuenca alta del río Santa Catarina (más agua) y en el manejo del agua pluvial (menos destrucción por escurrimientos torrenciales)? ¿Por qué en lugar de pensar en inversiones en pasos a desnivel (en su propio municipio) no piensan en financiar el sistema de transporte público de toda el área metropolitana?
Más agua, más aire limpio y más tiempo para las personas no le harían mal a nadie, harían que todos los regiomontanos fuéramos un poco más ricos.
Maestra en Dirección y Gestión Medioambiental por la EOI de Madrid; Ingeniera Química y de Sistemas del Tec de Monterrey. Cuenta con estudios de la Universidad de Georgetown en Innovación y Liderazgo en Gobierno, y de la Agencia de Cooperación Internacional del Japón en Fortalecimiento del monitoreo atmosférico. Trabajó para el Gobierno del Estado de Nuevo León en las secretarías de Desarrollo Sustentable y en la de Desarrollo Social. Su último cargo como funcionaria fue el de Subsecretaria de Vinculación y Atención a Grupos Vulnerables. Coautora y responsable de la implementación del Programa de Gestión para Mejorar la Calidad del Aire del Área Metropolitana de Monterrey 2008-2012 y del Plan de Acción de Cambio Climático de Nuevo León. Actualmente es Directora de Proyectos en Cromo Group, brindando asesorías, capacitaciones y servicios a la iniciativa privada, dependencias gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil.
En Systemática se puede encontrar una diversidad de temas, enfoques y abordajes: desde los temas duros, como la mala calidad del aire, hasta los temas sociales, tales como la discriminación, la polarización de la sociedad y los efectos del COVID que a veces se abordan desde la técnica, hasta algunos otros de los que se habla con algo de ironía o humor.
Muchas de las columnas de Systemática tienen que ver con temas puntuales como la tarifa del transporte público o el espacio público efectivo, pero otras son de gran transversalidad e ilustran el efecto y profundidad que ciertos fenómenos tienen en la sociedad regiomontana. Dos ejemplos son suficientes para ilustrar esta idea: la mala calidad del aire y la desigualdad y sus múltiples manifestaciones en nuestra sociedad. En algunos casos la transversalidad es evidente, pero en otros no; cuando Systemática los aborda, su sola exposición es una valiosa contribución.
En materia de calidad del aire hay un recuento de temas, problemas y referencias a estudios preexistentes y posibles cursos de acción, así como el señalamiento de las principales áreas de oportunidad para mejorar la calidad del aire del Área Metropolitana de Monterrey (AMM).
Ciertamente existen un sinnúmero de estudios que concluyen que tenemos graves problemas de contaminación atmosférica. De ellos resulta claro que el material particulado es el principal contaminante y en el cual se deberían enfocar los esfuerzos por detener y, en la medida posible, revertir los efectos que producen las partículas menores a 10 y a 2.5 micras.
A lo largo de las administraciones públicas se ha buscado determinar cuál es el problema que se presenta en el AMM, y con algunas variaciones, las conclusiones siguen siendo las mismas. La calidad del aire es mala y se debe realizar una serie de acciones contundentes que nos permitan respirar aire limpio, mejorando así la salud y calidad de vida de sus habitantes. Pero no solo los problemas de orden técnico, sino también los de orden social como las viviendas lejanas y desconectadas, los largos trayectos en transporte público y la desigualdad de acceso a espacios públicos de calidad; esas también son causa y efecto de nuestro problema socioambiental.
La generación de energía es una de las principales fuentes de contaminación. Es por ello que una de las estrategias medulares debería ser que la energía que utilizamos provenga de fuentes renovables. Es bien sabido que esta situación no es contemplada actualmente en México, dado que es un tema que no resulta prioritario para la Administración federal, responsable de esta estrategia a nivel nacional. Esto ocasiona que continuemos dependiendo de los combustibles fósiles, a pesar de que la tendencia mundial se centra en el uso de energías limpias.
De esto mismo se desprende que la mayoría de los autos que circulan en el AMM utilizan hidrocarburos que emiten óxidos de nitrógeno que son precursores de ozono, así como compuestos orgánicos volátiles, material particulado y monóxido de carbono, siendo las fuentes móviles la principal fuente de emisión de este último contaminante. Es importante destacar que en la refinería de Cadereyta se producen combustibles más limpios, pero estos no se distribuyen en el AMM. ¿Será que no se requiere utilizar este tipo de combustibles porque no contamos con un programa de verificación vehicular o es que existen otro tipo de intereses?
Por ahí otra vez la notoria desigualdad y falta de foco en las políticas sociales; ya se pueden ver vehículos híbridos e incluso eléctricos en el AMM, pero el 42 % de las viviendas no tienen acceso a ningún tipo de vehículo motorizado y nuestro sistema de transporte público perdió el 40 % de la oferta en los últimos 5 años y 6 % de los viajes en transporte público duran más de dos horas y un 40 % espera la llegada de su autobús 20 minutos o más. Bien por los que pueden comprar un auto eléctrico, pero qué mal que el que vive más lejos tiene que pasar más tiempo en la calle respirando aire sucio.
Aunado a lo anterior, se han hecho diferentes esfuerzos por reiniciar la operación del programa de verificación vehicular. En ocasiones, se ha planteado que este sea operado por el gobierno de manera gratuita para las unidades de uso intensivo, pero al parecer esto no fue interesante para algunos partidos políticos y esta idea se vino abajo en el Congreso, siendo una pena, ya que se buscaba poner el ejemplo con los vehículos automotores que recorren más kilómetros, para posteriormente migrar hacia un modelo en el que toda la ciudadanía se tendría que hacer responsable de las actividades de inspección y mantenimiento de sus vehículos. Sabemos que en los 90 del siglo pasado, este programa se implementó y su fracaso se atribuyó a temas de corrupción. Si queremos mejorar la calidad del aire del AMM, estas acciones se requieren llevar a cabo y se deben buscar los mecanismos que resulten necesarios que garanticen la correcta y eficiente ejecución del programa.
Ahora bien, es bien sabido que las unidades que circulan en el AMM requieren mantenimiento, por lo que tal vez, mientras que se implementa un programa de verificación vehicular, se deberían buscar esquemas en los que les soliciten a los propietarios una manera de demostrar que su unidad ha sido revisada y se le ha dado el mantenimiento mecánico que garantice que las emisiones de su auto cumplen con la normatividad aplicable. Más que verificar o hacer revistas mecánicas, hay que utilizar, masificar y potenciar el uso del OBD (On Board Diagnostics).
Por otra parte, tenemos un grave problema en materia de transporte público, dado que es insuficiente y de mala calidad. Tenemos una Ecovía y dos líneas del Metro, en espera de que inicie el funcionamiento de la tercera, pero requerimos de varias más. No hay forma de que solucionemos el tema del tráfico vehicular, si el gobierno no ofrece buenas opciones de transporte, que sea más limpio, rápido, incluyente, menos costoso y accesible. La mala calidad del aire no se resolverá con inversiones que beneficien a los que más tienen, hay que invertir para que quienes menos tienen dispongan de más alternativas para su cadena de viajes y, de paso, que el espacio público en donde se mueven sea digno y un generador de orgullo y pertenencia.
La calidad del aire es un tema muy complejo, en el que todos los sectores de la comunidad están involucrados, siendo el gobierno el rector en cuanto a las políticas públicas que se deben implementar y velar por su adecuado seguimiento. Este reto es muy grande. No solo se trata de que los responsables del medio ambiente entiendan el tema, sino que este se logre elevar y llevar a todas las áreas de gobierno. Se requiere fortalecimiento institucional, de tal manera que los funcionarios encargados de la calidad del aire cuenten con conocimiento científico y experiencia en el tema. No solo porque es el perfil mínimo que debería tener, sino porque es un tema que incide directa y gravemente en la salud de la población.
De acuerdo con el Banco Mundial “…la contaminación atmosférica se ha convertido en el cuarto factor de riesgo de muertes prematuras, ya que 1 de cada 10 muertes en todo el mundo es atribuible a la exposición a la contaminación del aire”.1 Esta misma institución establece que “…es un riesgo mayor de lo que se cree. Cada año, la cantidad de personas que mueren por la contaminación del aire es más veces mayor que las provocadas por la malaria y 4 veces mayor que las provocadas por el VIH/SIDA”.2
Las áreas ambientales en los tres niveles de gobierno tienden a tener poco presupuesto, y por lo tanto, el personal es insuficiente, no cuentan con los equipos requeridos para verificar el cumplimiento de la normatividad en materia de emisiones, por lo que todo esto es una alerta importante si realmente se busca elevar la seriedad del tema.
Hay que tomar conciencia, todas las actividades de todas las áreas de gobierno tienen impacto en la calidad del aire. Se requieren programas transversales y vinculación en el diseño de políticas públicas. Se necesita involucrar a la gente de energía, transporte, medio ambiente, desarrollo urbano, obras públicas, educación y salud, como principales actores en la estrategia para mejorar la calidad del aire. Se necesita un programa paraguas en el que se tenga clara la urgencia de actuar y mejorar las condiciones existentes, de tal forma que se frene el aumento de las concentraciones de contaminantes en el AMM. Si no hay coordinación, en definitiva, no se obtendrán los resultados esperados.
Y hoy en los tiempos del COVID, el virus nos ha demostrado que sin la coordinación entre niveles de gobierno no somos capaces de proveer los tan necesarios espacios públicos y servicios para la movilidad. Sin coordinación y concurrencia no podremos resolver el problema de la calidad del aire, pero tampoco mitigar los efectos del cambio climático o de otra pandemia.
En México existe un marco jurídico vasto, intrincado, segmentado y complejo. Esto no significa que no se debería buscar su mejoramiento y adaptación a los cambios que se experimentan día con día. Lo que resulta imperante es dar seguimiento y cumplimiento a lo establecido en estos instrumentos. La sociedad civil y la ciudadanía en general debemos organizarnos y exigir el medio ambiente sano que por derecho nos corresponde.
Las leyes existen, el marco regulatorio es claro, solo que en Nuevo León no se cuenta con los equipos ni el personal para que el gobierno le dé la importancia y el seguimiento que el tema merece. Se requiere voluntad política para que se den los cambios en la industria y el transporte, se necesita compromiso moral para cambiar y migrar hacia un estilo de vida sustentable y, sobre todo, se requiere compromiso cívico para abanderar causas y no desistir al exigir a nuestros gobernantes que hagan lo que les corresponde para mejorar la calidad del aire. Si al gobierno le cuesta regular a la industria, la autoridad local debería enfocar esfuerzos en resolver la problemática de movilidad que impera en el área metropolitana.
¿Por qué no empezar por regular y darle seguimiento al cumplimiento de los grandes emisores? Siempre será un reto tratar de poner orden a las industrias porque el cumplimiento de la normatividad para estas fuentes requiere de inversiones importantes, tanto por parte de la fuente emisora como del gobierno, que la mayoría de las veces no se tienen contempladas. Hay que empezar por algo. Por un lado, al menos verificar que están entregando sus reportes a la autoridad competente, para posteriormente proceder a su inspección y vigilancia. Aquellas que están excediendo las normas, invitarlas a que presenten sus programas de regularización, en los que se vea y plasme la disposición de las empresas para cumplir con los límites máximos permisibles de emisión, y así, entre todos buscar mejorar la calidad del aire.
Se debe de pensar más allá de que tal y cual programa es recaudatorio. Se requieren recursos económicos para enfrentar la realidad que estamos viviendo y es necesario poner atención y toda la voluntad política. La contaminación nos está matando a todos poco a poco. Por ello, más allá de pensar en cómo ingresa dinero a las arcas de gobierno, pensemos que se requiere presupuesto para que el gobierno realice acciones que nos permitan migrar hacia un modelo de movilidad sustentable, hacia la generación de energía a partir de energías limpias, hacia una industria realmente limpia, hacia programas de educación y salud que nos muestren que todos tenemos algo que hacer para disminuir las emisiones de contaminantes a la atmósfera.
En síntesis, de lo que se trata es de crear ciudades más conectadas, con más y mejores espacios públicos y servicios para la movilidad. En un entorno como este no solo la ciudad respeta y convive con lo natural, las personas también coexisten y dialogan, se encuentran y se apoderan de la ciudad, la hacen suya y reducen las desigualdades.
Es necesario recordar que la disminución de los niveles de contaminación atmosférica puede reducir la carga de morbilidad, derivada de problemas cardiovasculares. Se ha asociado en muchas ocasiones a la mala calidad del aire como la responsable de millones de muertes prematuras. Las partículas menores a 2.5 micras causan enfermedades cardiovasculares, respiratorias y cáncer, siendo este uno de los contaminantes de mayor riesgo para todos los que habitamos el AMM.
Por ello, se debe optar por un transporte más limpio y bien conectado, por viviendas eficientes energéticamente, por una planificación urbana que concentre las ciudades de tal forma que sean más eficientes, generación de electricidad a partir de energías limpias, gestión adecuada de los residuos que permita su reducción, separación, reciclaje y reutilización, y sensibilización de la comunidad, donde se desfavorezcan los patrones consumistas y se privilegien los estilos de vida y producción amigables con el ambiente.
Como ciudadanos nos queda mucho por hacer. El gobierno debería de velar porque los estándares de calidad del aire no sean letra muerta, y nos debería de mostrar la información de una manera clara y comprensible, de tal forma que la comunidad pueda tomar decisiones para ver la forma en que puede aportar al mejoramiento de la calidad del aire, y protegerse adecuadamente durante los episodios de alta contaminación. La comunidad, en general, debemos involucrarnos más en esta problemática que hemos dejado en manos del gobierno, pero la problemática lo ha rebasado, así que nos toca ponernos las pilas y actuar; por un lado exigiendo que haga lo que le corresponde, y por otro, haciéndonos cargo de nuestros usos y costumbres, adoptando formas de vida más amigables con el ambiente y contribuyendo al mejoramiento de la calidad del aire.
¿Qué estamos haciendo para exigirle a nuestros gobernantes que nos garanticen un aire limpio? Hay esfuerzos plausibles de algunas organizaciones de la sociedad civil que han decidido elevar el tema de la calidad del aire, haciendo un llamado a las autoridades para que regulen a quien contamina en el estado. Se han logrado reunir a miles de personas en torno a esta causa, pero ¿se ha logrado algo? Desde mi punto de vista, sí, aunque seguimos en deuda con el medio ambiente. La comunidad se percató de lo grave que es el problema de la contaminación, se señalaron a grandes emisores de contaminantes a la atmósfera, se hizo un llamado para mejorar el transporte público y nos dimos cuenta que la mala calidad del aire causa efectos graves a la salud, dejando en claro que el problema en Nuevo León es peor que el que sufre la CDMX, y es realmente alarmante.
Ahora, vale la pena señalar el nivel de los colectivos que están alzando la voz. Hay algunos que tienen un interés fidedigno porque todos respiremos aire limpio, algunos otros buscan intereses particulares y muy pocos de ellos cuentan con el conocimiento técnico para proponer y dar seguimiento de la mano con el gobierno, iniciativa privada e instituciones educativas a estrategias concretas que realmente logren dar un verdadero giro a la conversación y pasar del reclamo, exhorto o intención, a la acción y el resultado.
Todos los esfuerzos son muy valiosos y, sin lugar a dudas, suman. Vale la pena que se busque apoyo no solo en organismos locales, sino que se debería de voltear a solicitar asistencia a organismos internacionales que pudieran brindar capacitaciones a estos colectivos, mejorando así el nivel de las discusiones y, sobre todo, de los hechos que nos llevarán a disminuir las emisiones a la atmósfera.
Por otra parte, como ciudadanía se debe ser consciente de que las modificaciones y reingeniería de los procesos de las industrias, la renovación y/o modificación de los sistemas de transporte, así como los cambios respectivos en el gobierno para lograr los resultados esperados, requieren tiempo, dinero y esfuerzo. Si se actúa adecuadamente, el mejoramiento de la calidad del aire se irá dando poco a poco, pero se debe acelerar el ritmo porque estamos reaccionando tarde, tanto que ya tenemos problemas de competitividad. Según el IMCO, el AMM ha caído en niveles de competitividad, básicamente por la ausencia y deterioro de servicios de transporte público, medios no motorizados y espacio público… y sí, también por la mala calidad del aire. Aquí un apunte “curioso”: parte del problema son los mismos industriales que deciden “resolver” el problema de sus empleados y contratan servicios de transporte de personal. Bien por ellos, pero qué mal que abandonen la lucha por un derecho y que, tal vez “inadvertidamente” contribuyan a quitarle demanda al maltrecho sistema de transporte público.
De gran valor será reconocer que no todo es responsabilidad de los demás. Ciudadanos organizados han decidido lanzar un llamado a la comunidad en general, así como a las autoridades. Ahora nos corresponde analizar en lo individual cómo podemos contribuir al mejoramiento de la calidad del aire. Hace algunos días tuve la oportunidad de moderar un focus group y los participantes comentaban que no les gustaba la contaminación que había en Monterrey. Al preguntarle a uno de los participantes cómo creía que podía mejorar de manera personal la calidad del aire, su respuesta fue “que él no contaminaba”, mencionando que quien lo hacía eran las empresas. Debemos quitarnos la venda de los ojos y reconocer que todos somos parte del problema. Si todos los que tenemos un auto creemos que no contribuimos a que empeore la calidad del aire, en definitiva se debe trabajar mucho en la educación ambiental, y para ello, el gobierno podría apoyarse principalmente con las áreas de medio ambiente, educación y desarrollo social para diseñar las estrategias que mejor se adecuen a la realidad de la comunidad.
El mundo avanza rápidamente. El cambio es constante y buscamos vivir una vida más cómoda. En este proceso hay que estar conscientes que el consumismo nos está afectando a todos. Como ciudadanos comprometidos, seamos responsables de nuestras acciones. Debemos entender que el problema de la calidad del aire está afectando nuestra salud y que se requiere tomar cartas en el asunto. Si vemos que el gobierno no está enfocando esfuerzos para disminuir las concentraciones de los contaminantes en el aire, nos toca organizarnos y exigir que presente y ejecute una política pública en la que todos tengamos responsabilidades.
La calidad del aire es un tema prioritario en la agenda pública mundial, pero también lo es la lucha contra la pobreza, la discriminación y la desigualdad. Nuevo León se destaca por ser un estado industrial, donde ha habido muchos, pero insuficientes avances en materia ambiental. Desafortunadamente y ese es un tema pendiente en la agenda social, como dice Systemática, brilla por su ausencia un gran esfuerzo de emprendedurismo social regiomontano, en pro de la calidad del aire y en contra de sus perversos efectos sobre la salud y la sociedad. No bajemos la guardia y hagamos realidad el sueño de volver a respirar aire limpio. ¡Es trabajo de todos!
1 “Reducir la contaminación”. Banco Mundial. 5 de abril de 2018. https://www.bancomundial.org/es/topic/environment/brief/pollution - <<
2 “La muerte está en el aire: el costo de la contaminación atmosférica en vidas y dinero”. Banco Mundial. 8 de septiembre de 2016. https://www.bancomundial.org/es/news/infogra-phic/2016/09/08/death-in-the-air-air-pollution-costs-money-and-lives - <<
¿De quién es la frase?, ¿proviene del cristianismo primitivo?, ¿Boff, Alves o Gutiérrez?, ¿algún líder de los históricos moravos, amish o amigos (cuáqueros)? ¿Asís o Teresa de Calcuta? No… Daniel Ortega (http://bit.ly/2GEYE8C). Pero no es el único, sí de los “más exitosos”, pero no el único.
Eslóganes, frases, programas de gobierno, declaraciones de principio, oraciones públicas, discursos, actos públicos (entrega de las llaves de la ciudad a Jesucristo, por ejemplo), vigilias de oración en pro o en contra, todo se “vale”, todo es útil en tanto deje votos, incentive el abstencionismo o le quite seguidores a los contendientes.
Tendencia en curso, amalgamar el reino de los cielos con el reino terrenal. Lo vemos de forma creciente, desde EUA (Trump y alianza con los WASP) hasta Chávez, Correa y Ortega en Latinoamérica. ¿No me creen? Hoy es trending topic el ascenso en la preferencias electorales de Costa Rica, de Fabricio Alvarado (cantante cristiano) y el video de su esposa hablando en lenguas, en un video viralizado en plena campaña política (http://bbc.in/2FEorfD y http://bit.ly/2s0F5UQ).
¿Cómo empieza, cómo operan estos procesos de compra o captura? Fácil, aparece un promotor o un emisario y habla del importante papel que juegan las comunidades cristianas, de lo relevante que son y de que el candidato o líder quiere que sigan haciéndolo, quiere que tengan todo lo necesario, ¿habrá algo que necesiten?, ¿habrá algo en que puedan ayudar? Lo que sea: pintura, cemento, un terreno para una nueva iglesia, recursos para el dispensario, efectivo, etc. Todo bien hasta que viene la invitación al acto público, a la congruencia, a la retribución; en casos más burdos la solicitud de la firma, copia de la credencial para votar o de plano el voto. ¿Cómo negarse? Pase de cuenta de cobro.
En organizaciones verticales (como las iglesias históricas), estos procesos de captura/clientelismo suele ser más refinado, vía las jerarquías; en las corrientes protestantes o neoprotestantes es más difícil, las bases son muy amplias y dinámicas; los liderazgos, dispersos y muy horizontales. Pero alcanzables, si no por dinero y poder, por la ideología.
De hecho, inserta en esta tendencia, se ha dado un curioso fenómeno que ni el ecumenismo pudo lograr: católicos y protestantes en la misma trinchera, en el mismo lado. Juntos en contra de la “ideología de género”, juntos en contra de la igualdad de derechos relacionados con el género, el matrimonio, la adopción y el aborto. Incluso, extraño caso colombiano, todos juntos contra el proceso de paz… según ellos, porque incluía disposiciones relacionadas con la ideología de género.
Pero ¿a quién benefician estos fenómenos? Si es por compra de votos, al candidato infiel (a los valores de la democracia); si es por construcción de redes de apoyo, al proyecto político que la auspicia, y sí, seguramente a los líderes que reciben las prebendas. ¿Benefician estas dádivas, recursos o programas a las comunidades cristianas? Si están relacionadas con campañas políticas es poco probable, son demasiado efímeras para permear hasta las bases de las comunidades. En programas más institucionales es posible (orfanatos, comedores, centros médicos, etc.), siempre y cuando cuenten con mecanismos de transparencia, rendición de cuentas y evaluación.
¿Qué ganan las iglesias? En mi opinión, además de los recursos que reciben, poco o nada. Por el contrario, pierden verticalidad y pureza. Introducen notas discordantes a la fe. No se dan cuenta que tratar de conseguir imponer sus credos por la vía de la política (un solo tipo de familia, matrimonio indisoluble entre 2 personas de diferente sexo, no a la homosexualidad, etc.) implica un reconocimiento de la ineficiencia de su mensaje, o cuando menos, de su propia ineficiencia individual. Reconocimiento implícito: si la fe no salva, no transforma, entonces lo conseguiré por la política. En todo caso implica, por incongruencia, un deterioro a sus ministerios.
Tratar de conseguir por la política lo que no se consigue por la fe es como poner una piel de león sobre un burro, el dios Aslan de C. S. Lewis.
Llevo en la fila 45 minutos, los vehículos enfrente de mí avanzan poco a poco, bajamos al lecho del río lentamente, presentamos la “green card”, buscamos un espacio para estacionar y luego, con mochilas en mano, esperamos el “transfer” que nos llevará al destino final: los lugares de trabajo.
Ya en el destino final las calles son limpias y transparentes, se ven pocos carros particulares (todos con su ID de residente) y casi no hay peatones. Todos los peatones debemos caminar por los andadores peatonales de segundo nivel o por los callejones de servicio, ninguno a nivel de calle o al frente de los comercios. Extraordinaria y valiente medida, desde 2019 que no se registra un solo atropellado.
En mi cabeza da vueltas el tema de la consulta médica de la próxima semana, debo conseguir un salvoconducto para entrar en auto y luego un tarjetón para estacionar enfrente del consultorio, mamá no puede caminar mucho y el estacionamiento público más cercano está como a un kilómetro de distancia; imposible que ella camine tanto.
El vehículo autónomo eléctrico lo puedo conseguir prestado, el salvoconducto tarda pocos días, pero el tarjetón para estacionar en la calle es prerrogativa de los residentes, así que es imposible conseguirlo. Desde su implantación, todos los residentes consiguieron tarjetones extra en el mercado negro y reconvirtieron sus cocheras en espacios recreativos, el espacio que ocuparían tres o cuatro carros es más que suficiente para un jacuzzi de jardín, un asador o para alojar toda la servidumbre. Conseguir uno, por un par de horas, costaría una semana de sueldo.
Ya en mi escritorio sigo pensando… todavía queda la posibilidad de comprar espacio adicional en el car sharing o comprar un espacio en los transfers de comercios o de restaurantes, si esa es la opción bastaría con fijar día y hora para que nos recoja en el andén exclusivo que tienen en el lecho del río; que nos traiga mi mujer, baja al río, nos deja en el transfer y luego, al final de la tarde, nos recoge. Esa puede ser la opción más cómoda, solo hay que organizar las vueltas, de aquel lado del río, de mi mujer y los niños.
Pero bueno, todavía hay tiempo. Por ahora a ocuparse de las vueltas del día de hoy, luego el regreso y a tener paciencia.
Al final de la tarde, cuando inicio el regreso a casa pienso: las calles, para los residentes son un paraíso, los carriles exclusivos y contraflujos funcionan genial, 125,000 carros (uno por habitante) parecen muchos, pero ya ocupando la mitad de los carriles son realmente pocos. El problema está en la otra mitad, en los carriles destinados a los no residentes, sobre todo en las cercanías de los accesos al río; los vehículos que se dirigen a los cuatro transfers siguen siendo muchos, me han tocado filas de un kilómetro. De la oficina al transfer más cercano son 25 minutos, 45 para salir del río y luego otros 45 minutos hasta la casa.
Llego al andén del transfer que me toca, la mochila pesa el doble que en la mañana y todavía falta hora y media para llegar a casa. Pero bueno, no más quejas, si me hubiera casado con la residente otro cuento sería…
Para sintetizar el horror de la guerra civil española y mostrar las implicaciones que tenía para la humanidad Ernest Hemingway cita a John Donne, en el epígrafe de “¿Por quién doblan las campanas?”. El genio de Hemingway acude al genio del concepto poético para dejar constancia de la tragedia:
“Nadie es una isla, nadie está completo en sí mismo; cada hombre es un pedazo del continente, una parte de la tierra; si el mar se lleva una porción de tierra, toda Europa queda disminuida, como si fuera un promontorio, o la casa solariega de uno de tus amigos, o la tuya propia; la muerte de cualquier hombre me disminuye, porque estoy ligado a la humanidad; y por consiguiente, nunca preguntes por quién doblan las campanas; están doblando por ti”. John Donne (1572-1631, en Meditación XVII de Devotions Upon Emergent Occasions).
Fernando Maiz también sintetizó la tragedia que nos toca vivir, nuestra tragedia, en su ya célebre “¿a ti no te toca?, ¿cuál tragedia?”. La tragedia del individualismo, la tragedia de la indiferencia, la tragedia del interés personal como motor de la vida de los empresarios y de los regiomontanos en general. La tragedia del que se enriquece y no crea nada para los demás, la tragedia del que trastoca el bien común en su propio bien, la tragedia del chico que se quita la vida, la tragedia del que toma lo que es de todos y priva de su futuro al que menos tiene, la tragedia de la desigualdad extrema, la tragedia de creer que quienes menos tienen se lo merecen… la tragedia de creer que en lo material está la máxima expresión del individuo.
Seguramente sin quererlo, parafraseo al célebre genio del concepto poético y sintetizo en una frase la necesidad de dejar de verse en el espejo para voltear a ver a los demás, la necesidad de dejar de preguntarse ¿qué pueden hacer los demás por mí? y empezar a preguntarse ¿qué puedo hacer por los demás? La necesidad de sentir en carne propia que la casa solariega se derrumba y que en eso se nos va la vida a todos. El concepto de comunidad. O ¿a ti no te toca?
Muchos resaltan la labor filantrópica de Fernando, sus aportes a diversas causas y el financiamiento de otras. Yo solo diré que el más grande aporte de Fernando, de esto derivan los demás, fue su gentileza, su empatía, su atenta escucha y el respeto a todos por igual.
¿Por quién doblan las campanas?, ¿por Fernando? Sí, doblan por Fernando. Pero también doblan por ti, doblan por nosotros, doblan por nuestra pérdida, doblan por nuestra casa solariega, la casa de todos. Doblan por quienes digamos no, a mí no me toca.
“Es, pues, la fe la certeza de lo que se espera,
la convicción de lo que no se ve”.
Hebreos 11:1
Imposible dejar pasar la asociación de ideas, y menos cuando ves lo que dicen sus más cercanos aliados: “Desde la más intensa cercanía confirmé ayer que Andrés Manuel @lopezobrador_ ha tenido una transfiguración: se mostró con una convicción profunda, más allá del poder y la gloria. Se reveló como un personaje místico, un cruzado, un iluminado” (Porfirio Muñoz Ledo, vía @PMunozLedo).
Solo el Mesías, el Ungido, el nacido sin pecado, se transfigura, deja su parte terrenal y asume toda la gloria de su parte celestial. Solo la divinidad tiene la capacidad, por voluntad propia, para dejar su naturaleza celestial, venir a la tierra, predicar el año agradable de la buena voluntad y luego, también por voluntad propia sufrir y morir por los pecadores y retomar su naturaleza divina.
Pero esta no es la única inferencia o asociación posible, quienes atestiguan la transfiguración “...desde la más intensa cercanía…” son los mismos que piden: “Concédenos que en tu gloria nos sentemos el uno a tu derecha, y el otro a tu izquierda” Marcos 10:37.
Pero ¿qué significa todo esto?, ¿qué es lo que estamos viviendo?, ¿acaso una transformación a una cuasi teocracia?, ¿la fundación de una “religión estatal laica”? (Porfirio dixit: “Es un auténtico hijo laico de Dios y un servidor de la patria”). Las claves de este misterio, como en muchas cosas, están en el pasado.
El 30 de junio de 2006 Enrique Krauze, en un involuntario evangelio extra canónico y para muchos apócrifo, “profetiza” lo que Muñoz Ledo publicita hoy: el Mesías Tropical se ha revelado. En ese artículo están las claves de esta “transfiguración”. El artículo es muy extenso, así que solo destacaré tres cosas: la mirada al pasado, la fe en el pueblo y en sí mismo y su muy particular perspectiva de la justicia.
En la teología cristiana el plan de redención se puede rastrear hasta el principio de los tiempos, hasta el principio de la eternidad, basta con mirar al pasado y ahí se le encuentra. Y esa es la primera clave que destaca Krauze, el que hoy es presidente mira al pasado y del mismo extrae su inspiración y “soluciones”. Hoy después de 12 años esta interpretación sigue vigente, no solo en términos de un gabinete literalmente sacado del pasado, también el planteamiento de sus programas de gobierno: una nueva “Conasupo”, caminos de manos de obra, petróleo en lugar de energías renovables, grandes transferencias monetarias y un largo etcétera.
“El pueblo no se equivoca” ya aparece en el texto de Krauze, pero la historia reciente ha demostrado que “el pueblo no se equivoca” solo aplica cuando se expresa para apoyar, reforzar o dar legitimidad a las decisiones ya tomadas. La plegaria del pueblo se transmuta en consulta y la consulta en programa: el pueblo no se equivoca.
Su particular visión de la justicia. Krauze cita a Obrador, en relación con el caso que originó su propio proceso de desafuero: “Ley que no es justa no sirve. La ley es para el hombre, no el hombre para la ley. Una ley que no imparte justicia no tiene sentido”, y agregó: “La Corte no puede estar por encima de la soberanía del pueblo. La jurisprudencia tiene que ver, precisamente, con el sentimiento popular. O sea que si una ley no recoge el sentir de la gente, no puede tener una función eficaz [...] La Corte no es una junta de notables ni un poder casi divino”. Yo agregaría: tampoco lo es el Congreso, ni el Ejecutivo y ninguno de ellos tiene atributos divinos.
No deja de ser inquietante, aun reconociéndole buena voluntad, el hilo discursivo de Andrés Manuel López Obrador y la “convergencia” de visiones “espirituales”. La República no está hecha de fe y los ciudadanos no son santos, la vida comunitaria se puede vivir por fe, pero no se puede obligar a la fe.
Se puede tener fe en la divinidad, no en los seres humanos, mucho menos de los gobernantes. A los mortales la fe les puede dar vida eterna, pero a los ciudadanos las leyes les dan derechos y responsabilidades. ¿O que no dijo el mismo Jesucristo mi reino no es de este mundo?
Al cierre algo más terrenal, a manera de advertencia y ojalá vacuna para la República que hoy tenemos, la expresión de Lucas Alamán al dictador Santa Anna en 1837: “La nación le ha confiado a usted un poder tal como el que se constituyó en la primera formación de las sociedades, superior al que pueden dar las formas de elección después de convenidas, porque procede de la manifestación directa de la voluntad popular, que es el origen presunto de toda autoridad pública”.
Según el Diccionario del Español en México (El Colegio de México) un “chairo” es una “persona que defiende causas sociales y políticas en contra de las ideologías de la derecha, pero a la que se atribuye falta de compromiso verdadero con lo que dice defender; persona que se autosatisface con sus actitudes”.
Según el mismo diccionario, un fifí es una persona “que viste con mucha elegancia o tiene modales muy delicados”.
A los chairos también se les conoce o identifica, al menos por sus detractores, por la falta de argumento sólidos y razonados, la doble vara con que miden las propuestas o a las personas: rígida y estricta para los contendientes y flexible para sus afines. Para los otros se exige “pruebas irrefutables” y santidad, para ellos mismos bastan los actos de fe y la sola expresión de bonhomía.
A los fifís también se les clasifica, cataloga o asocia con otras definiciones: conservadores, derechistas, corruptos, ladrones, explotadores, neofascistas, mezquinos y canallas.
Curiosamente ambos términos, tratados como mexicanismos lingüísticos, tienen raíces parecidas: están ligados a la masculinidad o, más bien, a la ausencia de masculinidad. Muy mexicano.
En el caso de los chairos, desde este punto de vista, se alude a la chaira (instrumento utilizado por los carniceros) que se frota rítmicamente de arriba a abajo y se asocia a la autocomplacencia, en este caso mental o ideológica, porque no necesita de otros. Basta con que uno mismo lo quiera y lo haga. En esta interpretación el “chairo” no necesita argumentos o razones, basta con que él lo crea. Tampoco necesita de otros, no acepta responsabilidades reales y tampoco establece compromisos con terceros, y por lo tanto, en el fondo, es un disfuncional antisocial y narcisista.
En el caso de los fifís, su elegancia y delicados modales, en el imaginario mexicano, deriva rápidamente al ocio, a la improductividad, la explotación, la vida regalada, el amaneramiento y a la búsqueda de los placeres para sí mismo y a la homosexualidad (https://bit.ly/2H1maRd). Sí, el fifí no solo es elegante y de modos delicados, vive de lo que otros ganan y le gusta exhibirse, ofrecerse, mostrarse. De alguna forma, también se autocomplace.
¿Y los autistas?
El autismo es un trastorno neurobiológico poco comprendido y muy singular, se popularizó por la película “Rain Man” (Cuando los Hermanos se Encuentran, 1988), el protagonista es un autista genio. ¿Algunos autistas son genios? Sí, por supuesto. Pero catalogarlos, o no, como genios no los define: son personas, como todos nosotros, con derechos y valor intrínseco. Algunas de las características que sirven para identificar el síndrome, las más comunes, son: I) La incapacidad para comunicarse e interactuar con los demás, y I) La presencia de patrones restrictivos y repetitivos de comportamiento, intereses o actividades.
¿Pueden imaginar una conversación entre un chairo, un fifí y una persona con las características más comunes del síndrome autista? ¿A dónde lleva, a dónde conduce? ¿Podrían, los personajes caracterizados por estos perfiles, ponerse de acuerdo en algún fin común? Si se parte de las definiciones anteriores, u otras parecidas, ¿hay esperanza de que se comuniquen entre sí? ¿Cómo salir de esa “autocomplacencia” e introspección y comunicarse, entenderse, con los otros?
Aquí algunas ideas muy básicas:
Primero. Unos y otros deberíamos, deberían, de dejar de definirse por el rasgo más negativo que se supone define al contrario o contendiente.
Segundo. Reconocer que todos tenemos rasgos negativos, pero también positivos y que todos, en el más puro léxico mexicano somos hijos del maíz. Más allá del calificativo, todos somos y vivimos en este cuerno de la abundancia, o de las desgracias, que se llama México.
Tercero. Recordar que hay otros, muchos más, que no son chairos o fifís o que simplemente no encuadran en ningún perfil. Sí, son muchos más. Son nuestros amigos, hermanos, hermanas, vecinos, colegas, compañeros de trabajo.
Dicho esto, conviene recordar algunas esencias de casi cualquiera de las formas de gobierno: I) quienes gobiernan reciben mandatos de responsabilidad, no de privilegios o de ejercicios de poder irrestrictos y autoritarios; II) los gobiernos no funcionan por la bondad o buenas intenciones de las personas, funcionan por las reglas y los límites que se impone a los mismos que gobiernan, y III) aunque sean muy exitosos en las contiendas políticas, una vez superadas estas, deben gobernar para todos, no solo para sus afines.
Por último ¿hay ciudadanos que no caen en ninguna de estas categorías? Creo que sí. Pero personalmente creo que todos tenemos un poco o mucho de los perfiles descritos y juntos todos, tenemos un reto gigantesco: la obligación cívica de incorporarnos a la vida política y comunitaria sin descalificar, sin destruir, sin convertirnos en chairos o fifís extremos, sin capacidad para la empatía, la escucha, el entendimiento… sin remedio.
Lo único que no se vale es ver los toros desde la barrera. Todos adentro, nadie por fuera.
Yo conocí a Bolívar una mañana larga, en Madrid, en la boca del Quinto Regimiento. Padre, le dije, ¿eres o no eres o quién eres? Y mirando el Cuartel de la Montaña, dijo: “Despierto cada 100 años cuando despierta el pueblo”.
Pablo Neruda en Un Canto para Bolívar
Margarita trabajaba en casa, cuando vivimos en Venezuela por allá del año 2000. Extraordinaria y fiel, era una colombiana ya mayor, ilegal y no sabía leer ni escribir. En medio de un discurso donde solo había escuálidos y boinas rojas, Margarita tenía una cosa clara, a contra corriente, era de las pocas que nunca se subieron al carruaje triunfal en que Hugo Chávez se movía rumbo al poder absoluto. Margarita siguió siendo Margarita cuando solo se podía ser bolivariano o imperialista.
Hace pocos días, por razones de trabajo, visité el Ecuador y en pláticas informales surgió la pregunta obligada: ¿cómo ven los ecuatorianos, después de 12 años, la figura de Rafael Correa? Las respuestas fueron extremas: de casi santo a cuasi dictador. Rafael Correa hoy vive en un exilio de facto por, presuntamente, estar involucrado en el secuestro de un rival político.
Pensando un poco en el tema, el de la extrema polarización social, caí en cuenta que el mismo proceso que se desarrolló en Venezuela y Ecuador es el mismo que se vive en Nicaragua, Colombia, Chile, Bolivia, Argentina, Guatemala y, sí, en México. En todos estos países se ven amplios grupos de la sociedad en franco antagonismo, en franca contienda, en descalificaciones, rechazos y conversaciones (más bien monólogos) en donde el objetivo de unos y otros pareciera ser avasallar, destruir y desaparecer al otro.
¿El acuerdo y la razón? ¿El acuerdo? No, ese no es el objetivo de estas conversaciones; ¿la razón? No, ese no es el medio. De lo que se trata es de imponer una concepción sobre la otra. No hay puntos intermedios, en esta farragosa condición social; solo hay patriotas y traidores; hay honestos y deshonestos; solo se puede estar comprometido con el país y si no, entonces se es parte de los maquiavélicos destructores de la patria. O son ciegos o son iluminados. La razón, la prudencia, la moderación, los procesos cuidadosos y paulatinos no tienen cabida. O es rompe o es rasga.
¿Qué tienen en común todos estos procesos? Muchas cosas, pero solo citaré dos: todos son encabezados por personajes extraordinarios y el sentido de épica singularidad que han intentado imprimir en sus gestiones.
¿Personajes extraordinarios? Sí, claro. Mire la biografía de Correa, es una incomparable saga en donde la tragedia familiar y la superación personal trascienden y ubican al protagonista en el papel del justiciero social ilustrado. Mire la biografía de Chávez, guste o no, es un personaje surgido de la miseria del campo venezolano que siempre creció y fue sobresaliente en todas y cada una de las etapas de su carrera. ¿Daniel Ortega? Bueno, un guerrillero que sobrevive toda una vida y se ubica en posición de materializar sus ideales tiene, se quiera o no, rasgos y vivencias extraordinarias. ¿Y Evo Morales? Bueno, que un campesino indígena dirija un país por más de 12 años tiene ya de por sí algo de extraordinario.
El otro rasgo común es el sentido de épica singularidad que han puesto en el ejercicio de sus funciones y en su discurso político. En palabras de Rafael Correa, el ejercicio de sus funciones tenía como objetivo “…la lucha por una revolución ciudadana, consistente en el cambio radical, profundo y rápido del sistema político, económico y social vigente”.
¿Vale la pena incitar semejante polarización? ¿De verdad es posible ese “cambio radical, profundo y rápido”? ¿A poco sí se pueden controlar todas las variables económicas y sociales para producir, sin efectos negativos, un cambio que transforme radicalmente la herencia de 100, 200 o 300 años?
Aun reconociendo la necesidad de superar los profundos rezagos y deudas sociales, ¿vale la pena perseguir ese “cambio radical, profundo y rápido” a costa de la extrema polarización social?
No lo sé, lo que sí sé, es que las carreteras pueden ser construidas, derribadas y vueltas a construir en muy pocos años, pero la cohesión social (poca o mucha) no, el sentimiento de ser una nación, un solo pueblo, no.
Estando en el poder es relativamente fácil construir infraestructura, cambiar leyes, modificar estamentos administrativos, pero no forzosamente la idea de una gran nación, la idea de una vida compartida, la sensación de ser parte indisoluble de un todo.
Mi escenario ideal: “...una revolución ciudadana, consistente en el cambio radical, profundo y rápido del sistema político, económico y social vigente” sin polarización ni encono, sin bolivarianos ni boinas rojas, sin chairos ni fifís.
La lucha contra el huachicol sigue, ayer se “picaron” y detectaron cuatro ductos. Nuestras gloriosas fuerzas especiales detectaron estas operaciones en pocas horas, utilizando los satélites que la Agencia Espacial Mexicana compró y lanzó al espacio desde Cabo Cañaveral el año pasado. Con eso se demuestra ampliamente que las críticas a nuestro esfuerzo eran infundadas, los $ 7,500 millones de dólares que se pagaron por los satélites están justificados; no se detuvo a nadie, pero se evitó que se robara combustible.
Por otro lado, también debemos informar que se completó la compra de pipas ordenadas en 2019; después de demandar al vendedor y cumplir con todos los trámites de importación, finalmente se entregó la última pipa. La entrega del combustible en gasolineras pronto se regularizará, los barcos siguen descargando y las embarcaciones en espera cada vez son menos.
Para adelantarnos a lo que los enemigos del país están haciendo hemos tomado la decisión de comprar otras 500 pipas, porque de las 1,000 que se compraron en 2019, se robaron y destruyeron 125 (menos de las que se robaron entre 2015 y 2018), otras 75 descansan o se van a servicio en días alternados y las otras se necesitan porque el ducto central del noreste ya está fuera de servicio.
Necesitamos otras 500 pipas, la delegación de funcionarios que las van a comprar ya salió rumbo a Corea del Norte. Nos enteramos que en Corea del Norte transportan en pipas toda su gasolina desde China, así que producen en grandes cantidades y tienen el expertise que necesitamos. Los funcionarios de la Secretaría de Economía, la Defensa, la Cancillería, la Función Pública firmarán los contratos y en dos o tres meses llegarán las primeras pipas. Junto con esta delegación también viajó el Director Nacional de Pipas y Conductores con el último contingente de choferes contratados, instalarán un campamento y recibirán la capacitación necesaria.
Hacemos un llamado a ser pacientes, los ciudadanos del Bajío son testigos de que los problemas de abasto no son para siempre, ellos saben que después de los primeros tres meses el suministro llegó a 70 % de los niveles previos y que en ocho meses ya estábamos en el orden del 75; a 23 meses del inicio para recuperar la soberanía sobre la distribución de gasolina, ya estamos suministrando el 90 % del combustible que se necesita en esa región. La lucha contra el huachicol sigue, tengan paciencia, las filas no son para siempre y sabemos que (igual que en el Bajío) también tendremos el apoyo y comprensión de la gente del Altiplano.
En otro orden de ideas, tenemos que informar que el programa de precios de garantía ha dado buenos resultados, hoy los ejidatarios ganan más, pero han aparecido problemas con la recolección y traslado de los productos agrícolas; se han dado instrucciones a la Secretaría de la Defensa y a la de Agricultura para que evalúen la posibilidad de adaptar camiones de transporte militar o comprar 500 camiones de los llamados “torton”; si nosotros aportamos los vehículos, estamos seguros que los costos de transporte no serán un problema para los ejidatarios.
Los camiones llevarán el grano hasta los centros de acopio, con un subsidio para el productor, evitando que los cobros excesivos desvíen los beneficios de los precios de garantía. Hemos pedido que este programa se ponga en funcionamiento en pocas semanas, la experiencia de la lucha contra el huachicoleo nos da la seguridad que en esta batalla también saldremos adelante y rescataremos otra porción de la soberanía nacional.
Hay que agradecer la colaboración de todos, no volveremos atrás, aunque ya llevamos 2 años trabajando todavía hay mucho por hacer, las mafias del poder no volverán; hemos hecho, estamos haciendo y seguiremos haciendo lo necesario para superar esta emergencia nacional. El país es un desastre, pero no vamos a echar para atrás, estamos seguros que estamos haciendo lo correcto.
Muchas gracias, seguiremos informando, el siguiente parte de guerra será hoy mismo a las 19:00 horas.
La Sociedad Civil funciona como funcionan los trineos de perros en Alaska, siempre en condiciones adversas y solo puede avanzar al ritmo del más lento. Tiene su lado cool, es necesaria, no siempre se alcanzan las metas y se incurre en muchos riesgos, incluyendo –a veces literalmente– riesgos de vida o muerte.
Hay quienes opinan, como yo, que en Nuevo León la Sociedad Civil (sí, Sociedad Civil con mayúsculas) es nueva y está en etapas de infancia o, mejor aun, de adolescencia impetuosa, pero poco certera.
Hay otros que, con algo de razón, me dicen: siempre ha habido sociedad civil y citan como ejemplos lo que antes se solía denominar “organismos intermedios” u otras de extraordinario prestigio como GESSAC, Alternativas Pacíficas o CADHAC.
En un tercer grupo ubicaría quienes piensan que la sociedad civil es una moda, un fraude, expresión de concertacesión, ineptitud e incluso traición al interés común. En ese grupo hay personas que desarrollan extraordinarias labores individuales en sus áreas de interés, pero que, con todo respeto, a veces se comportan como verdaderos francotiradores y disparan a diestra y a siniestra contra todo lo que no coincida plenamente con su singular visión o no vaya al ritmo del cambio que desearían ver.
Yo me sostengo en mi humilde opinión: la Sociedad Civil en Monterrey está en proceso de crecimiento y maduración. De hecho, creo que la crisis de inseguridad nos dejó una buena herencia, de tal forma que hoy tenemos organizaciones de la sociedad civil centradas en expresiones que tienen que ver con el derecho a la ciudad y más contestatarias que las más antiguas (La Banqueta se Respeta, Únete Pueblo, MOVAC, el Observatorio Ciudadano de la Calidad del Aire, Pueblo Bicicletero y muchas más) y otras, muy estructuradas y con objetivos más formales, como el Consejo Nuevo León y la Plataforma Cómo Vamos Nuevo León.
Falta mucho por hacer y creo que la Sociedad Civil enfrenta tres retos monumentales: I) encontrar formas de relacionarse con los gobiernos, sin perder autonomía y ganando eficiencia; II) comunicar de manera eficiente lo que hace, y III) ampliar su base social.
El primer punto es una manera de describir la gobernanza, pasar de las trincheras contestatarias o de franca reprobación, al papel de actores coparticipativos, adquirir responsabilidades, pero sin dejar la demanda y sin perder la capacidad de reclamo a los gobiernos.
El segundo punto se centra en la comunicación de deberes, capacidades y metas. Sí, yo creo que las organizaciones de la sociedad civil tienen la obligación de comunicar de forma amplia sus objetivos y capacidades, pero también sus limitaciones y barreras a los objetivos que ellas mismas se autoimponen. Entre más estructurada y formal, más obligada a comunicar lo que sí puede hacer (competencias u objeto social) y lo que no puede hacer, en defensa propia puede y debe hacer un reconocimiento expreso de sus limitaciones.
Amplias bases sociales. Es el Santo Grial de la sociedad civil: encontrar temas o dinámicas que prendan y cohesiones a vastos grupos sociales. O, al menos, que no generen críticas ni rechazos.
Aun así, con todo eso, seguirán existiendo llaneros solitarios o francotiradores, o simples no creyentes. A esos recomendaría un poco más de análisis (que sí pueden y que no pueden hacer los demás), un esfuerzo de balances objetivos y la búsqueda de coincidencias, no disidencias. También parsimonia, despacio que llevo prisa. Mejor construir despacio que destrucción fulminante, mejor buscar áreas de interés común que dedos flamígeros y descalificaciones groseras.
A final de cuentas, creo que todos estamos de acuerdo en algo elemental: los problemas sociales son grandes y complejos, cambiar el rumbo amerita esfuerzos titánicos, de largo aliento y mancomunados. Las metas se alcanzan más pronto si tiramos todos juntos y se alejan si centramos la mira en la descalificación e invertimos nuestras fuerzas en denostar al de la trinchera de al lado.
El “adversario” de la sociedad civil no es el de la trinchera de al lado. El enemigo es el mal gobierno, el gobernante corrupto y aquel que se aparta del mandato conferido por la sociedad.
Verde: lucha por el derecho a decidir, particularmente en los temas de reproducción. Blanco: aire limpio para todos, para no morir lentamente, sin distinción de género, edad o condición social. Violeta: piso parejo sin distinción de género, mujeres empoderadas reconocidas y que se autorreconocen como iguales. Amarillo: por el derecho a la ciudad, espacios públicos amables y la libertad de decidir cómo nos movemos en la ciudad.
¿Qué tienen en común estos colores? Que han hecho explosión en Monterrey, en manifestaciones burbujeantes, vitales y ruidosas. En ambiente festivo, de fraternidad-sororidad, estas ideas brotan y se hacen oír con fuerza. Las recientes marchas y manifestaciones por el derecho a decidir, por la igualdad de género y por aire limpio así lo demuestran.
¿Que 3,000 o 4,000 personas son pocas? Sí, en CDMX o Buenos Aires. En Monterrey, que 3,000 o 4,000 personas se manifiesten por estos temas es todo un acontecimiento.
¿Y el amarillo? Por ahora tiene otros cauces, más persistentes que bulliciosos. Pero se puede decir que el amarillo es energético, rotundo, festivo y brillante, como las ciudades exitosas y las que luchan por sobrevivir. En ciudades grises como la nuestra, hay que ser así: energético, rotundo y festivo… para sobrevivir y disfrutar el árido espacio urbano que habitamos.
¿De verdad son vitales las ideas en torno a la ciudad, movilidad y espacio público? Sí, aunque se manifiestan de manera diferente a los otros temas. Aunque no son los únicos, valen tres ejemplos: Pueblo Bicicletero está a punto de cumplir 10 años de rodar y pedalear, Únete Pueblo mantiene una incansable y meritoria lucha por todos los usuarios de transporte público y La Banqueta Se Respeta se convirtió en un referente a nivel nacional.
¿Qué otras cosas tienen en común estos temas? La convergencia en torno a los derechos de las personas y la vida, no sobre cosas materiales, recursos financieros o infraestructuras.
¿Algo más? Sí, lo lejos que está la clase política de todas estas temáticas. Qué lentos y distantes se ven los actores políticos de todos estos temas, pareciera que no los ven, ni los oyen y ni siquiera los perciben. ¿No entienden que no entienden? No lo creo, más bien debe ser la tendencia a mantenerse aferrados a viejas formas o intereses o el atolondramiento que todos sufrimos cuando algo nos deslumbra; simple y sencillamente no sabemos cómo procesarlo.
¿Otra cosa? Sí, por supuesto. Las posturas extremas y sin sentido que convierten puntos de vista válidos en anatemas condenables; lo fácil que caemos en la trampa de la descalificación, de la condena y el síndrome del dedo flamígero. Yo no creo que una mujer que se ve obligada a abortar sea una loca descocada, mucho menos que todas las que abortan sean irredentas pecadoras. Tampoco creo que los chicos que visten de blanco y piden aire limpio sean culpables de “clase social prohibida”, mucho menos en la estigmatización (“feminazis” dicen) que se quiere endilgar a las mujeres que reclaman piso parejo. ¿Y los esnobs e ingenuos que luchan por el derecho a la ciudad, el espacio público y la movilidad? ¿Ingenuos? No, yo diría que los apasionados por el derecho a la ciudad son visionarios y finalmente se hartaron de vivir en espacios urbanos en donde el más chimuelo se enriquece a costa del espacio público y las infraestructuras “sirven de piedra de los sacrificios” de cientos de vidas todos los años (literal).
¿Quién tiene la verdad en temas de ciudad y calidad de vida?
Tendría que ser la ciencia y la vida, tendría que imperar la técnica y el saber y una exigencia para la clase política: hay que decantarse por la gente, por las mayorías, no por los intereses de unos pocos.
¿Quién tiene la verdad en asuntos de fe? Todos y cada uno, en su propia decisión de fe. En asuntos públicos lo único cierto es que nadie puede, nadie debería, imponer sus creencias sobre los otros. Los asuntos públicos no se procesan desde la perspectiva de la fe, cuando eso ocurre entramos en espacios “teocráticos” en donde todo puede suceder.
Al final un recordatorio para todos los que decimos vivir por fe: la fe es libertad. Libertad para decidir. La fe no se impone por las leyes, cada vez que la fe se ha impuesto por la fuerza ha perdido su poder; cuando se impone se niega a sí misma y desaparece.
“Eso no fue un insulto, sino una definición”.
Ramón del Valle-Inclán
Algunas definiciones de crispación. Contracción intempestiva y pasajera de un músculo. Movimientos involuntarios de un grupo de músculos. Reacción automática e inmediata a un estímulo, se puede presentar en condiciones de estrés o agravio. Respuesta intempestiva, iracunda, a veces violenta o agresiva, desproporcionada a un estímulo o situación en condiciones de estrés; puede ser individual o colectiva.
Pero hay otras.
Irritación o ira que demuestra o exhiben grupos sociales en situaciones de estrés o agravio, real o percibido, y que se expresa en acciones de defensa o rechazo y, a veces, con agresión y violencia.
Expresión o accionar alentado por quienes conciben la política como confrontación. Son manifestaciones de crispación: la descalificación, la banalización, ridiculizar a los contrarios, satanizar a los adversarios políticos o ideológicos, la exclusión de los no afines, el ataque a las personas dejando de lado los temas sustanciales, la broma hiriente, la ausencia de crítica, la polarización mal intencionada, el maniqueísmo social y político, los juicios hirientes y cortoplacistas… y un largo y exótico etcétera.
A las definiciones de crispación (biológicas, sociales o políticas) agregaríamos que quienes expresan crispación no la perciben como tal y que la intensidad de la expresión puede resultar en manifestaciones violentas, de consecuencias imprevisibles y de efectos en el tiempo, particularmente en lo social y político, difíciles de revertir.
¿Y? Bueno, la crispación biológica es natural e incluso, se puede concebir como un mecanismo de defensa. La crispación social igual, se entiende que, si a individuos o grupos se les tensa y discrimina, se les castiga o les niegan sus derechos, en algún momento pueden tener reacciones intempestivas y de gran fuerza. Incluso la crispación en tiempos de elecciones tiene una cierta lógica, es natural que los partidos minoritarios o las fuerzas de oposición la utilicen para posicionarse o restar ventaja al actor predominante.
Pero ¿y qué de la crispación como estrategia “institucionalizada”? ¿Qué de la crispación alentada desde el poder? Suele ser la antesala del autoritarismo, es compañera inseparable del fascismo, populismo y todos los “ismos” extremos. Su propósito suele ser el rápido deterioro de los procesos democráticos, la defensa de algún régimen o la “construcción de atajos” para posicionar regímenes o ideologías. La crispación, alentada desde el poder, se utiliza cuando se cree que los medios son más relevantes que los fines y es la antítesis de la concepción de la política como el medio para la resolución de conflictos; paradójicamente, su utilización puede estar relacionada con debilidad o excesiva concentración del poder. Cuando se institucionaliza la crispación, irremediablemente, resulta en la formación de bloques irreconciliables y la destrucción de la identidad compartida; en este entorno no hay espacio para la reflexión, el acuerdo, la moderación, la prudencia y la parsimonia.
Por cierto, la frase del epígrafe fue la respuesta que dio Del Valle-Inclán cuando se le reclamó el haber llamado “animal” a un policía… No hay duda que Del Valle-Inclán fue un gran poeta, pero algunos lo describían como un “enfant terrible” y Rubén Darío decía que “…parece un dios, altanero y esquivo”; hay referencias a duelos y grandes peleas en su primer estancia en México y es absolutamente cierto que perdió su brazo en una absurda pelea de bar.
¿Y? Bueno, la cita sirve para una reflexión ¿era necesario llamar animal al policía? ¿Del Valle-Inclán sería Del Valle-Inclán sin estos rasgos de carácter?, ¿tendríamos sus genialidades literarias sin esa personalidad “crispada”? La verdad, no lo sé. Pero la reflexión es útil y la podemos trasladar al ámbito político utilizando conceptos de Daniel Innerarity: “La política es una actividad paradójica. Por un lado tiene que ver con el poder y la victoria sobre el adversario; por otro, el éxito político, en una sociedad plural… pasa por estrategias aparentemente contrarias al objetivo que se pretende: capacidad de cooperación, disposición a autolimitarse, generación de confianza… Quien no ha aprendido esto último, no ha aprendido nada”.
“Esta parte de mi vida, este pequeño momento de mi vida
lo llamo felicidad”.
Chris Gardner, caracterizado por Will Smith
en The Pursuit of Happiness
El pasado 19 de agosto el presidente Andrés Manuel López Obrador nos dio un adelanto de lo que diría en su Primer-tercer Informe de Gobierno: “Lo voy a decir, se los adelanto. En mi informe el pueblo está feliz. Feliz, feliz, feliz; hay un ambiente de felicidad”. Y luego, bueno la historia ya se conoce, alguien pide explicaciones e inmediatamente se da la respuesta: lo demostraré con los datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).
Pero ¿dice el INEGI que el pueblo de México está feliz, feliz, feliz? ¿Se puede asociar la felicidad de un pueblo al desempeño de un gobierno?
La encuesta referida es en realidad el “Módulo de Bienestar Auto Reportado” o como originalmente se le llamó “Bienestar Subjetivo”. ¿Pero de qué se trata?
La medición del bienestar subjetivo surge a partir del Informe Stiglitz–Sen-Fitoussi (2009) encargado por el gobierno francés y en el que se concluye que el Producto Interno Bruto (PIB) es el mejor agregado macroeconómico para medir el nivel de actividad de los países, pero resulta insuficiente o inadecuado como indicador de bienestar; a partir de ese ahí se promueve el concepto de “Medición del Progreso de las Sociedades” que tienen tres grandes dimensiones: Progreso Material, Sostenibilidad y Calidad de Vida. La calidad de vida tiene dos vertientes: capacidades y el bienestar subjetivo.
INEGI empezó a medir el Bienestar Auto Reportado en 2012 y lo hace con un cuestionario de 67 preguntas en donde se incluyen temas tan disímbolos como la seguridad, el progreso intergeneracional, la actividad física y la libertad y autonomía personal. Para medir el bienestar subjetivo se pregunta respecto de la satisfacción con la vida, la fuente de esa satisfacción (dominios), el balance afectivo y todo eso remata preguntando: “en una escala de 0 a 10, ¿qué tan feliz diría que es usted?”.
¿Se puede evaluar el desempeño de un gobierno a los resultados de esta encuesta? Se puede decir –como sugirió el presidente– que el pueblo de México está feliz, feliz, feliz por su desempeño. En definitiva, no, ese no es el propósito del módulo y tampoco ofrece la suma o balance de las tres grandes dimensiones sugeridas por el reporte que le dio origen: progreso material, sostenibilidad y calidad de vida.
Como todo, la información enriquece, pero debe manejarse con cuidado, en contextos pertinentes y contrastando con otras fuentes para una mejor comprensión. Un ejemplo claro de este enfoque resulta si se compara la interpretación del uso que dio el presidente con los resultados del World Happiness Report 2018 (https://bit.ly/2S1pyNT) y del Ipsos Global Happiness Survey 2019 (https://bit.ly/2lGeObC).
A vuelo de pájaro y sin mucho análisis podrían sorprendernos los resultados de estos estudios. En el primero México se ubica en la posición 24, por encima de países como España, Arabia Saudita, Singapur, Italia, y muy por encima de Japón, Corea del Sur y Hong Kong. En el segundo la comparación es todavía más singular, pues si bien se ocupan posiciones altas entre los latinoamericanos, la posición de México es de las más bajas entre los países incluidos.
En síntesis, el PIB sigue siendo el mejor agregado macroeconómico para medir la actividad de los países y está en desarrollo una manera de medir el progreso de las sociedades más amplio, más incluyente y que incluye dimensiones hasta hoy no consideradas en muchos países, o poco conocidas, como la sostenibilidad y el bienestar subjetivo.
Pero ¿el pueblo está feliz, feliz, feliz…?. Pues sí y no. Si lo está, no es por el desempeño del gobierno; la encuesta o módulo que se refiere no está hecha para medir el desempeño gubernamental, está hecha para tratar de caracterizar la satisfacción con la vida, el sentido de plenitud, las perspectivas de futuro e incluso la fortaleza de las relaciones familiares y sociales.
Más allá de este tipo de encuestas o cualquier discurso político, sin ponernos filosóficos o espirituales, hasta Will Smith (The Pursuit of Happiness) y Roberto Benigni (La vita e bella) podrían enseñarnos algo respecto de la felicidad.
“Porque he nacido en esta tierra
Porque aquí tengo mi raíz
Porque mis padres, mis hermanos
y mis hijos son de aquí”.
Himno a Nuevo León (fragmento)
Hace unos días me preguntaron ¿qué hace falta para que tengamos un gran proceso de transformación del sistema de transporte público? Mi respuesta, versión extra corta, fue: un visionario en el gobierno (loco soñador), un marco legal que genere obligaciones para quienes nos gobiernan o un gran activismo desde la sociedad civil.
La pregunta es pertinente en este contexto de crisis profunda en el sistema de transporte público, pero también lo es en otros problemas de la vida urbana de nuestra ciudad: el vergonzoso primer lugar en hechos de tránsito, cuasi inexistente drenaje pluvial, mala calidad del aire, la baja constante en la densidad urbana, la carencia –o vil robo– del espacio público, la incierta provisión del agua, inseguridad pública y un largo etcétera.
Triste, esperando espero y desespero, pasan los años y no aparece un loco soñador que quiera encabezar un gran proyecto social –a la altura del emprendedurismo y temple regio– y resolver uno, aunque sea uno solo, de estos grandes pendientes. Tampoco hay paladines desde el Legislativo que quieran empujar –sana y de forma desinteresada– un cambio en nuestro marco jurídico institucional que le genere obligaciones a los gobernantes en turno; vamos, ni siquiera quien quiera aplicar las reglas y normas preexistentes.
¿Qué es lo más triste del caso? Hay conocimiento, hay capacidades y hay recursos; y si no existieran, existen las capacidades para suplir cualquiera de estas carencias. ¿O no, orgullosos regios?
¿Y la sociedad civil? Pues ahí, aprendiendo, esperando y a veces desesperando. En mi opinión, no vale la pena hacernos expectativas respecto de que un visionario desinteresado quiera gobernar y encabezar un gran proyecto de transformación en cualquiera de las áreas señaladas. Tampoco es probable que tengamos un brote epidémico de patricios en el Legislativo (brillantes, creativos e innovadores que quieran gastar su capital político en favor de la gente) que haga mella en nuestros usos y costumbres.
Así que, a darle sociedad civil, a pedir y exigir miguitas de transparencia y rendición de cuentas, para luego construir caminos que nos lleven a los compromisos y la auténtica rendición de cuentas. A seguir creando conocimiento, evidenciando la inamovilidad y la apuesta al olvido.
En esta perspectiva a la sociedad civil le tocan dos grandes retos: el activismo equilibrado y la traducción de ese activismo en mecanismos propios de nuestra democracia. Es decir, se trata de encontrar cómo pasar de la queja catártica en las redes sociales a un activo y efectivo activismo que vaya produciendo cambios, tal vez lentos, pero sólidos. Es decir, encontrar cómo conducirse en dicho activismo sin dejarse capturar por la clase política tradicional –clase política arcoíris, de cualquier color– e incidir efectivamente en los procesos democráticos sin tropezar con la misma piedra.
No tengo respuestas, por eso esperando espero y NO desespero.
Por cierto, creo que hay que ir percatándonos de atavismos y estructuras que limitan la aparición de esos locos soñadores y nuestra participación.
Aquí una pequeña propuesta: dejar de vernos como los de aquí y los de allá, los regios y los no regios, chairos y fifís… Confieso que me harta y enoja que en todo foro de cualquier tema de ciudad siempre hay alguien que culpa a los foráneos, a los migrantes. Abierta o sutilmente, siempre hay alguien que culpa a los “que no son de aquí” de la inseguridad, la contaminación, los salarios bajos, el mal transporte, la suciedad en las calles, los robos en viviendas, las violaciones y a veces hasta del clima.
A esos que piensan así quiero decirles que no nací aquí y solo uno de mis hijos nació aquí, pero vivimos aquí por elección. Somos regios porque así lo quisimos y respiramos el mismo aire sucio que el más nuevo de la más rancia estirpe de regiomontanos. A esos que piensan como el hombre del pelo naranja, quiero decirles que, a pesar de eso, creo en el futuro de esta ciudad (no forzosamente en el presente, esa mala y momentánea mala cara) porque ese futuro está hecho de sueños, de regios y no regios. Los sueños de los que compartimos la idea de un futuro mejor.
“…el macho es por naturaleza superior y la hembra inferior; uno gobierna y la otra es gobernada; este principio de necesidad se extiende a toda la humanidad”.
Aristóteles, en Política
¿En qué se parecen Layín, Trump y Juan Dabdoub? En que todos tienen fans y “suporters”… a pesar de todo. A los tres se les aplaude o cuando menos se les toleran ideas y acciones repudiables e inaceptables, acciones violentas y degradantes que ellos mismos no aceptarían, de hecho, las rechazarían y combatirían, si los miembros de su círculo cercano las sufrieran.
Tirios y troyanos nos decimos respetuosos de la vida y dignidad de mujeres, niños y niñas. Todos nos asumimos y decimos empáticos de las víctimas de acoso y violencia contra mujeres y otros grupos vulnerables, no obstante, las estadísticas de feminicidios, discriminación y violencia sexual no ceden, por el contrario, aumentan.
¿Es posible, en una sociedad “progre”, esta dualidad de “empatía” y agresividad? Sí. A manera de ejemplo algunos datos de la Encuesta Así Vamos 2019 (https://bit.ly/2StBIQd): si bien el 85 % de los neoloneses piensan que los piropos son ofensivos, una de tantas formas de violencia, el 77 % cree que siempre o muy frecuentemente hay violencia contra la mujer y el 65 % cree que una de las razones por las cuales son agredidas es su forma de vestir… la víctima es la culpable, es porque ellas quieren, o como dijo Trump: “Cuando eres una estrella, te dejan hacerles de todo. Puedes hacer lo que quieras” (https://bit.ly/3bjDbBb).
Pero bueno, de la naturaleza humana nada debería sorprendernos. Lo que sí sorprende, alarma y asusta, es que quienes se dicen cristianos o provida sean los mayores fans de personajes como los citados, ¿por qué algunos “cristianos” aplauden a Trump si se expresa de forma tan soez y vergonzosa?, ¿cómo es que alguien como Dabdoub tiene adeptos?, ¿cómo obviar que al menos en 2 ocasiones ha agredido a mujeres públicamente: https://bit.ly/2OEv9cF y https://bit.ly/2OEv9cF).
Otro ejemplo más reciente es el del diputado Carlos Leal, bien recibido en los círculos evangélicos, no solo acusado y señalado por discriminación, sino que repetidamente se ha pronunciado contra las políticas destinadas a proteger grupos vulnerables, la última en su manifestación contra el tipo penal que llamamos feminicidio. En su razonamiento, mantener el tipo penal de feminicidio es discriminación inversa, son los hombres (los que asesinan) los discriminados.
A los cristianos, de todos los “ismos”, nos queda fácil y natural abordar los problemas sociales (género, feminismo, violencia sexual, familia, discriminación y otros) desde la fe, desde el conservadurismo dirían algunos. En esa perspectiva el abordaje primario es sencillo, son actos y dogmas de fe y eso es válido… desde la fe; está perfecto y no tiene nada criticable en tanto no se transgreda la ley, y sea una expresión honesta, no ritualista ni dogmática, simple y llanamente una expresión práctica y vívida de la fe que cada quien tiene derecho a elegir.
El problema de esta perspectiva es que deja de lado la realidad. Los problemas sociales siguen ahí, los cristianos que se adhieren a esta visión olvidan que la fe es individual y voluntaria, que los problemas sociales ahí están y que, si no son resueltos por la fe, por el poder de la palabra, ahí siguen y deben ser abordados y resueltos, o al menos atemperados, por los gobiernos, vía leyes, programas y políticas públicas. Los cristianos de buena fe no podemos dejar de lado las declaraciones paradigmáticas del mismo Jesús: “Mi reino no es de este mundo”.
Casi al final vale la pena que los cristianos, de cualquier ismo, recordemos dos cosas: la naturaleza igualitaria de hombre y mujer y el objetivo del Evangelio.
Hombre y mujer, en la doctrina cristiana, proceden de la misma esencia y hechura divina, ambos son merecedores de la misma dignidad y respecto. Son diferentes, pero iguales.
El Evangelio es para los pobres, los débiles, los desprotegidos, los diferentes. La doctrina de la salvación se centra en los que lloran, los hambrientos, los que tienen sed, los enfermos, los presos, los desvalidos, los que no tienen dónde reposar. A los enfermos vino, no a los sanos.
Por último, conviene recordar que la grosera idea de la superioridad del hombre sobre la mujer, eso que algunos llaman patriarcado y que se expresa como misoginia, no es una doctrina bíblica, procede –para las culturas occidentales– del mundo grecorromano.
Hace muchos años, el día que murió la princesa Diana, subí a un taxi y por conversar pregunté al taxista: ¿qué le parece la noticia? La respuesta fue como un disparo, una frase que no tenía y no tiene desperdicio: “Eso le pasa por andar suelta”. Evidentemente un juicio desde las tripas, misógino, machista, sin un ápice de empatía o misericordia. La vivencia viene a cuento porque sigo tratando de hacer un personal balance del 8 y 9 de marzo, días tan inéditos para los mexicanos, que necesitaremos distancia para valorarlo en su justa medida.
Creo que ninguna valoración será lo suficientemente amplia e incluyente, así que me quedaré solo con tres aproximaciones: la de círculo familiar cercano, la de la percepción colectiva y la que percibo en personas que, para no meterme en líos demasiado profundos, llamaré “religiosas”.
En la perspectiva personal y familiar poco puedo decir: los días fueron normales, de charlas y puntos de vista centrados en los acontecimientos y, como siempre, con trabajos y tareas compartidas. Las dos mujeres de casa decidieron no salir, lo cual no quiere decir que no trabajaron, pero se cuidaron de guardar sus celulares –cero redes sociales–, no hicimos vida social fuera de casa y tampoco se hizo ninguna compra.
En la aproximación desde la perspectiva colectiva, creo que la marca es la diversidad y disparidad de puntos de vista. En mi opinión la marcha y el paro fueron un éxito y lograron el objetivo central: visibilizar y poner el centro de la atención el gran problema que padecemos. Creo que estas acciones son el principio de un gran parteaguas y, que de hoy en adelante el “costo social” de actitudes, posturas y acciones machistas y misóginas es más alto y que con el tiempo eso hará disminuir los niveles de violencia y desigualdad hacia nuestras mujeres.
Pero me llama la atención la gran diversidad de visiones y las posturas extremas, ¿que se dieron algunos desmanes y actos vandálicos? Cierto. ¿Que se causaron algunos daños a edificios públicos y monumentos históricos? También es cierto. Que se hayan registrado incidentes violentos –indeseables para decirlo con todas las letras– no desvirtúa las razones de la marcha y el paro. Tampoco se puede generalizar y culpar a todo el colectivo de mujeres que salieron a protestar y/o simplemente pararon el día 9. No obstante, asombran los calificativos que se pudieron ver, leer y escuchar: salvajes, locas, zafadas, alborotadoras, feminazis, histéricas, incongruentes, vándalas, exhibicionistas, hienas… y muchos más. Estos calificativos asombran porque, al igual que en el caso del taxista de la anécdota inicial, no hay un ápice, ni un grano, ni un atisbo de empatía, misericordia, entendimiento o bondad. Vamos, nada de humanidad, solo un dedo flamígero, acusador, hiriente…
En la tercera perspectiva, desde los grupos religiosos, ocurre algo parecido, gracias a Dios sin generalizar, a lo que pasa en el resto de la sociedad, pero con un agravante, en este caso el dedo flamígero no es el de las personas: es el dedo de “Dios”.
Se citan versos de la Biblia o de “santos”, se refiere el efecto del pecado en la humanidad, se alude al juicio final, a la condenación… y yo pregunto ¿y las víctimas?, ¿qué hacemos con las víctimas?, ¿las culpamos por andar “sueltas”?, ¿las acusamos por su actitud pecaminosa?, ¿las invitamos a orar y meditar?, ¿oramos por “esas” que no tienen a Dios y quieren destruir nuestra sociedad?, ¿dejamos que sufran las consecuencias de sus “desviaciones?, ¿o no merecen nada, por ser instrumentos de Satanás? Por favor, quien sufre discriminación, golpes y vejaciones es, por definición, una víctima.
Así que no vendría mal un poquito de empatía, un poquito de bondad, un poquito de afecto natural. O mejor, recordar la esencia del Evangelio: amor sin limitaciones, amor sin condiciones, sin barreras, amor por lo que se es –bueno o malo, como sea–… ese es el amor que redime, el que salva, el que justifica. Y ese es el amor, el afecto, la misericordia que todo cristiano está obligado a dar ¿o no?
Como sociedad debemos tener claro que el reclamo es real y que revertir esta enfermedad va a tomar tiempo, no va a ser fácil y todavía –quiérase o no– tendremos muchas marchas y protestas, se van a romper vidrios y pintar monumentos, pero ninguno vale lo que una sola vida.
Para quienes ven estos temas desde la fe –de todos los ismos– lo relevante tendría que ser la naturaleza de la gracia: gratuita, incluyente, absoluta, sin condiciones ni exigencias. Y si nos decimos tocados por esa gracia, ¿por qué negársela a los demás? Lo único que resta poder a la gracia es la mezquindad, lo único que limita el poder salvífico y transformador del Evangelio es la incongruencia de los que lo difunden. Si de gracia recibiste, de gracia da, ¿que en la doctrina cristiana hay juicio y condenación? Sí, pero no nos toca a nosotros, al menos no a mí.
“Llovió 4 años, 11 meses y 2 días….”, pero ese fue solo uno de los cataclismos apocalípticos del mágico Macondo. A los infortunios de Macondo hay que sumar la peste del insomnio, el judío errante, la ola de calor que desorientaba a los pájaros y hacía que estos se estrellaran contra las paredes y ventanas para terminar muertos dentro de los dormitorios de las casas, la matanza de la bananera, las guerras del Coronel Aureliano Buendía, la muerte de los 17 Aurelianos y claro, el viento ciclónico que arrancó los quicios de las puertas y ventanas, descuajó el techo de la galería… y desarraigó los cimientos y que, para decirlo brevemente, arrasó el pueblo, con la cólera de un huracán bíblico, y desapareció para siempre la estirpe de los Buendía.
Visto sin filtros ni lentes ideológicos ese parece ser el panorama de nuestro México: el año previo sin crecimiento, la pandemia del coronavirus en su apogeo, estrepitosa caída en los precios del petróleo, las bolsas del mundo a la baja, el turismo y sus ingresos congelados, igual los de las remesas y parece inevitable otro año desastroso para Pemex y para el grado de inversión…
Releyendo “Cien Años de Soledad” caigo en cuenta que en ninguna de estas tragedias y cataclismos aparece el gobierno, de hecho, poco aparece y cuando aparece lo hace en forma de emisario del pasado, acartonado, formal y a destiempo, sea para entregar un reconocimiento o medalla irrelevante o firmar un tratado de paz inoperante.
¿Cómo salen o se reponen los personajes de las grandes tragedias de Macondo? A mano limpia, se organizan, emprenden grandes epopeyas, huyendo de la violencia y del pasado es como se crea Macondo, se reinventan, construyen, reconstruyen y se transforman. Imperfectos, soñadores, a veces ingenuos alquimistas, a veces poco eficientes orfebres y muchas otras despilfarradores y muy malos administradores. Lo que sí, nunca pierden la capacidad de asombro y de trabajo, la capacidad de asociarse, de aceptarse tal cual son y de mostrarse solidarios.
Esta última parte se ilustra bien con el desenlace del diluvio, en donde los (más bien las: Petra Cotes y Fernanda) opuestos se encuentran y convergen en torno a la desesperada lucha de Aureliano Segundo por restaurar el patrimonio perdido mediante el expediente de las Rifas de la Divina Providencia: vaquitas rojas, cochinitos verdes o gallinitas azules. Y al final los restos de las tierras, podridas y arrasadas por el diluvio apocalíptico también se rifan… todas las ganancias prudentemente repartidas según prioridades, sin importar el bando o la trinchera. Fuese poca o mucha la utilidad, la mayor parte se destinaba a las necesidades esenciales y los proyectos de todos, lo menos, cuando había, se repartían equitativamente.
Pero lo que en las personas e individuos es virtud, en los gobiernos es defecto e ineficacia. Lo que para unos es orgullo para los otros (los gobiernos) es vicio y corrupción.
Y todo viene a cuento porque, efectivamente, se nos han venido encima todas las pulgas, las plagas bíblicas o los cuatro caballos del Apocalipsis, diría el más odiado y permanente emisario del pasado. Pareciera que estamos al borde de uno de los cataclismos macondianos y el gobierno, como en el mundo de García Márquez, no aparece, llega a destiempo o, cuando finalmente lo hace, se ve lento e ineficaz. Perdió el micrófono y perdió el rumbo.
Anticipándome a la réplica, diré con mayúsculas, es cierto que este gobierno no es responsable del coronavirus ni de la caída de los precios del petróleo, eso no se le puede reclamar. Pero de lo que sí es responsable es del rumbo general, de la estrategia elegida, las respuestas llenas de ideología y de la falta de previsión.
La inestabilidad y los factores externos siempre han existido, de ahí los fondos de contingencia y las coberturas; los recursos siempre han sido escasos, de ahí la necesidad de la inversión de los privados y de proyectos productivos. Pero no, las ansias le ganaron y esta macrocrisis nos agarra en plena sangría de confianza, de inversiones, de reservas… con una gran cantidad de recursos comprometidos para “los más pobres”, pero sin sustento real, formalmente elevados a rango constitucional, pero sin fondos que los hagan realidad. En síntesis, en un realismo mágico y en un estado de pasmosa debilidad.
También, en mi opinión, este gobierno es responsable de este triste ambiente de conflicto, de encono, de exclusión. Y aquí la gran pregunta, en ese contexto ¿esta crisis será destino u oportunidad?, ¿será capaz de renunciar a su muy particular punto de vista o ideología para construir un nuevo rumbo, el de la construcción, el del rescate, el de la transformación? Ahí la gran apuesta: ¿mantendrá su muy personal estilo de gobernar o virará para asociarse y aceptar lo mejor de todos?
Esta crisis, para este gobierno ¿es destino u oportunidad? Espero que opte por la cordura y la oportunidad, la asociación y la solidaridad, si no va a terminar transmutando la virtud de las Rifas de la Divina Providencia en vicio e incapacidad: rifas de avioncitos de colores, casas de papel o autos de oropel.
“En tiempos de epidemia (este año hemos tenido el tifus y hace 2 años tuvimos la fiebre militar) se juntan tantos enfermos, más de ciento, que no sabemos qué hacer”.
Víctor Hugo, en Los Miserables (1862)
La historia de Jean Valjean es la historia de todos y de nadie, es aterradora, cruda y desafortunadamente muy actual, en estos tiempos de crisis, zozobra, angustia e incertidumbre. Su historia es la historia de la miseria de la raza humana, de la sociedad y, sobre todo, de quienes se dejan capturar por la corrupción sistemática y la desesperanza; es la historia de quienes pierden de vista el afecto natural, la empatía, la misericordia y sentido colectivo, la pertenencia y la humanidad.
La vida de Jean Valjean es dura y extrema, familia extensa cuasi indigente, poco trabajo y menos ingresos. En una extrema crisis, por hambre, se ve obligado a robar una hogaza de pan, eso lo lleva a presidio por 19 años y luego a toda una vida de penurias, rechazo y discriminación, persecución social y judicial organizada. Todo por haber robado un pedazo de pan y luego, pecado perenne, expiación que no salva y sí condena: por haber sido presidiario. Eso lo marca de por vida.
Temprano en la historia, Valjean llega a una encrucijada que podría explicarse o incluso aceptarse como resultado natural de su azarosa vida. En un momento de marasmo emocional y atonía moral le roba una moneda a un pequeño vagabundo, tal vez la única. Es una escena chocante y abrumadora. De dicha escena mis preguntas: ¿a dónde nos llevará la crisis del coronavirus como sociedad?, ¿las crisis son destino u oportunidad?, ¿sacan a flote lo peor del ser humano?, ¿es posible esperar empatía, misericordia y solidaridad?
En “Los Miserables” de Víctor Hugo la respuesta aparece en la personalidad de Monseñor Bienvenido. Monseñor Bienvenido representa a todos los hombres de fe, a todos los hombres de bien, a todas las personas sensibles, afectuosas, de bondad inmediata, a todos las que están dispuestas al bien, sea por fe o por simple humanidad. La grandeza de Bienvenido aparece por primera vez cuando, la pregunta de Napoleón –¿Quién es ese buen hombre que me mira?– y él responde: “Señor, vos miráis un hombre bueno, y yo miro a un hombre grande. Cada uno puede aprovecharse de lo que mira”. Y luego llega a su nivel más alto cuando exculpa a Valjean del robo de su platería –fue un regalo, informa a la Policía– y le dice, en una clara “manita de puerco” moral: “No olvides que me habéis prometido emplear ese dinero en haceros hombre honrado… hermano mío, vos no pertenecéis al mal, sino al bien. Yo compro vuestra alma; yo la libero de las negras ideas y del espíritu de perdición y la consagro a Dios”.
En estos 2 encuentros –Bienvenido&Valjean y Valjean&Gervasillo–, absurdamente opuestos, Valjean encuentra la redención, el toque de gracia de la doctrina cristiana o, si se quiere, lo mejor de su propia humanidad. Nunca vuelve a ver a Bienvenido, pero la congruencia y misericordia de este hombre, una fe nueva o renacida, lo acompañarán el resto de su vida.
A partir de ese momento se vuelven irrelevantes los conflictos morales y las duras condiciones que le imponen la avaricia de otros, la absurda y sistemática discriminación social e, incluso, la persecución judicial. Independientemente de las condiciones a su alrededor y de su pasado, se sabe parte de algo más grande, entiende que se debe a otros y así lo vive, crece y se enriquece, pero no atesora, comparte y cuando las crisis (tifo, gripe, coronavirus o lo que sea) lo vuelven a alcanzar, no duda: se entrega en manos de la justicia para salvar al inocente, que por confusión, acusan de ser él mismo.
La dupla Bienvenido&Valjean ilustra los tan actuales y dolorosos opuestos: ricos y pobres, protegidos y desprotegidos, privilegiados y condenados, buenos y malos, enaltecidos y execrados… pero también ilustran luminosamente lo mejor de la fe y de la humanidad. Que en esta crisis muera el egoísmo, la avaricia, la indiferencia y la insensibilidad; que en esta crisis aparezca, brote y se derrame la empatía, el optimismo, la fe, la abnegación, el compartir lo mucho y lo poco, lo mejor de nosotros, lo mejor de la humanidad.
Pues sí, claro que sí. Es normal que en tiempos normales algunos de nosotros sintamos algo de miedo a la muerte, tan normal que lo normalizamos y lo convertimos en fiesta, jolgorio, huateque… esa es la manera en que los mexicanos lidiamos con la muerte: la convertimos en una fiesta y el resto del año vivimos grises, mustios, silenciosos, haciendo como que no tenemos miedo a la muerte.
Así que, es natural sentir aprensión y miedo cuando vemos al Ejército chino, italiano y español en operaciones especiales, haciendo labores de salud pública o servicios funerarios. No sentir un poco de miedo o aprensión sería un síntoma de estoicismo sin parangón, de estulticia suprema o de ignorancia rayando en la irresponsabilidad.
Así que sí, con toda seguridad algunos mexicanos tienen miedo, muchos otros sentimos incertidumbre y otros, dudas razonables. Pero no, no nos equivoquemos, no le tenemos miedo a un pequeño y exótico virus de poca letalidad, nuestro miedo y dudas no tiene nada que ver con eso. No le tenemos miedo, aprensión o incertidumbre al virus, a lo que le tenemos miedo es a la fragilidad de nuestro sistema de salud, a la precariedad de sus instalaciones y a la escasez de equipos y medicamentos necesarios para luchar contra el pequeño, exótico y poco mortal virus.
La mayor parte de los mexicanos no tenemos miedo de morir por el efecto directo del virus. Tenemos miedo, aprensión, reservas o incertidumbre de la ausencia de una política pública clara, precisa, estable y consistente. Tenemos reservas, simple y llanamente, porque nuestro gobierno ha reaccionado con lentitud, no sé si errático, pero sí con poca consistencia.
Sí, sabemos que el virus tiene tasas bajas de mortalidad, pero también sabemos que es altamente contagioso y que tiene largos periodos asintomáticos. También sabemos que no hay vacuna, ni tratamiento. Sabemos que en algunos casos pueden generarse cuadros o condiciones pulmonares de extrema gravedad y que quienes lleguen estar en esas condiciones necesitarán respiradores y otros equipos de soportes de vida, que no solo son escasos, sino que ya están ocupados para atender otras enfermedades. Por cierto, no necesitamos saber con precisión matemática cuántos de nosotros vamos a enfermar, basta con saber que si una pequeña porción de la población enferma en un periodo de tiempo corto –días o semanas– nuestro sistema de salud se verá rebasado y entonces sí, algunos de nosotros podríamos morir. Pero no por el virus, si alguien muere, morirá por la falta de equipos, la falta de preparación y la falta de una política pública de salud, estable y consistente a lo largo del tiempo. Ese es el origen del miedo y la incertidumbre.
De todo eso somos conscientes la mayor parte de los mexicanos, incluso muchos de aquellos siguen con sus actividades cotidianas, por eso hacemos lo que podemos: distanciamiento físico, administrar los pocos o muchos recursos que tenemos, higiene personal y cuidado a personas mayores, protocolo de entrada a casa y todo lo que está a nuestro alcance. Eso hace la mayoría, ante un escenario de incertidumbre, hace lo que puede, lo que está a su alcance.
¿Que la economía tiene que seguir activa? Sí, por supuesto. Con o sin virus la economía tiene que seguir activa, tiene que ser más eficiente y más equitativa e igualitaria, menos desigual. Pero las condiciones necesarias para eso no son responsabilidad de los individuos, las queremos y las necesitamos, pero no podemos generarlas. Crear y ampliar esas condiciones es responsabilidad del Estado y, particularmente del Gobierno federal.
Todos queremos salir a la calle, queremos ir a trabajar, hacer comercio, recrearnos y disfrutar de lo poco o mucho que tenemos. Toca a nuestros gobiernos crear las condiciones necesarias para que eso suceda. Se entiende que no nos pueden garantizar la inmunidad al virus, pero queremos que nos hablen con la verdad y queremos verlos hacer lo necesario, a tiempo y de manera consistente, aun y cuando eso no les genere ningún rédito político inmediato.
“Creo que Donald Trump está en la Casa Blanca por mi culpa”.
Paul Horner
Dicen que en la posmodernidad la realidad se fragmenta, se vuelve líquida e inasible; no importan los hechos, importa cómo se perciban; no hay una realidad, hay tantas realidades como se perciban.
La posverdad (post truth) es prima hermana de la posmodernidad, es pariente cercana o acaso otra cara, otra perspectiva, otra forma de percibir el mismo fenómeno de la fragmentación, la licuefacción o la imposibilidad de asir, atrapar, entender e identificar la verdad.
Casi todos los que han estudiado la idea de la posverdad dicen que no es una cosa nueva, pero todos coinciden en que se popularizó a partir de 2016, cuando el diccionario Oxford declaró “post truth” la palabra del año, por haber registrado un incremento del 2,000 % respecto de su uso en 2015.
El incremento del uso de la palabra y su interés se ha asociado a la campaña de Donald Trump por la presidencia de Estados Unidos, a la campaña de Boris Johnson por el Brexit y el resultado del referéndum para que el Reino Unido saliera de la Unión Europea y también, al rechazo, vía referéndum, de los colombianos al acuerdo de paz que pondría fin a 60 años de guerra civil.
Pero ¿qué es la posverdad? Una definición generalmente aceptada dice que la posverdad “describe una situación en la cual, a la hora de crear y modelar la opinión pública, los hechos objetivos tienen menos influencia que las apelaciones a las emociones y a las creencias personales”. Otros opinan que es la relativización de la verdad, la banalización de la objetividad de los datos y la supremacía del discurso emotivo (José Antonio Zarzalejos) y otros, como Erick Alterman, lo definen “arma política de desinformación” y unos más, como Martín Caparrós, dicen que son simples mentiras o recursos propagandísticos de políticos en campaña o desde regímenes que pretenden cooptar la voluntad de los ciudadanos.
Podríamos aceptar como algo natural la diversidad de percepciones, pero eso no desaparece la realidad ni la verdad, pero tendríamos que reconocerla como propia de los individuos, nadie en lo personal está obligado a la omnisciencia o compartir o ser empático con otros puntos de vista.
El problema con la posverdad, desde el punto de vista de las políticas públicas y el estado de derecho, es que existe la verdad. En el ejercicio de lo público no caben los hechos alternativos, sino únicamente los hechos. En el ejercicio del poder se debe convivir con la diversidad, incluso con los memes y las llamadas “fake news”, pero son irrelevantes en el ejercicio de los programas de gobierno, los presupuestos y, por supuesto, en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales que cada servidor público tiene.
Apostar, desde el poder por la construcción de verdades alternativas, realidades discursivas y por cooptar las emociones de los votantes es un camino peligroso. La posverdad tergiversa los principios básicos de convivencia humana (verdad y honestidad), favorece o crea las condiciones para que florezca el engaño y la mentira, las verdades a medias, o el suministro de la información dosificada y direccionada y tarde que temprano deteriora las instituciones, corrompe las democracias… no se les puede mentir, o transmitir posverdad, a todos y para siempre.
Desafortunadamente, en México, vivimos en el reinado de la posverdad desde el régimen. Sí, ese régimen que quiere construir la realidad alternativa, posverdad, de un pasado oscuro y perverso contra el aún inmaterial futuro brillante y puro. No, no tenemos un antes perverso y un hoy o futuro mejor, lo que tenemos es un continuo imperfecto, pero con sustancias rescatables y perfectibles. No, no tenemos un presente mejor, todavía no y tampoco sabemos si algún día lo tendremos. Lo que tenemos es un incipiente y peligroso régimen de posverdad.
A nosotros toca decidir si dejamos que nuestras emociones sean “tocadas”, como en campaña, o empezamos a cuestionar y demandar el cumplimiento de las obligaciones que los cargos conllevan. Bienvenidos todos los discursos y decálogos que se quieran, pero sin quitar el dedo del renglón, esos discursos no deben quedarse en “posverdades” deben traducirse en políticas públicas, presupuestos, expresiones materiales verificables y comprobables. De otra forma no serán más que “fake news” orquestadas desde el poder, un pretendido régimen de posverdad.
“Como hemos aprendido, todos tenemos la posibilidad de evitarnos la enfermedad con nuestras mejores habilidades, porque Él ordenó cuidar, proteger y nutrir el cuerpo, para que no nos expongamos innecesariamente”.
Martín Lutero, en carta a Johann Hess
con motivo de la peste bubónica (1527)
Hay tres palabras que definen los tiempos de la pandemia: pérdida, estrés e incertidumbre. Las tres se han convertido en parte de la vida cotidiana, incluso, en temas afectivos y espirituales. Mantener a nuestros queridos viejos en resguardo extremo es un buen ejemplo de lo afectivo y el cierre de los templos del segundo.
El cristianismo y los otros “ismos”, al menos los que centran su vida comunitaria en torno a un espacio físico, se han visto sometidos a una prueba inusitada: mantener su estatus de comunidad, mantener su vitalidad y seguir ganando adeptos, en la distancia.
Hay una gran discusión, dispersa y de múltiples aproximaciones: ¿de verdad existe el COVID?, ¿deben las iglesias cerrar por mandato de hombres?, ¿son los cristianos que se resguardan, cristianos de poca fe?, ¿no guardar cuarentena, o sana distancia, es una expresión de “super fe”?, ¿es ético promover reuniones religiosas, en pandemia?, ¿si por el cierre de los templos, la comunidad se desintegra o debilita, es responsabilidad de los congregantes o de los liderazgos? No tengo respuestas y, creo, no hay respuestas únicas.
¿Qué sabemos?, ¿qué debemos recordar?
Los saldos de la pandemia son aterradores, son ya 341,149 contagios y 37,409 muertes en las cifras oficiales al 13 de julio y, numerosos estudios apuntan a subregistros gigantescos, en el caso de las muertes, sería en el orden de tres. Solo para el contraste: CENAPRED dice que entre el año 2000 y 2015 la suma de todas las muertes, en todos los desastres en el país, apenas llegó a 7,742.
Las iglesias, en tanto centros de reunión, son potenciales centros de contagio. Ejemplos hay muchos y algunos han sido muy bien documentados, por ejemplo, al paciente 31 se le atribuyen 1,000 contagios (https://bit.ly/3eqDyKM) y ya hay referencias de este tipo de contagios en México (Tampico https://bit.ly/38Txw3Y, CDMX https://bit.ly/3enUIbO).
Identificar este tipo de brotes puede ser bastante difícil. El sentido de pertenencia y las consecuencias de un brote podrían dificultar su identificación y también, en algunos casos, asistir o no asistir a las reuniones, puede ser entendido como un conflicto de fe o de debilidad.
Las comunidades cristianas no están constituidas por los edificios y su vitalidad no depende de los equipamientos, depende de la intensidad de la relación de los creyentes con Dios.
Las reuniones comunitarias son buenas y deseables, pero no se debe olvidar que el reino de Dios no es un reino material (Juan 18:36).
Tampoco se debe olvidar que, en la época de más vital expansión de la Iglesia, ni siquiera existían las iglesias como hoy las conocemos: no había edificios, ni estructuras administrativas ni liderazgos verticales. Esa época, al principio de lo que hoy conocemos como la era cristiana, en medio de una persecución múltiple y encarnizada, ahí se dio la explosión de lo que hoy conocemos como Iglesia cristiana. Y la historia enseña que, casi 1,500 años después, en medio de guerras y epidemias (cólera, tifo, peste, gripes y otras) se dio el renacer de la Iglesia: la Reforma.
Cierro con el complemento de la cita que encabeza esta columna: “Debo evitar lugares y personas para quienes mi presencia no es necesaria, para no contaminarme, y posiblemente infectar y contaminar a otros para causar su muerte como resultado de mi negligencia… Si Dios quiere llevarme, definitivamente me encontrará, hice lo que espera de mí, así que no soy responsable de mi muerte misma o la de los demás…”.
El término “Lady Parques” se utiliza para referirse a la ciudadana de San Pedro Garza García que le da miedo ir a un parque público porque hay mucha gente, de todo tipo, que viene de otros municipios. Este incidente me hizo recordar una vivencia personal.
Me dedico a consultoría de ciudad, así que camino mucho los sitios de estudio y a veces tomo fotografías, normal todo, excepto en San Pedro. Hace un par de años me detuvo la Policía en alguna calle de ese municipio. ¿El “delito”? Caminar y tomar fotografías de calles y banquetas a plena luz del día. Versión breve: policía ministerial –¿qué haces?, ¿por qué caminas por aquí?, ¿quién eres?, ¿tomaste fotos?, ¿por qué las tomas?, ¿para qué las quieres?, enséñame el teléfono, borra las fotografías.
Imaginen el proceso mental: se ve raro, ¿quién es?, ¿qué hace?, no es de aquí, ¿qué intenciones traerá?, no deben ser buenas, no debería estar aquí…
Pero este tipo de cosas no solo ocurren en San Pedro, se dan en todos lados y tienen múltiples formas de expresión, entre otras: los fraccionamientos “cerrados” y los parques públicos que tienen rejas (cercas metálicas o bardas) y a veces candado.
Pero ¿de qué estamos hablando?, ¿qué fenómeno es este?, ¿qué proceso sociológico o ciudadano es este?
Es una exigencia de seguridad pública dicen, xenofobia (miedo o rechazo a los extranjeros, aunque no se rechaza a los ricos) o xenofobia doméstica (miedo y rechazo a los que no son de aquí) ¿alguna otra explicación? Sí: aporofobia y una especie de contractualismo social.
Aporofobia es un término que acuñó Adela Cortina, experta española en ética, y refiere al rechazo, animosidad, hostilidad, aversión y miedo a los pobres, a los que no tienen nada. ¿Contractualismo? Sí, porque nuestra naturaleza nos inclina al trueque, estoy dispuesto a hacer o dar a cambio de algo. En el caso de San Pedro se trataría de “participo y pago” a cambio de la exclusividad, de ahí la idea de los parques cerrados (solo entran los vecinos cercanos, los que participan en el mantenimiento) o de la falsa idea de exclusividad de los fraccionamientos cerrados: nadie entra si no se identifica y si no paga no le abrimos la pluma, que baje y él mismo abra la puerta.
¿Y lo público? Nada, lo público desaparece, vía la apropiación de los cercanos. Parques, banquetas, andadores e incluso el acceso a escuelas y otros centros comunitarios se convierten en bienes de club: solo pueden ser utilizados por los miembros del “club”, los iguales, los conocidos, los que han “superado” la diferencia. ¿Y los pobres? Esos no porque no aportan nada.
¿Qué es lo público? Todo lo que puede ser visto y escuchado por todos, difundirse y publicitarse, lo común a todos, lo que no es poseído privadamente. Arendt dice que lo público “se da siempre que la gente se reúne, se encuentra potencialmente allí, pero solo potencialmente, no necesariamente ni para siempre” y lo asocia a la identidad, pues aparecen y cobran existencia por la agrupación, por el discurso y la acción. Sennett lo define en términos de “vínculos de asociación y compromiso mutuo….” y Keane como “relaciones espaciales entre personas… vinculadas por algún medio de comunicación y entre las cuales se suscitan disputas no violentas… en torno a relaciones de poder…”.
Pero sobre todas las cosas el espacio público es un derecho y los ciudadanos, las personas, sus depositarios sin importar su lugar de origen o condición social. Sí a la eficiencia en la prestación de los servicios públicos, pero sobre todo garantía de acceso igualitario, equidad y justicia. Eso nos define.
Afortunadamente no todo es “Lady Parques”, cito un comentario de otra persona, también de San Pedro: “Me sorprendió muchísimo ver un video en donde alguien alega que los parques deberían de ser cerrados y que solo sean para la gente de ‘la colonia’, que mozos, mujeres que ayudan con la limpieza, gente que pasea perros o que lucen humildes los hacen sentir amenazados”. ¿En qué momento nos convertimos en una sociedad que no se escandaliza de estas palabras? ¿En qué momento nos dimos el derecho de decidir quién puede y quién no puede pasear en un parque? Me encanta pasear en parques llenos de gente, creo que no podemos ni debemos ser indiferentes al clasismo y la exclusión, no podemos permitir que algunas personas, por su dinero, crean que tienen el derecho de prohibir el acceso a un lugar público, a un parque. Cualquier parque es mi parque.